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Prólogo 

Estudiar la caducidad en el ordenamiento tributario español 
es como trasponer una puerta, celosa y fuertemente guardada por 
quienes, señores de horca y cuchillo, han tenido mando en plaza 
desde que hacia la tercera década del pasado siglo comenzó a cons­
truirse el Derecho Público. Confinada tradicionalmente en los reduc­
tos del Derecho Civil y del Derecho Procesal -ámbitos del Derecho 
por antonomasia-, la caducidad apenas trasponía el umbral de la casa 
paterna. Cuando quienes nos dedicamos al Derecho Público hemos 
comenzado a referirnos, con evidente timidez dicho sea de paso, al 
instituto perentorio, no han sido pocos los que han interpretado esta 
incursión como un sacar los pies dei tiesto. 

En el fondo de esta situación hay causas muy poderosas. En 
primer lugar, caducidad y prescripción, en el ámbito del ordenamien­
to público, constituyen institutos jurídico's que suponen una evidente 
limitación de las tradicionales formas de actuación de los poderes 
públicos. Y es evidente que, salvo circunstancias excepcionales, el 
poder público nunca ha sido un agente revolucionario. Ni en la vida 
política, ni en el mundo del Derecho. Los efectos asociados a la cadu­
cidad suponen, en definitiva, una merma de las potestades públicas, 
consecuencia de la falta de diligencia de los órganos administrativos. 
Y el poder, los poderes, puede admitir que en el mundo del ordena­
miento privado la falta de diligencia del comerciante, del tenedor de 
un título valor o del ·miembro de un consejo de administración con­
lleve consecuencias gravosas para quien no ha mostrado la diligencia 
debida en la custodia de su patrimonio jurídico -el perjuicio del títu­
lo valor, la responsabilidad civil, fiscal e incluso penal del consejero, 
etc.-, pero dificilmente colaborará en la admisibilidad de cualquier 
consecuencia dañosa que, para ese mismo poder, sea consecuencia de 
su falta de diligencia, de la intempestividad de su actuación o de la 
pura y simple inactividad del aparato administrativo. 

Asociada a la circunstancia apuntada, debe dejarse constancia 
de otra cuya concurrencia es también evidente. El principio de segu-
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ridad jurídic_a quiso confina~se en ámbitos prevalen temen te ocupados 
por las relac10nes entre particulares, cual si nada tuviera que decir en 
aque_llos sectores ~n _ los q~e in:er~iniera, bajo la «veste de puissance 
P;1bhq~~», la Admmistrac10n Pubhca. El constitucionalismo contribu­
yo de_cisivamente a ~ambiar ese estado de cosas y a partir de las cons­
trucc~ones_ de_ l~s Tnb1;1nales constitucionales europeos el principio de 
~egu~idad JUndica extiende su señorío a todo el mundo del Derecho, 
mclmdo el mundo del Derecho Público, en el que ocupa, además, un 
lugar preponderante. 

. En el_ caso de España, la Constitución de 1978 y la jurispru­
dencia de! !nbunal 9onstitucional y del Tribunal Supremo juegan un 
~apel ~e~is~vo en ~a e_xt_ensión al ámbito públicp del principio de segu­
ndad J?ndica. Prm~ip10 cuyas __ consecuencias se ven generosamente 
p~te~ci_adas por la_mcorporac10n al texto constitucional español del 
pnncipi? d~ _eficacia de las Administraciones Públicas -art. 103. 1 de 
la Constituc10n-, cuyas repercusiones en el ámbito de la actuación de 
las Administraciones Públicas apenas han comenzado a dejarse notar 
P~ro, sin du~a, conocerán ~n. ~esarrollo espectacular en los próximo~ 
an_os,_a_medida que la sensibilidad ante los requerimientos de dicho 
p~mcip10 vaya acompañada de una construcción dogmática del 
mism? qu_e,. ,h?y por hoy, dista mucho de haberse alcanzado. 
Segundad JUndica, de un lado, y eficacia de la actuación administrati­
v':, de otro, constituyen un binomio a tener en cuenta en los próximos 
a~os .. Y no ~e _c~be la menor d1:1da, a la vista de los últimos pronun­
ciamientos J1:1d1C1ales, que caducidad y prescripción constituyen insti­
tutos -especialmente el primero- que tienen un largo trecho por 
recorrer en el mundo del Derecho Tributario. 

En el caso del o~denam~ento ~úblic~ español, y más específi­
camente en el ordenamiento tributano, ha irrumpido en escena un 
nuevo factor: 1:t ?ecidida :ctuación de los Tribunales de Justicia y el 
no meno~ decidido empeno de un importante sector doctrinal han 
emprendido la labor de nacionalizar en el reino del ordenamiento tri­
buta~i~,, institut~s que, en el mejor de los casos, sólo podían residir en 

. condici?n de onundos, transeúntes o con permiso de reisdencia tem­
poral. Sm que se sepa muy bien por qué, ha habido que caminar fati­
gos~me_nte, superando t~da clase de trabas, para poder generalizar en 
el ª1??lto del _ordenamiento tributario conclusiones pacíficamente 
admitidas no solo en el mundo del Derecho Privado sino incluso en 
el ámbito, mucho más cercano al nuestro, del orden;miento adminis-
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trativo sancionador. Administrativistas y penalistas han ido allanando 
un camino -y es justo dejar testimonio público de reconocimiento a 
esa labor- por el que, posteriormente, hemos podido caminar quienes 
nos dedicamos al estudio de las instituciones tributarias. Hay que 
dejar constancia de que lo que tenía que haber sido fruta madura ape­
nas promulgada la Ley 30/1992, no la hemos podido cosechar hasta 
pasados varios años -Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y 
Garantías de los Contribuyentes y RD 1930/1998, de 11 de septiem­
bre, por el que se regula el procedimiento sancionador tributario-. Y 
aún quedan en el árbol, en brote algunos, a punto de brotar otros, fru­
tos cuya simiente no florece de forma temprana. 

En las tareas de riego, abono y cultivo para que esa floración 
se produzca hay que situar trabajos como el realizado por el Dr. 
Bayona. No sólo ha tenido que enfrentarse con ese humus sociológi­
co adverso, poco propicio al arraigo de la planta. Ha tenido que ope­
rar, además, en un terreno conceptualmente d~fuso. Las perplejidades 
que, aún hoy, sigue suscitando la distinción entre caducidad y pres­
cripción siguen lastrando cualquier intento de aproximación a ambas 
figuras, ('.specialmente a la caducidad, en el marco de las relaciones tri­
butarias. Y es que, querámoslo o no, ambas categorías tienen una 
médula espinal común: ambos son institutos que, en garantía de la 
seguridad jurídica, tratan de garantizar que la consecución del actuar 
administrativo, encaminado a la satisfacción del interés público, se 
lleve a cabo en un plazo determinado de tiempo y, de rechazo, al tiem­
po que procuran por aquel interés público, conllevan una cierta com­
pulsión sobre la Administración. O, lo que es lo mismo, limitan las 
potestades públicas. 

Junto a esa evidente indefinición conceptual -muy bien apro­
vechada por cierto por los poderes públicos, reticentes a la admisibili­
dad de todo instituto que conlleve límites a su actuación-, debe dejar­
se constancia de otra circunstancia que también ha dificultado la 
admisibilidad del potencial que ambos institutos -y señaladamente la 
caducidad- encierran. Nos referimos a esa especie de prejuicio con 
_que en no pocas ocasiones ha sido contemplada tanto la prescripción 
como la caducidad. Cuando en un contencioso se invoca su concu­
rrencia, .debe contarse de antemano con algo que no suele fallar: la 
representación procesal de los poderes públicos y, en ocasiones, inclu­
so los propios Tribunales, ven en dicha invocación la excusa del mal 
pagador, la argucia procesal que sólo invoca quien no tiene razón 
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sobre el fondo, con el consiguiente desarme moral que conlleva tal 
apriorismo. Y no seré yo quien diga que no hay algo de eso. O que, al 
menos, puede haberlo en ocasiones. Pero ni puede elevarse a catego­
ría, ni puede suscitar mayor perplejidad que la que deparar puedan 
las consecuencias que se asocian en Derecho a quien, como antes 
señalábamos, no ha sabido cuidar de su propio patrimonio jurídico. 
Consecuencias a las que, en un Estado de Derecho, no tiene que ser 
inmune el propio poder, la propia Administración Pública, obligada, 
si cabe más que nadie, a ·velar por la integridad de ese patrimonio, 
ajustando su actuación a la tempestividad exigida por la norma. 

Cuando Juan José Bayona se adentra en su estudio lo hace par­
tiendo de una premisa básica: la caducidad es un instituto jurídico 
cuyo concepto debe ser unívoco en el mundo del Derecho. Si eso es 
así -y al menos nosotros compartimos la opinión del autor- las conse­
cuencias que de ello se infieren no son livianas. Por ejemplo, la posi­
ble ilegalidad del artículo 36. 1) del RD 1930/1998, de 11 de sep­
tiembre, por invadir ámbitos acotados al legislador. Por ejemplo, la 
necesidad de andar muy despacio cuando se habla de descartar 
-como están haciendo Sentencias por todos conocidas- la posible 
aplicación del instituto perentorio en determinados ámbitos de los 
procedimientos tributarios. Y podríamos seguir. 

Y es que, en el fondo, lo que late al analizar estos institutos no 
es otra cosa que el choque entre las pretensiones de uniformidad de 
los distintos procedimientos administrativos y la subsistencia de pro­
cedimientos excluidos del régimen común. Tan es así que cuando el 
propio Consejo General de la Abogacía española recurrió en su día el 
RD 803/1993, de 29 de mayo, por el que se ftjaron plazos en deter­
minados procedimientos tributarios, estaba velando por el estableci­
miento de una cierta uniformidad en el panorama jurídico. La 
Sentencia del Tribunal Supremo, de 4 de diciembre de 1998 zanja la 
cuestión recordando que es la propia Ley General Tributaria la que, 
en su artículo 9, establece el orden de prelación de fuentes en mate­
ria tributaria, dotando de legalidad la singularidad tributaria. 
Señalando algo más, de importancia decisiva: el hecho de que en el 
Anexo 3 del Real Decreto impugnado no se establezca un plazo máxi­
mo de finalización de los procedimientos tributarios no conlleva la 
aplicación automática de la disposición adicional quinta de la Ley 
30 / 1992 -es decir, la aplicación supletoria de los plazos previstos para 
la ultimación de los procedimientos administrativos comunes-, sino 
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que el plazo máximo del procedimiento tributario concreto será el 
mismo ftjado para la prescripción del derecho al que el procedimien­
to vaya referido. No hay, pues, lagunas que cubrir. No cabe la aplica­
ción supletoria del plazo de tres meses previsto por el artículo 42. 2) 
de la Ley 30/1992. El plazo será el de prescripción del derecho. No lo 
ve así el Voto Particular que acompaña a la sentencia del Supremo, 
pero aquel es el parecer mayoritario. Las cosas siguieron evolucio­
nando y la Ley 4/1999, de 13 de enero, de modificación de la Ley 
30/1992 fue testigo elocuente de esa evolución. Se dio nueva redac­
ción a la famosa disposición adicional quinta. Se trató de aherrojar, 
más aún, la singularidad tributaria. Pero las cosas son como son, la 
cabra tira al monte, los estudiosos estudian y los Tribunales senten­
cian. Y la cuestión dista mucho -como ve muy bien el autor de este 
estudio- de estar definitivamente resueltas. 

Las vicisitudes que en el terreno de la caducidad ha experi­
mentado el propio parecer de la Audiencia Nacional abundan en la 
plurivocidad de los institutos a que venimos haciendo referencia. Y ese 
es precisamente el terreno en el que el trabajo de Juan José Bayona 
adquiere una singular intensidad. Analizar la caducidad por inactivi­
dad de la Administración· en Derecho Tributario y proyectarla en los 
terrenos en que tradicionalmente su admisibilidad ha sido más con­
flictiva abre un haz de sugerencias que da que pensar. Proyectar la 
caducidad en el terreno de las actuaciones inspectoras, analizar su 
aplicación en el marco de las facultades de comprobación de las liqui­
daciones provisionales y entrar decididamente en el terreno del pro­
cedimiento sancionador satisface las expectativas de quienes están 
interesados -cabría preguntarse si hay alguien que no lo esté- por la 
potencialidad que encierra el instituto perentorio en el ámbito del 
ordenamiento tributario. Si, amén de ello, el autor se enfrenta tam­
bién con la caducidad causada por la inactividad del administrado en 
el mismo ordenamiento tributario -caducidad de los derechos potes­
tativos, caducidad de los procedimientos y caducidad de la instancia­
es evidente que el interés por la lectura se acrecienta. 

Todo, y creo que es de justicia hacer hincapié en ello, exami­
nándolo con los métodos y materiales del jurista. No sólo del tributa­
rista -que también-, sino del jurista, que sabe andar también por los 
predios del Civil, del Administrativo, del Procesal o del Penal. Y eso es 
de agradecer, en épocas en que el particularismo ha llegado a extre­
mos atosigantes. En épocas en que se puede hacer un Master sobre la 
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fiscalidad de los swaps -por decir algo-, sin que se sepa muy bien qué 
es la hipoteca mobiliaria o el fideicomiso. Pero que no decaiga la fies­
ta, que, como decimos por estas tierras, mientras va el carro hace 
ruido. Que se sepa dónde va, es harina de otro costal. 

Uno no puede concluir estas líneas sin un apunte que nada 
tiene de académico y mucho de desahogo personal. Muy probable­
mente, casi con toda seguridad, al par que contraviene el rigor acadé­
mico, contrariará, no poco, al autor de la obra. Pero, puestos a con­
trariar, uno opta, egoístamente, por no desoír los impulsos que le 
impelen a dejar testimonio público de viejos afectos perso'nales, naci­
dos hace ya muchos años. No es fácil, o al menos a mí no me lo résul­
ta, obviar la honda satisfacción que produce ver crecer, pujantes, a 
quienes un día formaron parte de un mundo tan distinto del que hoy 
vivimos, de un entorno más pequeño y por ende más humano, trama, 
que dijo Vicente Aleixandre, donde el vivir se urdió despacio. En ese 
volver la vista atrás, quienes entonces fueron testigos silentes, van hoy 
alzando su voz. Y en esa voz, cerrados los ojos, oímos las voces de un 
ayer al que se quiera o no, y yo lo quiero, seguimos atados. 

Juan Martín Queralt. 

PRIMERA PARTE 

1A CADUCIDAD 
TEORIA GENERAL 



La caducidad, cuya aplicación en el Derecho tributario es el ob­
jeto último del estudio que acometemos, se presenta al jurista como 
un término que encierra diversas acepciones referidas, en principio, a 
figuras jurídicas dispares. Puede de esta forma hablarse de la caduci­
dad de los derechos, de la caduéidad de procedimientos, de la cadu­
cidad de las concesiones administrativas, o incluso, en lo que sin duda 
es su acepción más próxima al significado común, hacer referencia a 
la existencia de plazos de caducidad. Ante el carácter polisémico del 
término caducidad no han faltado esfuerzos doctrinales tendentes a 
depurar los distintos conceptos que el mencionado término engloba, 
distinguiendo para ello las figuras de la preclusión, la perención, la 
decadencia, o la caducidad de la instancia, dentro del genérico con­
cepto de caducidad, e incluso, distinguiendo cada una de las figuras 
antes mencionadas de aquellos otros conceptos jurídicos con los que 
guardan similitud, tales como el desistimiento, el silencio, y sobre to­
do la prescripción. 

Sin negar la importancia que los referidos estudios tienen en la 
comprensión de la figura que analizamos, creemos que los mismos 
quedan excesivamente circunscritos al orden jurídico en el que se de­
sarrollan, lo que viene provocando, en ausencia de un análisis integral 
e integrador de la caducidad, la delimitación de figuras aparente­
mente inconexas en las diferentes ramas del Derecho, apenas relacio­
nadas por algo más que el término que las designa, con el grave pro­
blema de confusión que todo ello provoca. A esta caótica situación 
contribuye, sin duda alguna, la parquedad con la que nuestro Dere­
cho positivo regula en cualquiera de sus ramas los distintos aspectos 
de la caducidad y muy especialmente, dado su carácter de norma 
principal de nuestro Derecho común, el contundente silencio que so­
bre la figura analizada guarda el Código Civil. 

La presente situación plantea, a nuestro juicio, una interesante 
disyuntiva al investigador que afronta el estudio de la caducidad: cir­
cunscribir su análisis, en la línea hasta ahora seguida mayoritariamen­
te por la doctrina, a aquellos aspectos de la figura relevantes para el 
orden jurídico desde el que el estudio se acomete.o, por el contrario, 
dedicar parte de su esfuerzo a la labor, hasta la fecha postergada, de 
delimitar, si ello fuera posible, un concepto integrador de la caduci-
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dad desde el que analizar posteriormente las cuestiones que al orden 
jurídico concreto interesen. 

. Las razones que abogan por la segunda de las vías enunciadas, y 
que a nuestro juicio, dada su importancia, transforman la cuestión en 
un falso dilema, estriban fundamentalmente en la consideración uni­
taria del ordenamiento jurídico que, sin. perjuicio de reconocer la 
existencia de peculiaridades entre las diferentes ramas del Derecho, 
permite la elaboración de conceptos e instituciones con vigencia ge­
neral, que vertebran y dan coherencia al conjunto del ordenamiento. 
No se trata, por lo tanto, de buscar una aplicación mimética y auto­
mática en Derecho tributario de figuras elaboradas en el seno de otros 
órdenes jurídicos, técnica que conllevaría lógicos problemas de ade­
cuación al importarse junto con los elementos esenciales de la figura 
los rasgos adjetivos que se hubieran incorporado en otra rama jurídi­
ca, sino de intentar determinar esos elementos esenciales, desde la óp­
tica de la Teoría General del Derecho, como paso previo al análisis de 
la figura en el ámbito del Derecho tributario1

• 

Ahora bien, el estudio de la caducidad desde la teoría general del 
Derecho encuentra precisamente como primer escollo el ya comenta­
do desarrollo dogmático de las diferentes acepciones del término ca­
ducidad que, sin atender a la existencia de un posible concepto inte­
grador de la institución, se ha producido en las diferentes ramas del 
Derecho. La primera cuestión que en la actualidad se plantea es la de 
sí es posible todavía hablar de un concepto de caducidad con validez 

··en todo el ordenamiento jurídico o, por el contrario, nuestro ordena­
miento regula en la actualidad bajo la. misma denominación de cadu­
cidad varias figuras jurídicas distintas e independientes. 

La respuesta a este primer interrogante debe, a nuestro juicio, ve­
nir precedida de un análisis, si acaso sea somero, de los estudios que 
en torno a la caducidad han sido realizados en las diferentes ramas del 
Derecho. En este sentido, debemos pasar revista a los conceptos de ca­
ducidad de los derechos y acciones que encontramos fundamental­
mente en Derecho privado, a la caducidad del procedimiento, propia 
del Derecho público, y a la caducidad de la instancia, que encontra­
mos en el Derecho procesal. 

l. Esta es, por otra parte, la metodología propuesta para el análisis de estas cuestio­
nes por FALCÓN Y TELLA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, La Ley. Madrid, 
1992, pgs. 47 Y SS. 
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Capítulo I 

La caducidad en Derecho civil: 
la caducidad de derechos 

Pese al absoluto silencio que en relación con ~a cad~cidad guarda 
el Código CiviF, es unánimemente acepta?ª la existe~crn d_e esta figu-

1 ámbito del Derecho privado, pudiendo al mism~ tiempo afir­
::a:~:e dicho silencio resulta decisivo a la hora de e~phcar la esca~a 
atención que la jurisprudencia y los autores han dedicado ~1 estud10 
de la misma. Existe acuerdo unánime entre los autores en senalar que 
el origen de los estudios sobre la caducidad se produce en e~ seno de 
la doctrina alemana3 e italiana\ siendo dicho acervo posteriormente 
recibido e incrementado en nuestro país gracias.ª la obra De la_ pres­
cri ción extintiva de .ALAs, DE BuEN y R.AMos5

• Estas pnme~a~ aportacion~s 
rtentan como principal logro la ruptura con la. tra?1ci??ªl _cr~e~crn 

P ue en lobaba caducidad y prescripción en una mstituc1on. umca , .lo 
que 0 ~ otra parte explica los afanes posteriores de la ~~ctrma y la )u­
dspiudencia1 por establecer aquellos rasgos que permitieran su dife-

• • ~ 8 renciac1on . 

· · t ordenamiento es de todos co-
2. El C:ódigo Civil francébs,lcudyal1~¡flueri1~;~~~~~ r~cerca de la figura de la caduci­

nocida, es el responsa e e s1 ene 
dad. , , t t b · s· GRAWEIN' Veijiihrung und gesetzli-

3. En este sentido.so? citados los sigme.\~s·¡¡~~;º ~nd esetzliche Bejristung, Nach dem 
che Bejristung. Lipsrn, ~si; {º5J!:c\:G·19~. WEisf! VeijiiÍrung und gesetzliche Bejristung 
Bügerlichen Recht dest s e en ' Ri h '1905 

~~:/:t!eoa¡:::~!nd1;::~!:/ :Cez'Je:J~:ncivife ~ialiano.' Torino, 1906; FADDA Y BENsA: 
4

' Notas al Windscheid. ToDri~pr' 192~~ 'ón extintiva Centro de Estudios Históricos, Ma-
5. ALAs, DE BuEN y RAMos: e esmrci , 

drid, 1918, 1A atribu e fundamentalmente a GRAWEIN, aún 
6. Mérito gue QmNTUS Muhcmbs, S~dvo esbozad[ por algún otro autor»: Código Civil, 

reconoc1endo que ya « a ia si O , 241 
t. XXXII, vol. I, Instituto E~itorial Reus,.~:::~~~;e

6!~¡~f ue ~bordan cuestiones 
7. Suel~ señalarse en

1 
est~ se~]~º c1:U':if~entalmente su dif~renciación con la pres-

relacionadas con a ~a uci ª .' Y d 27 30 de abril de 1940. · 
cripción la~ Sentencias de\ Tdbu:~l 

8
~f :~%~ti Jo la !xistencia de la caducidad co-

8. La generah,da? ~on la que ª oc !na , d que aún en nuestros días podamos en­
mo figura JUrid1ca autonoma no 1mp1 e 
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En la línea apuntada CASTÁN ToBEÑAS9 resume las diferencias entre 
caducidad y prescripción de acuerdo con las siguientes notas: 

1 ª La decadencia puede proceder ,del acto jurídico privado o de la 
ley, mientras que la prescripción tiene siempre su origen en la última; 

. . 2_ª La finalidad de la prescripci6n -dice Coviello- es dar por ex­
tmguido un derecho que, por no haber sido ejercitado, se puede su­
poner abandonado por el titular; la de la decadencia es ftjar de ante­
mano el tiempo durante el cual puede un derecho ser ejercitado útil­
mente. En la prescripción, por ello, se toma en consideración la razón 
subjetiva del no ejercicio del derecho, o sea la negligencia real o su­
puesta del titular; en la caducidad pura se atiende sólo al hecho obje­
tivo de la falta de ejercicio dentro del término preftjado; 

3ª La prescripción se aplica a los derechos subjetivos en general, 
cuando menos a los patrimoniales; la caducidad se refiere a derechos 
determinados -por lo común, los llamados potestativos-, que, no sólo 
por razón del interés general, sino también en atención al interés de su­
jetos particulares, quiere la Ley que se ejerciten en un término breve; . 

4ª La prescripción extingue las acciones y derechos, generalmente 
a travé~ de una excepci(m, mientras que la caducidad opera la extinción 
de una manera d~recta y automática. De aquí que diga Enneccerus que 
el plazo de caducidad ha de tomarse en cuenta por el Juez, aunque sólo 
se. d~sprenda su ~ans?urso de la exposición del demandante; la pres­
cnpc10n, en cambio, solo cuando la invoque el demandado; 

5ª En la prescripdón se admiten causas de suspensión y de inte­
rrupción. En la decadencia, no tienen influencia, por lo general, estas 
causas, porque el efecto extintivo es radical y automático. 

Las anteriores notas caracterizadoras de la caducidad frente a la 
prescripción van a configurar, ante la falta de un concepto legal o doc­
t,rin_al10, ~l contenido de la institución que anali;zamos, y por ello su es­
tud10 exige que nos refiramos brevemente a las mismas. 

9. 
10. 
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co~tr~r autor<:!S que c~nsideren la ?1isma como una subespecie de la prescripción 
extmtiva. En este sentido puede citarse la opinión de don Fausto MoRENO quien 
en la Nuev_a_ tnciclopediajurídica ~<litada por Seix (t. III. Barcelona, 1978, pg. 503): 
y ~n .r,elac10!1 ~on la voz caducidad, define ésta como «aquella especie de pres­
cnpc10n exui:iuv_a que operando automáticamente y siendo apreciable de oficio, 
pr?duce la perdida de un derech.o o acción, por su no ejercicio durante el plazo 
senalado por la ley o por la voluntad de los particulares, no admitiendo más cau­
s~s de sus.pensión o interrupción que el ejercicio por parte del titular». 
Cita extra1da de QmNTUS Mucrns SCAEvoLA: ob. cit., pgs. 240 y 241. 
De pacífica admisión, se entiende. 

J. La caducidad en Derecho' civil 

1. EL ORIGEN DE LA CADUCIDAD 

Desde el 'inicio de los estudios relacionados con la caducidad la 
doctrina ha coincidido en señalar como una de las notas que con ma­
yor precisión permitía diferenciar esta figura de la J?rescripción era 
que mientras esta última necesariamente tenía un ongen legal, la ca­
ducidad podía originarse por la mera voluntad de las partesll. 

La inicial aceptación doctrinal es frut? ~e un razonarr_iie~to que 
parte de la premisa de que no existen a pnon razone~ 9-ue JUStifiquen 
la limitación de la autonomía de la voluntad en relac10n con la cadu­
,cidad. Así por ejemplo Rumo ToRRANo argurr_ienta en rel~ción ~on la ca­
ducidad convencional que «sólo un doble tipo de consideraciones po­
drían esgrimirse para su inadmisión: bien q1:e la ley as~ lo previera, 
bien que la caducidad convencional c?ntra?!ga la prop~a naturaleza 
de esta institución». Señalando a contmuac10n el menc10nado autor 
que «dado que en nuestro Ordenamiento jurídico no se establece una 
regulación de esta figura, el primer ~rgumento se d~svanece» y «~n 
cuanto a la configuración de la caducidad, ya se ha senalado como es­
ta supone un medio de extinción de derechos o faculta?es_ q:1e ~acen 
con duración limitada por lo que el plazo corre, en prmcipio, mexo-

11. Esta característica ya apuntada en la obra de GRAWEIN, fue introducida en nue~tra 
doctrina por Aus, DE BuEN y RAMos, y seguida por un importante sector doctn1;1al 
en el que destacan CAsrAN: Derecho (?i_vil Español Común J Foral, t. I, vol. I~. Madnd, 
1971 pg. 851· ALBADALEJo: Derecho Czvzl, t. I, vol. II. Madnd, 1985, pg. 538, PmG BRu­
rAu,josé: Cad~cidad, Prescripción Ex_ti7:tiva y Usucapión, Bosch'. Barcelona, 198~; ~~­
cíA AMIGÓ: Instituciones de Derecho Czvzl, t. I, pgs. 909 y 910; Dmz-PI<_;AZO Y_GuLLON, Sis­
tema de Derecho Civil, vol. I. Madrid, 1981, pg. 484; DE ~GEL YAGU~~• Ricardo: «C~­
ducidad y Autonomía Privada: Especial referencia a la mterrupc1on d~ la caduci­
dad por acuerdo de las partes», en La Ley, 1986-4! P&S, 1009 y ss.; l_l<?o~IGUEZ MoRA­
TA, Federico A.: Comentarios al Código Civil y Compzlacwnes Forales, ~mg1dos por AL­
BADALEJO, Manuel y Silvia DíAz ALABART, t. XXV, vol. I, Edersa. Madnd, .l~J3, pg. 6?, 
La Jurisprudencia por su parte ha ratificado expresamente esta p~s1c10n a. traves 
de varios pronunciamientos, entre los que cabe destacar la S~ntencia del Tn~unal 
Supremo de 24 de junio de 1968, según la cual «h.ay caduc1d_ad o deca~en~ia de 
un derecho cuando la ley o la voluntad de los particulares .senalan_ un. termu:i;o fi­
jo para el ejercicio de un derech_o, ~e.modo que. ~ranscurr~do el te~mm<;>, _el mt~­
resado queda impedido para el eJerc1c10 de la atc10n, atend1end? la mact1y1dad so­
lo al hecho objetivo de la inactividad dentro del término de ngor pref\¡ado»; la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de dicie~bre de ~97~ (RJ 1970, 5635), al 
señalar que «la caducidad de la acción es el fenomeno o mstI~uto por e_l que, con 
el transcurso de cierto período de tiempo que la ley o lo.s particular.es fJJªl; para el 
ejercicio de un derecho éste se extingue: quedando el mteresado 1mped1do p~ra 
el cumplimiento del acto o el ejercicio de la acción»; o inclus~, c~m? Sentenc1.as 
anteriores a las citadas GóMEZ CoRRALIZA, Bernar~o: «Comentanos Junsprudenc_ia­
les sobre la caducidad» en RevistaJurídica Espanola. La Ley, 1988-4, pg. 805 sena­
la las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 de abril de 1947, de 22 de mayo de 
1965 (RJ 1965, 3013) yde 11 de mayo de 1966 (RJ 1966, 2419). 
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rablemente para ellos», concluyendo que «no parece, por tanto, que 
exista inconveniente en que las partes interesadas acuerden un plazo 
de caducidad para la realización de un determinado derecho o facul­
tad» 12. 

No faltan sin embargo en la actualidad autorizadas voces que 
frente a la generosidad con que se permite el juego de la autonomía 
de la voluntad tanto por la doctrina mayoritaria13 como por la juris­
prudencia del Tribunal Supremo, excesivamente preocupada en oca­
siones por la justicia del caso concreto14, censuran el uso de la deno­
minada caducidad convencional para excepcionar elementos consi­
derados consustanciales al régimen jurídico de esta institución. Esta 
posición, mantenida en nuestra doctrina inicialmente por DE CAsTRo15

, 

no se opone a que los particulares ftjen libremente en sus relaciones, 
y siempre que la materia no les sea indisponible16

, plazos preclusivos 
para el ejercicio de las potestades mutuamente conferidas17

, sino a que 

12. La justificación de esa permisión del juego de la autonomía de la voluntad se en­
cuentra según QuINTUS Mucrns SCAEvoIA; oh. cit., pgs. 252 y 253 en el diferente objeto 
sobre el que versan ambas instituciones. Así, «en la caducidad, como institución, pa­
ra nosotros, determinante, no de la pervivencia de un preexistente derecho sino de 
su adquisición o nacimiento mediante el ejercicio oportuno de la acción que a éste 
conduce, afecta más al interés privado de los particulares, a quienes, concediéndose 
la facultad de ejercitar aquélla en sazón, en persecución de un derecho que, en prin­
cipio, al menos, a la sociedad le es indiferente, le es también permitida la modifica­
ción o creación del plazo y hasta la renuncia de tan peculiar interés». 

13. Algunos autores y de forma especial DE ANGEL YAGúEz, Ricardo ( «Caducidad y au­
tonomía privada: especial referencia a la interrupción de la caducidad por acuer­
do de las partes», oh. cit., pgs. 1010 y ss.) han querido incluso ver en la Sentencia 
del Tribunal Supremo de 20 de mayo de 1972 (RJ 1972, 3589), el reconocimiento 
jurisprudencia! de la distinción entre caducidad legal y convencional, habiéndose 
pronunciado en contra de esta interpretación GoMÉZ CORRALIZA, Bernardo: «Co­
mentarios jurisprudenciales sobre la caducidad», oh. cit., pgs. 804 y ss. y Rumo To­
RRANO, Enrique: «La caducidad en Derecho civil español», Aranzadi Civil, 1995, t. 
III, vol. III, pgs. 119 y ss. 

14. Un claro ejemplo de la influencia que el Tribunal Supremo, por razones de equi­
dad, a acordado a la autonomía de la voluntad en materia de caducidad se en­
cuentra, como señala GóMEZ CORRALIZA, Bernardo: «ComentariosJurisprudenciales 
sobre la caducidad», oh. cit., pg. 813, en la Sentencia de 30 de mayo de 1984 (RJ 
1984, 2808). 

15. DE CASTRO v BRAvo, Federico: Temas de Derecho civi4 1972, pg. 175: «Ha parecido con­
veniente, por estas razones, reservar el término de caducidad a la llamada caduci­
dad legal». 

16. ALIIADALEJO, Manuel: Derecho Civi~ t. I, vol. 2, pg. 526, señala que tratándose de ma­
teria indisponible «hay que rechazar que los interesados puedan modificar lo dis­
puesto en la ley sobre su caducidad». 

17. Respetando por tanto el criterio del Tribunal Supremo expresado en su Sentencia 
de 20 de mayo de 1972 (RJ 1972, 3589) según el cual «cuando por disposición le­
gal o convenio concertado por los particulares se señala un término ftjo para la du-
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se siga denominando caducidad a dichos plazos preclusivos cuando en 
ejercicio de esa misma autonomía de la voluntad se ha pactado, en 
contra de lo que acontece en los ~upuestos de caducidad que la nor­
mativa establece, la posibilidad de interrupción, suspensión o prórro­
ga del plazo18 • En este sentido, compartimos con GóMEZ CoRRAUZA19

, 

que «admitir la posibilidad de interrumpir o suspender por pura vo­
luntad de los interesados los plazos de caducidad significa sencilla­
mente desnaturalizar la institución o, si se prefiere, dejar el concepto 
mismo de caducidad prácticamente vacío de contenido». «La caduci­
dad convencional si ha de ser verdadera caducidad en sentido técni­
co, ha de someterse a su régimen jurídico y reunir sus mismos carac­
teres (no interrupción, apreciación de oficio e irrenunciabilidad)»20

• 

Consecuentemente, consideramos posible el establecimiento de 
plazos de caducidad por acuerdo entre los particulares en aquellas 
materias que les sean disponibles, implicando dicho pacto la sumisión 
a las reglas que rigen .la caducidad legal. Ahora bien, si en el ejercicio 
de la libertad que les reconoce el artículo 1255 del Código Civil21, las 
partes decidieran excepcionar todas o alguna de las reglas esenciales 
al concepto de caducidad es obvio que no tendría sentido alguno se­
guir manteniendo la vigencia de dicha figura en la relación entre di­
chas partes. Sólo bajo estas condiciones puede, a nuestro juicio, ha­
blarse del origen legal o contractual de la caducidad, y todo ello de­
biendo señalar, siguiendo a DíEz PrCAZa22

, «la diferencia profunda que 
existe entre la llamada caducidad convencional y la verdadera caduci­
dad, porque esta última es un límite puesto al ejercicio de las acciones 
como medios de defensa judicial de los derechos, mientras que aqué­
lla, cuando sea legítima, es un plazo legal de vida de los derechos, in­
dependiente del modo de ejercicio judicial de los mismos». 

ración de un derecho, de tal modo que transcurr_ido el mismo no Pl!ed_e, ser ejer­
citado, se está en presencia de un plazo de caduc~dad y no de p,rescnpc10n». 

18. Tras defender la libertad de pactos entr~ los par~1culares tamb1en se 1i:terroga so­
bre «si en tal caso tiene verdadero sentido segmr hablando de caducidad» Rumo 
ToRRANo, Enrique: oh. cit., pg. 120. 

19. GoMÉZ CoRRALIZA, Bernardo: «Comentarios jurisprudenciales sobre la caducidad», 
oh. cit., pg. 811. . . . . , . , . 

20. GóMEZ CALLE, E.: voz «Caducidad. (Derecho ClVll)», en Enc1clopedzajundica Baszca, 
Civitas. Madrid, 1994, pg. 858. , 

21. Art. 1255 del Código Civil: «Los contratantes pueden establecer los pactos, clausulas y con­
diciones que tengan por conveniente, siempre que no sean contrarios a las leyes, a la moral, 
ni al orden público». . , . . . 

. 22. DíEZ P1CAZ0 Luis: Comentar10 al art. 1930 del Cod1go ClVll, dentro de la obra co­
lectiva Cor/ientario del Código Civi4 t. 11, Ministerio de Justicia. Madrid, 1991, pg. 
2085. 
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Además, el reconocimiento de la posible existencia de la caduci­
dad convencional no nos permite concluir acerca de la validez del cri­
terio del origen como criterio diferenciador entre la figura analizada 
y la prescripción pues, siguiendo un razonamiento análogo al efec­
tuado en relación con la caducidad, cabe que nos preguntemos con 
Fausto MoRENo, «¿qué barrera infranqueable se opone a la admisión y 
reconocimiento de una prescripción convencional?»23, 

2. LA IMPOSIBILIDAD DE INTERRUPCION O SUSPENSION DEL 
PLAZO DE CADUCIDAD 

La imposibilidad de interrumpir o suspender el cómputo del pla­
zo que, sin duda, ha sido tradicionalmente la característica que por ex­
celencia ha permitido distinguir la caducidad de la prescripción, es en 
la actualidad un criterio diferenciador que ha entrado en crisis por di­
ferentes motivos. 

En primer lugar, se ha cuestionado la eficacia del criterio al ad­
mitirse, en determinados supuestos, la posibilidad de interrumpir el 
cómputo del plazo preclusivo. Esta posibilidad, planteada como he­
mos visto en el apartado anterior con gran amplitud por la jurispru­
dencia y un sector de la doctrina en relación con la denominada ca­
ducidad conyencional, ha sido también reconocida, aunque en su­
puestos mucho más concretos, en relación con la caducidad legal. 

La interrupción meramente convencional de la caducidad, cuando 
es posible, nos parece, como expusimos anteriormente, que excluye de 
la relación en que se pacta el concepto de caducidad, dado que lo con­
trario supondría aceptar una desnaturalización total de este último con­
cepto, Esta última argumentación no puede obviamente esgrimirse 
cuando es la propia normativa la que prevé la interrupción o suspen-

23. MoRENo, Fausto: ob, cit., pg. 501, continúa el autor su razonamiento en los si­
guientes términos: «No puede ser el fundamento de la institución, porque es el 
mismo que en la caducidad; tampoco, P.ºr idéntica razón, los fines y requisitos. 
¿Acaso las conveniencias del tráfico jundico? No creemos que padezcan la certi­
dumbre -y seguridad de las relaciones jurídicas por la admisión de una prescrip­
ción estipulada, sobre todo si pensamos que siempre será misión exclusiva de los 
Tribunales de justicia, al aplicar la ley, determinar los casos posibles de prescrip­
ción convencional, teniendo en cuenta las conveniencias del tráfico y la naturale­
za de los intereses en juego», El juego de la autonomía privada en relación con la 
prescripción ha sido objeto de análisis por parte de DíEz P1CAzo, Luis: «Autonomía 
privada y prescripción», en el libro La prescripción en el Código Civil, ed. Bosch. Bar­
celona, 1964, pgs. 59 y ss. 
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sión de un plazo de caducidad, de forma que como tiene señalado el 
Tribunal Supremo24 «la regla general de la imposibilidad de interrum­
pir los plazos de caducidad de la acción tiene que admitir ~etermin~~as 
excepciones en aquellos supuestos en los que el Ordenamiento positivo 
exige que, a la presentación de la demanda inicial del proceso, hay':n 
de antecederle ciertas actividades administrativas (para) apurar la VIa 
gubernativa, instar la rep.~sición previa de! ~cue~do qu~ se va_a impug­
nar ... intentar la celebrac1on del acto conCihatono preVIo, etc., en casos 
tales, el ejercicio de esas actividades p~ecis~s para la_i,niciación del pro­
ceso judicial lógicamente debe producir la mterrupc10n del pl':20 de ca­
ducidad de la acción, siempre que se lleven a cabo dentro de el». 

Hasta su reforma, por la Ley 34/1984, de 6 de agosto, el artículo 
479 de la Ley de Enjuiciamiento Civil25

, ha ~ido el pr~~epto que ha g~­
nerado una jurisprudencia favorable a la 1~terrupc10n de la c_aduc1-
dad amparada por ley. En reiter~das sentencias, nu~s~o-~to Tnb?nal 
ha estimado que siendo preceptivo el acto de conC1hac10n que dicho 
precepto regula, la interposición de su demai:ida d~ntro del plazo pre­
elusivo debía enervar los efectos de la caducidad siempre que, en los 
dos meses siguientes a la celebración in_fructuos~ _del ~en~ionado ac­
to, se hubiera ejercitado la correspondiente acc10n prmc1pal, ya que 
como señala DE ANGEL YAGÜEz, «mal podía reprocharse tardanza en la 
formulación de la demanda propiamente dicha a quien estaba obli­
gado a presentar previa de concili~ción»2

~. ~llo no obstante, cabe de­
cir que la inaplicación de la c~duc1dad,_ ~1 bien no~mal~ente se pre­
sentaba como un supuesto de mterrupc10n de la mISma , se defiende 
en alguna sentencia como la consecuencia lógica del ejercicio del de­
recho antes de su caducidad28

• 

De acuerdo con Rumo ToRRANo, «no parece correcto seguir man­
teniendo el carácter interruptivo de la demanda de conciliación dado 
que al no .tener la misma un valor imperativo pierde solidez la argu-

24. Sentencia de 22 de mayo de 1965 (RJ 1965, 3013), . 
25. El art. 479 de la Ley de Enjuiciamiento Civil (Re?31cción preVJa a su ;~fo:!11ª por 

la Ley 34/1984, de 6 de agos~o) decía.con relac!º1?-, al a_cto de concil!ac10n que: 
«Tampoco producirá el efecto de znterru71:pz7: la prescripcton, sz 7:q s~ proi¡zovzere el ~orres­
pondiente juicio dent:o de los dos n;eses szguzentes al acto de conctlzacton szn avenencta». 

26. DE ANGEL YAGÜEZ, Ricardo: ob. cit., pg. 1007. . , . 
27 A útulo de ejemplo pueden citarse en este senado las Sentencias del Tnbunal Su­

. premo de 5 de julio de 1957 (RJ 1957, 2554), 12 de diciembre de 1962 (RJ 1962, 
4847), y 8 de noviembre de 1983 (RJ 1983, 606_5). , . 

28. Tal ocurre según RuBio ToRRANo, Enrique: ob. cit., pg. 110, en la Sentencia del Tri­
bunal Supremo de 23 de diciembre de 1983 (RJ 1983, 6995), 
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mentación anterior, muy lógica en su momento», ya que «precisa­
mente el carácter interruptivo de la conciliación venía dado, según la 
jurisprudencia que lo acogía, en la medida en que suponía "una acti­
vidad precisa para la iniciativa del proceso judicial", lo que ya no su­
cede dado el carácter puramente facultativo de aquélla»29, 

Ahora bien, la más severa crítica que puede formularse al presen­
te criterio es que, aun cuando pueda afirmarse que en la actualidad 
no existen preceptos legales que autoricen la interrupción de la ca­
ducidad, debe compartirse con QurNTus Mucrus SCAEVOIA30

, que nos ha­
llamos ante una consecuencia de la diferencia y no ante la razón de 
ser de ésta. No creemos, en efecto, que la imposibilidad de interrup­
ción de los plazos de caducidad pueda mantenerse como criterio di­
ferenciador hasta que no descubramos cual es la razón que niega en 
relación con esta figura la fuerza interruptiva que se reconoce a de­
terminados actos y hechos jurídicos en los plazos de prescripción. Só­
lo si la razón aludida existe se podrá, por otra parte, descartar una hi­
potética normativa en la que, de forma generalizada, se admita la in­
terrupción de la caducidad. 

3. MODO DE HACER VALER LA CADUCIDAD 

El hecho de que la prescripción deba ser generalmente alegada 
por la parte que pretenda hacerla valer mientras que la caducidad ha 
de ser apreciada de oficio por los Tribunales, ha sido otra de las notas 
que tradicionalmente han servido para la distinción de ambas figu­
ras31. Son varios los autores que en la actualidad señalan sin embargo 
la escasa entidad que dicho criterio difereqciador presenta, ya sea por 
considerar que es ésta una diferencia adjetiva o procesal y no intrín­
seca o dimanante de la propia naturaleza de cada institución32, ya in-

29. RuBto ToRRANo, Enrique: oh, cit., pgs. 110 y 111. Según señala el citado autor éste 
parece ser por otra parte el criterio seguido en la actualidad por el Tribunal Su­
premo que en su Sentencia de 14 de febrero de 1986 (RJ 1986, 675), que «una vez 
calificado el lapso de tiempo del art. 22 (de la Ley de 22 de diciembre de 1949) 
como de caducidad, sentenció que dicha calificación "lleva aparejada que los mo­
dos interruptivos aplicables a la prescripción, como la interposición de la deman­
da de conciliación, no lo sean a la caducidad"», 

30. QmNTUs Mucms ScAEVOLA: oh. éit., pg. 243. 
31. Esta nota también ha sido destacada por la jurisprudencia que, a título de ejem­

plo, en la Sentencia del Tribunal Supremo de 30 de enero de 1974, dispone que 
«por su carácter de orden público, la caducidad debe ser apreciada de oficio por 
los Tribunales». 

30 

I La caducidad en Derecho civil 

cluso, desde una perspectiva práctica, por entender que aún aceptan­
do que la caducidad deba ser apreciada de oficio, el desconocimiento 
en numerosas ocasiones por parte del juez de la fecha inicial de su 
cómputo exige su alegación por las partes33. 

Al margen de estas últimas consideraciones prácticas coincidimos 
plenamente con QurNTUS Mucms SCAEVOLA en pensar que «el hecho de 
que el juez pueda o no estimar de oficio la prescripción sólo corres­
ponde a una razón de política procesal impuesta por el acogimiento 
en e_l Derecho positivo de determinados principios procesales que na­
da tienen que ver con la auténtica y sustantiva naturaleza jurídica de 
las instituciones, y porque, como ha escrito DEvrs EcHANm, la necesidad 
de su alegación está en que si bien la prescripción extingue la obliga­
ción civil, deja vigente la obligación natural, y ésta da derecho al acre­
edor para recibir el pago. De no ser así, bastaría con que tal Derecho 
positivo dispusiera por un momento que la prescripción también fue­
se examinada y aplicada de oficio por los tribunales, para que, de un 
plumazo, desapareciese toda supuesta distinción de aquélla con la ca­
ducidad, si tan sólo era éste el principal matiz diferencial»34. 

Estamos pues, una vez más, ante una consecuencia de la distin­
ción en vez de ante la razón última de la misma, y lo que debe ser el 
objeto de nuestra investigación es cual es en definitiva el fundamento 
por el que no deben interrumpirse los plazos de caducidad, o ésta de­
be, en todo caso, ser apreciada de oficio. 

4. EL INTERES JURIDICO PROTEGIDO POR LA CADUCIDAD 

En la mencionada búsqueda de la esencia de la distinción entre 
las instituciones de la prescripción y de la caducidad dos son las teo-

32. En este sentido se pronuncia por ejemplo MoRENO, Fausto: oh. cit., pg. 502. 
33, QmNTUS Mu?ms ScAEv,oLA: oh. cit., pgs: 24_5 y 246: «El que la prescripción no se apli­

que de ofiCio por el Juez no es un entena absoluto, porque tampoco la caducidad 
puede aplicarse si no es por consecuencia del correspondiente alegato o, al me­
nos, del adecuado acreditamiento o indicación de hechos básicos de los que no es 
dable prescindir, por lo misi:no que, como deci~o.s~ sin~ ignora el juez el plazo de 
caducidad -como tampoco ignora el de prescnpcion-, si que desconocerá en mu­
c~_os casos el punto de par~da o día inicial dt; su cómputo, cuando éste, como tam­
bien hemos visto, no se fiJa de manera preCisa y concreta, en relación con el co­
rrer de l<?s días, por el propio ~egislador que, en la mayoría de los casos, se limita 
a deten;mnarlo con bast; o remisión a hechos cuyo m<;>mento de aparición en la vi­
da no siempre es conocido y tantas veces son susceptibles de mutaciones». 

34, QutNTUS Mucms SCAEvoLA: oh. cit., pg. 246. 
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rías que modernamente gozan de un mayor reconocimiento doctri­
nal: la que centra la distinción en el diverso interés jurídico protegí­
do, y aquella que defiende la aplicación de las instituciones a situa­
ciones de naturaleza jurídica dispar. 

No existe duda alguna de la trascendencia que todo ordenamien­
to reconoce al transcurso del tiempo, así como de la relación que el 
mencionado hecho guarda con el pr~ncipio de seguridad jurídica. La 
confianza que el paso del tiempo provoca en los terceros, e incluso en 
los propios implicados, de que las situaciones que no sufren alteración 
son conformes a derecho, ha provocado, desde antiguo, que ampa­
rando dicha confianza se declaren extinguidos los derechos y acciones 
que pudiéndose haber hecho valer contra la situación creada, no lo 
fueron en el plazo que la norma entendía razonable. 

Siendo común a prescripción y caducidad el transcurso del tiem­
po, este hecho jurídico no es tomado de la misma forma en ambas ins­
tituciones, y ,:1.sí, como señala GRAWEIN, «hay derechos a los cuales ya al 
nacer les es concedida una duración limitada y que, por tanto, llega­
do el fin de su plazo de vida se extinguen por sí mismos, sin que para 
ello sea preciso que intervenga la causa ordinaria de la extinción, es­
to es, un hecho anulador de derechos. La causa de la extinción de un 
derecho temporal no está fuera de él, no ejerce su influjo desde fuera 
sino que está en el derecho mismo, en su limitación temporal, en su 
carencia de fuerza para sobrevivir a un "dies fatalis". El término de un 
derecho temporal es una conjunción en el verdadero sentido de lapa­
labra, no una abolición; pues el que ha terminado su fuerza para sub­
sistir no necesita ni puede ser abolido, esto es, no puede ser impedida 
su extinción por una causa exterior. La función que el momento del 
tiempo juega en la temporalidad (caducidad) está clara. En cuanto el 
tiempo ftja el principio y el fin del derecho, forma la medida del de­
recho mismo: tanto tiempo, tanto derecho»35

, 

La atribución de un fundamento exclusivamente objetivo a la ca­
ducidad, frente al fundamento subjetivo de la presunción de abando­
no del derecho que subyace en la prescripción, ha sido asimismo se­
ñalada en nuestra doctrina por DíEz P1CAzo36

, para quien la diversidad 
se explica también desde el punto de vista del interés jurídicamente 

35. Cita extraída de RoDRÍGUEZ MoRATA, Federico A.: Comentarios al Código Civil y Compi­
laciones Forales, dirigidos por AIBADALEJO, Manuel y Silvia DíAZ AullART: t. XXV, vol. I, 
Edersa. Madrid, 1993, pgs. 62 y 63. 

36. DíEz P1CAZ0, Luis: La prescripción en el Código Civil, ob. cit., pg. 56. 
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protegido. «En la prescripción se protege sobre todo un interés parti­
cular muy concreto: el interés de la persona de no verse expuesto a re­
clamaciones antiguas, de las cuales se ha perdido la memoria, porque 
el silencio ha creado una objetiva y razonable confianza de que el de­
recho o la facultad no serían ya ejercitados. En la caducidad se prote­
ge el interés general en una pronta certidumbre de la situación pen­
diente de la facultad de modificación. Porque existe este interés ge­
neral en la pronta certidumbre de la situación jurídica pendiente de 
modificación, la caducidad es automática y puede el juez acogerla de 
oficio. Para la caducidad basta que el acto de ejercicio sea extemporá­
neo sin más, En cambio en la prescripción el acto de ejercicio tiene 
que ser además intempestivo, es decir, objetivamente inesperado por 
el tiempo transcurrido. Las dos formas más notables del ejercicio tar­
dío de un derecho serían, de esta manera, el ejercicio extemporáneo 
(caducidad) y el ejercicio intempestivo (prescripción)». 

En definitiva, y como recoge también la jurisprudencia, teniendo 
ambas instituciones por finalidad la protección de la seguridad jurídi­
ca, «la prescripción descansa no sólo sobre la necesidad de poner tér­
mino a la incertidumbre de los derechos, sino sobre una presunción 
de abandono por parte del titular, al paso que la caducidad se funda 
exclusivamente en la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico y 
opera por el mero transcurso del tiempo» 37

• 

Reconociendo la importancia de la búsqueda del fundamento de 
la distinción entre la prescripción y la caducidad en la comparación 
de sus respectivos intereses jurídicos protegidos, creemos sin embar­
go que, tal y como se ha planteado hasta la fecha, el criterio de dis­
tinción resulta aún insuficiente. En primer lugar, el interés individual 
que, según DíEz P1CAzo, preside el instituto de la prescripción es el ló­
gico resultado de que en relación al mismo el ordenamiento prevea. 
su ejercicio mediante excepción a alegar por quien desee hacerlo va­
ler, así como su posible renuncia por parte de la persona a quien be­
neficia. Sin ánimo de volver a incidir sobre esta cuestión, creemos ne­
cesario recordar que, tal y como tuvimos ocasión de concluir ante­
riormente la forma de ejercitar la prescripción o la caducidad gana­
da es una cuestión adjetiva que, en todo caso debe ser considerada 
consecuencia de la distinción entre estos dos institutos y no causa de 
la misma. 

37. STS 25 septiembre 1950 (RJ 1950, 1406). 

2.-La Cadl\cidad en el Ordenamiento Tributario Español 
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En segundo lugar, no creemos que la caducidad esté presidida 
por un automatismo tal que sea indiferente cual sea la actitud de la 
persona que la pudo evitar. Compartimos en este punto con RonRÍGUEZ 
MoRATA

38
, la idea de que en todo caso debería calificarse de caducidad 

impropia la «simple "temporalidad", es decir, todos aquellos plazos ex­
tintivos en que los particulares carezcan de facultades para evitar, po­
testativamente, la caducidad». Admitiendo que la existencia de la ca­
ducidad, propiamente hablando, exige el reconocimiento a favor de 
los particulares de facultades para eludirla, y manteniendo al mismo 
tiempo que la caducidad supone la extinción del derecho o acción 
por el no ejercicio de dichas facultades en el plazo previsto, nada nos 
impide concluir que, también en relación con esta institución, debe 
producirse un abandono de las facultades por quienes pudieron ejer­
citarlas. 

5. EL OBJETO DE APLICACION DE LA CADUCIDAD 

Resta como último criterio diferenciador aquel que centra la dis­
tinción en el posible objeto al que prescripción y caducidad se apli­
can. En esta línea se enmarca el pensamiento de DíEz PrCAzo39, para 
quien «existen determinados derechos y determinadas facultades, 
que, por su naturaleza, pueden ser indefinidos, de tal manera que 
aunque la falta de ejercicio pueda provocar su extinción, nada impi­
de, ni nada se opone a que su duración se prolongue sin limitación». 
Mientras que «hay, en cambio, otros derechos y otras facultades que 
necesitan un ejercicio pronto o perentorio, dentro del plazo marcado, 
de tal manera que, pasado el plazo, el derecho o la acción se han ex­
tinguido ("tempore finiuntur"). Son aquellas facultades de cuyo ejer­
cicio depende la modificación o la configuración de una situación ju­
rídica, es decir, lo que los alemanes han llamado "Gestaltungsrechte". 
Pendiente el ejercicio, la situación jurídica a la que afecta se encuen­
tra, por decirlo así, en una fase provisional o transitoria, que exige un 
rápido tránsito a la situación definitiva, por lo que no cabe, en ningún 
caso, prolongar -la vida del derecho» 40• 

38. ~º?RÍGUEZ MoRATA, Federico A.: Co~m:tarios al Código Civil y Compilaciones Forales, di­
ng1dos por ALBADALJ;Jo, Manuel y Silvia DÍAZ kABART, oh. cit., pgs. 65 y 66. 

39. DíEz PrcAZo, Luis: La prescripción en el Código Civi~ ob. cit., pg. 55. 
40. DíEz PrCAzo, Luis: La prescripción en el Código civi~ ob. cit., pgs. 55 y 56: «Si el acree­

d?r afirma su derecho, la prescripción queda interrumpida y el derecho de cré­
dito se prolonga, pero por mucho que una persona afirme la acción de nulidad 
de que dispone o el derecho de retracto que posee no por esto la acción ni el 
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«Los casos de caducidad vienen así a integrar, según señala QuIN­
TUS Mucrus SCAEvoLA41

, uno de los supuestos que la doctrina toda cons~­
dera como situación jurídica interina o expectante, porque, como di­
ce DE CASTRO en tales casos de lo que propiamente se puede hablar, 
más que de derechos subjetivos, es de "pode~es j1;1rídicos'.', en .~l s~nt~­
do de "posibilidad de crear, modificar o extmgmr una s1tuac10n J~r~­
dica". No existe -decimos nosotros- un derecho plenamente adqmn­
do, sino el simple conferimiento legal de una acción, a fav?~ de de­
terminada persona, cuyo contenido, cabalmente, es la creac10n o ad­
quisición del derecho mismo». 

En la consolidación de este criterio diferenciador entre cadu­
cidad y prescripción Purc BRUTAU42 expone que «los _derechos som~­
tidos a caducidad son casi siempre derechos potestativos, en el senti­
do de que atribuyen a una persona la pot:,stad de _rrod~,cir, me­
diante su declaración de voluntad, la creac10n, modificac10n o ex­
tinción de una relación jurídica, con eficacia respecto a otros suje­
tos de derecho. Estos no están propiamente en la situación de obli­
gados, como en el caso de los d~re~~os qll;e ~ued~n perder s,u efi­
cacia a consecuencia de la prescnpc10n extmtiva, smo que e~ta~ s?­
metidos a tener que admitir los efectos que resulten del eJerc1e10 
de un derecho potestativo, que p~r ello mismo ha de_· ~ener efecto 
en la esfera jurídica del sujeto pasivo, que ha de admitir las conse­
cuencias jurídicas que se deriven de las declaraciones de voluntad 
del titular» 43

• 

41. 
42. 
43. 

derecho se prolongan. La razón de esta diversidad estriba en la diferente es­
tructura de la facultad caducable frente a la facultad prescriptib~e. Caducan las 
facultades de modificació~ jurídica, es decir l<? <p~e los procesahstas llaman ac­
ciones constitutivas. Prescnben las facultades dmg1das a o~tener de <?!ro una ac­
ción O una omisión, es decir, lo que un procesalista llamana una acc1on de con­
dena». 
QurNrns Mucrus ScAEvoLA: oh. cit., p~s .. ~47 y _24_8. ., . 
Purc BRUTAu,José: Caducidad, prescripcion exttntz1/a y usucaf!wn, oh: cit., pg. 34 .. 
En igual sentido se pronuncian DíEz P1CAzo, L?1s y Antomo GuLLON B~LESTEROJ, I11;s­
tituciones de Derecho Civil, vol. I, Tecnos. Madnd, 1995, pgs. 313 y 314. «_Un cnteno 
de distinción aceptable es el derivado de la naturaleza del derecho obJeto de pre­
sunta caducidad, pues ésta recae sobre lo que en su mo1;1ent<? ,hemos llaII;ado .~e­
rechos potestativos o facultades de configuración o mod1ficac10n de una s1tuac10n 
jurídica. Pendiente su ejer~icio, la si~uaciónJu:ídica,af~ctada se. enc1;t~ntra en. 1;1na 
fase provisional o transitona, que exige un rap1do transito a la s1tuac10n defimt1va. 
Piénsese en un contrato viciado por alguna de las causas que dan lugar a su anu­
labilidad (error, dolo, etc.). Origina una situación jurí~ica cl~u1i<;ante, _porque 
produce efectos mientras no sea impugnada. Al ordenamiento JUnd1co le mteresa 
que cuanto antes se aclare la situación, para que sean firmes e matacables las con­
secuencias jurídicas que despliega». 
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El origen de esta categoría de derechos, a la que quedaría cir­
cunscrita la aplicación de la caducidad, ha sido analizado por DíEz Pi­
CAZO y GuLLÓN BALLESTERos44

, quienes han señalado cómo «al lado de los 
derechos subjetivos normales o plenos, desde finales del pasado siglo 
la doctrina situó una categoría de poderes jurídicos, por virtud de los 
cuales su titular queda facultado para influir sobre situaciones jurídi­
cas preexistentes, modificándolas, extinguiéndolas o creando otras 
nuevas, y todo ello mediante una unilateral declaración de voluntad y 
sin que frente a la misma corresponda una verdadera obligación de 
otro sujeto, sino más bien un estado de sujeción. A estos tipos de fe­
nómenos jurídicos se les calificó como "derechos potestativos". No 
pror.orcionan el señorío sobre un objeto, sino que ofrecen la posibili­
dad de crear, modificar o extinguir una relación jurídica». 

«Una enumeración de estos derechos la hizo MEsSINA de la si­
guiente forma: 

1 º Derechos negativos. Son derechos que producen como efec­
to suspender o resolver otros derechos (por ejemplo, el poder de im­
pugnar la eficacia de un negocio jurídico) 

2º Derechos de adquisición. Permiten a su titular adquirir la 
propiedad u otro derecho subjetivo (por ejemplo, derecho de prefe­
rencia, derecho de aceptar una herencia, etc.) 

3º Derechos constitutivos. Facultan a su titular para crear una re­
lación jurídica (por ejemplo, el derecho a aceptar una oferta de con­
trato, el de exigir la constitución de una servidumbre de paso, etc.) 

4º Derechos modificativos. Facultan para modificar una relación 
jurídica anterior (por ejemplo, el derecho de elegir en la obligación 
alternativa, el derecho de constituir en mora al deudor, etc.) 

5º Derechos extintivos. Permiten dar por terminada la relación 
jurídica preexistente (por ejemplo, el derecho de pedir la división de 
la cosa común, la disolución de la sociedad, etc.)»45. 

La distinción por razón del objeto al que se aplican ambas figuras 
ha merecido por otra parte el refrendo jurisprudencial, y así por ejem-

44. DíEZ P1CAZ0, Luis y Antonio GuLLóN BALLESTEROS: Instituciones de Derecho Civil, vol. I, 
oh. cit., pg. 288. · 

45. DíEz P1CAZ0, Luis y Antonio GuLLóN BALLESTE!l,os: Sistema de Derecho Civil, vol. 1, 5ª edi­
ción, Tecnos. Madrid, 1985, pg. 429. 
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plo, siguiendo una doctrina iniciada en su Sentencia de 11 de mayo 
de 1966 (RJ 1966, 2419), el Tribunal Supremo en ~entencia de 28 ~e 
enero de 1983 (RJ 1983, 393) señala que «la caducidad o decadencia 
de los derechos surge cuando la Ley o la voluntad de los particulares, 
señalan un término ftjo para la duración de un derecho, de tal modo 
que transcurrido ese término ya no puede ser ejercitado, refiriéndose 
a los llamados derechos potestativos, y más que a ellos propiamente 
hablando a las facultades o poderes jurídicos cuyo fin es promover un 
cambio de situación jurídica, nota que la distingue de la prescrip­
ción46». 

El reconocimiento generalizado de la validez del criterio diferen­
ciador no empece para que Rumo ToRRANo47

, critique algún aspecto de 
la distinción puntualizando que, «no obstante esta línea jurispruden­
cia! que parece hacer coincidir la caducidad con los derechos_ potes­
tativos, aquélla no debe limitarse a éstos -ya que, como prosigue el 
mencionado autor- en principio, cualquier derecho, facultad o ac­
ción es susceptible de caducidad, siempre que en su con~enido ap_a­
rezca integrado el elemento temporal como parte sustancial del mis­
mo; es indiferente que se trate de un derecho real o de c~édito, de ca­
rácter patrimonial o más netamente personal». Las anteriores afirma­
ciones se ven además corroboradas en el análisis de nuestro Derecho 
positivo por el hecho, denunciado P?r DíEz P1<?,A-Zo y GuLLÓN B~ru~:E­
Ros48, de que «el instituto de la caduodad es objeto de una aphcacion 
casuística y heterogénea a otros supuestos que no son derechos potes­
tativos». 

En este punto del debate creem?s que se impone rea!izar ~na p~e­
cisión acerca del objeto de la caducidad a fin de determmar si la mis­
ma recae sobre cualquier tipo de derechos o sólo sobre una específi­
ca categoría de los mismos. Y es probablemente aquí dónde deban re­
tomarse las consideraciones que anteriormente realizamos en rela­
ción con el interés jurídicamente protegido para acabar de conformar 
cual es la verdadera naturaleza del instituto que nos ocupa. 

La caducidad, como hemos tenido ocasión de ver, es una institu­
ción prevista por el ordenamiento, al igual que la prescripción, para 
servir al principio de seguridad jwídica. Ahora bien, mientras «la 

46. En idéntico sentido, STS 10 noviembre 1994 (RJ 1994, 8466). 
47. Rus10 ToRRANo, Enrique: ob. cit., pg. 99. . . . . 
48. DíEz P1cAZo, Luis y Antonio GuLLÓN BALLESTERos: Instituciones de Derecho Czvzl, vol. 1, 

ob. cit., pg. 314. 
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prescripción comprende una esfera amplísima y prácticamente abar­
ca todos los derechos patrimoniales, la caducidad, por el contrario, se 
refiere a derechos o facultades dirigidas a cambiar un estado, situa­
ción o relación jurídica. Desde su nacimiento originan una situación 
de duda, incertidumbre o amenaza; contraria por ello a la seguridad 
jurídica. Por tanto, la causa que justifica la existencia de la caducidad­
es siempre la necesidad de poner fin a una situación jurídica de in­
certidumbre, esto es, en la necesidad de ofrecer a la comunidad segu­
ridad jurídica (fundamento objetivo)»49

• 

Es en defi,nitiva la situación de sujeción de un individuo a las resultas 
de la voluntad de otro lo que genera, cuando se prolonga excesivamente en el 
tiempo, la situación de inseguridad a la que el ordenamiento ordena poner fin 
mediante el instituto de la caducidad. La caducidad tiene entonces por efecto, 
en defensa de la persona hasta entonces sometida a la situación de incerti­
dumbre, la extinción del derecho de la otra parte a crem; modificar o extinguir 
la relación jurídica. Como consecuencia de lo anterior la situación jurídica 
afectada por la pendencia del derecho caducado se consolidará, cobrando fir­
meza los derechos y las obligaciones de cualquier tipo que de dicha situación se 
deriven. 

Es a nuestro juicio en este sentido en el que deben interpretarse 
las palabras de QurNTUS Mucrus ScAEvoLA5º, para quien en los supuestos 
de caducidad «se es en suma titular de la acción creante, no del dere­
cho creado». No son los derechos que se derivan de la situación con­
solidada los que se ven sometidos a la caducidad, sino los poderes, fa­
cultades o derechos potestativos que pueden influir en la creación mo­
dificación o extinción de dichos derechos. Así, como señala el men­
cionado autor51

, «en los eventos de caducidad el nacimiento del con­
creto derecho radica siempre en el cumplimiento de una condición 
legal: el ejercicio op~rtuno de la acción. En la prescripción, el dere­
cho ya había nacido de antemano, de un modo incondicional y sólo la 
condición legal de su no ejercicio en el tiempo es lo que le hace ex­
tinguirse». Pudiendo por ello afirmarse que «la más sustancial dife­
rencia entre ambas instituciones estaría en que la caducidad es un obs-

49. RooRÍGUEZ MoRATA, Federico A.: Comentarios al Código Civil y Compilaciones Forales, di-
rigidos por ALsADALJ\JO, Manuel y Silvia DÍAz ALABART, t. XXV, vol. I, ob. cit., pg. 67. 

50. QUINTUS Mucrns SCAEvoLA: ob. cit., pg. 251. 
51. QuINtus Mucrns SCAEvoLA: ob. cit., pg. 249. 
52. QmNTUS Mucrns ScAEVOLA: ob. cit., pg. 252. 
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táculo al nacimiento del derecho subjetivo, y la prescripción uno de 
los medios legalmente establecidos para perderlo»52

• 

Los criterios diferenciadores a los que hemos pasado revista no só­
lo sirven para distinguir prescripción y caducidad, sino que también 
configuran a esta última institución en el seno de nuestro ordena­
miento jurídico. Ello implica que, sin desconocer el hecho de que só­
lo la Constitución limita la libertad del legislador, no podemos, en de­
fensa de la coherencia del ordenamiento, compartir con DíEz PrCAzo53 

que «la opción entre prescripción y caducidad puede ser una legítima 
decisión del legislador atendiendo a motivos de política jurídica». Y 
ello porque en contra del parecer del citado profesor no creemos que 
en relación a estos institutos «la diferencia debe radicar en la diferen­
te intensidad del interés público y de los intereses de terceros», en la 
medida en que correctamente diferenciadas cada institución presenta 
un ámbito de aplicación propio y distinto. A nuestro juicio, la opción 
entre prescripción y caducidad no depende del grado de protección 
que pretenda otorgarse ante un situación de inseguridad, sino que es 
la consecuencia del tipo de agresión al principio de seguridad jurídi­
ca que pretenda combatirse. 

53. DíEz P1CAZ0, Luis: «Comentario al artículo 1930 del Código Civil», dentro de la obra 
colectiva Comentario del Código Civi~ ob. cit., pg. 2085. 
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Capítulo JI 

La caducidad en Derecho administrativo: 
la caducidad del procedimiento 

En el orden administrativo el instituto de la caducidad puede ve­
nir referido tanto a los procedimientos administrativos, como a las 
concesiones administrativas de servicios públicos. En esta última acep­
ción, que por su especialidad no interesa a los fines de nuestro estu­
dio, la caducidad puede darse tanto por el transcurso del plazo de la 
concesión (lo que constituye un supuesto normal de preclusión), co­
mo por consecuencia de un grave incumplimiento de las condiciones 
de la concesión por parte del concesionario (adquiriendo entonces 
un marcado cariz sancionador), debiendo en ambos casos mediar de­
claración expresa por parte de la Administración54. · 

A la caducidad del procedimiento, y frente al silencio mantenido 
por el Código Civil en torno a la figura de la caducidad, se dedican 
dos preceptos distintos de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Ré­
gimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común (LRJ-PAC), a los que nos vamos a referir sepa­
radamente en las páginas que siguen. 

l. LA CADUCIDAD EN LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS A 
INSTANCIA DE PARTE. EL ARTICULO 92 DE LA LRJ-PAC. 

El primero de los preceptos que la Ley 30/1992 consagra a la ca­
ducidad, lo encontramos en el Capítulo IV de la mencionada norma 
que, bajo la rúbrica «Finalización del procedimiento», dedica su sec­
ción 4ª a la «Caducidad», siendo el tenor del artículo 92, único de que 
consta la sección, el siguiente: 

54. Un cumplido análisis de la caducidad de las concesiones de servicios públicos pue­
de encontrarse en la monografia de RoDRÍGUEZ-AllANA MuÑoz,Jaime: La caducidad en 
el Derecho administrativo español, Montecorvo. Madrid, 1993. 
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. Requisitos y efectos.-1. En los procedimientos iniciados a solicitud 
del i~teresado, c~a':1do S~_Produzca s~ paralización por causa imputable 
al mismo, laAdmmistrac10n le advertira que, transcurridos tres meses se 
~roducirá la c~ducida? del mismo. Consumido este plazo sin que el ~ar­
ticular requerido reahce las actividades necesarias para reanudar la tra­
mitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones noti­
ficándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la cadu'cidad 
procederán los recursos pertinentes. 
. 2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del 
i~teresado en la cun_iplimentación de trámites, siempre que no sean in­
dispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro 
efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite. 
. 3. La ca~ucidad no producirá por sí sola la prescripción de las ac­

Ciones del pa~ticular o de la Administración, pero los procedimientos ca­
ducados, no mterrumpirán el plazo de prescripción. 

· ~: Podr_á no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la 
cuest10n suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustan­
ciarla para su definición y esclarecimiento. 

. De acuerdo con.el precepto transcrito, para que se produzca la ca­
ducidad del procedimiento es necesario, según RoDRÍGUEz-ARANA Mu­
Ñ?Z5~, que concurran los siguientes elementos. «Primero, que el proce­
dimientos~ encuentre paralizado. Segundo, que lo sea por causa im­
P~~ble a~ _mteres~do qu~ incoó el procedimiento. Tercero, que la Ad­
mmistrac10n reqmera al mteresado para que remueva el obstáculo que 
ha producido la paralización. Cuarto, que la Administración declare la 
caducidad. Además, de acuerdo con el párrafo 4º del nuevo artículo 92 
LRJ-PA~, ca?e 1~ p~sibilidad, siempre amparada por supuesto en razo­
nes de mteres pubhco, de que el procedimiento haya incurrido en ca­
duci~a¿, qu~, esté "incurso", pero por las razones de interés general la 
Admmistracion actuante no declare formalmente la caducidad». 

De los dos .prime~os elementos citados se deduce claramente que 
la norma estudiada solo contempla la caducidad para aquellos casos 
en los que _la p~ralización del procedimiento es imputable al particu­
lar que lo m~~o, lo. qu~ ha lleva?º a un sector de la doctrina a pro­
nosticar la cnsis del mstituto anahzado ya que, como señalan GoNZÁLEZ 
PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRa5~, «uno de estos medios que vienen a despla-

55. ~ooRÍGUEz-ARANA MuÑoz, Jaime: La caducidad en el Derecho administrativo españo~ ob. 
cit., pgs. 27 y 28. 

56. Go~~z PÉREz; J es~s y Fra_ncisco GoNZÁLEZ NAVARRO: Comentarios a la Ley de Régi,men 
Jundzco d.e las Administraciones .Públicas y Procedimiento Administrativo Común (Ley 
30/1992, de 26 de noviemúre), Civitas. Madrid, 1997, pg. 1529. 
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zar el juego de la llamada caducidad del procedimiento, quizá el más 
importante, es el de la derogación del principio de impulso privado, 
sustituyéndolo por el principio de impulsión de oficio, principio este 
último que se incorporó a nuestro proceso civil a partir del Decreto­
Ley de 2 de abril de 1924, y que se consagró igualmente para el pro­
cedimiento administrativo en el artículo 74.1, de la LPA, y se ha man­
tenido en el mismo artículo 74.1, LRJ-PAC57>,. Y; puesto que «el curso 
del procedimiento se impulsa, no por actos del particular, sino por ac­
tos de la Administración, faltará normalmente el presupuesto inicial 
determinante de la caducidad, esto es, la paralización del procedi­
miento. Con lo que resulta patente que la institución en tales condi­
ciones es mucho menos necesaria»58, 

Convencidos de la relevancia del papel llamado a desempeñar por 
el instituto de la caducidad en la defensa del principio de seguridad ju­
rídica, sin perjuicio de reconocer el desplazamiento que la adopción 
del principio de impulsión de oficio del procedimiento ha implicado 
para el mismo, creemos necesario abordar en estos momentos, si aca­
so sea someramente, el repaso a tres de las cuestiones .que en relación 
con esta figura suscitan, a nuestro juicio, un mayor interés, a saber: las 
relativas a su fundamento, naturaleza jurídica y alcance. 

A. FUNDAMENTO DE LA CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO INICIADO A INSTANCIA DE 

PARTE 

Como ocurriera en el seno del Derecho civil, el fundamento de la 
caducidad ha sido generalmente una de las principales preocupacio­
nes de la doctrina administrativista habiéndose elaborado al respecto, 
tres diferentes teorías59, La primera de estas tesis, denominada tesis 

57. 

58. 

59. 

Art. 74.1 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común: «El procedimiento, sometido al criterio de 
celeridad, se impulsará de oficio en todos sus trámites». 
En similar sentido se pronuncian GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y Tomás-Ramón FER­
NÁNDEz: Curso de Derecho Administrativo JI, cuarta edición, Civitas. Madrid, 1993, pg. 
496: para quienes «en realidad, el ámbito que la caducidad tiene en el procedi­
miento administrativo es bastante limitado, ya que, al entrar en juego considera­
ciones de interés público, la actitud que los interesados puedan adoptar en orden 
a la impulsión de aquél queda en segundo plano». 
La relevancia práctica, y no sólo teórica, de la cuestión del fundamento de la ca­
ducidad ha sido señalada por GuASP,Jaime: Comentarios ... , pg. 1104: quien a título 
de ejemplo señala como «cuando el proceso haya quedado paralizado por la vo­
luntad expresa de los litigantes, si transcurre después el tiempo señalado, admi­
tiendo el fundamento subjetivo, no existirá caducidad de la instancia, porque no 
puede haber presunción de abandono; recogiendo al fundamento objetivo, habrá 
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subjetiva por GoNZÁLEZ PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRa6º, entiende que «el 
fundamento de la caducidad radica en una presunción de que la in­
tención del interesado es abandonar el procedimiento que se inició». 
Cabe sin embargo a nuestro juicio argumentar, en contra de la ante­
rior teoría, que el ordenamiento no otorga relevancia alguna a la in­
dicación de una voluntad contraria al abandono que se presume, de 
dónde debería concluirse que la presunción establecida lo sería «iuris 
et ?e iure», cuyo alcance, que debería en todo caso ser determinado61

, 

y ngor no parecen, en principio, tener una clara justificación. 

Frente a la tesis subjetiva no han faltado en la doctrina autores 
que, de acuerdo con la denominada tesis objetiva, mantienen que «el 
fundamento de la caducidad radica en la necesidad de evitar la dura­
ción excesiva de los procedimientos»62

• Esta segunda tesis debe desde 
luego ser matizada de acuerdo con las enseña'nzas del profesor GuASp63

, 

dado que «la caducidad de la instancia no tiende a evitar la excesiva 
duración de los procesos, sino su excesiva paralización». 

La tercera de las teorías, denominada tesis mixta por GoNZÁLEZ PÉ­
REZ y GoNZÁLEZ NAvARRa64, es la que «resulta de combinar las dos ex­
puestas y se acepta con referencia al procedimiento administrativo por 
LóPEZ NIETO, para el cual el fundamento de la institución que nos ocu­
pa no es otro que la presunta voluntad de los interesados o partes de 
abandonar el procedimiento, y la necesidad de evitar que se prolon­
guen indefinidamente los procedimientos por razones de seguridad 
jurídica». Esta tesis, que en la actualidad resulta ser la que más adhe­
siones suscita, tiene como virtud el aunar como fundamento de la ca­
ducidad el automatismo de la protección del principio de seguridad 
jurídica con el requisito subjetivo de que la paralización o pendencia 
que provoca la incertidumbre podía haber sido evitada por la persona 
a la que se presume el abandono de sus facultades. El presente fun­
damento, por otra pa1;te, viene a coincidir sustancialmente con lapo-

de declararse la caducidad, porque el hecho esencial productor de la misma: el 
transcurso del tiempo sin actividad de las partes, se ha realizado efectivamente». 

60. GoNZÁLEZ PÉREZ, Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: ob. cit., pg. 1535. 
61. Tendrían que determinarse qué circunstancias o condiciones permitirían una po­

sibl~ excepción de 1.a aplicación de la mencionada presun_ción. Así por ejemplo de• 
bena concretarse s1 los supuestos de fuerza mayor podnan o no excluir el aban­
dono presumido. 

62. Tal como señalan GoNZÁLEZ PÉREZ, Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: ob. cit., pg. 
1536. 

63. GuAsP,Jaime: Comentarios ... , pg. 1106. 
64. GoNZÁLEZ PÉREZ,Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: ob. cit., pgs. 1536 y 1537. 
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sición que en relación con la caducidad de derechos mantuvimos en 
páginas anteriores. 

B. NATURALEZA JURÍDICA DE LA CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO INICIADO A INS­
TANCIA DE PARTE 

«La cuestión relativa a la naturaleza jurídica de la caducidad del 
procedimiento se centra en dilucidar -tal y como señala ~oDRÍGUEZ­
A.RANA MuÑoz65- si es un acto o un hecho». Sobre este particular, el 
mencionado autor piensa que «puede decirse que formalmente es un 
acto, pero que materialmente es una circunstancia o hecho procesal». 
Lo cual se explica, en su opinión porque «para que se produzca la ca­
ducidad del procedimiento administrativo es imprescindible que se 
produzca un acto administrativo en este sentido. Pero este ~cto se pro­
duce porque ha quedado claro que ha pasa?? un determm~do tiem­
po sin la realización de actos procesales positivos por el particular en 
el marco de un procedimiento paralizado». 

Indefectiblemente la cuestión sobre la naturaleza de la perención 
nos conduce al análisis del carácter constitutivo o declarativo que de­
be concederse a la declaración administrativa de caducidad y así, el 
propio RODRÍGUEZ-A.RANA MuÑoz66

, al establecer la relación entre la ca­
ducidad en el orden administrativo y en el civil señala que «en el De­
recho administrativo, la presencia de la Administi:ació~ públic~ hace. 
que las cosas sean bien distintas, pues la tutela del mteres c?lectivo su­
pone modificaciones sustancial~s .. Por .lo pronto, la cadu~idad n? ~s 
automática en el Derecho admmistratlvo porque la propia Admims­
tración servidora de los intereses generales, debe, caso por caso, es­
tudiar 1~ incidencia del no cumplimiento o extinción de la relación ju­
rídico-administrativa de que se trate, precisamente en conexión con la 
utilidad pública que subyace a todo negocio ~urídico p~blico». Lo 
que, por otra parte, está en perfecta conso~ancrn con lo dispuesto en 
el apartado 4º del artículo 92 antes transcrito. 

Ahora bien, a juicio del mencionado autor «la caducidad civil y la 
administrativa tienen, sin embargo, en común que en ambas la cadu­
cidad se produce "ope legis". Lo q?e o~ur:e. es que, en el caso d~ la 
administrativa, la ley opera como titulo JUnd1co que ha de ser aphca-

65. RoDRÍGuEz-ARANA MuÑoz, Jaime: La caducidad en el Derecho administrativo español, ob. 

cit., pgs. 24 y 25. ad . · · :p - ~ b 
66. RoDRÍGuEz-ARANA MuÑoz,Jaime: La caducidad en el Derecho mzmstratzvo es ano o • 

cit., pg. 15. 
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do por un acto de la Administración al que se ligarán los efectos de 
aquélla. La Administración no crea el título, no crea la caducidad, sim­
plemente la declara. El acto administrativo correspondiente no es, en 
términos corrientes, constitutivo sino declarativo» 67, 

Contrarios a esta posición se muestran GoNZÁLEZ PÉREZ y GoNZÁLEZ 
NAvARRa68, para quienes «la perención del procedimiento administrati­
vo en Derecho español no opera "ope legis", sino a virtud de la decla­
ración de la Administración, declaración que tiene valor constitutivo», 
lo que a nuestro juicio es indiscutible desde el momento en que, de 
acuerdo con el artículo 92.4 LRJ-PAC, se permite la posible excepción 
de la caducidad por razones ~e interés general. 

Reconocido el carácter constitutivo de la declaración de la cadu­
cidad por parte de la Administración en los procedimientos iniciados 
a instancia de particular, resulta necesario concluir que la naturaleza 

, jurídica de esta figura es, tanto formal, como materialmente, la de un 
acto jurídico. 

C. ALCANCE DE 1A CADUCIDAD DEL PROCEDIMIENTO 

Partiendo de la base de que la caducidad del procedimiento se 
produce como consecuencia de la inactividad del administrado en 
un procedimiento por él iniciado debe puntualizarse desde un pri­
mer momento, en aras a la ftjación del alcance de esta institución, 
que es éste un efecto extraordinario, y que, como bien señalan GAR­
CÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ69

, «la pasividad del administrado se tradu­
ce, pues, como regla general, en la pérdida de un trámite determi­
nado y sólo por excepción en la caducidad del procedimiento como 
un todo». 

Ello ha permitido, por otra parte distinguir los fenómenos de pre­
clusión y de caducidad del procedimiento, de forma que siguiendo a 
GoNZÁLEZ PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRo70

, podemos mantener que «la pre­
clusión afecta a un acto aislado, mientras que la caducidad del proce­
dimiento afecta a éste considerado como un todo». 

67. RoDRiGuEz-ARANA MuÑoz, Jaime: La caducidad en el Derecho administrativo español, ob. · 
cit., pg. 277. 

68. GoNZÁLEZ PÉREz,Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: oh. cit., pg. 1552. 
69. GARcíA DE ENTERRÍA, Eduardo y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Administra­

tivo JI, ob. cit., pg. 496. 
70. GoNZÁLEZ PÉREZ,Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAvARRo: oh. cit., pg. 1533. 
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El hecho de que la caducidad del procedimiento sea.un efec­
to sólo predicable cuando la paralización impide continuar el mis­
mo ha llevado a MENÉNDEZ REXAcH71 a mantener que «la definición 
en la Ley 30/1992 de un nuevo supuesto de terminación consis­
tente en la imposibilidad material de continuar por causas sobre­
venidas, hubiera hecho innecesario, en realidad, mantener el su­
puesto de "caducidad" con sustantividad propia, ya que, tal como 
está regulada, esta denominada caducidad no es más que una ma­
nifestación de dicha imposibilidad de continuar, debida en este ca­
so a la inactividad del interesado». No compartimos la posición de 
este autor por entender que el motivo de terminación del proce­
dimiento que regula el apartado 2º del artículo 87 de la LRJ-PAC72 

debe quedar circunscrito a causas sobrevenidas en el sentido de que 
no dependan de la voluntad de las partes que intervienen en el 
procedimiento. 

Producida la caducidad del procedimiento, importa asimismo re­
cordar que «ni la acción ni el derecho material se extinguen por la ca­
ducidad. Lo único que muere es el procedimiento»73 • De forma que, 
de acuerdo con lo expresado por GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ74, los 
eventuales derechos del interesado causante de la misma quedan, en 
principio, intactos y podrían ser ejercitados posteriormente en otro 
procedimiento distinto. La caducidad, en suma, no produce por sí so­
la la prescripción de las acciones del particular o de la Administración 
(S. de 9 de octubre de 1981 [RJ 1982, 221]) pero los procedimientos 
caducados tampoco interrumpen los plazos prescriptorios, que siguen 
su curso normal como si tales procedimientos no hubieran existido 
(art. '92.3 LRJ-PAC). 

71. MENÉNDEZ REXAcH, Angel: «Procedimientos, ~dminist;~tivos: finaliz~c.ión y ejec~­
ción», en la obra colectiva La nueva Ley de Régimen Jundzco de las Admznzstraciones P~­
blicas y del Procedimiento Administrati_vo Común, dirigida por LEGUINA VILLA, Jesús y Mi­
guel SÁNCHEZ MoRóN, Tecnos. Madnd, 1993, pg. 258. 

72. Art. 87 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común: «Terminación. 
1. Pondrán fin al procedimiento la resoluci?n, el desfstimi!f1l,to, la renuncia al 1erecho eYf 
que se funde la solicitud, cuando tal renuncia no este prohibida por el Ordenamiento Jun­
dico, y la declaración de caduci_dad .. , . . . . . . . . 
2. También producirá la termznacion del procedimiento la imposibilidad material de conti­
nuarlo por causas sobrevenidas. La resolución que se dicte deberá ser motivada en todo ca­
so». 

73. GoNZÁLEZ PÉREz,Jesús y Francisco G;>NZÁLEz,NAVARR<_>: oh. cit., pg. 1533. . . 
7 4. GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y Tomas-Ramon FERNANDEz: Curso de Derecho Admznzstra­

tivo JI, ob. cit., pg. 497. 
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2. LA CADUCIDAD EN LOS PROCEDIMIENTOS INICIADOS DE 
OFICIO 

Junto a la caducidad de los procedimientos iniciados a instancia 
de los particulares, el segundo de los preceptos anunciados, venía con­
tenido, hasta la reciente reforma llevada a cabo por la Ley 4/1999, de 
13 de enero, en el apartado 4 del artículo 43 de la Ley de Régimen Ju­
rídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis­
trativo Común constituyendo, en realidad, una de las auténticas nove­
dades aportadas por la Ley 30/1992 al regular por vez primera, y con 
carácter generaF5, la caducidad por inactividad de •1a Administración 
de los procedimientos iniciados de oficio no susceptibles de producir 
actos favorables para los ciudadanos, siendo su tenor literal el si­
guiente: 

Artículo 43. Actos presuntos.-( ... ) 4. Cuando se trate de procedi­
mientos iniciados de oficio no susceptibles de producir actos favorables 
para los ciudadanos, se entenderán caducados y se procederá al archivo 
de las actuaciones, a solicitud de cualquier interesado o de oficio por el 
propio órgano competente para dictar la resolución, en el plazo de trein­
ta días desde el vencimiento del plazo en que debió ser dictada, excepto 
en los casos en que el procedimiento se hubiera paralizado por causa im­
putable al interesado, en los que se interrumpirá el cómputo del plazo 
para resolver el procedimiento. 

En base al precepto transcrito «hay que admitir -según GoNZÁLEZ 
PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRo76

-, que la perención por inactividad formal 
imputable a la Administración que ha de resolver un procedimiento 
iniciado de oficio se define por los siguientes rasgos: 

a) Actúa "ope legis", por el simple transcurso del tiempo, sin ne­
cesidad de denuncia de la mora por el interesado. 

b) Pese a regularse simultáneamente con la inactividad formal 
de la Administración en los procedimientos iniciados a instancia de 
parte, su mecánica es distinta, no siéndole de aplicación la petición de 

75. La doctrina coincide en señalar como antecedentes de la perención por inactivi­
dad de la Administración el art. 3 del Decreto 2530/1976, de 8 de octubre, sobre 
Disciplina de Mercado, y el art. 9.3 de la Ley del Patrimonio Histórico Español de 
25 de junio 1985. Sobre dichos antecedentes y la jurisprudencia que sustentaron, 
ver por todos GóMEZ PuENTE, Marcos: La inactividad de la Administración, Aranzadi. 
Pamplona, 1997, pgs. 525 a 535. 

76. GoNZÁLEZ PÉREZ, Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAvARRo: ob. cit., pg. 1543. 
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certificación que para estos otros supuestos de inactividad formal pre­
vé el artículo 4477

• 

c) La eventual resolución que dicte la Administración, de oficio 
o a solicitud del interesado, haciendo constar que la perención se ha 
producido, tiene valor puramente declarativo y no constitutivo». 

Como bien señalan los autores citados, a diferencia de lo que ocu­
rre con la caducidad en los procedimientos iniciados a instancia de 
parte, el artículo 43 de la LRJ-~AC 1;? preveía exp~esa~ente la obli­
gación de apercibir a la Admimst~ac10n ~e la parahzac10n del proc_e­
dimiento que se le imputa. Esta diferencia de trato,_ a todas luces dis­
criminatoria, ha sido denunciada por parte la doctrina que no ha du­
dado en resaltar la «necesidad de evitar que la Administración se vea 
sorprendida por una caducidad del ~r.ocedimient? producid~ por el 
simple transcurso del tiempo (automatic,amente) sm _que, med~ante la 
oportuna denuncia de la mora, se le de la oportumdad de dictar el 
pronunciamiento sobre la cuestión de fondo» 78

, 

La solución a la injusta situación planteada resultaba por otra par­
te sencilla si, como propugnaban GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ

79
, in­

terpretábamos el confuso apartado ~2 del artículo. 4_3, en el sen~ido de 
considerar «imprescindible que el mteresado solicite la cadu~id_ad al 
vencimiento del plazo establecido para :esolver y el procedi_~iento 
continúe paralizado otros treinta dias mas a part1r de esa solicitud». 
De esta forma, la perención seguiría produciéndose «"ope leg~s", por 
el mero cumplimiento de los requisitos exigidos por la ley (se mcluya 
o no entre éstos una previa intimación o denuncia de mora ante la Ad­
ministración), no siendo necesario que sea declarada formalmente»ªº, 
pero teniendo la declaración, caso de producirse, valor puramente de-

77. Art. 44 de la Ley 30/1992, de 26 de novie1n;vre, 1e Régim~n]uríd!co de, ~as Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Comun: Certificaczon de actos pre-
suntos. · l Ad. · · ., 
1. Los actos administrativos presuntos se podrán hacer valer tanto ante a mznzstraczon 
como ante cualquier otra persona, natural o j'll:rídica, p~blica_ ? privadf, . 
2. Para su eficacia, los interesados o la propia Admznistraczon deberan ?-_credztar los actos 
presuntos mediante certificación emitida por e? órgano competente que debzo reso.lver e~presa­
mente el procedimiento, que deberá exte~derla znexcusabw:mente en el P~~zo d_e veinte ~zas des­
de que le fue solicitada, salvo que en dzcho plazo haya dictado resoluczon expresa, sin que se 
pueda delegar esta co!npetencia e_specífica. (,,,) . . 

78. GoNZÁLEZ PÉREz,Jesus y Francisco G?NZALEZ,NAVARR<;1· ob. cit., pg. 1561. .. 
79. GARcÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y Tomas-Ramon FERNANDEz: Curso de Derecho Admznzstra-

tivo JI, ob. cit., pg. 497. . 535 536 
80. GóMEZ PUENTE, Marcos: La inactividad de la Administración, ob. cit., pgs. Y • 
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clarativo al no prever la norma en este caso la posibilidad de excep­
cionar la caducidad en atención al interés general. 

Esta interpretación, como certeramente señalaban los propios 
GARCÍA DE ENTERRÍA y FERNÁNDEZ81

, dejaba aún por resolver «otro proble­
ma serio en lo que respecta al funcionamiento de esta regla del artí­
culo 43.4 y es el siguiente: la falta de determinación legal del plazo 
para resolver los procedimie~tos incoados de oficio. En efecto, el pla­
zo máximo de tres meses al que se refiere el artículo 42.282 es aplica­
ble sólo, en defecto del que puedan establecer las normas de proce­
dimiento especiales, a la resolución de "las solicitudes que se formu­
len por los interesados". No hay, pues, en la LRJ-PAC determinación 
de plazo alguno para resolver los procedimientos incoados de oficio, 
ni siquiera con el carácter de supletoria, por lo que las normas que 
regulen cada uno de ellos habrán de precisar en cada caso cuál es el 
plazo máximo para resolverlos, ya que, de otro modo, la regla e_sta­
blecida en el artículo 43.4 resultaría inaplicable (a menos que se uti­
lizara por analogía el plazo máximo de tres meses establecido en el 
artículo 42.2 para los procedimientos incoados a solicitud de los in­
teresados, que, en caso de silencio de la norma especial, sería la úni­
ca solución) »83

• 

La situación descrita viene a ser modificada por la reforma de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro-

81. GARCÍA DE ENTERRiA, Eduardo y Tomás-Ramón FERNÁNDEz: Curso de Derecho Administra­
tivo JI, ob. cit., pg. 498. 

82. Art. 42.2Q de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen jurídico de las Administra­
ciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común: «El plazo máximo para resolver 
las solicitudes que se formulen por los interesados será el que resulte de la tramitación del pro­
cedimiento aplicable en cada caso. Cuando la norma de procedimiento no fije plazos, el pla­
zo máximo de resolución será de tres meses. 
Cuando el número de solicitudes formuladas impidan razonablemente el cumplimiento de los 
plazos previstos en el procedimiento aplicable o el plazo máximo de resolución, el órgano com­
petente para instruir o, en su caso, resolver las solicitudes, podrá proponer la ampliación de 
los plazos que posibilite la adopción de una rtsolución expresa al órgano competente para re­
solver o, en su caso, al órgano jerárquicamente superior. 
La ampliación de los plazos a que se refiere este artículo no podrá ser superior al plazo ini­
cialmente establecido en la tramitación del procedimiento. 
Contra el acuerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos no cabrá recurso alguno». 

83. En el mismo sentido se pronuncia GóMEz PuENTE, Marcos: La inactividad de la Ad­
ministración, ob. cit., pg. 545: «La perención sólo puede tener lugar después de 
vencido el plazo máximo de resolución legalmente establecido sin que ésta se hu­
biere dictado (art. 43.1 LRJ-PAC). Como dije más atrás, la LRJ-PAC no prevé un 
plazo máximo de resolución para los procedimientos incoados de oficio. ( ... ) Por 
ello, constituye una opinión unánime que la regla contenida en el art. 42.2 
LRJ-PAC resulta aplicable, por analogía, a los procedimientos iniciados de oficio». 
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cedimiento Administrativo Común que acomete la Ley 4/1999, de 13 
de enero, por la que se da nueva redacción, entre otros, a los artícu­
los 43 y 44 de la Ley 30/1992, circunscribiendo el contenido del pri­
mero a la regulación del silencio administrativo en procedimientos 
iniciados a solicitud de interesado, y dedicando el segundo a la falta 
de resolución expresa en procedimientos iniciados de oficio, siendo el 
tenor de este último el siguiente: 

En los procedimientos iniciados de oficio, el vencimiento del plazo 
máximo establecido sin que se haya dictado y notificado resolución ex­
presa no exime a la Administración del cumplimiento de la obligación 
legal de resolver, produciendo los siguientes efectos: 

l. En el caso de procedimientos de los que pudiera derivarse el re­
conocimiento o, en su caso, la constitución de derechos u otras situacio­
nes jurídicas individualizadas, los interesados· que hubieren compareci­
do podrán entender desestimadas sus pretensiones por silencio admi­
nistrativo. 

2. En los procedimientos en que la Administración ejercite potes­
tades sancionadoras o, en general, de intervención, susceptibles de pro­
ducir efectos desfavorables o de gravamen, se producirá la caducidad. En 
estos casos la resolución que decl¡ire la caducidad ordenará el archivo de 
las actuaciones, con los efectos previstos en el artículo 92. 

En los supuestos en los que el procedimiento se hubiera paralizado 
por causa imputable al interesado, se interrumpirá el cómputo del plazo 
para resolver y notificar la resolución. 

No cabe duda de que la actual regulación de la caducidad por 
inactividad de la Administración parece descartar, en contra de la opi­
nión doctrinal mayoritaria, la necesidad de preaviso a la Administra­
ción para la consumación de la perención. En este.sentido, resulta evi­
dente que la nueva redacción del artículo 44 de la Ley 30/1992 re­
fuerza la idea de automatismo en la aplicación del instituto perento­
rio al no exigir, ni tan siquiera, el transcurso de un plazo adicional al 
inicialmente concedido para resolver. 

Con ello se deslucen los avances que no obstante han supuesto 
para la seguridad jurídica de los administrados tanto la referencia 
del cumplimiento del plazo, no ya para la adopción de qna resolu­
ción, sino para la notificación fehaciente de la misma, como la ex­
tensión a todos los procedimientos iniciados de oficio de la fijación 
de plazos máximos de notificación de su resolución, que resulta de 
la nueva redacción del artículo 42 de la Ley de Régimen Jurídico de 
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las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Comúnª4. 

84. «Art. 42. Obligación de resolver. 
1. La (ldministració"! está obligada a dictar resolución expresa en todos los procedimientos 
y a notificarla cualquiera que sea su forma de iniciación. 
E~ los casos de _p_rescripci,ón, renuncia del derecho, caducidad del procedimiento o desisti­
miento .1e la so~zcz_t~d, asi como la desaparici_ón sobrevenida del objeto del procedimiento, la 
7:eso~uci?": consistzra en la decla_ración de la cirrunstancia que conrurra en cada caso, con 
indicacio1; de los hech~s pr?f u cid os y las normas aplicables. 
S~_exceptuan d~ lf! obhgacion, a que se refiere el párrafo primero, los supuestos de termina­
cion del procedimiento Í'º: pacto o convenio, así como los procedimientos relativos al ejercicio 
de derechos so11iftidos unicamente al deber de comunicación previa a la Administración. 
2. El plazo maximo en el que.debe notificarse la resolución expresa será el fijado por la nor­
ma reguladora del correspondiente procedimiento. Este plazo no podrá exceder de seis meses 
salv? que una ?1º1:11ª con rango de Ley establezca uno mayor o así venga previsto en la nmc 
matwa comunitana europea. 
3: . Cuand~ las 1:,orm;1s re~ladoras de los procedimientos no fijen el plazo máximo para re­
cibir la n?tificacion, este sera de tres meses. Este plazo y los previstos en el apartado anterior 
se contaran: 
a) En los f!r?c_edimientos. i?1iciados. de oficio, desde la fecha del aruerdo de iniciación. 
b) En los znzcza1os a solz'}ltud del interesado, desde la fecha en que la solicitud haya tenido 
entrada en el _re{!lstro. del orgqn? competente para su tramitación. 
4. f:as Administraczones publicas deben publicar y mantener actualizadas a efectos infor­
mativos,. las relacz_ones de procedimientos, con indicación de los plazos máxi:nos de duración 
de los mismos, asz com~ ~e los efectos que produzca el silencio administrativo. 
En todo_ caso, las Administraciones públicas informarán a los interesados del plazo máximo 
nor1natzvainente establecido para la resolución y notificación de los procedimientos así como 
de l?s efe~!os que Pu_eda, producir el silencio administrativo, incluyendo dicha mdción ~ la 
n?tifi.ca_czon o publzcaczon del aruerdo de iniciación de oficio, o en comunicación que se les 
dmgyra al efecto dentro de los diez días siguientes a la recepción de la solicitud en el registro 
del orlfano competente P,ara s1: _tramitación. En este último caso, la comunicación indicará 
ademas la fecha en que la solz1;1t?1d ha sido recibida por el órgano competente. 
5. ,1![ transrui;so del plazo maxzmo legal para resolver un procedimiento y notificar la resü­
luczon se podra suspender en los siguientes casos: 
a) Cua_'1}do deba requerirse a rualquier interesado para la subsanación de deficiencias y la 
aportaczo"! de 1?rumentos y ?tr?s elementos de juicio necesarios, por el tiempo que medie en­
tre la notificaczon del reqummiento y su efectivo rumplimiento por el destinatario, o, en su 
defecto, el transrurso de( plazo concedido, todo ello sin. perjuicio de lo previsto en el artírulo 
71 de la presente Ley. 
b) G_uando deba obtenerse u~ pronunciamien~o previo y preceptivo de un órgano de las Cü­
mu1:zdades Europeas, P~ el t!f;"1-Pº que inedie entre la petición, que habrá de comunicarse a 
los zn_t~esados~ y la notificaf!on del pronunciamiento a la Administración instructora, que 
tambzen debera serles comunicada. 
c) Cuan~? debqn solicitarse i7!iormes que sean preceptivos y determinantes del contenido de 
la res~ltf '!ºn a organ~ de la m~ma o distinta Administración, por el tiempo que inedie entre 
la petzczon, 9ue debera ~omunicarse a los interesados, y la recepción del informe, que igual­
m~te debera ser comunicada a los mismos. Este plazo de suspensión no podrá exceder en nin­
gun caso de tres meses. 
d) Cuando de~an realizarse pruebas técnicas o análisis contradictorios o dirimentes prü­
puestos por l?s interesados, durante el tiempo necesario para la incorporación de los resulta-
dos al expediente. . 
e~ G_uandq, s~ inicien negoi;iaciones con vistas a la conclusión de un pacto o convenio en los 
termznos previstos en el artzrulo 88 de esta Ley, desde la declaración formal al respecto y has-
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3. LA FORMULACION DE UN CONCEPTO UNIVOCO DE CADU­
CIDAD DEL PROCEDIMIENTO 

Ahora bien, y sin perjuicio de haber procedido por separado a 
una primera aproximación de estos preceptos, no cabe duda de que 
su existencia encierra un interrogante al que no podemos dejar de 
dar respuesta: ¿Puede hablarse de un concepto unívoco de caducidad 
del procedimiento administrativo o, por el contrario, existen dos cla­
ses diferentes de caducidad del procedimiento? A esta cuestión han te­
nido ocasión de referirse GoNZÁLEZ PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRa85, para 
quienes «no resulta fácil encerrar en una fórmula unitaria las dos cla­
ses de perención (mal llamada "caducidad del procedimiento") que 
regula hoy la LRJ-PAC. Y ello porque el correspondiente acto terminal 
tiene carácter constitutivo cuando aquélla se produce por causa im­
putable al interesado y carácter meramente declarativo cuando tiene 
lugar por causa imputable a la Administración». 

Hecha esta advertencia, que también podía desprenderse del aná­
lisis separado de los preceptos que hemos realizado anteriormente, 
los mencionados autores creen posible aventurar la siguiente defini­
ción: <forma de extinción del procedimiento que tiene lugar cuando, habiendo 
quedado paralizado por causa imputabl,e al interesado o a la Administración, 
y requerido formalmente el causante de la paralización, persiste en su actitud 

ta la conclusión sin efecto, en su caso, de las referidas negociaciones que se constatará me­
diante declaración formulada por la Administración o los interesados. 
6. Cuando el número de las solicitudes formuladas o las personas afectadas pudieran su­
poner un incumplimiento del plazo máximo de resolución, el órgano competente para resol­
ver, a propuesta razonada del órgano instructor, o el superior jerárquico del órgano compe­
tente para resolver, a propuesta de éste, podrán habilitar los medios personales y materiales 
para rumplir con el despacho aderuado y en plazo. . 
Excepcionalmente, podrá acordarse la ampliación del plazo máximo de resolución y notifica­
ción mediante motivación clara de las cirrunstancias conrurrentes y sólo una vez agotados 
todos los medios a disposición posibles. 
De acordarse, finalmente, la ampliación del plazo máximo, éste no podrá ser superior al es­
tablecido para la tramitación del procedimiento. 
Contra el aruerdo que resuelva sobre la ampliación de plazos, ·que deberá ser notificado a los 
interesados, no cabrá rerurso alguno. 
7. El personal al servicio de las Administraciones públicas que tenga a su cargo el despacho 
de los asuntos, así como los titulares de los órganos administrativos competentes para instruir 
y resolver son directamente responsables, en el ámbito de sus competencias, del rumplimiento 
de la obligación legal de dictar resolución expresa en plazo. 
El inrumplimiento de dicha obligación dará lugar a la exigencia de responsabilidad disci­
plinaria, sin perjuicio a la que hubiere lugar de aruerdo con la normativa vigente». 

85. GoNZÁLEZ PÉREZ, Jesús y Francisco GoNzÁLEZ NAvARRo: Comentarios a la Ley de Régiinen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, t. II, Ci­
vitas. Madrid, 1997, pg. 1528. 
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obstaculizadora haciendo imposible que pueda dictarse el pronunciamiento so­
bre la cuestión de fondo» 86

• 

No da cuenta sin embargo la anterior definición de una limita­
ción importante y a nuestro juicio injustificada, que presenta en la ac­
tualidad la normativa reguladora de la caducidad de los procedimien­
tos administrativos. En efecto, el estudio del Derecho positivo no nos 
permite en absoluto concluir, como de la definición pudiera despren­
derse, que cualquier paralización de un procedimiento administrativo 
llevará aparejada la caducidad del mismo si el responsable de la obs­
taculización no subsanara la misma tras su intimación dentro del pla­
zo que le fuera legalmente ftjado. 

Antes al contrario, resulta decisivo en la actualidad para la aplica­
ción del instituto de la caducidad que la paralización del procedi­
miento sea imputable precisamente a la persona que lo inició. De es­
ta forma, puede observarse que en los procedimientos iniciados a ins­
tancia de un particular sólo la inactividad de éste puede conllevar, de 
acuerdo con lo prevenido en el artículo 92 de la LRJ-PAC, la termina­
ción por caducidad, y que tal y como previene el nuevo artículo 44 del 
mismo texto legal, la inactividad de la Administración sólo es relevan­
te a los efectos de la caducidad de un procedimiento cuando el mis­
mo ha sido iniciado de oficio ( cuando se ejercite potestades sancionadoras 
o, en general, de intervención, susceptibles de producir efectos desfavorables o 
de gravamen). 

Tan importante limitación de la aplicación de la perención no 
puede desde luego juzgarse casual o caprichosa, y por ello debemos 
en este punto intentar desvelar cuales son las razones que tras la mis­
ma subyacen así como determinar si las m.ismas permiten seguir man­
teniendo las actuales exclusiones. 

En este orden de ideas resultan especialmente esclarecedoras las 
afirmaciones del profesor RonRÍGUEz-ARANA MuÑoz87

, quién comentan­
do el artículo 92 de la LRJ-PAC, señalaba como «en realidad, la cadu­
cidad del procedimiento administrativo es un modo de te.rminación 
del procedimiento administrativo por causa imputable al interesado. 

86. GoNZÁLEZ PÉREZ, Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: Comentarios a la Ley de Régimen 
}U1idico de las Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, t. 11, Ci­
vitas. Madrid, 1997, pg. 1528. 

87. RooRiGuEz-AMNA MuÑoz, Jaime: La caducidad en el Derecho administrativo español, ob. 
cit., pg. 23. 
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Es decir, tiene un evidente matiz sancionador ... ». El mismo matiz san­
cionador, en este caso para la Administración, podría también ser de­
tectado en la regulación que el artículo 43.4 de la LRJ-PAC hace de la 
caducidad en los procedimientos iniciados de oficio, sanción que de­
caería cuando como consecuencia de la misma pudiera derivarse un 
perjuicio, o una privación del beneficio esperado88

, para la parte no 
culpable, es decir para el particular con quien el procedimiento se si­
gue. 

Ahora bien, ¿se ha conseguido realmente con la actual regulación 
convertir a la caducidad en una sanción?, y lo que es no menos im­
portan te ¿debe mantenerse la mencionada concepción sancionadora 
del instituto de la perención? 

El primero de estos interrogantes encuentra fácil respuesta en el 
razonamiento de GóMEZ PuENTE89

, quien en relación con los expe­
dientes iniciados a instancia de parte de los que puedan derivarse 
efectos desfavorables para el particular se· plantea la incógnita de «si 
en estos casos sobreviene la perención por causa de una paralización 
imputable al interesado. De ser así, éste podría evitar las consecuen­
cias negativas del procedimiento que él mismo instó, lo que parece 
contrario al interés público (manifestado al iniciarse el expediente) 
y a los principios de buena fe y de vinculación del particular a sus pro­
pios actos. Pero, aparte de la perención ¿qué otra salida podría darse 
a los expedientes en dicha situación? Como no sea la de considerar­
los vivos por tiempo indefinido (lo que repugna a la seg\lridad jurí­
dica y eficacia administrativa), no veo que podría hacerse con ellos». 
En consecuencia, puede afirmarse que en el supuesto planteado el 
ordenamiento, lejos de sancionar al responsable de la paralización 
del procedimiento, posibilita mediante la caducidad la elusión de los 
efectos desfavorables que en principio hubiera aparejado el procedi­
miento. 

88. Resl;)ecto del alcance que. ~ebe otorgarse ~ la expre~ión «no susceptibles de P:º­
duc1r actos favorables» utilizada por el articulo 43.4- de la LRJ-PAC, puede sena­
larse la opinión de SAINZ MoRENO, Fernando: «~)_bligació_n,de resolver~ ~ctos pre­
suntos», en la obra colectiva La nueva Ley de Régimen]undico de las Admznistraci~nes 
Públicas y del Procedimiento Administrati_vo Común, dirigida por LEGUINA ~ILLA, Jesus y 
Miguel SANcHEZ MoRóN: Tecnos. Madnd, 1993, pg~. 149 y 150: «Caducidad ~e pr<>­
cedimientos iniciados de oficio no susceptibles de producir actos Jat1orables para los ciudada­
nos. Este supuesto comprende no s~lo los pr?c~dimientos sa~ci<?n_adores s~n_o cua­
lesquiera otros no favorables (por eJemplo, hmitadores del eJerc1c10 de act1V1dades 
o del disfrute de situaciones o, simplemente, indiferentes)». 

89. GóMEZ PUENTE, Marcos: La inactividad de la Administración; ob. cit., pg. 540. 
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Mucho más difícil resulta dar respuesta al segundo de los interro­
g~ntes planteados, en la medida en que ello exige un pronuncia­
n:11ento sobre a~p~~tos esenciales al concepto del instituto de la cadu­
ctdad. Nuestro JUICIO sobre la conveniencia de mantener el cariz san­
cionador .~ue en la actualidad subyace· en la normativa reguladora de 
la perenc~o1: ~epende estrechamente de cuál creamos que es el fun­
da~ento JUnd1co que debe inspirar esta institución y, en definitiva, de 
cua creamos que es el interés jurídico que la misma protege. 

En este punto, debemos rechazar cualquier carácter sancionador 
que pretend_a atri~uirse al instituto que nos ocupa porque creemos 
que la c_aducz_daf !zrve, o d~beria servir, exclusivamente los fines del principio 
d~ segundad ;undica! constituy.endo,. a falta de otra solución, la respuesta pre­
v~~ta por el ordena-r_nz~nto a la incertidumbre que supone la excesiva paraliza­
czon de un procedimiento y la consiguiente pendencia injustificada de la si­
tuación de sujeción que el mismo comporta. 

Ante. una inicial paralización del procedimiento el ordenamiento 
pu~de en e~ec~o arbitrar diversas medidas. Algunas de estas medidas 
se~an soluc1?nes tendentes a propiciar una resolución del procedi­
miento, pud1_endo encu:'1drarse en esta categoría la adopción del im­
pulso .de ofic10 (para ~vttar la paralización debida a la inactividad del 
Pª:tic1;1lar.1ue verá_ tan ~ólo caducada la instancia no aprovechada), 0 

la mst1tuc10n del stlenc10 administrativo (que mediante la adopción 
de un acto presunto combate la inactividad de la Administración). La 
caducidad en cambio constituye una medida que no pretende dar so­
lu~ión. ~l proce.dimiento, sino tan sólo extinguirlo, por cuanto su pa­
rahzac10n supone una lesión al principio de seguridad jurídica. Ello ex­
plica, a nuestro juicio, que la caducidad no conUeve efecto extintivo alguno so­
bre los derechos o las acciones que en el procedimiento debían hacerse vakr, 
pues~~ que en esto~ mom_ento~, la _incer~idumbre que se combate no es la que, en 
relaczon con la existencia o inexistencia de los mismos, origi,na su no ejercicio 
dura~te_ ~l plazo de prescripción, sino tan· sólo la derivada de la pendencia de 
la su;eczon que conUeva la paralización del procedimiento. 

Debe en consecuencia concluirse, que la adopción de este con­
·cepto de caducidad permite defender la radical independencia de es­
ta instituciórl. con la de la prescripción. Como señala MARTíN CAcEREs9º, 
«estando presididos ambos institutos por el principio de seguridad ju-

90. ~TíN (?AcEREs, Adri~na Fabiola: La prescripción del crédito tributario, Instituto de Es­
tud10s F1scales-Marc1al Pons. Madrid, 1994, pg. 26. 
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rídica, es la propia situación contemplada desde su perspectiva tem­
poral lo que determina la aplicación de uno u otro régimen extintivo, 
en función d¼ las exigencias que dicho principio determine en cada 
caso». En definitiva, siendo, ambas, instituciones que sirven al princi­
pio de seguridad jurídica, estamos en realidad ante defensas distintas 
para vulneraciones diferentes de dicho principio. Quiere con ello de­
cirse que el ordenamiento puede, para una misma relación jurídica de 
base, prever la aplicación de ambos institutos o la de uno sólo de ellos, 
en función de cuáles sean las vulneraciones del principio de seguridad 
que pretenden ser evitadas. Prescripción y caducidad no son, desde 
luego, institutos que se condicionen, pero tampoco que se excluyan. 
Buena muestra de esta posible coexistencia la tenemos en el apartado 
3º del artículo 92 de la LRJ-PAC, cuando dispone que «la caducidad 
no producirá por sí sola la prescripción de las acciones del particular 
o de la Administración, pero los procedimientos caducados, no inte­
rrumpirán el plazo de prescripción». 

Negado el carácter sancionador del instituto de la perención y 
considerando que el mismo tiene como único contenido la protec­
ción de la persona sometida a la situación de sujeción frente a la ac­
tual incertidumbre que representa el procedimiento paralizado, no 
creemos que exista problema alguno en permitir la futura utilización 
de alguno de los actos del procedimiento extinguido91

• Máxime cuan­
do, como señalan GoNZÁLEZ PÉREZ y GoNZÁLEZ NAvARRa92

, «admitir que los 
actos de prueba realizados en el procedimiento caducado pueden ha­
cerse valer en un procedimiento posterior parece estar en la línea de 
la deseable celeridad y eficacia, estar de acuerdo con la libertad en los 
medios de prueba del artículo 80.1, y, en cierto modo, se inspira en el 

91. En esta línea se ha pronunciado también RonRicuEz-ARANA MuÑoz, Jaime: ob. cit., 
pg. 33; y en el seno de la doctrina financiera PÉREZ Rom, Ignacio: «La prescripción 
en las actuaciones inspectoras», en Civitas, Revista Española de Derecho Financiero, 
núm. 96, octubre-diciembre, 1997, pg. 569: «Es lo más parecido a que el procedi­
miento no se hubiera iniciado. Y no es exactamente así porque no está claro que 
parte de lo actuado en el procedimiento no sirva o pueda utilizarse posterior­
mente en un nuevo procedimiento que se abra con identica finalidad al anterior. 
Este problema carece por completo de regulación, pero parece coherente con el 
principio de eficacia en el funcionamiento de las Administraciones Públicas y de 
economía procesal, y en cierta medida también con el principio de conservación 
de los actos administrativos, que todas aquellas pruebas o actuaciones realizadas 
en el procedimiento caducado puedan servir -y no tengan que repetirse- dentro 
de un procedimiento posterior. Y este procedimiento posterior con idéntico con­
tenido puede existir porque en ningún caso la caducidad acarrea por sí sola la pér­
dida de la acción o el derecho ejercido en el mismo». 

92. GoNZÁLEZ PÉREz,Jesús y Francisco GoNZÁLEZ NAVARRO: ob. cit., pg. 1553. 
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mismo principio que el artículo 66, principio de la conservación del 
acto administrativo»93

• 

93. 
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En contra de esta posibilidad se manifiesta MANRESA Y NAVARRO, José María: Comen­
tarios a la Ley de Enjuiciamiento Civil, t. 11, Instituto Editorial Reus. Madrid, 1953, 
pgs. 396 y 397: «En estos principios de equidad y de justicia se funda la disposición 
que estamos comentando para declarar que la caducidad de la primera instancia, 
aunque pone fin al procedimiento, no extingue la acción, la cual podrá ejercitar­
se de nuevo en el juicio correspondiente. ( ... ) Y como a la vez ordena la ley que es­
to se haga entablando nueva demanda, claro es que el actor no podrá ayudarse de 
ninguna cosa que fuera escrita en los actos del pleito primero, como previene la 
ley de Partida la cual no se opone a que se pida el desglose y entrega de los docu­
mentos que en él hubiera presentado y necesite para fundar la nueva demanda». 
En su razonamiento el mencionado autor apela a la Ley 9ª, Tít. 22 de la Partida 3ª. 
«Según esta ley, cuando el actor, después ·de comenzado el pleito por demanda o 
por contestación, lo abandona por pereza o maliciosamente, si instaba su curso el 
demandado, debía el juez emplazar al actor para que viniese a continuarlo y a oír 
la sentencia. Si no comparecía debía ser absuelto el demandado, siempre que 
aquél no hubiese probado su acción pudiendo hacerlo; pero si no pudo, o el juez 
dudase para dar su fallo, entonces-dice la Ley- puede quitar al demandado que non sea 
tenudo de responder al demandador, en razón de aquellos actos que pasaron por este p!eyto; 
mas nonl,e debe dar por quito de aquella cosa quel demandaba. Y añade que, en tal caso, 
podría después el actor entablar de nuevo su demanda ejercitando la misma ac­
ción, pero sin poderse ayudar de ninguna cosa que fuese escrita en los actos del pkito pri­
mero, porque el demandante fué dado en juyzio por quito dellos». 

Capítulo III 

La caducidad en Derecho procesal: 
la caducidad de la instancia 

Además de las figuras de la caducidad de derechos y la caducidad 
del procedimiento, anteriormente analizadas, nuestro ~rdena~iento 
jurídico conoce, en el orden proc~sal, una te~cera mamtestaci~n del 
instituto que nos ocupa, la denommada caducidad de la mstancia. Es­
ta institución es sin duda la que presenta unos orígenes más remotos

94 

y la que, en la actualidad, es regulad~ ~~n ~ayor e~t~nsión; A la mis­
ma dedica en concreto la Ley de EnJmciamiento Civil el Titulo X de 
su libro primero, artículo 411 a 420 inclusive. Según el primero de es-
tos preceptos 

Se tendrán por abandonadas las instancias en toda ~lase de_juicios ~ 
caducarán de derecho, aun respecto ·de los menores o mcapantados, s1 

no se insta su curso: 

a) Dentro de cuatro años, cuando el pleito se hallare en primera 

instancia. 

b) De dos si estuviere en segunda instancia. 

c) De uno se estuviere pendiente de recurso de casación. 

Estos términos se contarán desde la última notificación que se hu­

biere hecho a las partes. 

De acuerdo con ello, GuAsr95 , define la figura analizada enten­
diendo que la «caducidad de la instancia es, pues, la extinción del pro­
ceso que se produce por su paralización durante cierto tiempo en que no 
se realizan actos procesales de parte», 

94. 

95. 

Sobre los orígenes romanos de la caducidad de la instancia puede~ ~ons~lta~s~ }as 
aportaciones de PALLARES, Eduardo: Diccion_ario de Derecho Procesal Civil, 15 ed1c1on! 
«Porrua, SA». México, 1983; pgs. 119 y ss.; y GóMEZ CoRRALIZA, Bernardo: La cadua-
dad Montecorvo. Madrid, 1990. , 
Gu~r, Jaime: Derecho Procesal Civil, t. 1, 4ª edición, revisada y adaptada por AMGo-
NESEs, Pedro, Civitas. Madrid, 1998, pg. 502. 
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Es requisito indispensable para la aplicación del presente institu­
to, como señala PRIETO CAsTRo96, el que «la causa de la paralización de­
be ser imputable a la parte, por lo cual quedan excluidos los casos de 
fuerza mayor y las causas independientes a la voluntad de los litigan­
tes97 o dependientes del Tribunal, y es indiferente que sea debida a 
acuerdo entre ellas». «La inactividad -como bien apunta CmoVENDA98-
debe ser inactividad de parte (voluntaria o involuntaria, no importa), 
no de Juez, puesto que si la simple inactividad de Juez pudiese pro­
ducir la caducidad, sería remitir al arbitrio de los órganos del Estado 
la cesación del proceso», 

En base a las anteriores notas y en relación a su naturaleza jurídi­
ca, podemos afirmar, siguiendo a GuASP99 que «a diferencia de la re­
nuncia, desistimiento, allanamiento o acuerdo, que son verdaderos ac­
tos jurídicos, unilaterales o plurilaterales, el caso de la caducidad de la 
instancia no es un acto de ninguna clase, sino un hecho: el transcurso 
del tiempo sin la realización de hechos o actos procesales, dentro de 
un proceso pendiente y paralizado. Es evidente que dicho transcurso 
de tiempo no puede configurarse en modo alguno como un acto, 
puesto que no es una modificación de la realidad producida por la in­
tervención de una voluntad humana, ni tampoco podría considerarse 
a la abstención de las partes durante el tiempo señalado como una es­
pecie de la figura llamada acto omisivo o por omisión», La apreciación 
del mencionado hecho deberá por otra parte realizarse de oficio, tal 
y como previene el artículo 413 de la Ley de Enjuiciamiento Civil1°0

, 

por lo que dado el carácter automático con la que la caducidad opera 
«la realización de un acto de impulso antes de tal declaración judicial 
no detendría la caducidad ya producida y declarada después» 101 . 

96. PRIETO CASTRO, Leonardo: Exposición del Derecho Procesal de España, t. I, Librería Ge­
neral. Zaragoza, 1941, pg. 301. 

97. Art. 412 de la LECiv: «No procederá la caducidad de la instancia por el transcurso de los 
términos señalados en el artículo anterior, cuando el pleito hubiera quedado sin curso por 
fuerza mayor o por cualquier otra causa independiente de la voluntad de los litigantes. 
En estos casos se contarán dichos términos desde que los litigantes hubieren podido instar el 
curso de los autos», 

98. Ctt10VENDA, José: Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, vol. I, Instituto Editorial 
Reus. Madrid, pg. 385. 

99, GuASP,Jaime: Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pg. 503, 
100. Art. 413 de la Ley de Eajuiciamiento Civil: «Será obligación del Secretario o actuario, 

en cuyo oficio radiquen los autos, dar cuenta al juez o Tribunal respectivo, luego que t~ans­
curran los términos señalados en el artículo 411, para que se dicte de oficio la providen­
cia correspondiente», 

101. PRIETO-CASTRO v FERRÁNmz, Leonardo: Tratado de Derecho Procesal Civil, Aranzadi. 
Pamplona, 1982, pg. 854. 
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Al igual que ocurriera con las figuras antes analizadas, «el funda­
mento del instituto de la caducidad de la instancia puede apoyarse prin­
cipalmente en dos distintos motivos: uno de orden subjetivo, que ve en 
la presunta intención de las partes de abandonar el proceso la razón ín­
tima de la extinción, y otro de orden objetivo, que se ftja, por el con­
trario, en la necesidad de evitar la pendencia indefinida de los procesos, 
por el peligro que esto lleva consigo para la seguridad jurídica»102. La 
protección de la seguridad jurídica viene dada, como señala RAMos MÉN­
DEz103, por el hecho de que «la institución está pensada para liberar a los 
Tribunales de una litispendencia indefinida y cerrar definitivamente los 
juicios que han permanecido inmóviles durante un plazo más o menos 
largo». Resulta en consecuencia que el titular del interés protegido es el 
propio Estado quien, de acuerdo con CmoVENDA «entiende librar a sus 
propios órganos de la necesidad de proveer las demandas y de todas las 
obligaciones derivadas de la existencia de una relación procesal»104. 

Ahora bien, como prosigue RAMos MÉNDEZ105, «así formulado el 
principio parece que nunca podría tener lugar, después de haberse 
instaurado el principio de impulso oficial mediante Real Decreto-ley 
de 2 de abril de 1924», ya que «en un juicio en que domine el impul­
so oficial no es posible la caducidad»106. Creemos no obstante con 
GuASP1º7 que aunque la caducidad de la instancia ha perdido gr~n pa~­
te de su antigua importancia, la misma puede encontrar todavrn apli­
cación, principalmente en el supuesto de que el proceso quede para­
lizado por voluntad expresa de las partes litigantes. 

Cuando resulta aplicable la caducidad de la instancia tiene nor­
malmente por objeto el proceso cuya extinción supone, aunque esta 
regla general de aceptarse con excepciones ya que, como _señala el 
propio GuAsp108, «hay partes de un proceso a las se puede aplicar la ca-

102. 
103. 
104, 

105. 
106, 
107, 
108. 

GuAsP, Jaime: Derecho Proces<il Civil, t. I, ob. ~i!,, pg. 504, 
RAMos MÉNDEZ Francisco: Derecho Procesal Civil, Bosch. Barcelona, 1980, pg. 638. 
CmoVENDA,Jo;é: Principios de Derecho Procesal Civil, ob, c_it.'! pg. 384. En igual 
sentido se ha pronunciado PRIETO CASTRO, :i:.,eonardo: ]!xposm,on del D_er_ec~o Proce­
sal de España, t. I, ob. cit., pg. 301: «Caducidad de la mstancia (delJmc10) es la 
cesación de efectos de la litispendencia declarada p_?r la Ley cuando ~mbas par­
tes permanecen inactivas duran~e el tie~po que se1;ala. Es ~n~ ~spec1e de pre~­
cripción establ~cida por_ la necesidad d~ !tbrar a lo~ organos Judiciales de las obli­
gaciones y los mconvementes de una ht1spendencia eterna, y que obedece a las 
mismas razones que _aquélla». . . , 
RAMos MÉNDEZ Francisco: Derecho Procesal Civil, ob. cit., pg. 638, 
CHJOVENDA,Jo;é: Principios de Dere~ho Procesal ,Civil, t. II, vol. I, ob. cit., pg. 385. 
GuASP,Jaime: Derecho Procesal C~v~l, t. I, ob. c~t., pg. 504, 
GuASP, Jaime: Derecho Procesal Civil, t. I, ob. cit., pg. 503. 
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ducidad independientemente del resto del mismo, y hay procesos en­
teros a los que la caducidad no es aplicable, como ocurre, en nuestro 
derecho positivo, con los de ejecución, a tenor de lo establecido en el 
artículo 418109 de la ley procesal» . 

. J?~be ~esaltar~~ además q~e a tenor del artículo 419 de la Ley de 
EnJmc1am1ento C1vtl «la caducidad de la primera instancia no extingue la 
acción, la cual podrá ejercitarse de nuevo en el juicio correspondiente, y enta­
blando nueva demanda, si no hubiere prescrito, con arreglo a derecho». «Na­
da dice -sin embargo- la Ley de Enjuiciamiento Civil en cuanto a los 
materiales q1:e se hayan obtenido o producido en la instancia que se 
trate, especialmente pruebas. Acerca de este particular encontramos 
dos criterios legislativos muy dispares: el Nuevo Código francés prohí­
be q_ue se haga uso de materiales de la instancia caducada, en ningún 
sentido (art. 389 de dicho Código); y el Código italiano, por el con­
trario, establece la regla general de que la extinción del proceso hace 
ineficaces los actos realizados en él, pero no las sentencias sobre el 
fondo que hayan podido recaer en él ni las que se refieran a la com­
petencia; y en cuanto a las pruebas practicadas, el Código remite a la 
regla general de valoración de la misma (art. 310 de d1cho Códi­
go)110». 

En este punto, en consonancia con lo mantenido en los apartados 
anteriores y de acuerdo con CmoVENDAm, entendemos que «la caduci­
dad pone fin al proceso considerado como relación jurídica, pero no 
destruye los actos realizados y, por tanto, no priva a los actos del valor 
jurídico que pueden tener en sí, o sea separados de la relación cadu­
cada. ( ... ) La caducidad no extingue las pruebas que resulten de los 
actos». 

109. 

110. 

111. 
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Art. 418 de!ª Le,: de Enjuiciamien!o Civil: «Las 1ispo_sfciones de los artículos que pre­
ceden no Sf:l'an aplicables a las actuaczones para la l'jecuczon de las sentencias firmes. Es­
tas actuaczones podrá_n promoverse hasta conseguir el cumplimiento de la ejecutoria, aun­
que hayan quedado szn curso durante los plazos señalados en el artículo 411 ». 

PRIETO-CASTRO Y FERRÁNDIZ, Leonardo: Tratado de Derecho Procesal Civi~ oh. cit., pg. 
855. 
CmoVENDA, José: Principios de Derecho Procesal Civil, t. II, vol. I, ob. cit., pg. 386. 

Capítulo IV 

Conclusión 

Tras el estudio realizado en las páginas anteriores creemos estar 
en condiciones de afirmar la existencia de un concepto de caducidad 
propio al ordenamiento jurídico en su conjunto del que pueden en­
contrarse aplicaciones concretas en las diferentes ramas que lo com­
ponen. Así entendemos que la caducidad de derechos del Derecho 
privado, la caducidad de la instancia del Derecho procesal y la cadu­
cidad del procedimiento propia del Derecho público presentan una 
sustancial identidad pese a las particularidades que a cada una impo­
ne el orden que la regula. 

Desde la perspectiva de la teoría general del Derecho, la caduci­
dad es uno de los medios de defensa del principio de seguridad jurí­
dica frente a la incertidumbre que representa la sujeción de una per­
sona a las resultas de la voluntad de otra. Resulta por tanto inherente 
al concepto de caducidad la posibilidad de que una voluntad pueda 
poner término a la situación de pendencia, lo que la distingue de la 
mera temporalidad, siendo la falta de ejercicio de dicha voluntad en 
el término prescrito la que produce que, por ley, se acabe con la in­
justificada sujeción. 

La caducidad se distingue de la prescripción extintiva en que su 
objeto no es servir de instrumento para combatir la incertidumbre 
que genera el no ejercicio de los derechos o de las acciones durante 
un dilatado plazo. Por ello, la caducidad no tiene efectos extintivos ni 
para los derechos subjetivos ni para las acciones que sobre los mismos 
se tengan, sino tan sólo para las facultades de creación, modificación 
o cese que sobre los mismos se derivan del derecho potestativo o del 
procedimiento al que se pone fin. 

No pueden admitirse en consecuencia las posiciones que preten­
den diferenciar prescripción y caducidad en base a la intensidad con 
que se protege el principio de seguridad jurídica. Así, no podemos 
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compartir, con el Tribunal Supremo112 que «la caducidad, por virtud 
del principio de la tutela judicial efectiva, sólo puede acordarse en su­
puestos claros y terminantes en que de manera indiscutible deba asu­
mirse la insubsanabilidad en aras del principio de seguridad jurídica», 
ya que, como bien apunta el Tribunal Constitucional113

, «el marcar un 
límite temporal al no uso de los recursos no es, obviamente, atentato­
rio al derecho que proclama el artículo 24.1 de la Constitución Espa­
ñola». 

112. Sentencia del Tribunal Supremo de 5 de febrero de 1986 (RJ 1986, 2149). 
113. Auto 196/1984 del Tribunal Constitucional. 
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Capítulo I 

La aptitud de la caducidad para servir los fines 
de la seguridad jurídica en Derecho tributario 

En el estudio de la aptitud de la caducidad para servir los fines de 
la seguridad jurídica en el marco de las relaciones tributarias, qu~ pre­
tendemos abordar, no cabe duda que son de gran utilidad muchas de 
las afirmaciones que acaban de ser realizadas en relación con la dis­
tinción entre el instituto de la prescripción y la figura objeto de nues­
tro trabajo. Y ello es así porque si bien es cierto que defendemos que 
la auténtica distinción entre estas instituciones radica en la diversidad 
de las agresiones frente a las cuales protegen un mismo interés, el de 
la seguridad jurídica, no lo es menos que creemos que esta distinción 
tiene una plasmación en cuanto a las relaciones que pueden ser obje­
to de las mencionadas agresiones. 

Este ha sido, por otra parte, el prisma desde el que más co­
múnmente ha sido analizada la cuestión por nuestra doctrina, tra­
dicionalmente más interesada por el estudio de la prescripción que 
por el de la caducidad. Destacan en esta línea las reflexiones del 
profesor FALCÓN vTELLA114, quién no duda en poner de manifiesto co­
mo en «la dinámica aplicativa del tributo, nos encontramos con una 
variada gama de situaciones jurídicas, del particular y de la Admi­
nistración, algunas de las cuales son reconducibles al esquema clá­
sico de la relación obligacional, y por tanto, en principio, suscepti­
bles de prescripción. Pero junto a estos vínculos de naturaleza obli­
gacional -entre los que ocupa un lugar fundamental la obligación 
tributaria en sentido estricto, es decir, la obligación que tiene por 
objeto la entrega de la cuota tributaria-, la aplicación del tributo da 
lugar a otras situaciones de muy diverso tipo (potestades de la Ad­
ministración, facultades y acciones del particular, intereses legíti­
mos, etc.), sometidas unas veces a plazos de caducidad, y afectadas, 

114. FALCÓN v TELIA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., pgs. 26 y 27. 
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en otras ocasiones, por la prescripción de la obligación tributaria 
principal». 

De esta forma «ocurre que algunas de estas situaciones -las po­
testades administrativas, y las facultades y acciones del particular- no 
pueden quedar sometidas, por su propia naturaleza, a prescripción, 
sino, en su caso, a plazos preclusivos o de caducidad» 115

• Las potesta­
des, en definitiva, «dado su origen legal y sobre todo su carácter ge­
nérico, sólo pueden estar sometidas a plazos de caducidad, que im­
plican la imposibilidad de su ejercicio en un supuesto concreto; pero 
la potestad continúa siempre íntegra, y puede ser ejercitada en todos 
los demás casos» 116

• «Por otro lado, determinados vínculos de tipo 
obligacional -las obligaciones accesorias y,las obligaciones formales, 
por ejemplo- no son objeto de prescripción autónoma, sino que sim­
plemente, dado su carácter instrumental respecto a la obligación tri­
butaria principal, se ven afectados por la prescripción de esta últi­
ma111». 

La confusión que presenta la cuestión se acentúa cuando no po­
demos predicar la aplicación de alguno de estos institutos a una ge­
nérica categoría jurídica. Así, no podemos decir que todos los dere­
chos sean susceptibles de prescripción pues, como bien señala FALCÓN 

Y TELIA118
, «los llamados derechos de configuración jurídica (Gestal­

tungsrechte) no son susceptibles de prescripción, porque no son ver­
daderos derechos subjetivos, sino facultades ligadas a otras situaciones 
jurídicas, y por tanto no pueden prescribir autónomamente». Tampo­
co simplifica el asunto la afirmación del autor citado de que «los de­
rechos subjetivos propiamente dichos son susceptibles tanto de pres­
cripción como de caducidad. Todo depende de la configuración tem­
poral por el ordenamiento positivo de las posibilidades de ejercicio de 
los mismos». 

Sin perjuicio de.volver sobre estas cuestiones para exponer cual es 
exactamente nuestra posición al respecto, lo cierto es que las anterio­
res consideraciones, unidas a la existencia en nuestro ordenamiento 
del artículo 64 de la Ley General Tributaria, han generado un intere­
sante debate doctrinal al que debemos, a nuestro juicio, referirnos. 

115. FALCÓN vTELLA, Ramón: La prescripción en materia trilmtaria, ob. cit., pg. 45. 
116. FALcóN vTELLA, Ramón: La prescripción en materia trilmtaria, ob. cit., pg. 52. 
117. FALcóN Y TELLA, Ramón: La prescripción en materia trilmtaria, ob. cit., pg. 45. 
118. FALcóN vTELLA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob, cit., pg. 49. 
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El artículo 64 de la Ley General Tributaria, germen de la polémi­
ca suscitada disponía, en relación a la prescripción que: 

Prescribirán a los cinco años los siguientes derechos y acciones: 

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tri­
butaria mediante la oportuna liquidación, salvo en el Impuesto de Suce­
siones, en el que el plazo será de diez años. 

b) La acción para exigir el pago de las deudas liquidadas. 

c) La acción para imponer sanciones tributarias, con la salvedad 
establecida en la letra a); y 

d) El derecho a la devolución de ingresos indebidos. 

La vigencia de este precepto en relación con la polémica que va­
mos a referir queda sustancialmente garantizada por el hecho de que 
la L_ey 1/1998, de Derechos y garantías de los Contribuyentes haya re­
cogido la expresada norma, aunque con importantes modificaciones 
en cuanto al plazo que no afectan a la cuestión debatida, en su artí­
culo 24119

, Los términos de la polémica, han sido expresados por FAL­

cóN Y TELIA120 para quien, dado que «el artículo 64 de la Ley General 
Tributaria se refiere a la "prescripción" de determinadas potestades 
administrativas, como la liquidatoria o la recaudatoria», y teniendo en 
cuenta lo hasta aquí expuesto «se deduce que en estos casos será ne­
cesario proceder a una interpretación correctiva: o bien no se trata de 
plazos de prescripción, sino de caducidad, o bien dichos plazos no 
operan directamente sobre las potestades administrativas, sino sobre 
la obligación a cuya determinación o exigencia dichas potestades se 
encaminan» 121

• Ambas opciones han encontrado valedores en nuestra 
doctrina siendo sus posiciones, junto con la nuestra, las que a conti­
nuación pasamos a examinar. 

119. 

120. 
121. 

El art. 25 y la disposición transitoria lª de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre 
habían rebajado previamente el plazo de prescripción en el Impuesto sobre su: 
cesiones y Donaciones a 5 años. 
El tenor del art. 24 de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías 
de los Contribuyentes es el siguiente: 
«Art. 24. Prescripción.-Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos y acciones: 
a) El derecho de la Administración para determinar la deuda trilmtaria mediante la opor-
tuna liquidación. • 
b) La acción para exigi,r el pago de las deudas trilmtarias liquidadas. 
c) La acción para imponer sanciones tiilmtarias. 
d) El derecho a la devolución de inl!7esos indebidos,;, 
FALcóN vTELLA, R_amón: Lq prescripción en materia trilmtaria, ob. cit., pg. 53. 
No podemos deJar de senalar en este punto la preferencia del autor por la se­
gunda de las posibilidades expuestas. 
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l. POSICIONES CONTRARIAS AL RECONOCIMIENTO DEL INS­
TITUTO DE LA PRESCRIPCION EN UNA FASE ANTERIOR A 
LA LIQUIDACION DE LA DEUDA TRIBUTARIA 

1 

Entre los defensores de la primera de estas dos opciones debe sin 
duda destacarse la posición del profesor SÁINZ DE BuJANDA122

, para quien 
resulta evidente que «por la naturaleza estrictamente legal de la deu­
da tributaria, la Administradón no tiene un derecho a determinarla, si­
no una potestad para hacerlo, un poder deber, en el ejercici9 de sus 
funciones (potestad liquidadora) que no puede prescribir aunque sí 
caducar. Lo que prescribirá, en su caso, no es el derecho a liquidar, si­
no el propio crédito tributario». 

Avanzando en esta línea, EsEVERRI MARTíNEz123 manifiesta que «el 
poder de la Hacienda Pública para exigir el crédito tributario le viene 
dado por la realización del hecho imponible que para su ejercicio ne­
cesita del desarrollo de un conjunto de potestades administrativas ten­
dentes a su gestión; la ineficacia en el tiempo no debe referirse a ese 
poqer que legitima al titular del derecho de crédito frente al sujeto pa­
sivo, sino al ejercicio de las potestades que permiten la ejecución de 
aquél e insisto que el ejercicio de esas potestades está sujeto a plazos 
de decadencia y no de prescripción». Por lo tanto, para el autor cita­
do124, «hubiera sido más acorde con las técnicas para la aplicación del 
tributo y más adecuado con la naturaleza de las instituciones que la sir­
ven, el establecimiento de plazos de caducidad que determinen la de­
cadencia de las actuaciones de los órganos de la administración ten­
dentes a determinar la deuda tributaria mediante la oportuna liqui­
dación; y de este· modo hubiera resultado innecesaria también la fór­
mula del artículo 31.3 del reglamento General para la Inspección de 
los tributos presumiendo la interrupción de las actuaciones inspecto­
ras por el transcurso de seis meses». 

«Entendido así el análisis de las potestades tributarias -para EsE­
VERRI MARTíNEZ125

- la ineficacia por el transcurso del tiempo de las pre­
tensiones administrativas en orden a la recaudación del tributo alte­
raría su actual composición jurídica y el artículo 64 LGT yá no pasaría 

122. 

123. 

124. 
125. 
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a regular distintos supuestos de prescripción, sino uno sólo de ellos, 
precisame~te el que co;11templ~ la exigencia del tributo una vez liqui­
dado y notificado al SUJeto pasivo. Los res~antes habría que recondu­
cirlos a la órbita de la caducidad en el ejercicio de potestades admi­
nistrativas en la exigibilidad del tributo y en su acción sancionadora 
de conductas antijurídicas para el orden tributario. Y ello debe ser así, 
además, por exigencias de la tutela de los intereses generales que re­
gula el Derecho tributario y como un exponente más del ámbito de la 
seguridad jurídica en el que deben desenvolverse las relaciones entre 
la Administración tributaria y el administrado-sujeto pasivo». 

En_u;1a posición extrema, en relación con la cuestión que nos ocu­
pa, se situa MANTERO SÁENZ126

, quién niega cualquier posibilidad de apli­
cación del instituto de la prescripción con carácter previo a la liquida­
ción de la deuda tributaria, entendiendo que «antes de la iniciación del 
proceso tributario, existe un plazo de caducidad de cinco años, duran­
te e~ c\lal, la Administración puede ejercitar su facultad de iniciar el pro­
cedimiento y durante el que no cabe ninguna causa de interrupción, ya 
~:p~e: de darse, ell~ significaría que se ha iniciado el procedimiento. Ya 
miciado y desde dicho momento, existe un plazo de cinco años duran­
te el cual, la Administración debe instar el procedimiento, de forma 
que, de no hacerlo, se produce la caducidad de la instancia. Ylo que se 
viene. llamando interrupción de la prescripción no son más que actos 
sucesivos de comprobación que impiden la caducidad de la instancia, 
renovando continuamente el plazo de cinco años». 

2. POSICIONES FAVORABLES AL RECONOCIMIENTO DEL INS­
TITUTO DE LA PRESCRIPCION EN UNA FASE ANTERIOR A 
LA LIQUIDACION DE LA DEUDA TRIBUTARIA 

Frente a los anteriores pronunciamientos, los autores que han de­
fendido la posibilidad de aplicación del instituto de la prescripción en 
una fase anterior a la liquidación de la deuda tributaria, argumentan 
que tras las posiciones contrarias a esta posibilidad subyace en reali­
dad una determinada concepción de la obligación tributaria, funda­
mentalmente en lo que respecta a su nacimiento. «En efecto -como 
señala FALCÓN Y TELIA127

- si se entiende que el hecho imponible no da 

126. MANTERO SÁENz, Alfonso: «La prescripción en el Derecho tributario» Hacienda Pú-
blica Española, núm. 52, 1978, pgs. 166 y 167. ' 

127. FALCÓN Y TELIA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., pgs. 71 y 72. 
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origen, por sí mismo, a la obligación tributaria, sino a un derecho po­
testativo de la Administración -la potestad de imposición-, cuyo ejer­
cicio, a través del acto de liquidación, es el que hace surgir el derecho 
de crédito del ente público, será forzoso concluir que la prescripción 
sólo puede tener lugar a partir del momento en que se dicte el acto 
de liquidación. Hasta ese momento no existe -según esta tesis- un ver­
dadero derecho subjetivo, sino una potestad, y como sabemos las po­
testades son imprescriptibles. Unicamente será posible, en conse­
cuencia, la existencia de plazos de caducidad de la potestad de impo­
sición, o si se prefiere, de la potestad liquidatoria. 

En cambio, si se entiende que la obligación tributaria nace desde 
la realización del hecho imponible, y que el acto de liquidación tiene 
una eficacia meramente declarativa, entonces la prescripción puede 
entrar en juego desde la realización del hecho imponible, es decir, 
tanto antes como después del acto de liquidación. Téngase en cuenta 
que el antiguo brocardo, según el cual "in illiquidis non fit praescrip­
tio ", no es aplicable a aquellos supuestos en que la liquidación de­
pende de un acto del acreedor. La máxima citada se funda, en efecto, 
en que mientras que la obligación no sea líquida no es exigible, y por 
tanto el acreedor no pued~ ejercitar su derecho; pero si la liquidación 
depende de un acto del acreedor, la emanación de ese acto resulta ser, 
en definitiva, una forma de ejercicio -o al menos un paso previo ten-
dente al ejercicio- de su derecho»128• ' 

También en relación con el brocardo civil «in illiquidis non fit 
praescriptio», ha señalado GÉNOVA GALvÁN129 como «es necesario desta­
car el especial mecanismo de que se adorna la prescripción en aque­
llos supuestos en los que la liquidación de la obligación depende de 
un acto del acreedor, en los cuales, a fin precisamente de impedir la 
lesión al derecho del deudor por virtud de aquel aforismo, se co-

128. Acorde con esta posición se muestra también VEGA HERRERO, Manuela: La pres­
cripción de la obligación tributaria, Lex Nova. Valladolid, 1990, pg. 21: «La pres­
cnpción, según los postulados generales por los que se rige, se inicia con la exi­
gibilidad del crédito y ésta a su vez requiere la previa liquidación; para salvar es­
te obstáculo, se ha dicho que tal principio no es aplicable cuando la liquidación 
pende de la voluntad del acreedor, como sucede en el ámbito tributario, llegán­
dose a concluir que, con independencia de la naturaleza del acto de liquidación, 
si el acreedor no ejercita su poder jurídico de liquidar la deuda incide en.falta 
de ejercicio de su derecho y esto debe acarrear como consecuencia la prescrip­
ción». 

129. GÉNOVA GALVÁN, Alberto: «La prescripción tributaria», en Civitas, Revista Española 
deDerechoFinanciero, núm. 57, 1988, pg. 36. 
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mienza a computar el plazo prescriptivo desde el momento en que el 
acto pudo ser realizado, lo que equivale a decir en el ámbito tributa­
rio que el plazo de prescripción habría que comenzar a computarlo 
desde el momento en que se realiza el hecho imponible, pues es des­
de ese momento que la Administración financiera puede determinar 
el importe de la obligación tributaria material». 

«Resulta, por tanto, -siguiendo el raz<;>namiento de este autor130
-

que, pese a la dualidad de plazos que se establece, no cabe entender 
que la obligación tributaria nazca del acto de liquidación y que, en­
tonces, sólo desde ese momento cabe hablar de prescripción en senti­
do propio -art. 64, apartado b), LGT- y que, por lo que se refiere al 
período anterior -art. 64, apartado a), LGT- sólo cabría hablar de un 
plazo de caducidad de la potestad liquidadora, y no cabe tal interpre­
tación porque la obligación tributaria existe desde la realización del he­
cho imponible». Desde ese momento «la obligación tributaria, como 
en general todas las obligaciones, se puede extinguir por virtud de la 
prescripción» 131

• 

Por todo ello, para GÉNOVA GALVÁN132 pese a que en la Ley General 
Tributaria se establecen, con relación a la obligación tributaria, dos 
plazos de prescripción: uno para liquidar, y otro, distinto de ése, para 
exigir el pago; la dualidad de plazos no ha de entenderse en el sentido 
de que en el primer caso se trate de un plazo de caducidad y, en el se­
gundo, de uno de prescripción;· sino como expresión de la singulari­
dad de la obligación tributaria con respecto a la obligación como gé­
nero: en vistas de los particulares intereses que está llamada a defen­
der y de las exigencias técnicas del procedimiento de liquidación, el 
legislador concede a la Administración financiera -apartándose así de 
los esquemas propios del derecho de crédito «in genere»- un plazo 
dentro del cual, y sin que prescriba su derecho de crédito, puede de-
terminar el importe de la obligación tributaria material. · 

Teniendo presente la relación existente entre la aceptación del es­
tablecimiento de plazos de prescripción en una fase anterior a la li­
quidación de la deuda tributaria, y la concepción del nacimiento de la 
obligación tributaria FALCÓN Y TELLA133 llega a la conclusión de que «en 
aquellos ordenamientos en que la obligación tributaria nace con la 

130. GÉNOVA GALvÁN, Alberto: ob. cit., pg. 37. 
131. GÉNOVA GALvÁN, Alberto: ob. cit., pg. 61. 
132. GÉNOVA GALVÁN, Alberto: ob; cit., pg. 61. 
133. FALCÓN vTELLA, Ramón: La prescripción en materia tributa~a, ob. cit., pg. 73. 
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realización del hecho imponible, existe un amplio margen de posibi­
lidades en la regulación de la prescripción, mientras que los sistemas 
que acogen la tesis constitutiva presentan una mayor rigidez, ya que 
en ese caso no puede existir prescripción anterior al acto de liquida­
ción, sino sólo caducidad de la potestad liquidatoria». 

3. POSICIONES ECLECTICAS. EL RECONOCIMIENTO DE UNA 
FIGURA HIBRIDA ENTRE CADUCIDAD YPRESCRIPCION 

Las dificultades encontradas en la reconducción de los instru­
mentos de defensa de la seguridad jurídica en el ámbito tributario a 
los patrones clásicos establecidos en otras ramas del Derecho ha lleva­
do a un importante sector doctrinal a propugnar el abandono de la 
que consideraban estéril vía de 1~ ortodoxia en la calificación jurídica 
de dichos institutos. En esta línea se enmar-ca el pensamiento de Es­
CRIBANO LóPEz134 para quien «la tesis es que no nos encontramos ante un 
caso de prescripción o de caducidad, sino simplemente ante un insti­
tuto jurídico tributario que teniendo características heterogéneas, se­
gún los parámetros civilísticos, condiciona el ejercicio de facultades y 
derechos al paso del tiempo, sancionando la conducta negligente de 
la Administración o del administrado en razón del principio de segu­
ridad jurídica y certeza de las relaciones ordenadas por el derecho». 

Según este sector doctrinal «la legislación tributaria vigente califi­
ca de prescripción a un instituto híbrido que reúne características pro­
pias de la prescripción y la caducidad conforme a los esquemas ius­
privatistas»135. Pudiendo afirmarse, según EsEVERRI MARTíNEZ136, «que la 
Ley General Tributaria conoce la figura de la prescripción y de sus 
consecuencias en orden a la aplicación del tributo y también sabe de 
la caducidad y de sus efectos y opta por escoger de una y otra aquellas 
características que conducen a un mayor fortalecimiento del crédito 
tributario de tal manera que establece y regula la interrupción de pla­
zos -característica propia de la prescripción- para permitir así la revi­
talización del crédito a favor de la Hacienda Pública que devendría 
ineficaz por el transcurso del tiempo; pero a la vez, determina que la 
prescripción se aplicará de oficio, sin que sea invocada por el sujeto 

134. EscRIBANo LóPEZ, Francisco: «Procedimiento de liquidación: Presupuestos meto• 
dológicos y consecuencias prácticas. Prescripción e interrupción de plazos», Cró­
nica Tributaria, núm. 19, 1976, pg. 186. 

135. VEGA HERRERO, Manuela: La prescripción de la obligación tributaria, ob. cit., pg. 31. 
136. EsEVERRI MARTÍNEZ, Ernesto: ob. cit., pg. 12. 
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pasivo, siendo así que es ésta una nota propia d~ la caduc~dad y e~lo 
porque de esta manera se piensa que quedan meJor protegidos los m­
tereses generales que deben primar en atención a la n~tural~za de las 
normas jurídico-tributarias. En el fondo creo que el tnbutansta espa­
ñol al tiempo de promulgarse la Ley General no se ~etuvo e? regul~r 
plazos de prescripción o de caducida~ para d~termmar 1~ meficacia 
de las acciones por el transcurso del tiempo, smo que calibrando los 
institutos jurídicos que hacen posible esa ineficacia y sus notas califi­
cadoras, recogió aquellas que resultaban más útiles para 9u~ el paso 
del tiempo deteriorase lo menos posi?le ~~ derec_ho :con?m~c? de la 
Hacienda pública que deriva de la aphcac10n del mst1tuto JUndico del 
tributo»137. 

4. NUESTRA POSICION. EL POSIBLE MANTENIMIENTO DE LA 
ORTODOXIA EN LA CALIFICACION JURIDICA DE LOS INS­
TRUMENTOS QUE DEFIENDEN LA SEGURIDAD JURIDICA 
EN EL AMBITO TRIBUTARIO 

Una vez completado el estudio de las principales posiciones doc­
trinales que han sido suscitadas en torno a la posible aplicación en De­
recho tributario tanto de la prescripción como, aunque en numerosas 
ocasiones sólo de forma colateral, dé la caducidad, creemos llegado el 
momento de exponer cual es nuestra posici~n al respecto. En este 
punto, no podemos por menos que reconocer que nu~stra ';'Ísi?~ acer­
ca de la aptitud de la caducidad para proteger la segundadJundica en 
las relaciones tributarias va a estar lógicamente condicionada por las 
conclusiones alcanzadas en el estudio de este instituto desde la pers­
pectiva de la teoría general del Derecho. 

· Quisiéramos por ello iniciar nuestra reflexión reafirmándonos en 
que a nuestro juicio la decisión por el estabkcimiento de la caducidad o de 

137. Esta posición es sustancialmente compartida por GÉNOVA GALVÁN, Alberto: o_b. ~~t., 
pgs. 61 y 62: «en la prescripción tributariapo .se trata de pla~os de pres.c~1pc10n 
o de caducidad en sentido estricto, sino1 mas b1e~, de un med_10, de or.os1c1?n del 
~ujeto pasivo a la pretensión extemporanea del t(tular del cred~to tr~~utano, c1:· 
yo presupuesto se desdobla en el transcurso del tiempo y 7n la mactiv1dad del t1-
tuiar de la potestad liquidadora y/o recaudadora o sanc10~a~ora y que, en su 
configuración jurídico-positiva, se nos prese~ta com? un h1,bndo entre la p~es­
cripción y la caducidad, determinando una ~n.fluencia ~el ~1~mpo sobre la vida 
de las relaciones jurídico-tributarias, al cond1~1onar el eJerc1c10 de tales p_o~esta­
des al paso del tiempo, sancionando la neghgente conducta de la Adm11:1stra­
ción en aras de los superiores principios de seguridad y certeza de las relac10nes 
jurídicas». 
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la prescripción no puede nunca ser una opción arbitraria, dependiendo estre­
chamente, por el contrario, de cual,es sean las agresiones respecto de las cual,es 
pretende defenderse a una concreta relación juddica. 

La caducidad, en este sentido, no es el instrumento idóneo para 
proteger la seguridad jurídica del menoscabo qu~ conlleva el no ejer­
cicio de un derecho durante un dilatado período de tiempo, con la 
fundada presunción de abandono que al mismo se liga. Este supuesto 
tiene solución en la institución de la prescripción cuya finalidad, sien­
do la de dotar de seguridad el tráfico, es convertir lo aparente en real 
y, en consecuencia, la presunción de abandono en efectiva extinción 
del derecho no ejercitado. Siguiendo la lógica de nuestro razona­
miento resulta evidente que cualquier actividad del titular del dere­
cho que desmienta la situación de abandono presumida debe necesa­
riamente traducirse en una interrupción del cómputo del plazo pres­
criptivo, pues supone, en definitiva, una recuperación de la certeza en 
relación con la agresión a la seguridad jurídica que el no ejercicio en­
traña. 

Por su parte, la caducidad combate la inseguridad que conlleva la 
existencia de un procedimiento pendiente o la de un derecho potes­
tativo, en la medida en que de ellos se deriva que la situación jurídica 
de una persona está supeditada a las resultas de la voluntad de otra. 
Siendo la concreta sujeción a la voluntad de un tercero la agresión del 
principio de seguridad que pretende combatirse mediante el estable­
cimiento de la caducidad, parece obvio que la misma deberá conllevar 
la extinción del derecho potestativo, de la instancia, o en su caso, y si 
fuere necesario, del entero procedimiento que conlleve tal sujeción, 
sin que por el contrario resulte indispensable la extinción de las ac­
ciones y derechos subjetivos que a las personas involucradas pudieran 
corresponder. 

Esta convicción, fruto como hemos dicho del estudio de la insti­
tución desde la perspectiva de la teoría general del Derecho, nos lleva 
a defender la vigencia, también en el ámbito del Derecho tributario, 
de dos figuras netamente diferenciadas, la prescripción y la caduci­
dad, y al mismo tiempo nos impide aceptar la existencia de la figura 
híbrida propuesta por un sector mayoritario en nuestra doctrina. 
Creemos efectivamente que se ha generalizado en la doctrina la con­
vicción, claramente expresada por EsEVERRI MARTíNEZ138

, de que las divi-

138. EsEVERRI MARTíNEZ, Ernesto: ob. cit., pg. 8. 
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siones doctrinales antes expuestas se deben en gran medida «al tono 
híbrido con que nuestra Ley General Tributaria recoge la figura de la 
prescripción que parece entenderla a caballo con lá caducidad, pues 
lo que parece prescribir es, en realidad, el ejercicio de una potestad 
(la de liquidar el tributo), y las potestades quedan sometidas a los ri­
gores de la caducidad que no de la prescripción». 

En apoyo de dicho carácter, el autor citado señala además como 
«la prescripción tributaria se aplica de oficio, sin que deba ser excep­
cionada por el sujeto pasivo y ésta es característica propia de la cadu­
cidad, porqué a través de esta figura se pretende preservar intereses 
generales, colectivos, y de ahí el modo automático con que sus plazos 
operan. La prescripción, en cambio, protege intereses individuales y 
en consecuencia quienes por ella se vean beneficiados tienen la facul­
tad de excepcionarla ante quien pretende el ejercicio de su derecho 
con entera autonomía de voluntad»139

, 

Frente a dicho razonamiento, creemos que la figura regulada en 
el artículo 64 a) de la Ley General Tributaria es un supuesto de pres­
cripción en toda regla, no obstando a dicha calificación el que el ar­
tículo 67 del mismo texto normativo establezca su aplicación de oficio. 
Siguiendo en este punto a BAYONA DE PEROGORDO y SoLER Roctt140

, «cree­
mos que este tema debe analizarse desde la autonomía de los concep­
tos tributarios frente a los conceptos civiles y, en este sentido, es nece­
sario contemplar los supuestos regulados en los apartados a) y b) del 
artículo 64 de la LGT, considerando que el crédito tributario es un de­
recho de crédito funcionalizado y, en estos casos, es la dejación de la 
actuación administrativa más allá de un determinado período de tiem­
po, lo que invalida el ejercicio posterior de dicha función y, en conse­
cuencia, extingue la obligación tributaria. La Ley habla de prescrip­
ción probablemente, por ese efecto extin.tivo sobre ~l crédito tributa­
rio que refleja, adecuadamente, la redacción del artículo 40.1 º de la 
LGP, cuando contempla los derechos de la Hacienda Pública». 

En definitiva, para explicar esta regulación no creemos necesario 
recurrir a una figura híbrida por el hecho de que la prescripción, en 
materia tributaria, no deba ser alegada por la parte que pretenda ha­
cerla valer. El hecho de que en materia tributaria la prescripción se 

139. EsEVERRI MARTíNEZ, Ernesto: ob. cit., pg. 8. 
140. BAYONA DE PEROGoRDo,JuanJosé y María Teresa SoLER RocH: Derecho Financiero, vol. 

11, librería Compás. Alicante, 1989, pgs. 202 y 203. 

77 

1 



JJ BAYONA GIMENEZ: La Caducidad en el Ordenamiento Tributario ... ---

aplique de oficio en nada resta a esta figura su naturaleza prescriptiva. 
La alegación a instancia de parte es una característica propia del or­
den civil que, a nuestro entender, no configura la e~encia del institu­
to prescriptivo, tal y como quedó demostrado en la primera parte de 
este trabajo. 

Compartimos por ello con FALcóN Y TELLA141 que «no forma parte 
de la esencia o naturaleza de la prescripción, en cambio, su eficacia so­
bre la relación jurídica a que afecta. En ciertos sectores del ordena­
miento, como el Derecho civil, la consumación' de la prescripción su­
pone la atribución al sujeto pasivo ( o a un tercero interesado) de la fa­
cultad para enervar, detener o repeler el ejercicio tardío del derecho. 
En el Derecho público, sin embargo, la prescripción supone la impo­
sición al ente público acreedor del deber de abstenerse en el ejercicio 
de las potestades y acciones tendentes al ejercicio de su derecho. 

Desde esta perspectiva, el hecho de que la prescripción opere co­
mo una excepción o se aplique de oficio, y en este último caso extin­
ga o no la obligación misma, resulta irrelevante». Este inicial acuerdo 
con los planteamientos de FALCÓN y TELLA142 antes transcritos no nos 
permite sin embargo compartir con el autor citado que la diferencia­
ción entre prescripción y caducidad pueda radicar en la posibilidad 
de interrupción del cómputo del plazo de la primera ya que a nuestro 
juicio, y como tuvimos ocasión de exponer en la primera parte de es­
te trabajo, la posibilidad de interrumpir o no el cómputo del plazo es 
una consecuencia de la diferencia que se enmarca en el régimen jurí­
dico de las diferentes instituciones pero que no puede considerarse la 
base de la mencionada distinción143, 

141. 

142. 

143, 

78 

FALCÓN vTELLA, Ramón: «Prescripción de tributos y sanciones», Civitas, Revista Es­
pañola de Derecho Financiero, núm. 98, abril:iunio, 1998, pg. 189. 
Teoría que es defendida FALCÓN vTELLA, Ramón: «Prescripción de tributos y san­
ciones», ob. cit., pg. 190: al mantener que «El hecho de que la Ley General Tri­
butaria predique aparentemente la prescripción -en su tenor literal- de las po­
testades liquidatoria y recaudatoria, omitiendo cualquier referencia expresa al 
crédito u obligación tributaria, así como la aplicación de oficio ordenada por el 
artículo 67, llevan a un sector de la doctrina a entender que estamos en realidad 
ante plazos de caducidad, o ante una figura híbrida entre la prescripción y la ca­
ducidad. A mi juicio, sin embargo, el dato fundamental es la posibilidad de in­
terrupción de los plazos (prevista en el art. 66 de la Ley General Tributaria), del 
que se deduce 9.ue estamos ante verdaderos supuestos de prescripción, a los que 
por tanto se aplica supletoriamente la regulación civil en esta materia». 
Piénsese además que como ya hemos tenido ocasión de señalar anteriormente, la 
posibilidad de interrumpir el cómputo de un plazo de caducidad ha sido tomada 
en consideración por nuestro ordenamiento jurídico en épocas anteriores, y no 
creemos que pueda negarse la posibilidad de que en el futuro pueda volver a es-
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Por otra parte, no podemos dejar pasar esta ocasión para comen­
tar más detenidamente como, a nuestro juicio erróneamente, la no 
apreciación de oficio de la prescripción en el orden civil ha venido 
condicionando la opinión de la doctrina acerca de la naturaleza pú­
blica o privada de los intereses que protegen los institutos perentorio 
y prescriptivo. En contra de planteamientos, como el mantenido por 
Es~VE~ MARTíNEZ144, para los que la 1;1-ecesidad de alegación de la pres­
cnpnon ganada por la parte que qmera hacerla valer, exigida en el or­
den civil, permite defender que tal instituto protege los intereses par­
ticulares, mientras que, por ser apreciada de oficio, correspondería a 
la caducidad velar por el interés colectivo, creemos que la defensa de 
la seguridad jurídica, a la que sirven ambas instituciones, cumple, al 
mismo tiempo, su función en relación con los intereses de los parti­
culares directamente afectados y con el interés colectivo inherente a 
la idea de seguridad jurídica. 

Esta creencia, que nos lleva a mantener que no resulta modifica­
d~, e?, Derecho financiero, la naturaleza de los intereses que la pres­
cnpc1_on protege por el hecho de que el artículo 67 de la Ley General 
Tributaria determine que ésta «se aplicará de oficio, sin necesidad de 
que la invoque o excepcione el sujeto pasivo», nos impulsa asimismo 
a propugnar una importante modificación en la regulación de la ca­
~ucidad que permita clarificar los intereses a los que esta institución 
sirve. En· efecto, es a nuestro juicio necesario denunciar, una vez más, 
que la actual regulación de la caducidad, fundamentalmente en el ám­
bito administrativo, presenta a esta institución como un mecanismo 
sancionador que, preservando el tráfico jurídico, operaría de forma 
automática. En dicha regulación, los intereses particulares a los que el 
instituto de la caducidad puede servir quedan silenciados, ocultos, y 
e? consecuencia, son a menudo negados por la doctrina que, por 
eJemplo, excluye de forma tajante la posibilidad de renunciar a la ca­
ducidad. 

La realidad sin embargo es, a nuestro juicio, bien distinta de la 
que se desprende de una primera lectura de la normativa aplicable en 
la materia y un estudio sosegado de la misma nos descubre que tam­
bién la regulación de la caducidad toma en consideración la protéc­
ción dé intereses particulares. Así, si analizamos detenidamente los ar-

tablecerse algún supuesto de interrupción de un plazo de caducidad en la medi­
da en que entendemos que ello no atenta a la esencia de la institución. 

144. EsEVERRI MAATíNEZ, Ernesto: ob. cit., pg. 8. 
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tículos 43.4 y 92 de la LRJ-PAC constataremos que _la ca?l;1cidad q:Ue di­
chos preceptos regulan sólo se aplica cuando la mactividad es impu­
table a la parte que inició el procedimiento, lo que ha llevado ~ algu­
nos a defender.el matiz sancionador al que antes ?,emos alu~1do. ~l 
artículo 43.4 de la Ley 30/1992, como tuvimos ocas10n de ª?~hzar,.~o­
lo prescribe la caducidad para el supue_st~ de que la Adll1;i~is_tracion 
permanezca inactiv~ en aquellos proce~imientos que h~ya iniciado de 
oficio, y que, ademas, «no se~n susceptibles de,producir actos fa~ora­
bles para los ciudadanos», mientras que el articu~o ?2 de ~s~ ~ismo 
texto legal sólo regula la caducidad en los procedimi~nto~,1mciados a 
solicitud del interesado, cuando se produzca su parahzacion por cau-
sa imputable al mismo. 

Resulta patente que la regulación a la que ~~abamos d~ ?~cer re­
ferencia omite completamente cualquier mencion. a la posibihdad de 
que caduque un procedimiento iniciado de ofi~io p~r causa de la 
inactividad de los particulares con los que se tramite, as~ c~mo q:1~ ~a­
duque por inactividad de la Aclm~~istració?- un procedm_n~~to inicia­
do a instancia de parte. Estas om1S1ones leJOS, a nuestro)~ic10, de ser 
consideradas casuales, deben juzgarse reveladoras del ammo. que ~a 
inspirado al legislador en 1~ r~gula~ió_n, dd in~tituto .perentono. B"-':)o 
esta premisa, en un procedimiento m1ciado a instancia d~ parte e_n el 
que la Administración permaneciera in~ctiva y no s~ hu~i~ra previsto, 
como solución al problema de insegundad que la mact~vida~ conll~­
va, la resolución del mencionado procedimiento por silencio ad,mi­
nistrativo (positivo O negativo), cabe inte_rrogarse acerca ?e cuales 
pueden ser los motivos que inducen al legislador a no considerar ca­
ducado el procedimiento pendiente. 

En efecto, creemos innegable que la inactividad ~e la Adminis­
tración, en cualquier procedimiento, ge~e:a ~ar~ el cm~adano con 
el que dicho procedimiento se sigue ~na i~~nt~ca,1~segundad, como 
consecuencia de la pendencia de su situac10n JUn~ica de las re~ultas 
de la voluntad administrativa no expresada, con mdependencia de 
quién haya iniciado el procedimi~nt? _en cues~ión. Si . el ?rdena­
miento restablece sólo la seguridadJundica,.mediante el mstituto de 
la caducidad, cuando la inactividad administrati:ª. s~ produzca en un 
procedimiento iniciado de oficio, es, a nuestro JUICIO, po_rq~e presu­
me que el particular no tiene interés alguno en la con~i~mdad del 
procedimiento, lo que explica además la salvedad de exigir que e~te 
último no sea susceptible de producir efectos favorables para el cm-

80 

- L La aptitud de la caducidad para servir los fines de seguridad jurídica ... 

dadano, pues de lo contrario perdería virtualidad la presunción 
adoptada. 

La toma en consideración de los intereses particulares en la re­
gulación de la caducidad se pone de manifiesto nuevamente cuando 
la misma niega efecto perentorio a la inactividad administrativa en un 
procedimiento ini1:;iado a instancia de parte, ya que, a nuestro juicio 
la desprotección de la seguridad jurídica que de hecho se produce es 
consecuencia de la presunción del interés del particular en la conti­
nuidad del procedimiento por él iniciado, interés, por otra parte, al 
que se supeditan las exigencias de seguridad que a la colectividad pu­
dieran convenir. 

Simétricamente, la presunción del interés de la Administración 
en continuar los procedimientos que inicia de oficio, lleva al legisla­
dor a excluir la caducidad de éstos cuando existe una inactividad de 
los particulares con quienes se siguen, y la presunción de su falta de 
interés en la continuidad de los procedimientos iniciados a instancia 
de parte conlleva la inicial aplicabilidad de la caducidad por inactivi­
dad del interesado, salvo que, destruyendo la citada presunción, la 
Administración renuncie a la caducidad de acuerdo con la previsión 
del apartado 4º .del artículo 92 de la LRJ-PAC145. 

Frente al sistema de presunciones que, como creemos haber de­
mostrado, adopta nuestra normativa, una futura reforma de la insti­
tución que nos ocupa debería, a nuestro juicio, tomar en considera­
ción los dos tipos de intereses, público y privado, que ampara la segu­
ridad jurídica a la que sirve la caducidad. De esta forma, propugna­
mos que con carácter general, y atendiendo al interés colectivo en un 
ordenamiento seguro, se estableciera el instituto perentorio como de­
fensa ante la agresión de la seguridad que entraña toda situación de 
pendencia, permitiendo no obstante la renuncia del amparo de la si­
tuación individual que la propia caducidad implica, cuando los inte­
reses particulares deban, en justicia, primar frente al genérico interés 
colectivo. Esta'modificación, al tiempo que clarificaría la auténtica na­
turaleza del instituto perentorio, evitaría la introducción de prejuicios 
en nuestra normativa, de lo que es buen ejemplo la consideración de 

145. Art. 92.4 de la Ley 30/1992: «Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que 
la cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustanciarla para su de­
finición y esclarecimiento». 

81 



JJ BAYONA GIMENEZ: La Caducidad en el Ordenamiento Tributario ... ---

que un procedimiento sea o no susceptible de producir actos favora­
bles para los ciudadanos. 

De todo lo antedicho se desprende, una vez más, que el estable­
cimiento de la caducidad en el Derecho tributario será la consecuen­
cia lógica de la pretensión por el legislador de proteger una relación 
jurídica de la inseguridad que combate esta institución, que, por otra 
parte, no es necesariamente la única inseguridad que sobre dicha re­
lación pueda cernirse. Es por ello perfectamente posible que el legis­
lador regule para una misma relación jurídica un supuesto de caduci­
dad junto a uno de prescripción. Lo que nos lleva a compartir con FAL­
CÓN Y TELLA146 que «conviene plantearse, incluso en los ordenamientos 
que, como el nuestro, anudan el nacimiento de la obligación tributa­
ria a la realización del hecho imponible, en qué medida es conve­
niente o no la existencia de un plazo de caducidad de la potestad li­
quidatoria»147, «Todo lo cual no quiere decir -como señala GARcÍA AAo­
VEROS148- que bastaría una burda sustitución de prescripciones por ca­
ducidades, ni que la caducidad haya de tener un solo modo de regu­
lación, el ya conocido. Lo que sí es conveniente es remover la rutina, 
y hacer que el legislador piense en lo mej~r para la rriás Justa y amplia 
aplicación del sistema de los impuestos». 

La labor del legislador tributario podrá emprenderse, como he­
mos referido, desde la autonomía de los conceptos tributarios respec­
to de los civiles, lo que no permite, no obstante, realizar una regula­
ción de figuras no específicamente tributarias que sea contraria a los 
caracteres esenciales que a las mismas se reconozca desde la teoría ge-
neral del Derecho. . 

Al margen de esta exigencia lógica, impuesta por la coherencia 
que a cualqui<;r ordenamiento jurídico debe reclamarse, los únicos lí­
mites que pueden imponerse al legislador en la regulación de la ca- · 

146. 
147. 

148. 
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FALcóN Y TE~LA, ~a~ón: La pr~scripdón en materia tributaria, ob. cit., pg. 77. 
En un sentido s1m1lar se habia pronunciado previamente VEGA HERRERO Manue­
la: La P~i¡scripdón de la obliga_dón trilnttaria, ob. cit, pg. 31: «En un plano'de "lege 
ferenda estimamos que sena oportuno establecer la caducidad del derecho ali­
quidar la de~da tributaria; si en el señalamiento de un plazo de caducidad in­
fluye la func~on qu_e cumplt; este instituto de manera que los motivos de interés 
general son 1mpenosos, es mdudable que la potestad liquidadora ha de some­
terse ~ un plazo de este tipo ya que la exigibilidad y efectividad del crédito tri­
butario, metas últimas que persigue el actuar de la Administración tributaria re-
quieren previa liquidación». ' 
~~cíA AÑoVE_Ros,.Jaim~: Prólogo a la obra de FALcóN YTELLA, Ramón: La prescrip-
cion en matima tnlnttana, La Ley. Madrid, 1992, pg. 15. . 
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ducidad derivarán del respeto debido por la labor normativa a los 
principios constitucionales que inspiran aquel ordenamiento. En este 
orden de ideas, son varios los autores que han querido ver posibles 
conflictos entre la protección de la seguridad jurídica mediante el es­
tablecimiento de institutos tales como la prescripción y la caducidad y 
algunos de los restantes principios constitucionales. 

La cuestión, como señalan DE LA NuEz SÁNcHEz-CAsCADo, APARicro SA­
LOM y ÜGEA MARTÍNEZ-ÜRozco149, podría entenderse planteada en los si­
guientes términos: «partiendo de que el principio de seguridad jurí­
dica es un principio informador de nuestro ordenamiento jurídico 
garantizado constitucionalmente, entendemos que corresponde a la 
propia norma jurídico-positiva la aplicación y graduación en cada su­
puesto, pues entendemos que este principio no puede tener igual al­
cance en todas las situaciones. Dicho de otra forma, deben tenerse 
muy presentes cuáles son los otros principios en juego, pues este prin­
cipio constitucional no tiene, como es lógico, un alcance absoluto. Y 
los principios en juego no son otros que los de inttgridad, defensa e 
indisponibilidad de los derechos de la Hacienda Pública, principios 
sin los cuales no puede hacerse efectivo el mandato contenido en el 
artículo 31 de la Constitución y que tienen reflejo en numerosas nor­
mas de nuestro Derecho tributario». 

Frente a esta posición, «no compartimos -siguiendo a SornR 
RoCH150- la idea relativa al pretendido conflicto entre el principio 
constitucional de seguridad jurídica (art. 9.3º) y el deber constitucio­
nal de contribuir al sostenimiento de los gastos públicos (art. 31.1 º) 
según la cual, frente a la caducidad en defensa de la seguridad del 
contribuyen~e se contrapone el cumplimiento del deber de contri­
buir en defensa de los intereses de la Hacienda Pública, que se ven 
perjudicados por la aplicación de la caducidad. Creemos, por el con­
trario, que la resolución del procedimiento dentro del plazo y, sus­
tancialmente, la liquidación del tributo, es también una exigencia en 
garantía del cumplimiento efectivo del deber de contribuir, a cuyo 

149. 

150. 

DE LA NUEZ SÁNCHEZ-CASCADO, Elisa;Javier, APARic10 SALoM, y Modesto ÜGEA MARTíNEZ­
ÜRozco: «Alcance de la interpretación del artículo 31.4 del Reglamento General 
de Inspección de los Tributos según las Sentencias del Tribunal Supremo de 28 
de febrero de 1996 y de la Audiencia Nacional de 25 de febrero de 1997», Carta 
Trilnttaria: Monografías, suplemento a documentación núm. 269, de 15 de mayo 
de 1997, pg. 5. · . 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 29 de la Ley de Derechos y Garan-
tías del Contribuyente, pg. 13. , 
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servicio se ordena la eficacia de la actuación administrativa y, en este 
sentido, la admisión de la caducidad como un modo de terminación 
del procedimiento es un mecanismo que favorece dicha eficacia, 
siempre que el régimen jurídico del plazo establecido ( en cuanto a 
duración, ampliaciones, cómputo e interrupciones justificadas) sea el 
adecuado al.tipo de procedimiento de que se trate en cada caso». En 
definitiva, «la perención (como la prescripción) no persiguen tanto 
dejar inerme a l<;l Administración, cuanto compelerla para que ejerza 
de forma eficiente y temporánea las potestades y derechos que se le 
confieren» 151

• 

A mayor abundamiento en la defensa de la ausencia de conflicto 
entre la protección de la seguridad jurídica y el principio de capaci­
dad contributiva nos parece conveniente recordar, tal y como hace el 
profesor FALCÓN Y TELLA152

, que «la prescripción en el Derecho tributa­
rio constituye una exigencia lógica del principio de capacidad contri­
butiva, que postula el gravamen de la capacidad actual. ( ... ) En ·este 
sentido afirma M. CORTÉS DoMíNGUEZ153 que la prescripción se produce 
generalmente en el ámbito tributario como consecuencia de un in­
cumplimiento de la. Ley por parte de la Administración. Y no parece 
admisible que ese incumplimiento de la Administración pueda llevar 
a una acumulación ilimitada de deudas tributarias pendientes». 

J1;1nt~ al anterior conflicto entre seguridad jurídica y capacidad 
contributiva, . algunos autores han señalado las posibles dificultades 
que podrían ponerse de manifiesto en la armonización del principio 
de seguridad y el de indisponibilidad de la obligación tributaria 154. Así, 
analizando la justificación de la cobertura del establecimiento de pres­
cripción y de la caducidad por el principio de reserva de Ley, GARCÍA 

151. 

152. 
153. 

154. 
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GóMEZ PUENTE, M'.1r~os: «¿Caducan los expediente's tributarios de inspección por 
causa de la Admmrstración? (Sobre la perención y la prescripción tributarias)» 
Actualidad]uiídica Aranzadi, núm. 283, 27 de febrero de 1997, pg. 3. ' 
FALCÓN YTELLA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., pgs. 69 y 70. 
CoRTÉS DoMíNGUEZ, Matías: Ordenamiento tributario español 4ª edición Civitas 
Madrid, 1985, pg. 495. . ' ' . 
Esta posición es defendida por el Magistrado Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losa­
da, que en el Fundamento de Derecho quinto del voto particular a la Sentencia 
del}'ribunal Supremo de 28 de febrero de 1996 (RJ 1996, 1764), expone en re­
lac10n con el art. 105 de la Ley General Tributaria: «este artículo significa que 
por virtud del principio de indisponibilidad por parte de la Administración Ge­
neral del Estado y de sus organismos autónomos, de los recursos que integrán el 
haber de la Hacienda Pública, les está prohibido por vía reglamentaria, ,conferir 
a los retrasos y paralizaciones de los procedimientos de gestión tributaria efec-
tos propios de la caducidad ... ». ' 

_ l La aptitud de la caducidad para servir los fines de seguridad jurídica.,, 

MoVERos155 ha señalado que estas materias «no constituyen un d~sen­
volvimiento de las exigencias del principio fundamental de lega_hdad 
tributaria pues si entre ellas hay algunas que responden al mismo, 
otras son fruto de la aplicación de principios diversos, tributarios y ex­
tratributarios». Señalando por su parte FALCÓN Y TELLA

156 
como «en 

concreto el apartado d) responde, a nuestro juicio, a la indisponi?~li­
dad o inderogabilidad de la obligación tributaria, pues si se pe_rm~~ie­
ra que la Administración ftjara li~r.emente los pla~o~ de J:>:esc~ipc10n, 
indirectamente se le estaría perm1t1endo a la Admirnstrac10n dispon~r 
de su crédito o, más precisamente, determina~ ~1 momen~o a p~rtir 
del cual sus créditos tributarios dejan de ser exigibles. Al mismo tieT?-­
po, es indudable que sustraer esta materia a la pot~stad reglamentaria 
supone una mayor seguridad jurídica para el particular». 

. Conviniendo con el autor citado que la regulación mediante Ley 
del instituto que nos ocupa redunda, dada la publicidad que dicha 
norma requiere, a favor de la seguridad jurí~ic~, «ta_mp_oco c_re_e_mos 
-siguiendo a SoLER RocH157- que se pu~da esgnmi_r la mdispo~ibil~dad 
de los derechos de la Hacienda Publica establecida en el articulo 30 
de la LGP como un argumento en contra de la caducidad como for­
ma de det~rminación de los procedimientos de ges~ión tributari_a Y,. ~n 
particular, del procedimiento in~p~ctor: ya q~e solo la prescnpcion 
tiene efecto extintivo sobre el credito tributario». En efecto, desde el 
momento en que negamos que la aplicación de la ca~ucidad lleve ap~~ 
rejada la extinción de las acciones y derecho_s, ~xclmdos ~os potestati­
vos, que a las partes interesadas en ~1 ~roced1miento ~udieran corres­
ponder, no cabe duda que el cu_mphm1ento de c~alq1;11~: plazo p~r~n­
torio río implicaría, al menos directamente la disposic10n del credito 
tributario, dado que el mismo seguiría vigente. 

Ello no obstante dejaría pendiente de justificación la inclusión 
del establecimiento de la caducidad en el ámbito de la reserva de Ley. 

15s 1 · · d 1 A este respecto, entiende FAI.cóN Y TELLA que « a ex1genc1~ e ey en 
materia de caducidad, que ciertamente no es consecuencia de la re­
serva de Ley tributaria consagrada en los artículo.s 31.3 y 131 de ~a 

155. 

156. 
157. 

158. 

GARCÍA AÑOVEROs,Jaime: «Las fuen_tes del p~rech<_? en la Ley General Tributaria», 
Revista de Derecho Financiero y Ha~ut~qa Publica, _nut?-. 54, _pgs. 327 Y 328. 
FALCÓN YTELLA, Ramón: La prescripcion en materia tributaria, ob. cit., pg. 54. 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al ar.t. 29 de la Ley de Derechos y Garan-
tías del Contribuyente, pg. 13. . . 
FALcóN vTELLA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. crt., pg. 85, nota a 
pie núm. 44. 
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Constitución, tampoco puede explicarse como una mera reserva for­
mal, consecuencia del llamado principio de preferencia de ley. Se tra­
ta de una exigencia del carácter fiduciario de las potestades adminis­
trativas, que la Administración ha de ejercitar por imperativo legal, no 
pudiéndose dejar a la discreción de ésta la ftjación de los límites tem­
porales en que tal ejercicio es posible, ni siquiera dentro de un plazo 
máximo establecido por ley (como sería, según el autor citado159

, el 
plazo de prescripción), ya que no se trata únicamente de una garan­
tía de los particulares». 

Ante la ausencia inicial de conflicto entre la protección de la se­
guridad jurídica y otros principios constitucionales, el establecimien­
to de plazos perentorios dependerá de la voluntad del legislador en 
orden a defender dicha seguridad de la agresión que supone la pen­
dencia de una relación, procedimiento o situación, como consecuen­
cia de la inactividad iajustificada del titular de un derecho potestativo. 
La caducidad en Derecho tributario podrá establecerse en principio 
ante la inactividad imputable a cualquiera de los sujetos intervinientes 
en una relación tributaria, pudiendo a nuestro juicio distinguirse pa­
ra su estudio los supuestos en los que dicha inactividad corresponde a 
la Administración, de .aquellos en los que son los particulares los res­
ponsables de la situación de pendencia. 

159. Se refiere a Rmz GARcíA,José Ramón: La liquidación en el ordenamiento tributario, Ci-
vitas. Madrid, 1977, pgs. 266 y 267. . 
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Capítulo 11 

La caducidad por inactividad de la 
Administración en Derecho tributario 

l. PLANTEAMIENTO 

Como consecuencia del análisis de figuras aparentemente inco­
nexas como son la caducidad de los derechos, en el orden civil, la ca­
ducidad del procedimiento, en el orden administrativo, y la caducidad 
de la instancia, en Derecho procesal, tuvimos ocasión de concluir en 
el primero de los capítulos del presente trabajo que, tras todas ellas, . 
subyace una misma y única institución: la caducidad. Este instituto, 
siendo un medio de defensa de la seguridad jurídica, al igual que la 
prescripción, se diferencia _de ~sta última en la_ di~~nt~ ag~esión de_ la 
seguridad que combate. Asi, mientras la prescnpoon imphca la extm­
ción de un derecho subjetivo cuyo no ejercicio durante el plazo ftjado 
por la norma había generado una apariencia de abandono del mismo, 
la caducidad es la figura que combate la inseguridad que genera la 
concreta sujeción de la situación jurídica de una persona a las resultas 
de la v¿luntad de otra en el marco de un procedimiento, de un pro­
ceso, o del ejercicio de un derecho potestativo. 

La institución analizada inicialmente desde la perspectiva de la 
Teoría General del Derecho fue posteriormente confrontada, en el 
apartado precedente, a la normativa general en materia tributaria. En 
ese análisis, frente a posiciones doctrinales que mantienen que, en es­
ta rama jurídica, la defensa de la seguridad ha sido encomendada a un 
instituto híbrido, conformado por el legislador con aquellos caracte­
res de la caducidad y la prescripción que mejor protegen los intereses 
de la Hacienda Pública, el instituto perentorio ha encontrado ade­
cuado encaje y, hemos llegado a la conclusión de que, ~mbién en re­
lación al Derecho tributario, es perfectamente defendible la ortodo­
xia mantenida en sede de la Teoría General del Derecho. A nuestro 
juicio, prescripción y caducidad son dos institutos absolutamente di-
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ferenciados por razón de la agresión del principio de seguridad que 
combaten, siendo la defensa de la existencia de un híbrido la conse­
cuencia de la deficiente diferenciación de estos institutos en sede de 
Derecho común. 

A este respecto, creemos que el estudio de los elementos esencia­
les de ambas instituciones, a la luz de este nuevo criterio diferenciador 
que propugnamos,' pone en tela de juicio algunos de los tópicos co­
múnmente utilizados por la doctrina. La imposibilidad de interrup­
ción de la caducidad, su carácter irrenunciable, o la naturaleza estric­
tamente pública de los intereses que tutela, han sido objeto de nues­
tra crítica al hilo de la delimitación de una institución coherente y uní­
~oca en el marco de la teoría general del Derecho que, no obstante, 
es matizada y condicionada, en sus aspectos accesorios, por su con­
creta regulación en los diferentes ordenes jurídicos. 

Tras delimitar la institución perentoria, y distinguirla claramente 
del instituto afin de la prescripción, nuestro esfuerzo se ha centrado 
en comprobar la inexistencia de conflictos entre el establecimiento de 
la caducidad y los principios constitucionales propios de esta rama ju­
rídica. Dado que, a nuestro juicio, no existe, a priori, incompatibilidad 
alguna entre la protección de la seguridad jurídica que el estableci­
miento de plazos preclusivos comporta, y el cumplimiento de los prin­
cipios de justicia tributaria, tanto formales como materiales, creemos 
qu.e la efectiva vigencia de la caducidad en nuestro ordenamiento só­
lo dependerá del énfasis que el legislador quiera poner en la defensa 
de la seguridad. 

Nuestro estudio en adelante se centrará en poner de manifiesto, 
y analizar desde la lógica visión crítica que el mismo requiere, cuál es 
la ef~ctiva presencia de la institución que nos ocupa en el Derecho tri­
butario, distinguiendo, a efectos sistemáticos los supuestos de caduci­
dad 'por inactividad de la Administración, objeto del presente capítu­
lo, de aquellos que derivan de la pasividad de los particulares que con 
ella se relacionan, a los que dedicaremos el siguientr capítulo de nues­
tro trabajo. 

2. LA POLEMICA SUSCITADA POR LA APLICABILIDAD DE LA 
CADUCIDAD A LAS ACTUACIONES INSPECTORAS 

Desde la perspectiva de la inactividad de la Administración, el es­
tudio de la aplicación del instituto de la caducidad en Derecho Tri-
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butario ha estado presidido en los últimos tiempos por la polémica 
suscitada en torno a dos concretos pronunciamientos judiciales: la 
Sentencia del Tribunal Supremo de 28 de febrero de 1996 (RJ 1996, 
1764), y la Sentencia de la Audiencia Nacional de 25 de febrero de 
1997 UT 1997, 66) 160• Dichas sentencias han provocado en el seno de 
la doctrina un importante debate acerca de la vigencia y aplicación de 
la caducidad en relación con determinados procedimientos de ges­
tión tributaria, en el que han sido objeto de atención tanto el artículo 
31.4 del Reglamento General de la Inspección de los Tributos, como 
el antiguo artículo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Admi­
nistraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. Es­
te debate ha venido además a verse enriquecido, a nuestro juicio, por 
el régimen de plazos implantado tras la reciente aprobación de la Ley 
1/1998, de Derechos y Garantías del Contribuyente, cuyo artículo 23, 
por ejemplo, recoge, aunque con ciertos matices, el precepto regla­
mentario antes citado. 

Serán por tanto estos tres preceptos, y los pronunciamientos que 
los mismos han generado, el primer centro de atención en nuestra 
aproximación a la aplicación de la caducidad en el Derecho tributario 
español, que deberá completarse, lógicamente con una reflexión per­
sonal acerca de la aplicabilidad del instituto perentorio a las actuacio­
nes inspectoras. 

A. ENERVACIÓN DEL EFECTO INTERRUPTIVO DE LA PRESCRIPCIÓN COMO CONSECUEN­

CIA DE LA PARALIZACIÓN INJUSTIFICADA DE LAS ACTUACIONES INSPECTORAS 

En relación con el primero de estos preceptos, cuyo tenor repro­
ducimos a continuación, dos son las cuestiones que han suscitado ma­
yor interés por parte de los autores: la que se refiere a la concreta fi­
jación del ámbito de aplicación de la norma, y la relativa a la natura­
leza de la figura que la misma regula, sin que por otra parte podamos 
dejar de hacer referencia a la incidencia que sobre esta materia ha te­
nido la aprobación de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los 
Contribuyentes. · 

Artículo 31. Desarrollo de las actuaciones. ( ... ) 4. La interrupción 
injustificada de las actuaciones inspectoras, producida por causas no im­
putables al obligado tributario, producirá los siguientes efectos: 

160. Doctrina posteriormente mantenida en la Sentencia de la Audiencia Nacional 
de 20 de mayo de 1997. 
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a) Se entenderá no producida la interrupción del cómputo de la 
prescripción como consecuencia del inicio de tales actuaciones. 

b) Los ingresos pendientes realizados después de la interrupción 
de las actuaciones inspectoras, sin nuevo requerimiento previo, compor­
tarán el abono del correspondiente interés de demora sin que proceda 
la imposición de sanción por la ausencia inicial de dicho ingreso. Las de­
más declaraciones o comunicaciones presentadas fuera de sus plazos re­
glamentarios se entenderán realizadas espontáneamente a cuantos efec­
tos procedan 161

• 

a) Ambi,to de aplicación de la figura regulada en el artículo 31.4 del Regla­
mento General de la Inspección de los Tributos 

La primera de las cuestiones anunciadas ha constituido en reali­
dad el eje principal en torno al cual ha girado el debate, en la medi­
da en que la interpretación que de la misma han realizado las Salas ha 
sido el centro de las críticas vertidas por los detractores de los fallos 
aludidos. Así, resulta fundamental para entender la polémica suscita­
da, la determinación del sentido que debe conferirse a la expresión 
actuaciones inspectoras, utilizada en el precepto cuyo comentario nos 
ocupa y, más concretamente, si dentro de dicha expresión debe o no 
entenderse incluida la práctica de la liquidación subsiguiente a la ac­
tuación de comprobación e investigación. 

Esta ha sido también a juicio del Tribunal Supremo la cuestión 
clave a dilucidar, señalando en el segundo fundamento de derecho de 
su Sentencia de 28 de octubre de 1996 (RJ 1996, 7150) que «el Regla­
mento General de la Inspección de los Tributos usa el término "ac­
tuaciones inspectoras" en un triple sentido. En primer lugar, el que 
emana de su artículo 9, con arreglo al cual Las actuaciones inspectoras 
podrán ser: a) De comprobación e investigación. b) De obtención de informa­
ción con trascendencia tributaria. c) De valoración. d) De informe y asesora­
miento. Con arreglo a este artículo, y los que a continuación desarro­
llan cada una de sus manifestaciones, el concepto de actuaciones ins-

161. Debe tenerse presente cual es el concepto de «interrupción de l~J actuacione.s 
inspectoras» empleado por el Reglamento General de la lnspeccio°; de los Tri­
butos, y a estos efectos recordaremos que el apartado 3 de su jlrt. 31 dispone que: 
«las actuaciones inspectoras podrán interrumpirse por acuerdo del Organo_ actuan~ adop­
tado bien por propia iniciativa, o como consecuencia de orden superior escrita y motivada; o 
moción razonada de los actuarios, atendiendo a las circunstancias que concurran. La in,. 
terrupción de las actuaciones deberá hacerse constar y se comunicará al sujeto pasivo u obli­
gado tributario para su conocimiento. Se considerarán interrumpidas las actuaciones ins­
pectoras cuando la suspensión de las mismas se prolongue por más de seis meses». 
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pectaras es, notoriamente, más amplio que el patrocinado por _la Ad­
ministración como simple obtención de datos y pruebas necesarios pa­
ra fundamentar los actos de gestión. En segundo lugar, ciertamente, 
el Reglamento emplea el término de actuaciones inspectoras en el 
sentido que aquí sustenta la Administración y que se deriva del artícu­
lo 42, es decir, mera obtención de datos y pruebas necesarios para fun­
damentar los actos de gestión tributaria. Y finalmente, el Reglamento 
habla de actuaciones inspectoras como sinónimo de "actuaciones de 
la Inspección de los Tributos"162

• 

En la dilucidación de cual de las tres anteriores acepciones debe 
ser la retenida en relación con el tenor del artículo 31.4 del Regla­
mento General de la Inspección de los Tributos la Sala entiende que 
debe tenerse en cuenta, como señala en el primero de sus fundamen­
tos de derecho que "la inclusión de los párrafos 3º y 4º en el artículo 
31 del Reglamento significa una limitación que se impuso a sí misma 
la Administración Tributaria en aras de la seguridad jurídica, evitando 
(como hubiera sucedido de no existir estos preceptos) que el inicio de 
la inspección supusiera el hito final de un período prescriptivo quin­
quenal y, en su caso, el comienzo de otro de igual duración"». 

Esto lleva al Tribunal a mantener en su segundo fundamento ju­
rídico que «el artículo 31.3 y 4 no tiene otra razón de ser 9-ue ev~tar 
que la Inspección de los Tributos pueda retardar por otros cmco ~nos 
más el plazo de pres_cripción del artículo 64 de la Ley General Tribu­
taria, como, podría ocurrir si no existiese esta norma; y siendo este su 
fin no cabe duda que el término "actuaciones inspectoras" hay que to­
m¡rlo en el sentido de "actuaciones de la Inspección de los Tributos", 
pues en otro caso, restringido al límite que patrocina la Administra­
ción ( obtención de datos y pruebas necesarios para fundamentar el 
acto de gestión) no garantizaría aq1;1ella finalidad, toda vez que 1~ d~­
lación podría producirse en cualqmer otra fase, quebrando el princi­
pio de la seguridad jurídica». 

162. Continúa el fundamento parcialmente transcrito señalando algunos d~ los pre­
ceptos en que dicha acepción es utilizada: «Así, ~n el <?apítulo V ~el Titul? I se 
denomina 'Iniciación y desarrollo de las actuac10nes mspectoras , y comienza 
diciendo: Artículo 29. Modos de iniciación. Las actuaciones de la Inspección de los Tri­
butos se iniciarán: ... ; Artículo 30. Iniciación de las actuaciones inspectoras. Las a~tua­
ciones de,(a Inspección de los Tributos podrán iniciarse ... ; y lo mismo sucede por eJem­
plo, al comienzo del Título 11, donde bajo la rúbrica de "Documentación d~ las 
actuaciones inspectoras", establece: Artículo 44. Normas generales. Las actuaciones 
de la Inspección de los Tributos se documentarán ... ». 
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Frente a la tesis mantenida en los pronunciamientos tanto del Tri­
bunal Supremo como de la Audiencia Nacional163

, según la cual, como 
acabamos de ver, ante la triple acepción con la que se utiliza por el Re­
glamento la expresión actuaciones inspectoras debe optarse, en este 
caso, por una interpretación subjetiva que comprenda entre estas ac­
tuaciones todas aquellas que competan a la Inspección, no han falta­
do autores que denuncien el error que dicha interpretación supone164. 
Entre estos autores, DE LA NUEz SÁNcHEz-CAsCADo, APARicro SALoM y ÜGEA 
MARTíNEZ-ÜRozco165, han manifestado, comentando la adopción por 
parte del Tribunal Supremo del criterio subjetivo, «que tal interpreta­
ción, al utilizar el término actuaciones inspectoras como sinónimo de 
actuaciones de la Inspección, lleva a la confusión entre la función y el 
órgano que la desarrolla, lo que aplicado a ultranza, podría conducir 
a situaciones paradójicas, posiblemente ni intuidas, ni pretendidas por 
el legislador». 

Se señala de esta forma que «si es cierto que en la actualidad las 
funciones de liquidación e investigación en el procedimiento de ins­
pección están íntimamente unidas, no por ello se puede caer en la 
confusión entre la función y el Organo, entre la Inspección tributaria 
y la Inspección de los Tributos166», o como señala MENÉNDEZ HERNÁN­
DEZ167, «el hecho subjetivo de que la liquidación en nuestros días esté 
confiada a los Inspectores:J efes, no quiere decir que se convierta en 
una actuación inspectora». 

163. 

164. 

165. 

166. 

167. 
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La Audiencia Nacional, en el segundo fundamento de Derecho de su Sentencia 
25 febrero 1997 (JT 1997, 66), señala como «la actora, al formular su demanda, 
alega, en síntesis, que la Inspección de Hacienda tardó más de seis meses, sin 
que se haya justificado semejante interrupción, en dictar el acuerdo de liquida­
ción, desde que se presentaron las alegaciones contra el acta, ello determina, a 
su juicio, de acuerdo con la Sentencia de 28 de febrero de 1996 (RJ 1996, 1764), 
la aplicación del artículo 31.4 del Reglamento de la Inspección de Tributos ... », 

pronunciándose en su noveno fundamento de Derecho acerca de la pertinencia 
de tal argumentación. 
Entre estos autores puede destacarse a PÉREZ Rovo, Ignacio: «La prescripción en 
las actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 562: para quien «son muchas las razo­
nes que llevan a constreñir el ámbito de las "actuaciones inspectoras" aludidas 
en el art. 31.4 del RGIT a las actuaciones inquisitivas o de valoración llevadas a 
cabo por la inspección, sin que pueda extenderse dicho ámbito al procedimien­
to de liquidación que se produzca como consecuencia de aquéllas». 
DE LA NuEz SANcHEz-CASCADo, Elísa;Javier APARic10 SALoM y Modesto OcEA MARTíNEZ­
ÜRozco: oh. cit., pg. 3. 
AruuETA MARTíNEZ DE P1sóN, Juan: «La actuación injustificada de actuaciones ins­
pectoras y los efectos que se derivan en materia de prescripción», Tribuna Fiscal, 
núm. 68, junio de 1996, pg. 55. . 
MENÉNDEZ HERNÁNDEz,José: «La pretendida caducidad tributaria y la imposible ju­
risprudencia», oh. cit., pg. 303. 
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Ajuicio de esta corriente doctrinal el error cometido por las Sa­
las es, en realidad, consecuencia de un exceso de voluntarismo en la 
protección de los intereses de los administrados, en el sentido de que 
«el reiterado artículo 31 responde a unas motivaciones y finalidades 
precisas, y en un grado concreto, por lo que identificar actuaciones 
inspectoras con actuaciones de la Inspección, supone ampliar desme­
dida y notablemente el alcance de tal expresión y ello para garantizar 
finalidades que, tal vez, no se busquen en la norma o no se hayan que­
rido, de un modo premeditado, incluir en ella»168. 

Además, a juicio de I. PÉREZ Rova169, tras estos pronunciamientos 
judiciales late un prejuicio en cuanto a la finalidad perseguida por la 
norma que analizamos, entendiendo el mencionado autor que «el 
error, tanto de la STS que estamos comentando como de su voto par­
ticular170, es interpretar que la institu'ción de la interrupción injustifi­
cada de las actuaciones inspectoras no tiene otra finalidad que la de 
impedir el alargamiento subrepticio y artificial de los plazos de pres­
cripción». Sin que pueda olvidarse, como señala.AruuETA MARTíNEZ DE Pr­
sóN171, que «para evitar los abusos y dilaciones de la actuación admi­
nistrativa, la Sentencia no puede ir por la vía de interpretar que ac­
tuaciones inspectoras son todas las actuaciones de la Inspección, por­
que eso no lo dice el Reglamento, no está en la redacción del RGIT, 
ni es un supuesto ·que contempla o trate de hacerlo la norma». 

168. AruuETA MARúNEZ DE P1sóN,Juan: ob. cit., pgs. 55 y 56. 
169. PÉREZ Rovo, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 

565. 
170. En efecto, en el quinto fundamento de Derecho del voto particular del Magis­

trado Excmo. Sr. D. Alfonso Gota Losada a la Sentencia del Tribunal Supremo 
comentada podemos leer: «El Reglamento se ha hecho eco de una corrienteju­
rísprudencial que fue poco a poco eliminando ciertas prácticas poco ortodoxas 
de la Administración Tributaría, que habían tergiversado la verdadera naturale­
za de las actuaciones ínterruptivas de la prescripción, mediante diligencias o re­
querimientos que no reflejaban un verdadero propósito de comprobación ins­
pectora de los hechos imponibles del sujeto pasivo, sino la simple intención de 
interrumpir la prescripción ( ... ). El artículo 31, aps. 3 y 4 del Reglamento Ge­
neral de la Inspección de los Tributos de 25 de abril de 1986, no se ha limitado 
a seguir el camino trazado por la jurisprudencia, tendente a precisar cuándo se 
trataba de "diligencias-argucias" sino que ha dado un paso en falso, que ha con­
sistido en privar incluso a las auténticas actuaciones comprobadoras e investiga­
doras del efecto ínterruptivo, por la circunstancia ajena a ellas, del retraso o la 
paralización culpable del procedimiento de comprobación e investigación por 
más de seis meses. ( ... ) De una simple lectura de estas normas se aprecia que el 
artículo 31, aps. 3 y 4, trata de evitar que las comprobaciones o investigaciones 
se prolonguen en demasía, en especial, cuando se paralizan por culpa de la Ad­
ministración». 

171. AruuETA MARúNEZ DE P1sóN,Juan: ob. cit., pg. 56. 
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En la defensa de su posición, estos autores utilizan dos líneas ar­
gument~les difer~ntes: 1;1na primera línea argumental dirigida a poner 
de 1;11~mfiesto la mconsistencia de la adopción de una interpretación 
su~J~t.iva, y una se?unda línea argumental que encuentra apoyo en el 
anahsis de la finalidad perseguida por el precepto. 

En la primera de las líneas mencionadas se enmarcan, entre 
otras, a!gunas de l~~ crític~s ~irigidas por l. PÉREZ Royo172

, quien, fren­
~e a la mterpretac10n subjetiva acogida por las Salas, no duda en se­
nalar que «la tarea de "liquidar" puede ser -y en estos momentos lo 
es- una función de la inspección, pero no es una actividad inspecto­
r~ ~n sentido prop~o ~o~o lo demuestra tanto el hecho de que his­
to_ricamente h~n eX;i~t~do epo~a~ en que la inspección se limitaba a re­
alizar la labor_ mqmsitiva, summistrando la información necesaria pa­
ra que posteriormente el órgano de gestión liquidara; como el dato 
de 9-ue en la act~alidad las actuaciones inspectoras y la liquidación 
derivada de las mismas están conferidas dentro de la inspección a ór­
ganos distintos». 

Junto ª, estas cr~ti_c~s genéricas, en la medida en que, en buena 
parte, podrian ser dirigidas a toda interpretación subjetiva, los auto­
res suelen poner un mayor énfasis en la segunda de las líneas argu­
mentales. De esta forma, puede por ejemplo constatarse como el 
propio l. P~REZ RoYo173

, tr~s haber denunciado el prejuicio con el que 
las _sentencias antes referidas se aproximan al análisis teleológico del 
artIC:U~º 31.4 del ~GIT, ~eñala como el objetivo de éste es algo más 
ambic10so que el i~pe?,ir «el alargamiento subrepticio y artificial de 
los plazos d_<:_ pre~cripc~on»_,, «se trata de impedir que actuaciones de 
comprobac10n e mve_s;igac10n_, que por su propia naturaleza no pue­
~en tener un_a durac10n prefijada, se dilaten en el tiempo innecesa­
ri~ment~ temendo al coi:itribuy~nte "empantanado" en un procedi­
~mento _i~spe~tor con!ª mse?uridad que supone siempre tener una 
mspecc10n abierta»: Siendo esta la finalidad perseguida, el mencio­
nado au~or pun~uahza que, desde un punto de vista empírico, «el es­
tado de mseguridad cesa casi por completo con el levantamiento de 
las actas». 

172. ;~1;,z Rovo, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 

173. ;~i;t'.z Rom, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 
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A una conclusión similar llegan DE IA NUEz SÁNcHEZ-CAsCADo, APA­
RICIO SALoM y ÜGEA MARTíNEZ-ÜRozco174 quienes inician su razonamien­
to exponiendo que, a su juicio, «existe un procedimiento, o expe­
diente administrativo, que comienza cuando se inician las actuacio­
nes inspectoras y que termina cuando se levantan las actas y otro ex­
pediente o procedimiento distinto que comienza donde el anterior 
termina». Esto implica, por lo tanto, la existencia de _dos fases dife­
rentes dentro de lo que en la actualidad es el cometido de la Ins­
pección de los tributos, de forma que «en la primera fase, el Inspec­
tor actuario realiza tareas de investigación y comprobación». De 
acuerdo con lo anterior, para estos autores el alcance y sentido de la 
garantía introducida por el artículo 31.4 del RGIT «sólo tiene razón 
de ser en esta primera fase del procedimiento. Ello es así -a su jui­
cio-, por varias razones: 

a) Porque sólo en esta fase la suspensión de actuaciones supone 
una falta de relación o comunicación directa entre el órgano actuan­
te y el obligado tributario. 

b) Porque en dicha fase no existe un plazo máximo de duración 
o límite temporal concreto, lo que es excepcional tratándose de pro­
cedimientos administrativos. 

c) Porque, finalmente, en esta fase es mayor la incertidumbre 
que pesa sobre el obligado tributario y, paralelamente, mayor la nece­
sidad de reforzar el principio de seguridad jurídica. Piénsese que no 
es sólo que exista una falta de certeza sobre el Derecho aplicable, sino 
que la incertidumbre afecta a la continuación misma del procedi­
miento de inspección y a la eventual regulación a practican>175

• 

La polémica en torno al ámbito de aplicación del artículo 31.4 del 
Reglamento General de la Inspección de los tributos, debe, sin lugar 
a dudas, ser revisada a raíz de la promulgación de la Ley de Derechos 
y Garantías del Contribuyente, dado que la norma antes contenida en 
el precepto reglamentario ha pasado a ser parcialmente recogida en 
el artículo 29 de dicho cuerpo legal que por su interés pasamos a 
transcribir. 

174. 

175. 

DE LA NuEz SÁNcHEz-CASCADO, Elisa;Javier APARICIO SALoM y Modesto ÜGEA MARTíNEZ-
ÜRozco: oh. cit., pg. 4. ' 
DE LA NuEz SÁNCHEz-CASCADO, Elisa; Javier APARICIO SALoM y Modesto ÜGEA MARTíNEZ-
ÜRozco: oh. cit., pg. 5. 
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Artículo 29, Plazo.-1. Las actuaciones de comprobación e investi­
gación y las de liquidación llevadas a cabo por la Inspección de los Tri­
butos deberán concluir en el plazo máximo de doce meses a contar des­
de la fecha de notificación al contribuyente del inicio de las mismas. No 
obstante, podrá ampliarse dicho plazo, con el alcance y requisitos que re­
glamentariametHe se determinen, por otros doce meses, cuando en las 
actuaciones concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

a) Que se trate de actuaciones que revistan especial complejidad. 
En particular, se entenderá que concurre esta circunstancia a la vista del 
volumen de operaciones de la persona o entidad, la dispersión geográfi­
ca de sus actividades o su tributación como grupos consolidados, o en ré­
gimen de transparencia fiscal internacional. 

b) Cuando en el transcurso de las mismas se descubra que el con­
tribuyente ha ocultado a la Administración tributaria alguna de las acti­
vidades, empresariales o profesionales, que realice. 

2. A los efectos del plazo previsto en el apartado anterior, no se 
computarán las dilaciones imputables al contribuyente, ni los períodos 
de interrupción justificada que se especifiquen reglamentariamente. 

3. La interrupción injustificada durante seis meses de las actuacio­
nes inspectoras, producida por causas no imputables al obligado tribu­
tario, o el incumplimiento del plazo a que se refiere el apartado 1, de­
terminará que no se considere interrumpida la prescripción como con­
secuencia de dichas actuaciones, 

4. A los efectos de los apartados anteriores, se entenderá que las 
actuaciones de comprobación e investigación y las de liquidación con­
cluyen en la fecha en que se dicte el acto administrativo que resulte de 
dichas actuaciones, 

El uso que la norma transcrita realiza en su apartado 3 de la ex­
presión «actuaciones inspectoras», unido a la identidad entre el fenó­
meno que regula este apartado, y el que venía regulando reglamenta­
riamente el apartado .3 del artículo 31 del Reglamento General de la 
Inspección de los Tributos (la paralización injustificada del procedi­
miento de inspección por causas no imputables al contribuyente), po­
ne a nuestro juicio de manifiesto, sin lugar a duda, la voluntad del le­
gislador por equiparar el mencionado término con la expresión «ac­
tuaciones de comprobación e investigación, y de liquidación», tam­
bién empleada en el precepto legal analizado. De aceptarse este razo­
namiento, resultaría evidente la asunción por el legislador de la tesis 
defendida por el Tribunal Supremo según la cual la liquidación for­
maría parte de las actuaciones inspectoras, y en consecuencia, cual­
quier interrupción injustificada del procedimiento inspector que, no 
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siendo imputable al contribuyente, tuviera lugar antes de la práctica 
de la liquidación subsiguiente a las actuaciones de comprobación e in­
vestigación, tendría por resultado la enervación del efecto interrupti­
vo que, respecto de la prescripción de la obligación tributaria, el ini­
cio de dichas actuaciones hubiera llevado aparejado. Puede además 
señalarse, siguiendo a CHECA GoNZÁLEz176

, como «ulteriormente la doc­
trina contenida en la ya citada Sentencia de 28 de febrero de 1996 ha 
sido confirmada y ratificada por tres Sentencias del Tribunal Supremo 
de 28, de octubre de 1997 -comentadas por S!MóN AcosTA, GoNZÁLEZ 
GARCÍA y LozANo SERRANO- que ya han creado, en consecuencia doctri­
na legal sobre esta materia, doctrina ésta igualmente seguida por la 
Audiencia Nacional, a partir de su ya citada Sentencia de 22 de no­
viembre de 1994, en sus Sentencias, entre otras, de 16 de abril de 1996 
y de 27 de noviembre de 1997, y también por el TEAC en su conocida 
Resolución de 16 de diciembre de 1996, en dónde este órgano modi­
ficó lo que hasta entonces había sido su tradicional contrario». 

Puede de esta forma concluirse, siguiendo a la Profesora SoLER 
Roctt177 que «lo que ocurre, en definitiva, es que el legislador ha regu­
lado un plazo máximo para concluir el procedimiento inspector, in­
cluyendo en éste las actuaciones de liquidación. Al margen de los mo­
tivos que hayan determinado esta inclusión, la opción es, a nuestro jui­
cio, correcta; pero esta opción exige tener en cuenta, hasta sus últimas 
consecuencias, los efectos que la configuración normativ::¡. de todas y 
cada una de las distintas actuaciones de la Inspección implicadas en el 
cómputo del plazo, pueden tener respecto del desarrollo temporal del 
procedimiento en el que dichas actuaciones se integran», 

Así, SoLER Roctt no duda en señalar que uno de los problemas que 
plantea el artículo 29 es el de la determinación de cuál es exactamen­
te el acto administrativo resultante de las actuaciones. de comproba­
ción e investigación y las de liquidación, el que hace referencia su 
apartado 4, puntualizando acertadamente que «también en este caso, 
la lógica de la norma que va referida a un acto de conclusión del pro­
cedimiento (de otro modo no podría operar como cómputo final del 
plazo para la resolución del mismo), exige identificar dicho acto co-

176, 

177. 

CHECA GoNZÁLEZ, Clemente: «Derechos y garantías en el procedimiento de ins­
pección», en el libro colectivo Derechos y Garantías del Contribuyente (Estudio 
de la nueva ley), Lex Nova. Valladolid, 1998, pg. 390, 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al artículo 29 de la Ley de Derechos y Ga­
rantías del Contribuyente, pg. 7. 

4.-La Caducidad en el Ordenamiento Tributario Español 97 



J J BAYO NA GIMENEZ: La Caducidad en el Ordenamiento Tributario ... __ 

mo ~quél que pone fin al coajunto de dichas actuaciones por parte de 
los or~a11;os com~etentes para llevarlas a cabo de tal modo que, con 
postenon?ad a dicho. acto, no puede producirse ningún otro que re­
sulte de dichas actuac10nes». 

«Au~que ésta es, a nuestro juicio, la interpretación correcta, no es 
n_i~nos cierto -como prosigue la mencionada autora- que la aplica­
cion del plazo de acuerdo con este cómputo no encaja• adecuada­
mente con las ?}stintas hipótesis previstas en el artículo 60 del vigente 
RGIT, en relac10n con las actuac10nes de liquidación resultantes de la 
t 'ta ., d 11s Ah . rami cion e actas» • ora bien, como recuerda SoLER RocH, no le 
mcumbe .ª la Ley adecuarse al Reglamento, sino al contrario, por lo 
que «haciendo_ ~na vez más de la necesidad virtud, reiteramos la ur­
g~nte apr~bacion. ~e un nuevo Reglamento que regule el procedi­
miento de mspecc10n sobre las bases establecidas, entre otras, en esta 
Ley». 

Sirve además, a nuestro juicio, el precepto comentado de la Ley 
de Derechos Y, Garantías, del Contribuyente para zanjar otra discusión 
que, en relac10n con el ambito de aplicación del artículo 31.4 del Re­
glamento Gei:ieral de la Inspección de los Tributos, fue suscitada en 
nuestra doctnna por el profesor FALcóN y TELLA. Ajuicio del mencio­
n_a~o autor

179
: procedía «?eneralizar el criterio de la pérdida de efica­

cia mterruptiva a la totalidad de los procedimientos de gestión tribu-

178. 

179. 
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~OLER RocH, ~arfa Teresa: Comentario al art. 29 de la Ley de Derechos Garan­
f1ªs ~~l C?,ntnb~tente, pgs. 6 y 7. «En particular -prosigue la citada prrfesora­
a ap 1cac10n um orme ~el plazo de doce meses de acuerdo con ese cóm uto 

final a los supuestos previstos en los números 3º 4º y 5º del 'tad p d , 1 d'fi 1 , c1 o precepto po­
zi'.an P antear I icu tades para concluir el procedimiento dentro de dicho' pla-

El problema podría haberse previsto y solucionado en la propia Le otor ando 
e~ estos su[cuestos la posibilidad de una ampliación de1 plazo (!l:Uitad~ or 
~oe:r!i~ch o) s(pl)a~s e~e_clusivos previstos eara tale~ casos en el propio artíc~lo 

. , .. · ?; u !1m_o extremo, podnan considerarse estos casos como su­
~!1~stfs d~- i7ter2~Pt01 Justificada del cómputo del plazo, prevista en el número 

e articu O e a Ley, aunque tampoco es ésta una solución que nos a-
re~ca. a~ecuada, porque su.pondría utilizar un mecanismo jurídico previsto ~n 
rmcipw~ ~ª1J ~1rcunst<1;~cias excepcionales que justifiquen el reconocimi~nto 
. ~ un pmo O e interrnpcion ~el plazo previsto para r,esolver, para solventar una cues­

tlon P1fnteadf por mc(dencias proc~dimentales que corresponden al desarrollo 
n.~rma Y reg amentanamente previsto respecto de las actuaciones de liquida­
Cion». 

F~cóN YTEUA, R~m<'.>~= «Interrupción de las actuaciones inspectoras y consuma­cu:r ~e la presc~1p~1on: la conveniencia de generalizar el plazo de seis meses a 
to 1º9s97os proced1m1entos de gestión tributaria», en QuincenaFisca~ núm 5 mar-
zo , pgs. 6 y 7. · ' 
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taria» y ello en la medida en que «la interrupción de la prescripción 
se basa en el ejercicio de su derecho por el acreedor, y tal ejercicio ha 
de ser necesariamente un ejercicio diligente». 

En apoyo de su posición FALcóN Y TELLA180 sostenía que, teniendo 
en cuenta que caso contrario, y en cuanto derecho subsidiario, proce­
dería la aplicación del artículo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas, al que hemos tenido ocasión de refe­
rirnos en el capítulo precedente, «la aplicación por analogía del pla­
zo de seis meses (a los efectos exclusivamente de considerar no inte­
rrumpida la prescripción) en todos los procedimientos de gestión tri­
butaria, debe verse no sólo como una defensa del legítimo derecho 
del contribuyente a un procedimiento sin dilaciones indebidas, sino 
también como la opción por un plazo cuya duración supera la previs­
ta con carácter supletorio en el procedimiento administrativo co­
mún»181. 

Reconociendo la bondad de los objetivos perseguidos por la an­
terior tesis, entendemos sin embargo, y siguiendo a la profesora SOLER 
RocH182

, que «la razón que, a nuestro juicio, impide generalizar el efec­
to no interruptivo de la prescripción a las actuaciones de comproba­
ción y liquidación de los órganos gestores cuando se produzca el in­
cumplimiento del plazo previsto en el artículo 23.1 º de la LDGC, resi­
de en que la posibilidad de utilizar la analogía ha perdido virtualidad 
tras la aprobación de esta Ley; no se puede concluir que el legislador 
"habría pensado" aplicar la misma solución a procedimientos distin­
tos, pues aún suponiendo que entre ambos supuestos exista identidad 
de razón, la previsión sobre el efecto no interruptivo regulada de mo­
do expreso en el artículo 29.3º en relación con el procedimiento ins­
pector y la ausencia de previsión al respecto en el artículo 23 de la mis-

180. 

181. 

182. 

FALcóN Y TELLA, Ramón: «Interrupción de las actuaciones inspectoras y consuma­
ción de la prescripción: la conveniencia de generalizar el plazo de seis meses a 
todos los procedimientos de gestión tributaria», oh. cit., pg. 7. 
De acuerdo, en lo básico, con esta posición se muestra PÉREZ Rovo, Ignacio: «La 
prescripción en las actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 559, nota a pie de pá­
gina núm. 3: quien no o_bstante en relación con la concreta cita de FALCÓN YTE­
LLA señala que: «La propuesta me parece un poco excesiva, entendiendo que de­
bería limitarse la aplicación analógica-del artículo 31.4 del RGIT a aquellos pro­
cedimientos que verdaderamente guardan una identidad de razón con el pro­
cedimiento inspector, como sería el caso de las comprobaciones efectuadas en 
vía de gestión y a las que se refiere el artículo 123 de la LGT». 
SOLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 10. 
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ma Ley, llevan más bien a deducir que el legislador "pensó" y limitó 
deliberadamente dicho efecto al procedimiento de inspección». 

b) Naturakzajurídica de la figura regulada en los artículos 31.4 del Regla­
mento General de la Inspección de los Tributos, y 29.3º de la Ley de Dere­
chos y Garantías de los Contribuyentes 

Siendo importante la cuestión relativa al ámbito de aplicación del 
artículo 31.4 del Reglamento General de la Inspección de los Tribu­
tos, antes analizada, nuestro interés por el mencionado precepto en el 
presente trabajo sólo se justifica en realidad en la medida en que no 
han faltado los autores que han querido ver en el mismo un supuesto 
de caducidad en materia tributaria, lo que a la postre convierte en 
esencial el análisis de la naturaleza jurídica del fenómeno regulado en 
la mencionada norma reglamentaria. 

La consideración como caducidad •del fenómeno regulado en el 
artículo 31.4 del Reglamento General de la Inspección de los Tributos 
ha sido defendida, recientemente, por GóMEZ PuENTE183, para quien el 
citado artículo generaba una «situación que, pese a la denominación 
empleada (con el ánimo, quizá, de soslayar la previsión del art. 105.2 
LGT), no era otra que la propia de la perención o caducidad de la ins­
tancia. Esto es, determinaba el archivo de las actuaciones que queda­
ban sin efecto». 

En la misma línea, AruAs VELASco184
, tras un análisis de los pronun­

ciamientos judiciales en el origen de la polémica, y a la luz de los pro­
nun~ia1;Uientos doctrinales vertidos y de la normativa aplicable, llega a 
las s1gmentes «conclusiones: l. La interrupción del procedimiento de 
comprobació1:1 e investigación por período superior a seis meses, sea 
en su fase de mstrucción o en su fase conclusiva o de liquidación, de­
termina la caducidad del procedimiento. 

183. 

184. 
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GóMEZ PUENTE, Marcos: «¿Caducan los expedientes tributarios de inspección por 
caus~ de la Administración? (Sobre la perención y la prescripción tributarias)», 
ob. cit., pg. 2. 
ARIAS V~~co,J?,sé: «Caducidad del procedimiento y prescripción del derecho de 
l'.1 Admm1strac1on Pª:ª determinar la deuda tributaria en fa interrupción injus­
tificada de las actuaciones inspectoras», Gabinete de Estudios de la Asociación 
Española de Asesores Fiscales, Informe 9/1998, febrero 1998 entrega núm 2 
pg. 1-1-66. ' ' . ' 
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2. Es efecto de la caducidad, además de la no interrupción de la 
prescripción por la iniciación del expediente, la extinción del dere­
cho de la Administración a usar del procedimiento. 

3. La caducidad del procedimiento de comprobación e investi­
gación no implica la prescr~pción_ del de:echo de _la Ad~inis~ac_ión 
para determinar la deuda tnbutana. Aquella podra practicar hqmda­
ción respecto de los ejercicios no prescritos al tiempo de recaer la de­
claración de caducidad, valiéndose de cualquier otro de los procedi­
mientos legalmente previstos, siempre que concurran las circunstan­
cias y requisitos que la ley establezca en cada caso». 

Sin compartir necesariamente la totalidad de las anteriores con­
clusiones, sobre las que tendremos ocasión de volver a lo largo de es­
te trabajo, la identificación del fenómeno regulado en el artículo 31.4 
del Reglamento General de la Inspección de los Tributos con la figu­
ra de la caducidad ha llevado generalmente a sus defensores a procla­
mar la ilegalidad del mencionado precepto, entendiendo que el mis­
mo está viciado de una nulidad absoluta185 en la medida en que «se 
opone a dos preceptos básicos de la LGT: a) se opone al artículo 10, 
según el cual la regulación de la caducidad es materia reservada a la 
Ley y, por- tanto, no puede ser normada por un simple Reglamento; b) 
se opone al artículo 105186», cuyo tenor, no lo olvidemos, dispone que: 

l. En la reglamentación tributaria se señalarán los plazos a los que 
habrá de ajustarse la realización de los respectivos trámites. 

2. La inobservancia de plazos por la Administración no implicará 
la caducidad de la acción administrativa, pero autorizará a los sujetos pa­
sivos para reclamar en queja. 

Sin embargo, y no obstante la claridad del anterior precepto, no 
faltan tampoco entre los defensores de la tesis que analizamos autore_s, 
como .AiuAs VELAsco, para quien siguiendo la p~stura de la Sentencia 
de la Audiencia Nacional de 25 de febrero de 1997 QT 1997, 66), re­
sulta compatible mantener la validez del artículo 31.4 del Reglamen-

185. 

186. 

Esta convicción puede encontrarse, entre otros, en el pensamiento de GóMEZ 
PUENTE, Marcos: «¿Caducan los expedien_t~s tributa,ios ~e !1,1spe~ción l?ºr causa 
de la Administración? (Sobre la perenc10n y la prescnpc10n tnbutana~)», ob. 
cit., pg. 4: «El art. 31 RGIT lo ftjaba en seis meses, '.1 conta~ desde la última. a~­
tuación realizada en el expediente. ~ero .ff º es posible aplicar e~e plazo, m si­
quiera analógicamente, porque, segun d1le, el precepto vulnero el art. 105.2 
LGT y quedó viciado, por ello, de nuli~ad absol~ta». . . . . . 
MENÉNDEZ HERNÁNDEz,José: «La pretendida caducidad tnbutana y la 1mpos1bleJU­
risprudencia», ob. cit., pg. 294. 
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to General de la Inspección de los Tributos, y la consideración como 
caducidad de la figura por este precepto regulada. 

En este sentido, la Audiencia Nacional, en el fundamento de de­
recho sexto de su Sentencia de 25 de febrero de 1997, reconocía co­
mo «ciertamente la caducidad por el transcurso de más de seis meses 
no se contempla en nuestras normas tributarias como una causa de 
terminación de los procedimientos administrativos. Al transcurso del 
tiempo, unido a una inactividad injustificada de la actividad inspecto­
ra, el artículo 31.4 del Reglamento sólo anuda la consecuencia de te­
ner por no interrumpido el cómputo de la prescripción. 

No obstante, sin desconocer la singularidad de las normas tribu­
tarias, incluso en el ámbito de los procedimientos administrativos tal y 
como determina la disposición adicional 5ª de la Ley de Régimen Ju­
rídico de las Administraciones Públicas, Ley 30/1992, no puede ad­
mitirse una interpretación de las normas tributarias al margen de los 
principios y garantías constitucionales que los derechos de los ciuda­
danos y la posición institucional de las Administraciones Públicas en 
un Estado de Derecho». 

Siguiendo su razonamiento la Sala mantiene, en su fundamento 
de derecho séptimo como la caducidad y la prescripción «tienen en 
común defender a los administrados contra la inseguridad jurídica 
que se derivaría de una situación indefinidamente abierta con un cla­
ro quebranto del derecho constitucional a la seguridad jurídica y a la 
interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos, reconocido 
en el artículo 9.3 de la Constitución». 

Todo ello lleva a la Audiencia Nacional a propugnar, de acuerdo 
con una «concepción integral, armónica y unitaria del ordenamiento 
jurídico>>, la aplicación de la caducidad en los procedimientos tribu- . 
tarios de inspección y comprobación alegando que «la Administración 
Tributaria no puede ser ajena a las garantías básicas que la Constitu­
ción --:la seguridad jurídica y la interdicción del arbitrariedad- y las le­
yes generales como la Ley 30/1992 ofrecen a los ciudadanos» 187, 

La Audiencia Nacional ha tenido ocasión de cambiar su doctrina 
en Sentencia de 12 de marzo de 1998, negando de esta forma la posi­
bilidad de aplicación del instituto perentorio que venía manteniendo, 

187. Fundamento de derecho octavo de la Sentencia de la Audiencia Nacional de 25 
febrero 1997 QT 1997, 66). 
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en sede de los procedimientos de comprobación e investigación. La 
rectificación de su posición responde, de acuerdo con lo expresado 
por la Sala, al hecho de 9-ue «se ha de matiz~r q~e !~ institución de la 
"caducidad" tiene su razon de ser en la previa fuacion de un plazo, al 
que queda supeditada la actuación al que se refiere, en e~ que inicio y 
finalización de dicha actuación aparecen fatalmente umdas. La con­
secuencia de la inactividad durante dicho plazo es el decaimiento del 
derecho no accionado». 

Concluye~do que «en consecuencia, ante la inexistencia de la fi­
jación de la duración del plazo para los procedimientos de c?m~~o­
bación e investigación por disposición legal, no procede la aphcac10n 
de la caducidad a los mismos, sin que ello sea óbice a la aplicación de 
la prescripción». · 

Debe señalarse, a nuestro juicio, que la aparente modificación del 
criterio de la Audiencia Nacional, es en realidad un mera puntualiza­
ción del mismo, pues negando la aplicación del instituto perentorio 
por falta de ftjación de plazo para las actuaciones inspectoras, no pa­
rece que pueda descartarse que la misma se pretenda en la actualidad 
dado que la Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes ha 
procedido a ftjar plazo máximo a las mismas188

• Por ello cree11:1os que 
sigue plenamente vigente el interés suscitado por la Sentencia de .la 
Audiencia Nacional de 25 de febrero de 1997 (JT 1997, 66) y por la 
polémica doctrinal que en torno a la misma se ha generado y que es­
tamos analizando. 

Precisamente, AruAs VEIASco, en referencia a esta última Sentencia, 
señala como «en una primera lectura, la solución de la Sala podría pa­
recer un tanto híbrida. Por una parte invoca como fundamento legal 
de la declaración de caducidad el artículo 43.4 de la Ley 30/1992. Pe­
ro, por otro lado, el plazo de caducidad que aplica no es el del artículo 
43.4 LRJ-PAC, sino el de seis meses del artículo 31.4 d~l RGIT. El mo­
tivo de esta aparente paradoja hay que buscarlo -en~en?e el autor­
en la circunstancia de que el·momento en que se notifico el acuerdo 
de liquidación impugnado, 15 de junio de 1990, fue anterior~ la en­
trada en vigor de Ja Ley 30/1992. Lo que hace la S~la no ~s aplicar :e­
troactivamente el artículo 43.2 de la Ley 30/1992, smo aplicar los prin­
cipios constitucionales que inspiraron este precepto. Pero claro está 

188. Art. 23 de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de Derechos y Garantías de los Con­
tribuyentes, 
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que el plazo no es una cuestión de principios sino una cuestión es­
trictamente procedimental en la que cabe aceptar las especialidades 
que se derivan de la disposición adicional 5ª. De aquí que, en materia 
de plazo, la Sala acuda a la norma reglamentaria tributaria». 

Este razonamiento lleva al autor a defender, frente a quienes en­
tienden que «el artículo 31.4 RGIT sería nulo de pleno derecho por 
establecer un plazo de caducidad sin soporte legal», la validez del 
mencionado precepto, por entender, en consonancia con el pronun­
ciamiento judicial analizado, que el mencionado precepto «contaba 
nada menos que con el soporte de la ley de leyes: la Constitución;,, 

Este último argumento resulta sin duda discutible pues, como se­
ñala GARCÍA BERR0189, «afirmar que la caducidad por incumplimiento de 
plazos deriva directamente de la CE sería tanto como confundir el 
principio mismo con las distinta técnicas que la ley de manera con­
tingente pude arbitrar como garantía para su protección. El de segu­
ridad jurídica o el de interdicción de la arbitrariedad son, en efecto, 
principios reconocidos expresamente en la Carta Magna. Pero esta­
blecer la caducidad del procedimiento no es la única forma de prote­
gerlos, sino una más que el legislador podrá adoptar o no dependien­
do de la ponderación de variadas circunstancias». 

Frente a las tesis doctrinales y judiciales anteriormente referidas, 
que con los matices analizados defienden la identidad del fenómeno 
regulado en el artículo 31.4 del RGIT con la figura de la caducidad, 
un nutrido sector doctrinal niega que el mencionado precepto recoja 
el instituto de la perención. En este sentido DE LA NuEz SÁNCHEZ-~SCA­
DO, APARicro SALoM y ÜGEA MARTíNEZ-ÜRozco19º señalan que «la Audiencia 
Nacional ha extraído de la Sentencia del TS de 26 de febrero de 1996 
una conclusión a la que éste no había llegado, la calificación del pla­
zo o límite temporal de interrupción máxima de actuaciones inspec­
toras como un plazo de caducidad». 

Esa interpretación judicial, que para la mayoría de los autores que 
la comparten comporta, como hemos señalado, la nulidad del artícu­
lo 31.4 del Reglamento General de la Inspección de los Tributos es 

189. GARcíA BERRo, Florián: Los procedimientos tributarios y la Ley 30/1992 desde la nueva 
perspectiva de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, Marcial 
Pons. Madrid, 1998, pg. 127. 

190. DE IA NuEz SÁNcHEz..CAScADo, Elisa; Javier APARICIO SALoM y Modesto ÜGEA MARTíNEZ· 
ÜROZCO: ob, cit., pg. 6. 
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además criticada por I. PÉREZ Rovo191
, para quien «no hay que perder 

de vista que propugnar la nulidad de cualquier norma reglamentaria 
debe ser el último recurso y que, por tanto, sólo se utilizará cuando no 
quepa hacer una interpretación de la misma acorde con los términos 
de la ley. Yel artículo 31.4 del RGIT admite una interpretación que lo 
hace compatible con los preceptos de la LGT sobre la interrupción de 
los plazos de prescripción (art. 66192

) y sobre la no caducidad de los 
procedimientos tributarios (arts. 105 y 106193

). En cuanto a lo prime­
ro, no niega que el inicio de las actuaciones inspectoras suponga la in­
te:rupción en el cómputo de los plazos de prescripción sino que se li­
mita, desde el sentido común y en aras a la seguridad jurídica del con­
tribuyente, a privar de tales efectos a las actuaciones inspectoras que 
por causas injustificadas se paralicen durante más de seis meses. ( ... ) 

Por lo que hace a su compatibilidad con los artículos 105.2 y 106 
de la LGT, basta con afirmar que el artículo 31.4 del RGIT no regula 
ningún supuesto de caducidad del procedimiento, sino simplemente 
priva al _inicio de las actuaciones inspectoras de los efectos que la 
acompanan hasta tanto se produzca una nueva actuación administra­
tiva dentro del mismo procedimiento, actuación esta última que vol­
verá a interrumpir la prescripción y a impedir la regularización vo­
luntaria de su situación por el sujeto pasivo». 

191. 

192. 

193. 

194. 

A esta misma conclusión llega SornR Roctt194 para quien «no pue-

PÉRi;z RoYO, Iinacio: «La pre_scrip~ión ·e;i las actuaciones inspectoras», en Civitas, 
RevistaEspanola deDerechol(inanr¡iero, num. 96, octubre-d~ci~~bre 1997, pg. 561. 
Art. 66 de la Ley General Tnbutana: «l. Los plazos de prescripcion a que se refieren las 
letras a), b) y c) del artículo 64 se interrumpen: 
Por cualquier acción a~r~inistrativa, r~ali~~da ~on co11;~cimiento formal del sujeto pasivo, 
c?n~ucel'!!e al reconoci171;iento, regularzzacion, inspeccion, aseguramiento, comprobación, 
lzquzdacwn y r~caudacion rf,el Impu_esto devengado por c~da hec_ho imponible. A estos efec­
tos se entlf:l~eran como realzza_da_s directame_nte c_~n el SUJeto pasivo las actuaciones de jun­
tas y comisiones, en el procedzimento de estimacion global, para los que estuvieren debida­
mente representados. 
a) Por la inte1;Posición ~e reclam~ciones. o recursos de cualquier c?as~ y 
b) Por cualqwer actu~Cl?;l del su;eto pasivo conducente al Pa!J;I o lzqwdación de la deuda. 
2. El plazo de presCfipcion a q1!e se refiere la letra d) del articulo .~4 se interrumpirá por 
cualquier act? fehaciente del su~et? pasz_~o que pretenda la devolucion del ingreso indebido 
o por cualquier acto de la Admimstracion en que se reconozca su existencia». 
Art. 106 de la Ley General Tributaria: « 1. En todo momento podrá reclamarse en queja 
con!ra. los de!perjectos de tramitación, y en especial los que supongan paralización del pro­
cedzimento, infracción de los plazos señalados u omisión de trámites que pudieran subsa­
narse antes de la resolución definitiva del asunto. 
2. La estimación de la queja dará lugar, si hubiera razones para ello, a la incoación de 
expediente disciplinario contra el funcionario responsable». 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 29 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 9. 
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de decirse que el precepto reglamentario contenga una norma "con­
tra legem". Tampoco puede mantenerse que vaya contra lo dispuesto 
en el artículo 105.2 de la LGT, porque la caducidad del procedimien­
to y el dejar sin efecto la interrupción de la prescripción son dos me­
canismos jurídicos conceptualmente distintos», o dicho de otro modo'. 
«no son conceptos jurídicos equivalentes; la primera implica tener por 
no iniciado el procedimiento y el segundo tener por no interrumpida 
la prescripción del derecho». El hecho de reconocer la existencia de 
una diferencia no nos impide desde luego constatar, con DE LA NuEz 

-SÁNCHEZ-CASCADo, APARicro SAL9M y ÜGEA MARTíNEZ-ÜRozca195, que no deja 
de ser curioso «que la consecuencia que se impone a, la Administra­
ción negligente coincide con la más grave, aunque no la única, que 
conlleva la declaración de caducidad de un procedimiento». 

No obstante, para mostrar la mencionada diferencia no tenemos 
más que comprobar, como aconsejan los anteriores autores196, que «si 
se admite el criterio de la Audiencia Nacional, todas las actuaciones 
practicadas en un procedimiento caducado carecerían de efectos». Así 
mientras que la notificación de la liquidación, una vez transcurridos 
los seis meses, sería imposible para la Audiencia Nacional, dado que 
el procedimiento no existiría por haber caducado, ésta sería perfecta­
mente legítima y efectiva, siempre que no se hubiera ganado la pres­
cripción, de acuerdo con la posición mantenida por el Tribunal Su­
premo. No podemos por ello compartir con FENELLós PurGCERVER197 que 
la enervación del efecto interruptivo produce la extinción del proce­
dimiento en curso pero «no impide que, si una vez desaparece el efec­
to interruptivo, todavía no se ha consumado el plazo de cuatro años, 
la Inspección pueda activar de nuevo su acción todavía no prescrita e 
iniciar un nuevo procedimiento». 

Este argumento ha sido expresado asimismo por FALcóN vTELLA198, 
para quien «la interrupción de las actuaciones con posterioridad al ac­
ta no supone la caducidad de la instancia, siendo siempre posible el 

195. 

196. 

197. 

198. 
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DE LA NuEz SANcHEz-CAsCADo, Elisa;Javier APARicro SALoM y Modesto ÜGEA MARTÍNEZ­
ÜRozco: ob. cit., pg. 8. 
DE LA NuEz SANcHEZ-CAsCADo, Elisa;Javi~r APARICIO SALoM y Modesto ÜGEA MARTíNEZ­
ÜRozco: ob. cit., pg. 13. 
FENELLós PurccERVER, Vicente: El Estatuto del Contribuyente (Comentarios a la Ley 
1/1998, de 26 de febrero, de derechos y garantías de los contribuyentes), Ediciones Tro. 
Valencia, 1998, pg. 358. 
FALCÓN YTELLA, Ramón: «Interrupción de las actuaciones inspectoras y consuma­
ción de la prescripción: la conveniencia de ~eneralizar el plazo de seis meses a 
todos los procedimientos de gestión tributaria», ob. cit., pg. 7. 
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acto de liquidación si no han transcurrido cinco años a contar desde 
la finalización del período voluntario o desde la última interrupción 
de la prescripción, no considerándose como tal la actuación adminis­
trativa que se interrumpe injustificadamente. Dicho en otros térmi­
nos, la norma reglamentaria no supone la caducidad de la instancia, 
ni siquiera pretende ftjar una duración máxima al procedimiento ins­
pector, sino que únicamente modula los efectos de un procedimiento 
que se ha paralizado injustificadamente por un plazo superior a los 
seis meses, ya que en otro caso la Administración dispondría de 5 años 
desde la presentación de alegaciones ( o desde la fecha del acta) para 
dictar liquidación, lo que a todas luces parece excesivo»199. 

Por si esta argumentación no fuera suficiente para negar que el ar­
tículo 31.4 del Reglamento General de la Inspección regule la caduci­
dad del procedimiento inspector por la interrupción injustificada del 
mismo durante el plazo de seis meses, no hay que olvidar, como señalan 
DE LA NuEz SÁNcHEz-CASCADo, APARicro SALoM y ÜGEA MARTíNEZ-ÜRozca200 

«que la finalidad del Reglamento no podía ser algo tan innovador y ra­
dicalmente distinto de lo que existía en el ordenamiento jurídico-admi­
nistrativo como es el establecimiento de un plazo de caducidad de las 
actuaciones de investigación y comprobación de los tributos. Cosa que, 
por otra parte, tampoco hubiese sido posible, ya que el artículo 10 de la 
LGT más arriba transcrito establecía una reserva de Ley en la materia». 

No podemos compartir sin embargo con los mencionados auto­
res2º1 que el anterior argumento nos permita concluir «que este pre­
cepto2º2 no establece ninguna innovación en materia, ni de plazos de 
caducidad, ni de prescripción, ni altera las reglas existentes sobre la 

199. Profundizando en su análisis el autor citado señala además que: «En efecto, fren­
te a la argumentación contenida en el voto particular a la Sentencia de 28 de fe­
brero de 1996 que nos ocupa, ha de tenerse en cuenta que la prescripción no se 
consuma automáticamente por el transcurso de los seis meses, sino que simple­
mente se equipara el supuesto en que la Administración no inspecciona en cin­
co años con aquél en que, iniciada una inspección antes de consumarse la pres­
cripción, dicha inspección se interrumpe injustificadamente por más de seis me­
ses, alcanzándose en total el plazo quinquenal de prescripción» FALCÓN Y TELLA, 
Ramón: «Interrupción de las actuaciones inspectoras y consumación de la pres­
cripción: la conveniencia de generalizar el plazo de seis meses a todos los pro­
cedimientos de gestión tributaria», ob. cit., pg. 7. 

200. DE LA NuEz SÁNCHEZ-CAsCADo, Elisa; Javier APARICIO SALoM y Modesto ÜGEA MARTíNEZ­
ÜRozco: ob. cit., pg. 8. 

201. DE LA NuEz SANcHEz-CASCADo, Elisa;Javier APARICIO SALoM y Modesto OcEA MARTíNEZ­
ÜRozco: ob. cit., pg. 8. 

202. Refiriéndose al art. 31.4 del RGIT. 
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caducidad y la prescripción en el ordenamiento jurídico-administrati­
vo entonces en vigor203». Y ello porque entendemos que el artículo 
31.4 del RGIT, en la medida en que excepciona los efectos interrupti­
vos de la prescripción generalmente previstos, supone una regulación 
que debería encuadrarse dentro del ámbito de aplicación del princi­
pio de reserva de Ley que establece la Constitución y que concreta el 
artículo 1 O de la LGT. Si puede ponerse en cuestión la legalidad del 
precepto reglamentario analizado no será, por tanto, porque el mis­
mo establezca la caducidad en el procedimiento de inspección tribu­
taria, contra lo previsto en el artículo 105 de la Ley General Tributa­
ria, y en contra asimismo de la concreción del principio de legalidad 
que realiza el artículo 10 de esa misma norma, sino porque en contra 
de lo dispuesto en este último precepto, supone una regulación autó­
noma por vía reglamentaria de una materia que, como la privación de 
efectos interruptivos, afecta a la reserva legal que pesa sobre la pres­
cripción. 

c) Incidencia sobre la cuestión de la aprobación de la Ley 1/1998, de Dere­
chos y Garantías de los Contribuyentes 

. . La polé~ica inicialmente suscitada por los pronunciamientos j~­
d1ciales antenormente referidos se ha visto decisivamente influida por 
la aprobación en nuestro ordenamiento de la Ley de Derechos y Ga­
rantías del Contribuyente. Esta Ley, como hemos tenido ocasión de se­
ñalar, ha venido a recoger en su artículo 29 la norma anteriormente 
contenida en el artículo 31.4 del Reglamento General de la Inspec­
ción de los Tributos, desterrando definitivamente las acusaciones de 
ilegalidad que sobre la misma pesaban. Aunque por supuesto no pue­
da olvidarse que la falta de fundamento de tales acusaciones radicaba 
en el hecho de que tal precepto, al igual que su antecedente, no su­
pone en modo alguno una regulación de la caducidad en materia tri­
butaria, prohibida por el artículo 105 de la Ley General Tributaria, da­
do que la enervación de los efectos interruptivos de la prescripción, 
no puede, como hemos referido anteriormente, equipararse jurídica­
mente a la perención. 

203. Especialmente antes de que la Ley 30/1992 introdujera en su art. 43.4 la posibi­
lidad de que la caducidad se produjera como consecuencia de la inactividad de 
la Administración en un procedimiento de oficio no susceptible de producir 
efectos favorables para los ciudadanos. 
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Esta además no es la única controversia que el artículo 29 viene a 
zanjar pues, como señala SoLER Roctt204

, también se debe a su promul­
gación la pérdida de virtualidad de las pretensiones de aplicación ana­
lógica de la enervación de los efectos interruptivos de la prescripción 
prevista para las actuaciones inspectoras, a los procedimientos de ges­
tión tributaria, defendida por FALCÓN vTELIA2º5

, aunque el mencionado 
autor206 haya defendido recientemente la generalización de dicho 
efecto para todo supuesto de incumplimiento del plazo inicialmente 
previsto para la terminación de un procedimiento, basándose en esta 
ocasión en la norma contenida en el artículo 29.3 de la Ley 1/1998, 
de Derechos y Garantías de los Contribuyentes. A tenor del mencio­
nado precepto. 

204. 

205. 

206. 

SOLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 10: «La razón que, a nuestro juicio, impide generali­
zar el efecto no interruptivo de la prescripción a las actuaciones de comproba­
ción y liquidación de los órganos gestores cuando se produzca el incumpli­
miento del plazo previsto en el artículo 23.1 º de la LDGC, reside en que la posi­
bilidad de utilizar la analogía ha perdido virtualidad tras la aprobación de esta 
Ley; no se puede concluir que el legislador "habría pensado" aplicar la misma 
solución a procedimientos distintos, pues aún suponiendo que entre ambos su­
puestos exista identidad de razón, la previsión sobre el efecto no interruptivo re­
gulada de modo expreso en el artículo 29.3º en relación con el procedimiento 
inspector y la ausencia de previsión al respecto en el artículo 23 de la misma Ley, 
llevan más bien a deducir que el legislador "pensó" y limitó deliberadamente di­
cho efecto al procedimiento de inspección». 
Esta posición ha sido sin embargo defendida aun por este autor en algún traba­
jo posterior a la promulgación de la Ley de Derechos y Garantías del Contribu­
yente. FALCÓN v TELLA, Ramón: ,,Aspectos positivos y negativos de la Ley de Dere­
'chos y Garantías del Contribuyente (I): especial referencia a la suspensión de las 
sanciones y al plazo máximo de duración de los procedimientos», en Quincena 
Fiscal núm. 6, marzo 1998, pg. 8: «Dicho en otros términos, a partir de ahora 
existe ya un término claro de referencia (seis meses) para apreciar objetivamen­
te cuándo existe un retraso injustificado del acreedor, no sólo en la duración del 
procedimiento, sino también en relación con la decisión misma de iniciar dicho 
procedimiento, dada la evidente vocación de generalidad que inspira el art. 23.1 
de la Ley de derechos y garantías; y dicho retraso del acreedor debe provocar, al 
menos en principio, la pérdida de virtualidad interruptiva de la prescripción en 
relación con las actuaciones administrativas anteriores, así como la exclusión de 
intereses». 
FALcóN v TELLA, Ramón: «Prescripción de tributos y sanciones», ob. cit., pg. 197: 
«El Reglamento General de Inspección (art. 41.3) extrae una consecuencia de 
ello, al disponer expresamente que si las actuaciones inspectoras se paralizan du­
rante más de seis meses sin causa justificada, pierden su eficacia interruptiva de 
la prescripción; esta norma se recoge en la reciente Ley 1/1998, que además pri­
va a los procedimientos de inspección que se prolonguen más allá del año ( o de 
dos años, en circunstancias de especial complejidad), y con el mismo funda­
mento cabe privar de eficacia interruptiva a todo procedimiento cuya duración 
sobrepase el plazo máximo establecido, que por regla general es de seis meses». 
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La interrupción injustificada durante seis meses de las actuaciones 
inspectoras, producida por causas no imputables al obligado tributario, 
o el incumplimiento del plazo al que se refiere el apartado 1, determinará que 
no se considere interrumpida la prescripción como consecuencia de ta­
les actuaciones, 

Precisamente, según FENELLós PurGCERVER2º7
, la primera novedad 

que produce este precepto es la de atribuir al incumplimiento del pla­
zo máximo de duración las mismas consecuencias que al de la -hasta 
la fecha- llamada interrupción injustificada de las actuaciones inspec­
toras; esto es, la no interrupción de la prescripción de las acciones ad­
ministrativas. Extremo éste que es utilizado por FALCÓN y TELIA2º8 para 
proponer que «con el mismo fundamento cabe privar de eficacia in­
terruptiva a todo procedimiento cuya duración sobrepase el plazo má­
ximo establecido, que por regla general es de seis meses». 

Los plazos relativos a dichos procedimientos pasan a encontrar su 
regulación en el artículo 23 de la misma, a cuyo tenor: 

Artículo 23. Plazos.-1. El plazo máximo de resolución de los pro­
cedimientos de gestión tributaria será de seis meses, salvo que la norma­
tiva aplicable ftje un plazo distinto. Las dilaciones en el procedimiento 
por causa no imputable a la propia Administración interrumpirán el 
cómputo del plazo para resolverlo. 

2. Si venciere el plazo de resolución de los procedimientos inicia­
dos a instancia de parte, sin que el órgano competente la hubiera dicta­
do expresamente, se producirán los efectos que establezca su normativa 
específica. A estos efectos, todo procedimiento de gestión tributaria de­
berá tener expresamente regulado el régimen de actos presuntos que le 
corresponda. 

3. Queda excluido de las previsiones anteriores el procedimiento 
de apremio, cuyas actuaciones podrán extenderse hasta el plazo de pres­
cripción de la acción de cobro. 

De la lectura del precepto transcrito dos son al menos las conse­
cuencias que a nuestro juicio deben extraerse. En primer lugar, resul­
ta evidente que, con la expresa excepción del procedimiento de apre­
mio209, «a partir de lo dispuesto en esta Ley, deja de haber procedí-

207. 

208. 
209. 
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FENELLÓS PUIGCERVER, Vicente: El Estatuto del Contribuyente (Comentarios a la Ley 
1/1998, de 26 de febrero, de derechos y garantías de los contribuyentes), ob. cit., pg. 356. 
FALcóN vTELLA, Ramón: «Prescripción de tributos y sanciones», oh. cit., pg. 197. 
En relación con la exclusión del procedimiento de apremio se ha pronunciado 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan-

II. La caducidad por inactividad de l,a Administración tributaria 

mientas de gestión tributaria no sometidos a un plazo máximo de du­
ración»210, sea éste el previsto expresamente en su normativa aplicable 
o el de seis meses que subsidiariamente establece el precepto. En se­
gundo lugar, «debe considerarse -siguiendo a SoLER RocH211- que, co­
mo mínimo, el incumplimiento del plazo conlleva dos consecuencias 
jurídicas: la primera y más importante que no se produce la caducidad 
del procedimiento212; la segunda, que procede la reclamación en que­
ja por parte de los interesados». 

B. LA DISCUSIÓN SOBRE IA APLICABILIDAD DE IA CADUCIDAD CONTEMPLADA EN IA 

LEY 30/1992, DE 26 DE NOVIEMBRE, DE RÉGIMEN JURÍDICO DE IAS ADMINIS­
TRACIONES PúBLICAS Y DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN A LOS 
PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS 

Pese a que la reciente reforma de la Ley de Régimen Jurídico de 
las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Co­
mún, acometida por la Ley 4/1999, de 13 de enero, ha incidido espe­
cialmente, no sólo en la regulación de la cadu,cidad por inactividad de 
la Administración, a la que hemos tenido ocasión de referirnos en la 
primera parte de nuestro trabajo, sino también, a la posible aplicación 
subsidi<1;ria de este instituto a los procedimientos tributarios, creemos 
que en nada se ha mermado la importancia y el interés de las aporta­
ciones doctrinales que se hicieron en relación con la normativa hoy 
derogada. 

210. 

211. 

212. 

tías del Contribuyente, pg. 3: «Cuestión distinta es plantearse por qué, precisa­
mente el procedimiento de apremio, ha quedado excluido de la garantía que, 
para los particulares que se relacionan con la Administración tributaria, supone 
el establecimiento de plazos máximos de duración de los procedimientos; si el 
plazo general de seis meses se consideraba insuficiente (y sin duda lo es) en re­
lación con las actuaciones propias de este procedimiento, se podía haber pre­
visto un plazo mayor, como se ha hecho en el caso del procedimiento de ins­
pección». 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 2. 
SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 6. 
En igual sentido ha tenido ocasión de pronunciarse FENELLós PrnccERVER, Vicente: 
«La duración de las actuaciones inspectoras. El nuevo artículo 29 de la Ley 
1/1998. Una concesión a los intereses particulares», Tribuna Fiscal, núm. 96, oc­
tubre, 1998, pg. 77: «Creemos que el artículo 29.2 es lo suficientemente claro en 
su tenor y destierra la posibilidad de tener por caducado el procedimiento ins­
pector, bien porque se paraliza más de seis meses, bien porque no finalice en «l 
plazo de un año». 
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Por ell_o, y ~~n prejuicio de que, como corresponde, analicemos 
cual es la situac10n planteada tras la reforma aludida, creemos nece­
sario hacer referencia al debate generado por la anterior normativa 
ª?,tes de _exp_oner cual es nuestra posición acerca de la posible aplica­
cion del mstituto perentorio a las actuaciones inspectoras. 

a) Def~1;sores ~e ~a ~plicación_ de la caducidad en derecho tributario por apli­
caczon subszdzana del antiguo artículo 43.4 de la Ley 30/1992 

. Ante la imposibi~idad d~ predicar la vigencia de la figura de la cadu­
cidad en el ordenamiento tnbutario por aplicación del artículo 31.4 del 
Reglamento General de la Inspección de los Tributos un sector de la doc­
~na ha pretendido basar ésta en la aplicación subsidiaria del antiguo ar­
ticulo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi­
cas y de~ Procedimiento Administrativo Común, precepto que tuvimos 
oportumdad de analizar en el capítulo anterior de este trabaja213. 

. De este planteamie~to participa, entre otros, GóMEZ PuENrn214
, 

qmen tras haber mantemdo, como hemos tenido ocasión de referir la 
nulidad absoluta del artículo 31.4 del RGIT, por entender que el ~is­
n_io regulaba~~ figura de _la caducidad, concluye que, «en consecuen­
cia'. la peren_c10n o. c~du~idad del procedimiento de inspección tribu­
tana (paralizado lllJUstificadamente por causa administrativa) no 
c~e~,ta ~on un.a re~ulación especial, por lo que deberemos remitirnos 
( ex disp. adic. 5- LRJ-PAC) a las reglas generales de la institución 
(art. 43.4 L_RJ-PAC). Por lo que se refiere a los procedimientos inicia­
dos de .º~cio, la LRJ-PAC contempla únicamente la perención de los 
procedimie1_1tos de gravame?, esto es, los que por su naturaleza "no 
son susceptibles de producir actos favorables para los ciudadanos" 
(art. 43.4). Entre ellos -según el autor citado- debe incluirse, como se 
comprende, el de inspección tributaria». 

213. 

214. 

215. 
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«Según lo dicho, pues -en opinión de GóMEZ PuENrn215
- para que 

Sobrt; las posib!lidades ~e aplicación de la Ley 30/1992 a los procedimientos tri­
butarios ha temdo ocas10n de pronunciarse MARTÍN QuERALT,Juan: «La aplicación 
de la Ley_ 30(1992,. de 26 de noviembre, en los procedimientos administrativos 
e~ matena tnbutana», Tribuna Fiscal, núm. 32,junio, 1993, pgs. 37 y ss. 
GoMEZ PUENTE, M~r~os: «_¿_Caducan los expedientes tributarios de inspección por 
caus~ de la Admm1strac10n? (Sobre la perención y la prescripción tributarias)» 
ob. cit., pg. 3. ' 
GóMEZ PUENTE, M~r~os: «_¿~aducan los expedientes tributarios de inspección por 
caus~ de la Admm1strac10n? (Sobre la perención y la prescripción tributarias)» 
~~.~~ ' 

II La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

perima el procedimiento de inspección es preciso que su paralización 
no sea imputable al interesado y que haya vencido el plazo máximo 
para su resolución sin que se haya notificado la liquidación ( o el acta 
de comprobado y conforme)». 

Aunque desde una posición sensiblemente diferente, que dada su 
originalidad procederemos a exponer, DE MIGUEL CANUTO también se 
muestra proclive a aplicar con carácter subsidiario el artículo 43.4 de 
la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro­
cedimiento Administrativo Común. Para el mencionado autor216 no 
existe en nuestro ordenamiento tributario obstáculo alguno para la 
aplicación de la caducidad desde el momento en que «el artículo 
105.2 de la LGT ha quedado derogado, con la entrada en vigor de la 
Ley 30/1992, en virtud de la disposición derogatoria 1 de esta Ley»

217
• 

Derogada, a juicio de este autor, la normativa relativa a la posibi­
lidad de aplicar la caducidad en el ordenamiento tributario es lógico 
que la misma se entienda regulada por la norma contenida en el artí­
culo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Pú­
blicas y del Procedimiento Administrativo Común que, como tuvimos 
ocasión de señalar, exige para la aplicación de la figura a un procedi­
miento concreto, que del mismo no puedan derivarse actos favorables 
para el administrado. Resulta obviamente necesario en este punto ex­
poner cual es el concepto de acto favorable utilizado por DE MIGUEL CA­
NUTa218, a cuyo juicio, en la actualidad, «la noción doctrinal de acto fa­
vorable se corresponde con la positiva "acto declarativo de derecho", 
y la expresión doctrinal "acto de gravamen" se corresponde actual­
mente con la positiva "actos de gravamen y actos no declarativos de de-
rechos"». 

Ahora bien -y ésta es, sin duda, una de las principales peculiari­
dades del pensamiento de este autor- la cualidad de productor de actos 
favorables no debe, a su juicio, analizarse en abstracto para cada tipo 

216. 

217. 

218. 

DE MIGUEL CANUTO, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupción injustificada de actuaciones inspectoras», en Tribuna Fiscal, núm. 93, 
julio, 1998, pg. 59. 
Esta afirmación, como tendremos ocasión de exponer posteriorinente, puede 
resultar discutible, máxime cuando la misma no toma en consideración la exis­
tencia, en la misma Ley 30/1992, de una disposición adicional (la quinta) que 
reconoce la especialidad que reviste la normativa tributaria en materia procedi­
mental, debiendo, a sus resultas, considerarse dicha normativa especializada sub-
sistente y no derogada. 
DE MIGUEL CANUTO, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in-
terrupción injustificada de actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 54. 
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de procedimiento sino que, por el contrario, «la cuestión de la cad~­
cidad del, procedimient? recogid~ en el artículo 43.4 de la Ley 
30/1992 ~olo se planteara en la realidad cuando el procedimiento ha­
ya conclmdo con un acto desfavorable al interesado. 

Si _la ~~ministrac,ión ha impuesto una sanción -supuesto ejemplar 
de aphc~c10n ~el ~rtlc.1:lo 43.4 para toda la doctrina- o la inspección 
ha practic~do_ hqmd~c10n con resultado a ingresar, es cuando el parti­
cular suscitara la posible caducidad del procedimiento en el recurso 
administrativo o judicial»219, ' 

. Sería la consideración como desfavorable, por parte del sujeto pa-· 
siv?, del concreto. ~es':ltado ?el procedimiento que con él se ha se­
gmdo, 1~ que hab~l!ta~i~, se?un este autor, la aplicación de la caduci­
dad :p~r mterrupc10n lllJUstlficada del procedimiento no imputable al 
admmistrado, qu; regul~ el artículo 43.4 de la Ley 30/1992, quedan­
do claro q:1e. segun esta mterpretación sería indiferente que del tipo 
de p~ocedimiento en que la caducidad se aplicara pudieran derivarse 
o~as_10nalmente, y en un análisis general, efectos favorables para el ad­
mmistrado. 

Resuelta !av~~ablemente por DE MIGUEL CANurn la cuestión refe­
r;nte a la aphcac10n de la caducidad, la aplicación subsidiaria del ar­
tlcul<;> 43.4 de la LRJ-PAC le suscita, dada su ambigüedad, y como se­
gundo orden de problemas, el relativo al momento en que debe en­
tenderse caducado el procedimiento. Así, pese a que de una primera 
lectura ~e! pr~cepto co~entado pudiera desprenderse que vencido e'} 
plazo ongman~mente fijado para la resolución, sería el transcurso del 
plazo d: l?s tren~~ dí~s señalados el que conllevaría la caducidad del 
pr~

2
~edimie_nto i:q_¡ustificadamente interrumpido~2º, el autor cita­

do llega sm embargo «a la conclusión de que estos procedimientos 

219. 

220. 

' 221. 
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DE Mmi:~L q~un~, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupc10n mJustificad~ de actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 55. 
Recordemos que el articulo citado dispone: 
Art._43. Actos pre_suntos.-( ... ) «4. Cuando se trate de procedimientos iniciados de 
ofic:10 no susceptibles de pr5>ducir ~ctos favorables para los ciudadanos, se enten­
deran caducados 7 se procedera_ a~ archivo de las actuaciones, a solicitud de cualquier in- . 
teresa~o o d~ oficio por el p~op_zo organo competente para dictar la resolución, en el plazo 
de treinta dzas desde el ~en.cimiento del Pf;azo en que deúió ser dictada, excepto en los ca­
sos en que el proced1m1ento se hubiera paralizado por causa imputable al inte­
rt,:sa~o, en los que se interrumpirá el cómputo del plazo para resolver el proce­
d1m1ento». 
DE MIGi:~L q~UT<;>, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupc10n mJustificada de actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 56. 

II La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

se entienden caducados cuando venza el plazo en que debió dictarse 
la resolución. Y que el plazo de treinta días lo es para proceder al ar­
chivo de las actuaciones -y declarar la caducidad- a solicitud del inte­
resado o de oficio por el órgano competente para resolver». Señala, 
además, DE MIGUEL CANuTa222 como, «recordando la distinción entre 
término y plazo, "entendiéndose por término el lapso de tiempo den­
tro de cuyo último día habrá de realizarse un trámite y por plazo el 
plazo dentro del cual podrá realizarse un trámite"223, leemos que los 
treinta días son un plazo, lo que significa que desde el primer día ya 
podría ser declarada la caducidad, de lo que se deduce que no es un 
requisito para el archivo de las actuaciones que hayan transcurrido 
esos treinta días». Esta rigurosa interpretación de la literalidad del 
precepto resulta, a nuestro juicio, cuestionable, máxime si tenemos 
presente, como repetidamente ha denunciado la doctrina, la impro­
piedad y ambivalencia con la que el legislador utiliza los conceptos de 
tén:nino y plazo, lo que sin duda debe llevarnos, una vez más, a recla­
mar, en aras de la seguridad jurídica, el uso apropiado de tales con­
ceptos en la labor normativa. 

No obstante, y en defensa de su postura, DE MIGUEL CANuTa224 ar­
gumenta que «si se interpreta que el término de caducidad es de 
treinta días después del vencimiento del plazo para resolver, entonces 
la Administración podría resolver todavía durante esos treinta días, 
con lo que quedaría desvirtuada la exigencia de un plazo para resol­
ver». Como es obvio esta posición requiere, para la aplicación de la 
caducidad la existencia de plazos de resolución de los distintos pro­
cedimientos tributarios, exigencia ya señalada en relación con los 
procedimientos administrativos en general por GARCÍA DE ENTERR½ y 
FERNÁNDEZ225 y que para estos autores tiene como única solución, cuan-

222. 

223. 

224. 

225. 

DE MIGUEL' CANUTO, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupción injustificada de actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 57. 
AruAs VELAsco,J. y S. SARTORIO ALBALAT: Procedimientos tributarios, 6ª edición, Marcial 
Pons. Madrid, 1996, pg. 96. 
DE MIGUEL CANUTO, Enrique: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupción injustificada de actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 56. 
GARCÍA DE ENTERRÍA, Eduardo y Tomás-Ramón FERNÁNDEZ: Curso de Derecho Adminis­
trativo JI, ob. cit., pg. 498: «Otro¡roblema serio en lo que respecta al funciona­
miento de esta regla del art. 43, y es el siguiente: la falta de determinación le­
gal del plazo para resolver los procedimientos incoados de oficio. En efecto, el 
plazo máximo de tres meses al que se refiere el art. 42.2 es aplicable sólo, en de­
fecto del que puedan i,stablecer las normas de procedimiento es1;eciales, a la re­
solución de "las solicitudes que se formulen por los interesados . No hay, pues, 
en la LRJ-PAC determinación de plazo alguno para resolver los procedimientos 
incoados de oficio, ni siquiera con el carácter de supletoria, por lo que las nor-
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do la normativa específica no hubiera señalado plazo, fa aplicación 
analógica del plazo de tres meses que para los procedimientos inicia­
dos de oficio prevé como plazo supletorio el artículo 42.2 de la LRJ­
PAC. Esta última solución, que de acuerdo con GóMEZ PuENTE226 es en 
la actualidad doctrina generalizada, es rechazada por DE MIGUEL CA­
NUTa227, al entender que «el plazo máximo de resolución de tres me­
ses es la regla supletoria de los procedimientos iniciados a solicitud 
del int~resado. Por lo que no puede ser aplicado a los procedimien­
tos iniciados de oficio que no sean susceptibles de producir actos fa­
vorables»228. 

En base a· lo hasta aquí expuesto, podemos concluir que la posi­
ción del autor en relación con el cómputo del plazo de caducidad se 
asienta sobre las siguientes bases: 1) La caducidad se produce cuando 
no se produce una resolución expresa dentro del plazo originaria­
mente habilitado ( el plazo de treinta días señalado por el artículo 43.4 
de la LRJ-PAC debe entenderse concedido a los solos efectos del ar­
chivo de las actuaciones y de la declaración formal de la caducidad 
previamente producida); y 2) El plazo de resolución del procedi­
miento 19 debe establecer la propia normativa, sin que por a:p.alogía 
pueda aplicarse en defecto de aquel el plazo de tres meses arbitrado 
subsidiariamente para los procedimientos iniciados a instancia de par-

. te. 

Antes de analizar las p·osiciones contrarias. a la aplicación subsi­
djaria del artículo 43.4 de la Ley 30/1992, defendida como hemos ex­
puesto por DE MIGUEL CANUTO, no queremos dejar pasar la ocasión de 
comentar.las conclusiones a las que, sobre la aplicación de plazos de 
caducidad, dicho autor ha llegado, lo que al mismo tiempo nos debe 
permitir avanzar nuestra posición sobre esta cuestión. 

226. 
227. 

228. 
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mas que regulen cada uno de ellos. habrán de precisar en cada caso cuál es el pla­
zo máximo para resolverlos, ya que, de otro modo, la regla establecida en el ar­

. tículo 43.4 resultaría inaplicable {a menos q_ue,se utilizara por analogía el plazo 
máximo de tres meses establecido en el artículo 42.2 para los procedimientos in­
coados a solicitud de los interesados, que, en caso de silencio de la norma espe-
cial, sería 1~ única solución)». . 
GóM.EZ PuENTE, Marcos: La inactividad de la Administración, ob. cit., pg. 545. 
DE MIGUEL CANurn, Enriq4e: «La caducidad del procedimiento inspector y la in­
terrupción injustificada de actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 58. 
El problema en la actualidad estaría resuelto en la medida en que el vigente ar­
tículo 42 de la Ley 30/1992, establece, como hemos tenido ocasión de exponer 
en la primera parte de nuestro trabajo, un plazo máximo para los procedimien­
tos imciados de oficio. 

JI. La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

A nuestro juicio, después del estudio de la figura de la caducidad 
realizado en la primera parte de este trabajo, la pretensión de consi­
derar que el mero vencimiento del plazo originariamente previsto pa­
ra la resolución del procedimiento tenga por efecto la caducidad de 
este último que, por otra parte, parece haber triunfado, de acuerdo 
con la nueva redacción del artículo 44 de la Ley 30/1992, resulta 
injusta e injustificadamente discriminatoria en perjuicio de la Admi­
nistración. 

Resulta injusta desde el momento en que supone situar a la Ad­
ministración en una posición de desventaja al obligarla a soportar los 
efectos de una caducidad sorpresiva a la que no quedan expuestos los 
particulares, puesto que en los procedimientos iniciados a instancia 
de parte es obligatoria la denuncia de la mora para que la caducidad 
pueda llegar a producirse. En aras a preservar la equidad en las r~la­
ciones entre Administración y administrado, parecía conveniente, pe­
se al silencio del artículo 43.4 de la LRJ-PAC, reconocer la necesidad 
de intimación de la Administración como requisito previo a la caduci­
dad del procedimiento, medida hoy imposible a tenor del artículo 44 
de ese mismo texto legal. 

Es ésta además, a nuestro juicio, una propuesta injustificada, en la 
medida en que el hecho de que la caducidad sea consecuencia del 
transcurso de un plazo de treinta días, no ya desde que finalizó el pla­
zo originario para resolver, sino desde que se intimó a la Administra­
ción transcurrido dicho plazo inicial para que resolviera, no desvir­
tuaba en absoluto la efectividad del plazo inicialmente concedido pa­
ra la resolución, en contra de lo argumentado por DE MIGUEL CANuTo, 
puesto que el transcurso de dicho plazo inicial tenía, en todo caso co­
mo consecuencia la posibilidad de exigir las responsabilidades admi­
nistrativas a que hubiera lugar229. 

La situación correcta que debía derivarse de una hipotética 
aplicación de la caducidad prevista en el artículo 43.4 de la Ley 
30/1992 era, a nuestro juicio, la siguiente: transcurrido el plazo de 
resolución inicialmente habilitado se abría al adrp.inistrado la posi­
bilidad de exigir la responsabilidad administrativa que correspon­
di~ra, así como la de instar a la Administración a que resolviera el 
procedimiento, denunciando la mora en la que se había incurrido. 

229. Responsabilidades, por otra parte, a las que hace referencia el art. 105 de la Ley 
General Tributaria. . 
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Si tra~ habe_r sido i?-timada la Administración, transcurría· el plazo 
de tremta ~ia~ previsto en el artículo 43.4, se producía la caducidad 
del .proce~imiento, c~n la consiguiente extinción del mismo y la 
subsistenc~a de las acc10nes y derechos no prescritos, pudiendo di­
cha caduc~dad ser alegada por el administrado interesado o aplica­
da de ofic10. 

b) Posiciones d~ct~nal.es ~ontra~as a la posibl.e aplicación •de la caducidad 
e~ los procedzmzentos tnbutr;,r:os por af l~cación subsidiaria del antiguo ar­
ticulo 4 3. 4 de la Ley de Régimen Jundzco de las Administraciones Públi­
cas y del Procedimiento Administrativo Común 

~l análisis de _ las posicion~~ doctrinales que propugnaban la vi­
gencia ~e 1~ ~adun~a~ e?- relacion con los procedimientos tributarios, 
por aphcac10n subsidiaria de la norma contenida en el artículo 43.4 
d_e la Ley 30/1992 pone de manifiesto que dos son, en realidad, los 
eJes s_o~xe los que se _asenta~a dicha convicción: 1) que se dieran las 
c?_ndic10nes 9ue hacian posible el mecanismo jurídico de la aplica­
non s_upletoria de la ~orma administrativa (inexistencia de regulación 
especifica_ d~ la mat~ria y ~usencia de prohibición al respecto); 2) que 
el procedimiento tributario al que pretendía aplicarse formara parte 
del supuesto ~e _hech~ c¡.~e regulaba dicha norma, es decir, que se tra­
tara de procedzmzentos znzczados de oficio no susceptibl.es de producir actos fa­
vorables para los ciudadanos. 

Com?. es lógic?, los dos ejes antes enunciados han sido el blanco 
de las ~ri ticas ver~ida~, por los partidarios de posiciones doctrinales 
contrarias a la aphcac10n subsidiaria, cuando menos generalizada del 
precepto que nos ocupa, y que analizaremos a continuación alterando 
el ord~n. de la expo~ición, para dar cumplida cabida al mayor número 
de posic10nes doctrinales que la cuestión ha suscitado. 

a'.) Susceptibilidad de producción de actos Javorabl.es para los ciudada­
nos 

. , Supo_ni_en?o, en es~e apartado de nuestro trabajo, que la aplica-
c10n subsidiaria del antiguo artículo 43.4 de la Ley 30/1992 al _ 

d . · 'b . . . . . os pro 
c~ imient~ tri utarios ~uera imcrnlmente posible, cuestión que debe-
ra se~ analizada posteriormente, la vigencia de la caducidad que el 
m~nc10nado_ precepto regula en_ relación con un concreto procedi­
miento reqmere, como hemos senalado, que el mismo, iniciándose de 
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oficio, no sea susceptible de producir actos favorables para los ciuda­
danos. 

La iniciación de oficio de los distintos procedimientos no suele 
ser objeto de polémica, admitiéndose generalmente, por ejemplo, 
que la misma concurre en el procedimiento de inspección, origen del 
debate doctrinal y jurisprudencial23º que estamos exponiendo. No fal­
ta, sin embargo, algún autor que niegue dicha característica cuando el 
tributo por el que se ha iniciado el procedimiento de inspección re­
quiere la práctica de declaración tributaria por parte del sujeto pasi­
vo. Esta posición, defendida en España por MENÉNDEi HERNÁNDEZ231

, lle­
va al autor al absurdo de concluir que «lo lógico será en estos casos 
aplicar la caducidad versus contribuyente que ya postulaba la Ley de 
Procedimiento Administrativo de 17 de julio de 1958. La Administra­
ción se dirige al particular y le intima a prestar la colaboración nece­
saria para que el expediente pueda resolverse. Y si deja pasar estéril­
mente tres meses sin ninguna actividad por su parte, se declarará la ca­
ducidad del procedimiento y el archivo de las actuaciones»232

• A falta 
de mayores explicaciones, no creemos, en e,fecto, que resulte muy ló­
gico que la inactividad del contribuyente en un procedimiento de ins­
pección pueda «sancionarse» con la caducidad del mismo. 

· Reconociendo pues el hecho de que el procedimiento inspector 
es un procedimiento iniciado siempre de oficio, resulta evidente, 
avanzando en nuestro análisis, que el único impedimento posible a la 
aplicación al mencionado procedimiento de la caducidad que regula­
ba el artículo 43.4 de la Ley 30/1992 era el de su hipotética suscepti­
bilidad de producción de actos favorables para el ciudadano. 

230. Eh el debate judicial al que nos referimos debe tenerse presente que la Audien­
cia Nacional en el fundamento de derecho séptimo de su Sentencia de 25 de fe­
brero de 1997 (JT 1997, 66), manifiesta expresamente su convicción sobre la in­
clusión de las actuaciones de la Inspección en el supuesto de los «procedimien-. 
tos iniciados de oficio no susceptibles de producir efectos favorables para los ciu­
dadanos». 

231. MENÉNDEZ HERNÁNDEz,José: «La pretendida caducidad tributaria y la imposible ju­
risprudencia», ob. cit., pg. 305: «La dificultad para entronizar esta normativa en 
el supuesto de los 200.000 millones defraudados la plantea el arranque de este 
mismo precepto: ha de tratarse de procedimientos iniciados de oficio. Pero las 
liquidaciones de los impuestos afectados por el gigantesco fraude no comienzan 
por iniciativa del Fisco, sino que arrancan de las autoliquidaciones presentadas 
por los mismos contribuyentes. Es decir, que se gestan a instancia de parte». 

232. MENÉNDEZ HERNÁNDEZ, José: «La pretendida caducidad tributaria y la imposible ju­
risprudencia», ob. cit., pg. 306. 
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En el análisis de esta cuestión entendemos, en contra de la posi­
ción de DE MIGUEL CANuTo233

, anteriormente expuesta, y siguiendo a DE 
LA NUEZ SÁNCHEZ-CASCADo, ÁPARicro SALoM y ÜGEA MARTíNEz-ÜRozco234

, que 
«esta última regla necesariamente tiene que referirse a una categoría 
de procedimientos, puesto que establece como principio que la cadu­
cidad se produce en aquellos procedimientos que, además de iniciarse 
de oficio, no son susceptibles de producir actos favorables. ( ... ) En es­
te mismo sentido, entender que la regla analizada no se refiere a cate­
gorías de procedimientos, sino a aquéllos en que concretamente con­
curran dichas circunstancias, exigiría que se calificara apriorísticamen­
~e e_l ~esultado que se debe ob_tener del mismo. De esta forma, si es per­
Jud1c1al o neutro, se declarara la caducidad en el caso de incumplirse 
los plazos, y, en caso de que el resultado fuera positivo, se resolverá». 

El apriorismo señalado radica en que dado que la caducidad está 
llamada a producirse antes de que el procedimiento haya sido resuel­
to, y ~recisamente por no habers~ producido la resolución en el pla­
zo ~st1pulado, n~ pu:de saberse s1 el resultado del mencionado pro­
ced1m1ento, que Jamas se producirá por haber caducado éste, hubiera 
sido o no favorable para el interesado. Ello resulta por otra parte tan­
to más evidente cuanto tenemos en cuenta que en relación a la cate­
goría.ª 1~ ~ue pertenecería el concreto procedimiento pudiera darse, 
en pnnc1p10, y en ausencia de otras restricciones, un resultado tanto 
favorable como desfavorable a los intereses del administrado. 

. Ello nos llev~,,por tanto, a concluir que el juicio sobre la susceptibi­
lidad de producc10n de efectos favorables debe versar sobre las distintas 
categorías de procedimientos a los que pretenda aplicarse la caducidad 
p0r·inactividad de la Administración y no se trata, en consecuencia, en 
ningún caso, de un juicio subjetivo a realizar por el particular en relación 
con el concreto procedimiento que con el se haya seguido. 

Desde esta perspectiva, no puede olvidarse, como bien señalan DE 
LA NuEz SÁNCHEZ-~sCADo, ÁPARicro SALoM y ÜGEA MARTíNEZ-ÜRozca235

, «que 
este precepto estaba pensado pata procedimientos iniciados de oficio 
no susceptibles de producir actos favorables para los interesados, co-

233. 

'234. 

235. 

120 

DE MIG~~L (!~UT<?, Enrique: «La c:lducidad del procedimiento inspector y la in­
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ino típicamente son los procedimientos sancionadores, categoría a la 
que no pertenece el procedimiento d~ inspección, aunque así pu:da 
percibirse subjetivamente por el contribuyente, puesto que no olVIde­

·mos que puede concluir con un acta de "comprobado y conforme" o, 
incluso, con un reconocimiento de derecho a su favor». 

En efecto de acuerdo con l. PÉREZ Rova236
, aún reconociendo que ' , . 

«la fórmula empleada por la Ley es lo suficientemente genenca como 
para incluir también procedimientos no sancionadores -como, po_r 
ejemplo, el procedimiento de apremio para el c_obro de las deuda tri­
butarias en vía ejecutiva-», no creemos que la mISma pu~da aba~':ar al 
procedimiento inspector237. Y ello porque «cuando una m~pecc10n se 
inicia no hay por qué prejuzgar cuál va a ser su resultado m desde lue-

'b 2ss E 'l . go éste tiene que ser no favorable para el contn uyente» . ste 1:1 ti-
mo procedimiento, «como es sabido, puede perfectamente finalizar 
dando lugar a la apertura de oficio de un procedimiento de dev<:>lu­
ción de ingresos indebidos si de la regularización_ propue~ta po_r 1~ m~­
pección resultara una cantidad,ª d~volver al suJet~ pasivo,. h1potes1s 
que no hay que calificar de excentnca239 y que en Ciertos tributos -el 
IVA fundamentalmente- puede ser hasta frecuente»

240
• 

236. 

237. 

238. 
239. 

240. 

PÉREZ Rovo, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 

572. , e · 1 Partidaria de esta posición se muestra SoLER RocH, Mana Teresa: omentano a 
artículo 23 de la Ley de Der~ch?_s y Garantías ~el C~ntribuyente, pg. 7, 
PÉREZ Rmo, Ignacio: «La prescnpc1on en, las ~ctuac1~n~s m~pec!oras», ob. c~t., pg. 572. 
No faltan autores que consideren ~xcent:1ca la h1potes1s se?~lada,J as1, ~esde ~u 
empírico conocimiento del func10nam1ento de la Adm1mstrac10n. tr!butana, 
ARiAs VELAsco, J. escribe: «La objeción consistiría en que el proced1m1ento de 
comprobación e investigación :e&ulad~ ~or el Reglam,ento General de ~nspec­
ción es, ciertamente un proced1mient<? m1ciado de ofiC10; pero es susceptible de 
producir efectos favorables para los cmdadanos, .Y~ 9ue pue~e des~mboc~r en 
una liquidación a devolver. Por supuesto, esta pos1b)h?ad h:~ra so~reir ~ qmei;e_s 
conozcan los hábitos asilvestrados de nuestra Admmistrac1on Tnbutana. !~on­
camente es posible. Se han dado casos, incluso, de que entre las numeros1S1mas 
actas en que suele documentarse un procedimiento, se extiend~n una o dos a 
devolver. Pero que el procedimiento, que es único, _aunque plundocument~do, 
arroje un resultado globalmente favor~ble al contribuyente, es algo que m los 
más ancianos del lugar recuerdan. Yo, sm temor a que me suba el colesterol, me 
comprometo a comerme, en sesión pública y solel;Ilne, presidida por el Ilmo. Sr. 
Delegado Especial ~e !~Agencia, tod<?s los e~~ed1er,ites en los que se hay~_dado 
aquella circunstancia, sm perdonar muna diligencia». AruAs VELA~c?, Jos~; «Ca­
ducidad del procedimient? y pr~scripció? del der~~ho. d_e la. Admimstrac10n pa­
ra determinar la deuda tr1butana en l:l mterrupc10? i?)ustific':da de las actua­
ciones inspectoras», Gabinete de Estud10s de la Aso~iac10n Espanola de Asesores 
Fiscales Informe 9/1998, febrero, 1998, entrega num. 2, pg. I-I-158. . · 
PÉREZ R¿YO, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», ob. cit., pg. 
583. 
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Frente a las anteriores tesis no faltan autores que como GARCÍA BE­

RRa241 propugnan que se primen en la interpretación del precepto ana­
lizado las consideraciones teleológicas. Así para este autor «cierto es 
que de entrada no puede descartarse que el procedimiento de liqui­
dación culmine en una resolución favorable para algún interesado -y 
en concreto para el propio obligado tributario-, aunque habrá de 
convenirse en que no se trata de la hipótesis más común. De ahí que 
frente a posibles lecturas literalistas tendentes a excluir por esta causa 
la aplicación del precepto al ámbito liquidador ha de oponerse una in­
terpretación del mismo coherente con su fundamento. Este, sin duda, 
reside en la fijación de una garantía en aras de la seguridad jurídica 
del ciudadano, lo que lleva necesariamente a entender que la Admi­
nistración no puede rehusar la declaración de caducidad escudándo­
se en la posibilidad de que el procedimiento produzca actos favorables 
para el obligado tributario, sobre todo no existiendo certeza de que la 
resolución será efectivamente favorable. Dicho lo cual debe concluir­
se que la mera posibilidad de que se produzcan efectos favorables -lo 
que no puede descartarse- no impide por sí sola la aplicación de la 
norma del artículo 43.4 de la LRJ-PAC». 

Por nuestra parte, reconociendo la necesidad de que el juicio so­
bre la susceptibilidad de producción de actos favorables debe reali­
zarse en relación con las categorías de procedimientos, dado el aprio­
rismo que encerraría el juicio sobre el procedimiento concreto, y que 
no cabe en dicho juicio entender incluido el procedimiento de ins­
pección entre aquéllos no susceptibles de producir actos favorables 
para el ciudadano, no podemos dejar pasar la ocasión de manifestar 
nuestro acuerdo con la finalidad de encomendar el juicio a los sujetos 
afectados perseguida por el razonamiento de DE MrcuEL CANurn. A 
nuestro juicio, sin embargo, la técnica apropiada para la consecución 
de este fin pasa, como tuvimos ocasión de exponer en el precedente 
capítulo, por una depuración del concepto de caducidad en el que se 
reconozca la dualidad de intereses, públicos y privados, defendidos 
por esta institución y se eliminen las presunciones sobre los intereses 
de los afectados. 

Como denunciamos anteriormente, la insusceptibilidad de pro­
ducción de actos favorables, encierra una presunción sobre los inte-

241. GARcíA BERRo, Florián: Los procedimientos trilmtarios y l,a Ley 30/1992 desde l,a nueva 
perspectiva de l,a Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contrilmyentes, ob. cit., pg. 
116. 
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reses de las personas con las que la Administración está siguiendo el 
procedimiento, según la cual, pudiendo derivarse en este último al­
gún efecto favorable para el particular, éste tendría interés en la con­
tinuación del procedimiento, por lo que no se prevé la aplicación al 
mismo del instituto perentorio. Por el contrario, no pudiendo deri­
varse del procedimiento actos favorables para el administrado, la nor­
ma presume que no existe por parte de éste riingún interés en que el 
procedimiento continúe, por lo que permite su extinción por caduci­
dad. 

Consideramos que una vez reconocida la función de defensa del 
principio de seguridad jurídica que desempeña la caducidad, la mis­
ma debe preverse siempre que exista el riesgo de agresión de dicho 
principio como consecuencia de la generación de una injustificada si­
tuación de pendencia. Ello no obsta para que, teniendo presente la 
dualidad de intereses que obtienen protección con la aplicación de la 
caducidad, y la posible concurrencia de otros intereses dignos de una 
mejor protección, se prevea la posibilidad de renuncia de la caduci­
dad ganada por los titulares de estos últimos intereses. Creemos en de­
finitiva que esta es la técnica a utilizar para acercar a los particulares 
el juicio sobre la susceptibilidad de producción de actos favorables a 
los mismos por un concreto procedimiento. 

b? Aplicabilidad subsidiaria del antiguo artículo 4 3. 4 de la Ley 
30/1992 

Descartada la posible configuración del procedimiento de ins­
pección como un procedimiento no susceptible de producir actos fa­
vorables para los ciudadanos, creemos que existe, como ya habíamos 
adelantado, una cuestión previa que puede asimismo determinar la 
inaplicación a este procedimiento de la caducidad del artículo 43.4. 
Esta cuestión consiste en la propia puesta en tela de juicio de la con­
currencia de los requisitos para la aplicación subsidiaria de la norma­
tiva administrativa. 

Teniendo presente que la aplicación subsidiaria pretendida exi­
ge, como ya adelantamos, la inexistencia de regulación específica 
de la materia y la ausencia de prohibición al respecto, debemos de­
cir que, en nuestra doctrina, sólo el primero de los requisitos ha ~i­
do cuestionado, utilizando para ello el apoyo de dos preceptos dis­
tintos. 
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Así, los autores que han defendido la regulación por el artículo 
31.4 del Reglamento General de la Inspección de los Tributos de una 
caducidad en materia tributaria, han debido, en coherencia, rechazar 
la aplicación subsidiaria de la norma administrativa ante la existencia 
de una regulación específica en la materia242 • Ello no obstante, no po­
demos olvidar que el mencionado precepto reglamentario, como he­
mos tenido ocasión de manifestar anteriormente, regula el fenómeno 
de la «no interrupción del cómputo del término de prescripción», 
que es una figura jurídicamente diversa de la caducidad, lo que debe 
llevarnos a negar al artículo 31.4 el carácter de normativa específica 
en la materia requerido para servir de argumento contra la aplicación 
subsidiaria pretendida. 

El segundo de los preceptos esgrimidos es el párrafo segundo del 
artículo 105 de la Ley General Tributaria, que dentro del Capítulo III 
dedicado al proced~miento de Gestión Tributaria, dispone en su apar­
tado segundo que: 

0

la inobservancia de plazos por la Administración no implicará la ca­
ducidad de la acción administrativa, pero autorizará a los sujetos pasivos pa­
ra reclamar en queja. 

Este precepto era invocado en relación con la previsión expresa 
contenida en el apartado primero de la antigua disposición adicional 
quinta de la Ley 30/1992, a cuyo tenor: 

Disposición adicional quinta: Procedimientos administrativos en 
materia tributaria.- l. Los procedimientos administrativos en materia tri-

242. Esta argumentación podemos encontrarla en FALCÓN YTELLA, Ramón: «Interrup­
ción de las actuaciones inspectoras y consumación de la prescripción: la conve­
~i,enci'.1 de g~neraliza: el plazo de,seis meses a todos los procedimientos de ges­
t10n tnbutana», oh. crt., pg. 7: «Tengase en cuenta, finalmente, que de no exis­
tir la norma reglamentaria que nos ocupa entraría en juego como derecho su­
pletorio el art. 43.4 de la Ley 30/1992, que considera caducados y ordena archi­
var los procedimie_ntos iniciados de oficio y no susceptibles de producir actos fa­
vorables para los ciudadanos en el plazo de treinta días desde el vencimiento del 
plazo para resolver, lo que supone un máximo de dos meses a partir de la finali­
zación del plazo para alegaciones; o bien el plazo general de tres meses previsto 
en el art. 42.2 de la Ley 30/1992 como duración máxima del procedimiento, cu­
ya aplicación podría apoyarse en el art. 92 de la citada Ley en relación con la 
doctrina sobre 1~ perención sentada por las SSTS 1 de junio y 22 de noviembre 
1988, al menos sr la mora se hubiera denunciado por el particular, como exige 
la última de las sentencias citadas. Siendo así, el Reglamento de Inspección, le­
jos de introducir una limitación no prevista legalmente, viene de hecho a alar­
gar. en ?~neficio de la Administración los plazos que, en otro caso, resultarían de 
aphcac10n». 
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butaria y, en particular, los procedimientos de gestión, liquidación, com­
probación, investigación y recaudación de los diferentes tributos se regi­
rán por su normativa específica y, subsidiariamente, por la disposiciones 
de ~sta Ley. 

De los preceptos transcritos se desprende, como señala I. PÉREZ 
Rova243

, que la cuestión de si resulta aplicable en los procedimientos 
tributarios la caducidad de los procedimientos iniciados de oficio por 
inactividad de la Administración tenía dos respuestas posibles: 

«Entender que el artículo 43.4 de la LRJ-PAC, que regula la cita­
da forma de caducidad, es un precepto del régimen jurídico de las ad­
ministraciones públicas, y no una norma procedimental, en cuyo caso 
sería directamente aplicable en el ámbito tributario según la doctrina 
esbozada por el TS. Esta postura equivaldría a considerar tácitamente 
derogado el artículo 105.2 de la LGT. 

. Entender que el artículo 43.4, pese a su inclusión en el Título IV 
de la Ley 30/1992 ("De la actividad de las Administraciones Públi­
cas"), es en realidad una norma de procedimiento y, como tal, no apli­
cable directamente, sino con carácter supletorio, a los procedimientos 
tributarios, conforme a lo previsto en la disposición adicional quinta 
de la propia LRJ-PAC. En este caso la caducidad prevista en el artícu­
lo 43.4 de la LRJ-PAC sólo sería aplicable a los procedimientos tribu­
tarios no concernidos por el artículo 105.2 de la LGT y, singularmen­
te, al procedimiento sancionador en materia tributaria». 

De acuerdo con el propio autor citado, y siguiendo a la profesora 
SornR Roctt244

, entendemos, en relación con el artículo 43.4 de la Ley 
30/1992, «que a pesar de su ubicación sistemática, este precepto por 
su contenido, referido a una forma de terminación del procedimien­
to es, en esencia, una norma sobre el procedimiento, siendo por tan­
to aplicable lo dispuesto en la disposición adicional 5ª de la propia Ley 
30/1992; es decir, que los procedimientos tributarios "se regirán por 
su normativa específica" y dicha normativa, en este caso, es precisa­
mente lo dispuesto en el artículo 105.2º de la LGT que decreta la no 
caducidad de dichos procedimientos». 

243. PÉREZ RoYo, Ignacio: «La prescripción en las actuaciones inspectoras», oh. cit., pg. 
576. 

244. SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 7. 
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c) Situación tras la reforma de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, por la Ley 
4/1999, de 13 de enero 

La Ley 4/1999, de 13 de enero, va a incidir de forma decisiva en 
el debate hasta aquí expuesto, y consecuentemente en las posibilida­
des de aplicación subsidiaria de la normativa administrativa en mate­
ria de procedimientos tributarios. 

En primer lugar, la caducidad por inactividad de la Administra­
ción, que regula la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, ve referido su 
ámbito de aplicación, no ya a los procedimientos «no susceptibles de pro­
ducir actos favorables para los ciudadanos», sino a aquellos «en que la Ad­
ministración ejercite potestades sancionadoras o, en general, de intervención, 
susceptibles de producir efectos desfavorables o de gravamen»245 • Con ello se 
evitan los problemas interpretativos que en relación con las actuacio­
nes inspectoras originaba la antigua redacción, dado que si las mismas 
no pueden ser consideradas como «no susceptibles de producir actos favo­
rables», no puede negarse sin embargo que suponen el ejercicio de 
una potestad de intervención «susceptible de producir efectos desfavorables 
o de gravamen». 

En segundo lugar, y como hemos tenido ocasión de referir ante­
riormente, la nueva regulación de la caducidad refuerza el carácter 
automático de ésta al vincular su generación al mero transcurso del 
plazo inicialmente concedido sin que se produzca la notificación del 
correspondiente acto administrativo. Se elimina con ello la posibili­
dad de realizar una interpretación correctiva de la norma en aras a 
exigir, en los supuestos en que la paralización es imputable a la Ad­
ministración, la misma intimación o denuncia de la mora que exige el 
artículo 92 de la Ley 30/1992 cuando la responsabilidad corresponde 
al particular. 

Ahora bien, siendo todo lo anterior digno de mención, creemos 
que la innovación fundamental que, en relación con el debate que 
nos ocupa, introduce la Ley 4/1999 estriba en la nueva redacción de 
la disposición adicional quinta de la Ley 30/1992, que respecto de los 
procedimientos administrativos en materia tributaria dispone: 

245. De acuerdo con lo previsto en el vigente art. 44 de la Ley 30/1992. 

126 

JI. La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

l. Los procedimientos tributarios y la aplicación de los tributos se 
regirán por la Ley General Tributaria, por la normativa sobre derechos 
y garantías de los contribuyentes, por las Leyes propias de los tributos y 
las demás dictadas en su desarrollo y aplicación. En defecto de norma 
aplicable, regirán supletoriamente las disposiciones de la presente Ley. 

En todo caso, en los procedimientos tributarios, los plazos.máximos 
para dictar resoluciones, los efectos de su incumplimiento, así como, en 
su caso, los efectos de la falta de resolución serán los previstos en la nor­
ma tributaria. 

2. La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria 
se ajustará a lo dispuesto en los artículos 153 a 171 de la Ley General Tri­
butaria y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma. 

Entendemos, en efecto, que la expresa mención a la necesidad de 
que los efectos del incumplimiento de los plazos se regulen por la nor­
mativa tributaria, impide, al menos en principio, una aplicación sub­
sidiaria de la regulación administrativa de la caducidad en los proce­
dimientos tributarios. Se zanjaría con ello el debate suscitado en el se­
no de nuestra doctrina, salvo que, la jurisprudencia, siguiendo con la 
línea apuntada por MARTÍN QuERALT246

, no interpretara la expresa ex­
clusión que recoge la norma, en términos de prohibición, facultando 
de este modo la aplicación de la norma administrativa por remisión 
expresa de la norma tributaria. 

c. NUESTRA POSICIÓN 

Si bien a lo largo de la anterior exposición hemos aprovechado 
las distintas ocasiones que se nos han presentado para pronunciarnos 
sobre puntos específicos del debate en torno a la aplicabilidad de la 
caducidad a las actuaciones inspectoras, entendemos que el presente 
estudio no podría considerarse acabado sin que manifestásemos cual 
debería ser, a nuestro juicio, la regulación de este instituto en el pro­
cedimiento inspector. Reconociendo, por lo tanto, que la actual nor­
mativa del procedimiento inspector no contempla la aplicación de la 
caducidad, ya que la misma no puede confundirse con la enervación 
del efecto interruptivo de la prescripción que regula el artículo 31.4 
del Reglamento General de la Inspección de los Tributos, ni permite 
tampoco la aplicación subsidiaria del instituto perentorio que regula 
el artículo 44 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 

246. MARTÍN QuERALT,Juan: «La aplicación de la Ley 30/1992, de 26 d~ noviembre, en 
los procedimientos administrativos en materia tributaria», ob. cit., pg. 38. 
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Públicas, por expresa exclusión de la aplicación subsidiaria de la nue­
va disposición adicional quinta, nuestro interés debe dirigirse a, de 
«lege ferenda», pronunciarnos sobre la conveniencia de su estableci­
miento. 

Para fundamentar nuestra posición creemos que un buen punto 
de partida es la toma en consideración de cual es el interés jurídico 
que la caducidad estaría llamada a proteger. En este punto, y dado que 
estamos analizando la posible caducidad del procedimiento inspector 
por inactividad de la Administración, resulta evidente que, amén del 
genérico interés de la colectividad por la preservación de la seguridad 
jurídica en el ordenamiento, el interés cuya tutela se busca es la aspi­
ración del sujeto inspeccionado a no verse injustificadamente expues­
to a la situación de sujeción que genera la pendencia del procedi­
miento. Como es lógico, no creemos que pueda mantenerse una pos­
tura absolutamente contraria a la implantación de la caducidad en la 
medida en que pudiera suponer no considerar digno de la más míni­
ma atención el interés del contribuyente, a nuestro juicio legítimo, en 
la diligencia de la Administración tributaria en el cumplimiento de las 
funciones que le son encomendadas. Cierto es, y así queremos hacer­
lo constar, que la caducidad no es el único mecanismo posible para ga­
rantizar o incentivar dicha diligencia, pero no lo es menos que confiar 
exclusivamente estas funciones a la reclamación en queja y al expe­
diente de responsabilidad disciplinaria de los funcionarios implicados 
se ha demostrado una vía insatisfactoria. 

Esta primera reflexión nos lleva a defender la conveniencia del es­
tablecimiento del instituto perentorio aunque, como se verá, no sin 
ciertas, y a nuestro juicio importantes, matizaciones. La caducidad del 
procedimiento, de acuerdo con su actual regulación en Derecho Ad­
ministrativo, puede presentarse tanto por la inactividad del adminis­
trado como por la de la propia Administración. Este acercamiento de 
las respectivas posiciones jurídicas, introducido por la Ley 30/1992, 
ha sido saludado favorablemente por el conjunto de la doctrina, que 
ha dedicado sin embargo escasa atención a señalar las diferencias que 
la nueva caducidad presentaba con la que podemos considerar tradi­
cional. 

Si analizamos en detalle el antiguo artículo 43.4 de la Ley de Ré­
gimen Jurídico de las Administraciones Pública y del Procedimiento 
Administrativo Común, observamos que la caducidad que el mismo 
regula era la consecuencia de la falta de resolución en el plazo de 
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treinta días tras la intimación del administrado una vez vencido el pla­
zo concedido inicialmente para resolver247

• Sin embargo, el artículo 92 
del mismo texto legal, al regular la caducidad por inactividad del ad­
ministrado exige el transcurso de tres meses sin que el mismo ponga 
fin a la situación de paralización de la que es responsable. La sutil pe­
ro trascendental diferencia entre ambos supuestos de caducidad radi­
ca en que mientras en el segundo de ellos la continuación del proce­
dimiento es suficiente para eludir la caducidad, en el primero, sólo la 
terminación y notificación de aquél permite evitar la aplicación del 
instituto perentorio. 

En realidad creemos que el planteamiento de fondo que subyace 
en ambos supuestos es el mismo, pero en la regulación de la caduci­
dad por inactividad de la Administración se ha presumido que la no 
resolución y notificación dentro del plazo prefijado, al suponerse éste 
suficiente, encierra una paralización o falta de diligencia administra­
tiva. El problema no es, en consecuencia, que no se trate de dos figu­
ras perfectamente subsumibles en el concepto de caducidad, sino que 
la técnica utilizada para su establecimiento difiere al presumirse en un 
supuesto lo que debe probarse, o cuando menos constatarse, en el 
otro. Ahora bien, la existencia de dos técnicas distintas en el estable­
cimiento de la caducidad nos obliga a pronunciarnos acerca de cual 
consideramos preferible en relación con el procedimiento que esta­
mos analizando. 

En este sentido, creemos que el mecanismo previsto en principio 
por la Ley 30/1992 para contemplar la caducidad por inactividad de 
la Administración presenta un primer problema de difícil solución en 
relación con el procedimiento inspector, y que no es otro que el de la 
determinación del plazo que debe considerarse razonable para la con­
clusión de las actuaciones inspectoras, máxime teniendo en cuenta la 
diferente complejidad que las mismas pueden revestir en función del 
impuesto investigado, de las actividades desarrolladas por el sajeto pa­
sivo o del número de períodos considerados. 

Esta concreta objeción en relación con el procedimiento inspec­
tor se une, por otra parte, a dos problemas genéricos y esenciales al 
mecanismo analizado. En primer lugar, sea cual sea el plazo de reso-

247. El vigente art. 44 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi­
cas y del Procedimiento Administrativo Común, sin cambiar en este punto de di­
rección, anuda la caducidad del procedimiento a la falta de notificación de la re­
solución. 
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lución que se adopte, resulta lógico pensar que algunos concretos pro­
cedimientos podrían normalmente resolverse en un plazo inferior al 
establecido como plazo de caducidad, lo que implicaría otorgar a la 
Administración la posibilidad de dilatar injustificada e impunemente 
la sujeción del administrado a la situación de pendencia durante el ex-

. ceso de plazo concedido. Acudiendo a un ejemplo que ilustre el ante­
rior razonamiento: supongamos que el plazo de resolución normal de 
un tipo de procedimiento administrativo se hubiera ftjado en un año; 
supongamos, asimismo, que dentro de ese género, la actuación' dili­
gente de la Administración en un concreto procedimiento permitiera 
resolver el mismo en un mes; ¿qué consecuencia jurídica tendría un 
hipotético retraso deliberado de la Administración por un período in­
ferior a los once meses?, ¿cómo protegeríamos al administrado ante el 
abuso descrito en la actuación de la Administración? 

En la medida en que, por su propia estructura, el mecanismo per­
mite la generación de abusos impunes en la actuación de la Adminis­
tración entendemos que pudiera ya decirse que el mismo no cumple 
con las exigenci,ts de seguridad que está llamada a colmar la caduci­
dad, y que deben amparar el derecho del sujeto pasivo a exigir una ac­
tuación diligente por parte de la Administración. 

Aún así, y en segundo lugar, la ftjación de un plazo considerado 
razonable no parece que pueda impedir la existencia de supuestos en 
que la complejidad sea tal que ni tan siquiera una actuación diligente 
de la Administración permita resolver el procedimiento dentro del 
plazo. De darse este supuesto, ¿cuál debe ser la consecuencia jurídica 
que el ordenamiento imponga? Si argumentáramos, en defensa de es­
te mecanismo, que la aplicación de la caducidad supondría la extin­
ción del procedimiento pero no del derecho de la Administración, pu­
diendo ésta ejercitarlo en un nuevo procedimiento, tal vez debería 
puntualizársenos que esa posibilidad sólo se daría si la prescripción no 
se hubiera ganado por la otra parte, debiéndose tener en cuenta que 
el procedimiento caducado, al tenerse por no existente, no habría 
operado efecto interruptivo alguno respecto de ésta. 

Teniendo presente las graves consecuencias que Ja caducidad po­
dría conllevar para los derechos de la Administración, la pregunta que 
se impone es la siguiente: ¿Debe reconocerse, exclusivamente, el de­
recho del administrado a un procedimiento diligente o, por el con­
trario, debe incluso reconocérsele el derecho a que el procedimiento 
se sustancie en el plazo legalmente determinado, aun cuando ello sea 
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materialmente imposible? Obviamente creemos que esta pr~g~nta só­
lo admite una respuesta: el derecho del administr~~o de~: hm1~rse ~ 
la exigencia de diligencia en el actuar de la Admm1strac10n, mas al~a 
de este límite la sujeción a la que pudiera quedar expuesto no podna 
considerarse injustificada . 

La contundencia de este segundo argumento par~ r_echazar el es­
tablecimiento de una caducidad basada en un plazo max1mo en el que 
debe la Administración resolver el procedimiento no puede quedar 
empañada por la previsión que el ordenamiento hicie~a de supuestos 
en los que el plazo pudiera ser ampliado248 ya qu~ la m~sma se enfre:1-
taría a su vez con nuevos interrogantes: ¿Por cu~nto t1en_i}:>º debena 
prorrogarse el plazo?, ¿Cuántas prórrogas debenan admitirse? Todo 
lo cual nos llevaría una vez más ante los mismos problema~ antes ana­
lizados pero referidos, esta vez, a un plazo prorrogado. ¿Dond_e queda 
la protección del particular si el plazo de prórroga es excesivo para 
una actuación diligente de la Administración en un caso concreto?, 
·Qué ocurre si el plazo prorrogado no fuera suficiente para q~e una 
1ctuación diligente de la Administración permitiera la resoluoon del 
procedimiento? 

Los problemas planteados por el primero de los mecanis~os ana­
lizados nos llevan a preferir aquel que hace depe_nder la caducidad,_ 1,1º 
a de una presunción de actuación negligente, ~m? de la constatac1on 

~e una paralización injustificada de un proced1m1ento q~e llev~ 3:pa­
rejada la inseguridad jurídica del sujeto que que~a. pen~~ente, m~us­
tamente, de las resultas de la voluntad de la Ad~11:1strac10n. Ell?, Im­
plicaría sin perjuicio de la fijación de un plazo d1stmto en atenc~on a 
los nue;os efectos provocados, que la interrupción de las actuac10nes 

248. ·, 1 ue or e'em lo tendería el apartado 1 del art. 29 de la Ley de De-
Sol~cIOn Ja:aitíaf de 1ls Jontribuyentes, a cuyo tenor: Artículo 29. Plazo.-«l. Las 
:~~uaºjJnes de comprobación e investigación y las de liq!f,i_dación llevadas a cabo por l~ 
Inspección de los Tributos deberán concluir en el plf!Z;º ma;zino 1e doce ;,es~ ~ C::.t~tpo~~ 
de la fecha de notificación al contribuyente del inicio de as mzsmqs. o o s a , . 
ampliarse dicho plazo, con el alcance y requ~sitos que reglamttanai;;er¡_t~ s! def::n:Ii 
por otros doce meses, cuando en las actuaczones concurra a guna e a gu 

d)nsQ:ec~c:/¡rate de actuaciones que revistan especial complejidad. En p_artici:Jªta spe enten­
derá ue concurre esta circunstancia a la vista del volumen ,de ope:r_aczones e erson! 
0 enti~ad, la dÚpersión geográfica de_ sus actir!idades ~ su tnbutaczon como grupos cons 

gdata:~;¿n ::~~::n:~;:0nz~::::it!!~ª;/1tee::it~º;:;· el con/ribuyente ha_ ocultado a 
lt Administración tributaria alguna de las actividades, empresartaÚis o profeszonaÚis, que 
realice». 
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inspectoras, que en la actualidad, y a tenor del artículo 29 de la Ley de 
Derechos y Garantías del Contribuyente, sólo comporta la enervación 
de los efectos interruptivos de la prescripción que hubiera podido ge­
nerar el procedimiento iniciado, acarreara la caducidad de éste y, por 
consiguiente, su extinción. 

Sin embargo, no nos resulta ajeno el hecho de 'que también este 
mecanismo plantea problemas a los que debemos dar solución, y así, 
entendemos que existe un riesgo evidente de hacer ineficaz la protec­
ción de la seguridad que la caducidad persigue mediante la iniciación 
consecutiva de distintos procedimientos durante todo el período de 
prescripción. En efecto, si la interrupción de las actuaciones inspec­
toras acarreara la perención del procedimiento, es evidente que dicha 
caducidad no extingue los derechos de la Hacienda, que podría in­
tentar hacerlos valer en un nuevo procedimiento, en el que además, 
en aras a la defensa de la eficacia de la actuación administrativa, en­
tendemos que deberían poder ser utilizados los actos originados en el 
procedimiento caducado, tal y como mantuvimos en el primer capí­
tulo de nuestro trabajo249

, 

Resulta cierto que la eliminación de ~a inseguridad jurídica que la 
situación de pendencia genera se vería frustrada por la apertura de su­
cesivos procedimientos. Frente a ello, el consuelo de que dicha inse­
guridad acabaría al cumplirse el período prescriptivo, por carecer los 
diferentes procedimientos caducados de efectos interruptivos del 
cómputo del plazo de prescripción, no es sin duda suficiente para pro­
teger al administrado de una situación a todas luces injusta. Ahora 
bien, no es menos cierto, que este problema tiene una sencilla solu­
ción: la limitación del número de procedimientos que puedan ini­
ciarse en relación con los mismos sujetos y hechos. 

A nuestro juicio, la solución propuesta tiene como ventajas el per­
mitir a la Administración disponer del plazo necesario para llevar a ca-

249. En este sentido ha tenido ocasión de pronunciarse recientemente FENELLós Pum­
CERVER, Vicente: «La duración de las actuaciones inspectoras. El nuevo art. 29 de 
la Ley 1/1998. Una concesión a los intereses particulares», ob. cit., pg. 80: «Una 
cosa es que por la inactividad administrativa la Ley ordene finalizar el procedi­
miento y abstenerse de resolver sobre el fondo del mismo y, otra bien qistinta, es 
que el archivo del procedimiento suponga la nulidad de todos y cada uno de los 
actos válidos y eficaces. Distinto es que por una prolongación en las actuaciones 
válidas individualmente y sin vicios anulatorios alguno la Administración deba 
dar por finalizado el expediente, y que ello determine que esos actos válidos y 
eficaces aisladamente considerados se les atribuya una nulidad o vicio invalidan­
te». 
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bo las funciones que le son encomendadas sin renunciar a proteger el 
derecho del ciudadano a exigir de la misma una actuación diligente 
que le evite tener que soportar la inseguridad de una situación de su­
jeción injustificadamente pendiente. Creemos, además, que se trata 
de una solución que respeta escrupulosamente la naturaleza y carac­
teres esenciales del instituto perentorio, sin que quepa entender que 
la limitación de procedimientos propugnada pueda considerarse co­
mo una atribución al mismo de efectos extintivos respecto de los de­
rechos y acciones de la Administración. Antes al contrario, la limita­
ción del número de procedimientos debe considerarse, a nuestro jui­
cio, una sanción a imponer a la Administración por una actuación me­
recedora de censura: la apertura y posterior paralización deliberada y 
contumaz de los procedimientos de inspección seguidos con un suje­
to concreto por unos concretos hechos. 

Además, entendemos que este mecanismo podría ser reforzado 
mediante el mantenimiento de plazos prefijados de resolución de los 
procedimientos cuyo incumplimiento llevara aparejada, no la ~~duci­
dad de aquéllos, sino la habilitación al interesado de la reclamac10n en 
queja, de acuerdo con lo previsto en la actualidad por el artículo 105.2 
de la Ley General Tributaria.'Entendemos que en la sustanciación de di­
cha reclamación, siempre que se dotara a la misma de la necesaria y ade­
cuada regulación, podría analizarse cumplidamente cuál es el tanto de 
culpa que en el incumplimiento corresponde a la Administración, san­
cionando debidamente la falta de diligencia que haya podido existir. 

3. LA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE COMPROBACION 
DE LAS LIQUIDACIONES PROVISIONALES 

Al margen de la anterior polémica en torno a la posible caduci­
dad de las actuaciones inspectoras, un reducido número de autores se 
ha planteado la posibilidad de reconocer la vigencia del instituto pe­
rentorio en relación con la potestad de comprobación de las liquida­
ciones provisionales que a la Administración corresponde. Ello debe, 
en realidad, llevarnos a analizar un triple tipo de cuestiones: la relati­
va a la posible caducidad de las facultades de comprobación enco­
mendadas por la Ley General Tributaria, tras su reforma de 1985, a los 
órganos gestores de la Administración tributaria, la referente a la pre­
visión del establecimiento del instituto perentorio por las normas pro­
pias de cada tributo contenida en el artículo 120 de la Ley General 
Tributaria, y finalmente, la concerniente a la posible limitación tem-
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poral autónoma de los deberes de colaboración con la Administración 
tributaria, de los que ésta se sirve en el desempeño de sus funciones 
comprobadoras e investigadoras. 

A. LA CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS DE COMPROBACIÓN EFECTUADOS POR LOS 

ÓRGANOS DE GESTIÓN 

En relación con la primera de las aludidas cuestiones debe tener­
se presente que, sin perjuicio de las competencias que nuestro orde­
na~iento reconoce a los órganos de la Inspección de los Tributos, el 
articulo 123 de la Ley General Tributaria, en su vigente redacción dis­
pone: 
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. 1. La Ad~inistración tributaria podrá dictar liquidaciones provi-
s10nales de oficio de acuerdo con los datos consignados en las declara­
ciones tributarias y los justificantes de los mismos presentados con la de­
claración o requeridos al efecto. 

De igual manera podrá dictar liquidaciones provisionales de oficio 
cuando los elementos de prueba que obren en su poder pongan de ma­
nifiesto la realización del hecho imponible, la existencia de elementos 
del mismo que no hayan sido declarados, o la existencia de elementos 
determinantes de la cuantía de la deuda tributaria distintos a los decla­
rados. 

. Asin_i~smo, se dictarán liquidaciones provisionales de oficio cuando, 
con ocas10n de la práctica de devoluciones tributarias, el importe de la 
devolución efectuada por la Administración tributaria no coincida con 
el solicitado por el sujeto pasivo, siempre que concurran las circunstan­
cias previstas en el párrafo primero o se disponga de los elementos de 
prueba a que se refiere el párrafo segundo de este apartado. 

2. Para practicar tales liquidaciones la Administración tributaria 
podrá efectuar las actuaciones de comprobación abreviada que sean ne­
cesarias, sin que en ningún caso se puedan extender al examen de la do­
cumentación contable de actividades empresariales o profesionales. 

No obstante Ío anterior, en el supuesto de devoluciones tributarias, 
el sujeto pasivo deberá exhibir, si fuera requerido para ello, los registros 
y documentos establecidos por las normas tributarias, al objeto de que la 
Administración tributaria pueda constatar si los datos declarados coinci­
den con los que figuran en los registros y documentos de referencia. 

3. Antes de dictar la liquidación se pondrá de manifiesto el expe­
diente a los interesados o, en su caso, a sus representantes, para que en 
un plazo no inferior a diez días ni superior a quince, puedan alegar y 
presentar los documentos y justificantes que estimen pertinentes. 
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Tras la aprobación de la Ley 1/1998 creemos que debe convenir­
se, con SoLER RocH25º que al procedimiento de comprobación abrevia-_ 
da y liquidación provisional de oficio desarrollado por los órganos ges­
tores «le resulta aplicable el plazo de seis meses previsto en el núme­
ro 1 del artículo 23 de la Ley de Derechos y Garantías de los Contri­
buyentes, ya que su normativa reguladora (que, hasta ahora, se redu­
ce al artículo 123 de la LGT) no contiene ninguna previsión respecto 
del plazo; lógicamente y en coherencia con la insuficiente regulación 
que caracteriza a este procedimiento, si-hasta ahora- no se había pre­
visto un plazo para su tramitación, menos aún se han previsto los efec­
tos derivados del incumplimiento de dicho plazo. 

En cualquier caso, tanto en relación con éste como con otros pro­
cedimientos de gestión tributaria, debe considerarse que, como míni­
mo, el incumplimiento del plazo conlleva dos consecuencias jurídicas: 
la primera y más importante que no se produce la caducidad del pro­
cedimiento; la segunda, que procede la reclamación en queja por par­
te de los interesados». En este punto, y de acuerdo con el razona­
miento ya expuesto en relación con la actuaciones inspecto~as, cree­
mos que el artículo 105 de la Ley General Tributaria, cuya vigencia se 
nos antoja incuestionable, supone el más serio obstáculo a cualquier 
aplicación subsidiaria de la caducidad por inactividad de la Adminis­
tración introducida por la Ley 30/1992. 

Ahora bien, sin perjuicio de alcanzar las anteriores conclusiones 
en el estudio de la actual regulación de la caducidad en relación con 
estos procedimientos creemos oportuno interrogarnos, al igual que 
hicimos en relación con las actuaciones inspectoras, acerca de la posi­
ble conveniencia del establecimiento del instituto que nos ocupa al 
ámbito analizado. En este punto, y siguiendo nuevamente a la profe­
sora SoLER RocH251

, «somos conscientes de que el tema de la caducidad 
de los procedimientos tdbutarios es una cuestión sensible y polémica; 
·pero, desde luego, es una de las cuestiones clave para poner a prueba 
el verdadero alcance garantista que pretende tener esta Ley. En este 
sentido, el resultado de la prueba es claro: el legislador no ha querido 
"dar el paso" de la caducidad, un paso que de "lege ferenda" hubiera 
sido deseable, aunque sólo hubiera sido por coherencia con el espíri-

250. SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 6. 

251. SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 6. 
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tu garantista que pretende alentar esta Ley y, sobre todo, teniendo en 
cuenta que dicho paso, aunque con cautelas, ya fue dado en sumo­
mento por la Ley de Procedimiento Administrativo». 

Teniendo presente que la inactividad de la Administración en el 
marco de este procedimiento puede conllevar una injustificada inse­
guridad en el contribuyente expuesto a una situación pendiente de la 
continuación de la actuación administrativa creemos que está perfec­
tamente justificado en este ámbito el establecimiento del instituto pe­
rentorio. Esta última reflexión nos lleva a abogar asimismo por la 
adopción de un Reglamento de la Gestión de los Tributos que clarifi­
que las competencias de los órganos gestores y establezca la normati­
va básica a la que deben acomodar su actuación, lo que redundará tan­
to en su eficacia como en la seguridad jurídica de los contribuyentes 
que con ellos se relacionan. 

B. U PRETENDIDA CADUCIDAD DE LAS FACULTADES DE COMPROBACIÓN DE LAS LIQUI­

DACIONES PROVISIONALES 

En relación con la segunda de las cuestiones anunciadas, ARrAs VE­
usco y SARTORIO ALBALAT252, exponen como teniendo presente que se­
gún el artículo 105 de la Ley General Tributaria, la inobservancia de 
plazos por la Administración no implicará, por regla general, la cadu­
cidad de la acción administrativa, si bien autoriza a los sujetos pasivos 
a reclamar en queja, a su juicio «constituye una excepción a este prin­
cipio general el artículo 120.2 c) de la LGT, que atribuye carácter de 
definitivas a las liquidaciones provisionales que no hayan sido com­
probadas dentro del plazo que se señale en la Ley de cada tributo». 

En efecto, el artículo 120 de la Ley General Tributaria dispone: 

1. Las liquidaciones tributarias serán provisionales o definitivas. 

2. Tendrán la consideración de definitivas: 

a) Las practicadas previa comprobación administrativa del hecho 
imponible y de su valoración, haya mediado o no liquidación provisio­
nal. 

b) Las giradas conforma a las bases firmes señaladas por los Jura­
dos Tributarios. 

252. AruAS VELAsco, José y Susa·na SARTORIO AIBALAT: Procedimientos Triúutarios, ob, cit., 
pgs. 100 y 101. 
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c) Las que no hayan sido comprobadas dentro del plazo que se se­
ñale en la Ley de cada tributo, sin perjuicio de la prescripción. 

3. En los demás casos tendrán carácter de provisionales, sean a 
cuenta, complementarias. Caucionales, parciales o totales. 

De acuerdo con la norma antes transcrita, el establecimiento del 
instituto de la caducidad dependería de que la norma propia del tri­
buto en el que debiera aplicarse ftjara expresamente un plazo preclu­
sivo para la comprobación de las liquidaciones provisionales que del 
mismo se derivaran, extremo este que ha sido puesto de manifiesto por 
VEGA HERRERo253, para quien «interesa recordar aquí que la propia LGT 
abre una vía para someter a uno de los actos del procedimiento de ges­
tión, la comprobación, a un término de caducidad; es cierto que el ar­
tículo 120.2 c) donde tal posibilidad se contempla no dice expresa­
mente que se trata de un plazo de caducidad, aunque así se ha inter­
pretado254, pero lo relevante es que la propuesta de la LGT para que las 
leyes propias de los tributos determinaran plazos de comprobación ha 
caído en el vacío porque no se ha hecho efectiva en prácticamente nin­
gún tributo». En esta línea ARrAs VELASCO y SARTORIO ALBALAT255, señalan 
que «en nuestro actual ordenamiento tributario el único supuesto de 
caducidad previsto legalmente se aplica en el ámbito de los impuestos 
aduaneros. Nos referimos al artículo 221 del Código Aduanero Comu­
nitario, que establece un plazo específico de tres años. Con anteriori­
dad a esta norma el artículo 27.1 c) del Texto Refundido de la Renta 
de Aduanas había establecido un plazo específico de cuatro años». 

A juicio de CLAVIJO HERNÁNDEZ256, «en estos casos las liquidaciones pro­
visionales se convierten automáticamente en definitivas, al no haber realiza­
do la Administración, dentro del período establecido en la ley, las ges­
tiones necesarias para llevar a cabo su modificación». Así lo afirma -co-

. mo señala el propio autor- la Sentencia del Tribunal Supremo de 26 de 
octubre de 1973, al mantener que «se trata de un supuesto de caducidad 
del derecho de la Administración para ejercer la acción inspectora, con 

253. VEGA HERRERO, Manuela: La prescripción de la obligación triúutaria, ob. cit., pgs. 31 y 
32. 

254. Sobre este tema, véase Rrnz GARCÍA, José Ramón: La liquidación en el ordenamiento 
triúutario, Civitas. Madrid, 1987, pg. 265. · 

255. AruAS VELASco,José y Susana SARTORIO ALBALAT: Procedimientos Triúutarios, ob. cit., pg. 
241. 

256. CLAvrJo HERNÁNDEZ, Francisco: «La liquidación: liquidaciones provisionales y defi­
nitivas» en el libro colectivo homenaje a Sáinz de Bujanda, Comentarios a la Ley 
General 'Tributaria y líneas para su reforma, vol. 11, Instituto de Estudios Fiscales. Ma­
drid, 1991, pg. 1534. 
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la consecuencia de elevarse a definitivas las liquidaciones practicadas 
provisionalmente, y de cancelarse, en su caso, las garantías prestadas» .. 

Ahora bien, dada la falta de establecimiento de plazos especjficos 
en las normas propias de cada tributo, puede decirse, siguiendo a Cu­
VIJO HERNÁNDEZ, que «en nuestro derecho esta potestad, con carácter 
general, subsiste, mientras que no haya transcurrido el plazo de pres­
cripción para ejercer la acción comprobadora». 

No debemos dejar pasar la ocasión de cuestionarnos porque, pe­
se al reconocimiento expreso que la aplicación de este precepto com­
portaría de que «las liquidaciones provisionales se convierten automáti­
camente en definitivas», no se ha relacionado esta figura con la exis­
tencia de una resolución por silencio administrativo. En efecto, si re­
flexionamos un momento sobre cuales son los efectos que la aplica­
ción del mecanismo previsto en el artículo 120 LGT comportaría, 
constatamos que en lugar de producirse la extinción de un procedi­
miento o derecho potestativo, efectos típicos del instituto perentorio, 
parece que en este supuesto se estaría obteniendo una resolución del 
procedimiento, solución más propia de la aplicación del mecanismo 
de formación de los actos presuntos. 

Las razones que, no obstante, deben llevarnos a descartar cual­
quier aplicación del silencio en los supuestos contemplados han sido 
recientemente sistematizadas por GARCÍA BERRa257

, para quien «la pro­
pia naturaleza de esta técnica determina que su operatividad tenga 
sentido únicamente en los procedimientos iniciados a instancia de los 
interesados, dado que mal puede concebirse una respuesta estimato­
ria o desestimatoria sin que medie una petición precedente»258

• 

Así, «si el procedimiento se hubiese iniciado mediante la declara­
ción del sujeto obligado, el silencio permitiría todo lo más considerar 
aceptados o rechazados los hechos reflejados en aquélla, pero para la 
liquidación del tributo se necesitaría además la calificación de esos he-

257. GARCÍA BERRo, Florián: Los procedimientos tributarios y la Ley 30/1992 desde la nueva 
perspectiva de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, ob. cit., pg. 
98. 

258. Esta doctrina debería tal vez ser revisada a la luz de la sorprendente nueva re­
dacción del artículo 44 de la Ley 30/1992 (dada por la Ley4/1999, de 13 de ene­
ro), que prevé la posible apreciación, por los interesados que hubieran compa­
recido, de la resolución por silencio negativo de los procedimientos iniciados de 
oficio «de los que pudiera derivarse el reconocimiento o, en su caso, la consti­
tución de derechos u otras situaciones jurídicas individualizadas». 
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chos, si se entendieran aceptados, o la consignación de hechos distin­
tos y su calificación, si el efecto hubiese sido su rechazo, así como las 
consecuencias tributarias de unos u otros. Y esta cuestión no se re­
suelve satisfactoriamente aplicando el régimen del silencio»259

• ( ... ) 

Por su parte; «la autoliquidación del sujeto pasivo no inicia el pro­
cedimiento conducente a la liquidación, cuya puesta en marcha sólo 
se produce en estos casos de oficio. Por tal razón, es decir si la ini~~a­
ción del procedimiento no se lleva a efecto con la mera presentac10n 
de la autoliquidación, tampoco es posible entender producida una li­
quidación presunta confirmatoria de la realizada por el sujeto pasivo. 
No es dable considerar que se ha producido un acto presunto resol­
viendo un procedimiento -el encaminado a practicar liquidación pro­
visional- que ni siquiera llegó a iniciarse»260

• 

Descartada la aplicación de la técnica del silencio, el pacífico 
acuerdo con el que se ha reconocido en el precepto transcrito la pre­
visión del posible establecimiento de plazos preclusivos que limiten el 
ejercicio de la acción comprobadora a un período _inferior al resul­
tante de la prescripción de la misma, no impide, sin embargo, que a 
la luz del concepto de caducidad que venimos defendiendo, nos inte­
rroguemos acerca de la auténtica naturaleza de la figura proyectada. 
Lo que, una vez más, nos exige tomar en consideración cuál es el in­
terés jurí?ico que pretende someterse a tutela. 

Como ocurriera en otros apartados de este trabajo, la figura a cu­
yo análisis nos enfrentamos tiene como finalidad evidente la preser­
vación de la seguridad jurídica en las relaciones entre el contribuyen­
te y la Administración tributaria. El problema radica entonces en de­
terminar frente a que concreta agresión se pretende proteger la segu­
ridad, ya que como venimos manteniendo, este es a nuestro juicio el 
dato esencial a tener en cuenta para poder calificar la figura analiza­
da como prescripción o caducidad. A este respecto, debemos señ~lar, 
que al menos en apariencia, el artículo 120 de la Ley General Tribu­
taria arbitra la posibilidad de que las normas específicas de cada tri­
buto establezcan un mecanismo que ponga fin a la situación de pen-

259. 

260. 

GARCÍA BERRO, Florián: Los procedimientos trilmta~ios y la Ley 30/1992 desde la_ nueva 
perspectiva de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantws de los Contribuyentes, oh. cit., pg. 
99. 
GARcÍA BERRO, Florián: Los procedimientos tributa_rios y la Ley 3ql1992 desde ltf nueva 
perspectiva de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantws de los Contribuyentes, ob. cit., pgs. 
100 y 101. 
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ciencia que supone la existencia de una liquidación provisional. Es ob­
vio, en este sentido, que la liquidación provisional encierra en si mis­
ma una carencia de certidumbre, al estar sometida la misma a posibles 
modificaciones como consecuencia del ejercicio de las facultades de 
comprobación. Inseguridad a la que, por supuesto, pone fin la prácti­
ca de la liquidación definitiva. En este sentido, podríamos decir que la 
figura analizada vendría, en consecuencia, a terminar con la situación 
de inseguridad que para el sujeto pasivo comporta la ausencia de com­
probación. 

La cuestión que, a nuestro juicio, debe en este punto plantearse 
es la de si tal inseguridad realmente existe y si la misma deriva de un 
interés merecedor de protección jurídica más allá del que proporcio­
na la institución de la prescripción. Para ello debemos considerar cuál 
es la función que la comprobación implica y cómo se ha llegado a la 
práctica de la liquidación provisional. La comprobación tributaria que 
precede a la práctica de una liquidación definitiva consiste en la acti­
vidad a desarrollar por la Administración para verificar la veracidad de 
los datos con que se practicó la liquidación provisional. 

La toma en consideración de esta función lleva a FENELLós Puro­
cERVER261 a manifestar su «opinión contraria a fijar un plazo máximo 
de resolución a los procedimientos de comprobación tributaria», 
'por entender que «obedece a esa tendencia de equiparar al contri­
buyente a la autoridad administrativa y de tratar de desplazar la re­
lación y la función tributaria hacia lindes cercanos al Derecho priva­
do». Para este autor, «la función reconocida a la Inspección de Tri­
butos como "exigencia inherente a un sistema tributario justo como 
el que la Constitución propugna en el artículo 31.1: en una palabra, 
la lucha contra el fraude fiscal es un fin y un mandato que la Cons­
titución impone a todos los poderes públicos, singularmente al le­
gislador y a los órganos de la Administración tributaria" (STC de 26 
de abril de 1990), pugna con la fijación de dicho plazo». Lo que le 
lleva a manifestar que «no parece adecuado ni respetuoso con esa 
función ni con la eficacia que debe presidir toda actividad adminis­
trativa el poner coto temporal a las actuaciones de investigación y 
comprobación tributaria». 

261. FENELLós PmGCERVER, Vicente: «La duración de las actuaciones inspectoras. El nue­
vo art. 29 de la Ley 1/1998. Una concesión a los intereses particulares», oh. cit., 
pg. 70. 
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Sin llegar a compartir plenamente las conclusiones defendidas 
por FENELLós PurccERVER, por entender que el sometimiento a plazo 
pude considerarse una consecuencia lógica de la exigencia de eficacia 
y diligencia que debe presidir la actuación administrativa, incluso 
cuando la misma tenga por objeto la lucha contra el fraude, creemos 
sin embargo que el problema radica en cuáles son las consecuencias 
que deben aparejarse al incumplimiento del plazo que para la resolu-
ción del procedimiento se establezca. . 

En el análisis de estos efectos resulta, que los datos que han servi­
do a la práctica de la liquidación provisional, y por lo tanto su veraci­
dad, son conocidos por el contribuyente o, cuando menos, lo han po­
dido ser, ya que, bien los ha suministrado él directamente, a través de 
la práctica de declaraciones tributarias, bien le han podido ser pues­
tos de manifiesto en el trámite de audiencia, posterior a la propuesta 
de liquidación provisional y previo a la práctica de la misma. Cono­
ciendo o pudiendo conocer el contribuyente la veracidad de los datos 
que han servido de base a la práctica de la liquidación provisional, no 
creemos que pueda mantenerse que él mismo se encuentra en una si­
tuación de incertidumbre por la falta de comprobación administrati­
va, a no ser que dicha incertidumbre la refiramos a si va a producirse 
o no la misma y, en su caso, si dará lugar a una verificación de los da­
tos suministrados. Esta última inseguridad, perfectamente comprensi­
ble, creemos que encuentra adecuado remedió a través de la aplica­
ción del mecanismo de la prescripción que, como hemos venido man­
teniendo, consideramos que es el instituto ,idóneo para preservar la 
seguridad jurídica de la agresión que supone la falta de ejercicio de un 
dere~ho o acción. 

En el caso que nos ocupa, entendemos que la Hacienda Pública, 
para hacer efectivos los derechos de crédito que se generan por la re­
alización por los sujetos pasivos de los hechos imponibles de los dis­
tintos tributos, dispone de una serie de facultades y prerrogativas en­
tre las que se encuentra la facultad de comprobar la veracidad de los 
datos que a través de distintas declaraciones le han sido suministrados 
y en los que se ha basado la liquidación provisional de la obligación 
tributaria. Esa facultad, como cualquier otra facultad o derecho, debe 
ejercitarse en un plazo razonable ya que de lo contrario se genera una 
apariencia de abandono o, en el caso presente, de conformidad a la 
que sólo puede dar adecuada protección el instituto de la prescrip­
ción. 
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Ahora bien, alcanzada la anterior conclusión, creemos necesario 
analizar cuáles han sido los motivos que han inducido a la doctrina a 
calificar de plazo de caducidad, en lugar de plazo prescriptivo al pla­
zo previsto en el artículo 120.2 c). A nuestro juicio, son tres las razo­
nes principales que han podido influir en la negación de la naturale­
za prescriptiva del plazo que analizamos: su reconocimiento «sin per­
juicio de la prescripción», la posible justificación de su efecto extintivo y 
la imposibilidad de interrupción de su cómputo. 

En primer lugar, parece que el hecho de establecer el artículo 
120.2 c) de la Ley General Tributaria que tendrán la consideración de 
liquidaciones definitivas «las ,que no hayan sido comprobadas dentro del 
plazo que se señak en la Ley de cada tributo, sin perjuicio de la prescripción», 
supone que el mencionado plazo es no sólo algo compatible con el 
instituto prescriptivo, sino también algo distinto de aquél. En esta lí­
nea se enmarca el pensamiento MARTÍN CÁCEREs262 quien defiende la di­
ferencia entre los institutos alegando que «en lo que se refiere a la 
confluencia de los dos plazos previstos sobre una misma actividad, 
consideramos que tal posibilidad se justifica desde la distinción aquí 
defendida entre la facultad de liquidar, comprendida en el derecho 
de crédito -y que sería el objeto de la prescripción-, y el procedi­
miento de liquidación, una de cuyas fases puede excepcionalmente 
ser sometida a caducidad». 

Esta diferenciación de los institutos sirve además a la autora ci­
tada para explicar la compatibilidad de los mismos al sostener que 
«si se parte de la idea de que lo que en rigor establece el artículo 
120.2 c) citado es que una vez decaído para la Administración el de­
recho a comprobar la liquidación provisional adquiere los caracteres 
propios de las definitivas, se constata que la conversión en definitiva 
de la liquidación provisional por caducidad de la potestad compro­
badora no excluye necesariamente el juego de la prescripción de la 
facultad liquidadora. Ello ocurrirá ciertamente cuando la liquida­
ción practicada provisionalmente se refiera al hecho imponible en 
toda su extensión, pero no cuando la caducidad impida la compro­
bación de una liquidación provisional practicada con carácter par­
cial, pues la imposibilidad de modificarla y, por tanto, su carácter de~ 

262. MARTÍN CÁcERES, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributario, ob. cit., pg. 
62. 
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finitivo no impedirá la práctica ulterior de liquidaciones provisiona­
les y la comprobación de los elementos integrantes del hecho impo­
nible distintos de los tomados en consideración en la inicialmente 
practicada» 263

• 

Viene además a corroborar la idea de que el precepto analizado 
regula un supuesto de caducidad el hecho, señalado por MENÉNDEZ 
HERNÁNDEZ264

, .de que «en el artículo 120 ( que configura como definiti­
vas las liquidaciones que no hayan sido comprobadas dentro del pla­
zo que se señale en la Ley de cada tributo) no se menciona ninguna 
posibilidad de interrumpir el plazo de caducidad, lo que resulta con­
gruente con el parecer de la doctrina y de la jurisprudencia sobre la 
fatalidad (no enervada por ningún tipo de actos interruptivos) de la 
caducidad de los derechos». Lo que, teniendo en cuenta el único su­
puesto en el que en la actualidad se ha hecho uso de la previsión con­
tenida en el precepto de la Ley General, permite a MARTÍN CÁcEREs265 

explicar como «este régimen extintivo se manifiesta como más ade­
cuado a las específicas circunstancias en las que se desarrolla la impo­
sición en este sector que exige mayor celeridad en los trámites adua­
neros». 

Frente a la congruencia que aporta la tesis analizada, el único pro­
blema que, en principio, se plantea es el referente a la dificil justifica­
ción de los .efectos extintivos de la facultad de comprobación que en 
base al artículo 120 de la LGT deberían imputarse a la caducidad que 
se defiende. Así, como señala la propia MARTÍN CÁcEREs266

, en buena ló­
gica «desde una concepción favorable a la operatividad simultánea del 
plazo de caducidad para comprobar y el de prescripción para deter­
minar el importe de la deuda tributaria, se estima que el plazo de ca­
ducidad deja a salvo el juego de fa prescripción incluso en el supues­
to contemplado en el artículo 64 a) LGT, de manera que comproba­
da dentro de plazo la liquidación provisional, la Administración pue­
de practicar una nueva y notificarla mientras no transcurra el plazo de 
prescripción». 

263. 

264. 

265. 
266'. 

MARTíN CÁCERES, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributario, ob. cit., pgs. 
62 y 63. 
MENÉNDEZ HERNÁNDEz,José: «La 'Caducidad de los derechos, según la Ley General 
Tributaria y la legislación arancelaria», Crónica Tributaria, núm. 50/1984, pg. 
185. 
MARTÍN CÁCERES, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributario, ob. cit., pg. 66. 
MARTíN CÁcERES, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributario, ob. cit., pg. 62. 
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Sin embargo, y siguiendo a la autora citada267 podemos com­
prob~r ~orno esta, interpretación no es aceptada por la Jurispru­
dencia c~tada, s~gun la cual el principio de seguridad jurídica a que 
la caducidad atiende quedaría orillado si se sometiera a plazo úni­
camente la a~tividad comprobadora, de modo que el plazo a que se 
refiere el articulo 120.2 c) LGT es un plazo de caducidad no sus­
ceptible de interrupción, dentro del cual la Administración ha de 
comprobar'. practicar la liquidación definitiva y notificarla. Bajo es­
ta concepcion, el plazo de caducidad determina la extinción de la 
posibilidad de rectificar la liquidación, así convertida en definitiva 
«sig~ie~~o l~s J?rocedimientos ordinarios de comprobación e in­
v~stigac10n, si b~en queda a salvo la posibilidad de su revisión me­
diante los especiales de nulidad de pleno de derecho y el extraor­
dinario de revisión» 268, 

. El original planteamiento consigue eludir el problema planteado 
atribuyendo el efecto extintivo de la facultad liquidadora a la existen­
ci~ de una liquidación definitiva y no a la caducidad del procedi­
miento de comprobación. En definitiva, de acuerdo con estos autores 
no se puede ~m~~ir una nueva liquidación, aún estando dentro del pla~ 
zo de prescnpcion de la obligación tributaria, debido a la existencia 
de una liquidación definitiva, con lo que la caducidad no es la razón 
directa del efecto extintivo que el precepto implica. 

T?do ello no evit~ ~in emb~rg_o,. a nuestr~ j~icio, el hecho de que 
atendiendo a _la agres10n al pnncip10 de segundad jurídica que pre­
tende con_ibatirse, deb~ reconocerse la naturaleza prescriptiva de la fi­
gura prevista en el articulo 120.2 c) de la Ley General Tributaria. A 
e~lo no obsta _el_ ~echo d~ que, en relación con la figura analizada, se 
°:iegue la posibilidad de mterrupción del cómputo del plazo a actua­
c10nes ~u~ _general~ente tienen reconocido este efecto, aunque a 
°:u~stro JUICIO no existan razones suficientes que justifiquen esta espe­
cialidad. 

. Por lo que se r:fiere a la necesidad de compatibilizar el plazo pre­
visto c<;m la prescripción de la obligación tributaria, creemos que si­
guen siendo perfectamente aplicables los argumentos suministrados 
por MARTíN CAcEREs por lo que, parafraseando a la mencionada autora 
creemos poder decir que «en suma, la concepción que defendemo~ 

267. MARTÍN CAc~REs, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributario, ob. cit., pg. 62. 
268. STS 29 noviembre 1978. En igual sentido RTEAC de 8julio 1977. 
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aboga por la compatibilidad entre un eventual plazo de caducidad -a 
nuestro entender prescripción- para comprobar los elementos del he­
cho imponible y su valoración, tomados como base de la liquidación 
provisional, y en consecuencia, para modificar ésta a través de un~ ul­
terior liquidación y el plazo de prescripción del derecho a determmar, 
o más propiamente, de la facultad liquidadora, que se materializa en 
la liquidación definitiva precedida de una comprobación completa de 
todos los elementos integrantes del hecho imponible»269

• 

Descartada la necesidad de establecer la figura del instituto pe­
rentorio, por entender que, en el procedimiento de comprobación de 
la liquidación provisional, no se produce la agresión a la seguridad ju­
rídica que la caducidad combate, creemos que ello no justifica que 
descartemos toda exigencia de diligencia en la actuación administra­
tiva en este campo. Ahora bien, la sanción de la inactividad adminis­
trativa no puede consistir a nuestro juicio en la caducidad del proce­
dimiento, en la medida en que, como hemos venido manteniendo, 
creemos que esta institución ampara la seguridad jurídica, no afecta­
da en este caso, sin que se le pueda atribuir carácter sancionador. 

En base a estas premiscts creemos que la fijación de un plazo de 
resolución del procedimiento de comprobación puede servir eficaz­
mente a estos fines, aun cuando su incumplimiento no conlleve la ca­
ducidad del procedimiento. Para ello debe posibilitarse que el in­
cumplimiento del plazo habilite al particular afectado a reclamar en 

. queja, pudiendo llegar a ser, a nuestro juici?, la sustanc~ación de dich~ 
reclamación el marco adecuado para sancionar la posible falta de di­
ligencia administrativa. 

C. LA POSIBLE CADUCIDAD DE LOS DEBERES DE COLABORACIÓN CON LA ADMINISTRA­
CIÓN TRIBUTARIA 

En otro orden de cosas, aunque en relación con los deberes de co­
laboración con la Administración tributaria incluidos en el Procedimien­
to de Gestión Tributaria27º, FALCÓN vTELLA271 ha señalado recientemente co­
mo en ocasiones «el juego de la prescripción no es suficiente, sino que la 
seguridad jurídica exige el establecimiento de plazos de caducidad. Por 

269. MARTÍN CAcEREs, Adriana Fabiola: La prescripción del crédito tributqrio, º?· cit., pg. 64. 
270. Principalmente reco,gidos en el. ar~~ 111 de _la Ley Gene~al Tributan~. 
271. FALcóN y TELLA, Ramon: «Prescnpc10n de tributos y sanc10nes», ob. cit., pgs. 203 

y 204. 
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ejemplo, respecto al deber de colaboración de terceros, parece excesivo 
mantener abierta la posibilidad de la Administración de solicitar datos 
con trascendencia tributaria a terceros, durante todo el plazo de pres­
cripción, ya que el tercero normalmente desconocerá eventuales inte­
rrupciones de la prescripción. Por tanto aunque la Ley no lo diga expre­
samente, parece preferible entender que los deberes de información de 

· terceros caducan a los cuatro años, sin que se vean afectados por la inte­
rrupción de la prescripción de la obligación tributaria principal». 

Como ya hemos tenido ocasión de referir con anterioridad, cree­
mos que la opción por la ftjación de un plazo de caducidad no res­
ponde a una necesidad de mayor o menor de protección de la seguri­
dad jurídica, sino a la necesidad de una protección de esa seguridad 
frente a una agresión diferente a la que combate la prescripción. En 
este sentido, entendemos que en relación con el deber de colabora­
ción que, de forma general, impone el artículo 111 de Ley General 
Tributaria, no se produce la agresión de la seguridad jurídica que la 
caducidad está llamada a combatir. A nuestro juicio, el hecho de que 
la Administración tributaria no exija a un sujeto el cumplimiento del 
deber de colaboración durante un dilatado período de tiempo no su­
pone la existencia de una situación de pendencia en la que la posición 
jurídica del sujeto dependa de la voluntad de la Administración. No 
creemos que el sujeto del deber de colaboración se encuentre en una 
situación jurídica insegura, por la influencia que sobre la misma pue­
da tener la voluntad de la Administración de exigir el cumplimiento 
del mencionado deber. Antes al contrario, entendemos que la exis­
tencia del deber conlleva, para el sujeto del mismo, la seguridad de te­
ner que cumplirlo cuando le sea exigido por la Administración. Segu­
ridad que sólo se quiebra por la apariencia de abandono que acom­
paña la falta de concreta exigencia de cumplimiento del deber du­
rante un dilatado período de tiempo, y que puede ser restablecida me­
diante la aplicación del instituto presGriptivo. 

Consideramos, en definitiva, que dada la agresión del principio 
de seguridad jurídica que puede producirse en relación con los debe­
res de colaboración, los mismos deben quedar sometidos a un plazo 
de prescripción y no de caducidad. Otra cuestión distinta es que, co­
mo acertadamente señala FALCÓN Y TELLA, pueda resultar injusto que 
acontecimientos no conocidos por el sujeto de este deber impliquen 
la interrupción de la prescripción del mismo. A este respecto creemos 
que sería suficiente con que no se reconociera a favor de todo acto in-
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terruptivo de la prescripción de la obligación tributaria un efecto in­
terruptivo de la prescripción del deber de colaboración del artículo 
111 de la Ley General Tributaria. Debería exigirse en consecuencia, 
conio es doctrina general, que los actos que han de producir efectos 
interruptivos respecto de un deber u obligación sean conocidos por 
las personas a las que dicho efecto pudiera afectar. 

4. LA CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 

A. CADUCIDAD DE LA POTESTAD SANCIONADORA Y PRESCRIPCIÓN DE LA RESPONSABI­
LIDAD Y DE LA PENA 

Uno de los ámbitos en los que existe un mayor acuerdo en la doc­
trina acerca de la posibilidad, e incluso de la necesidad del estableci­
miento de plazos preclusivos es, sin duda, el correspondiente al pro­
cedimiento sancionador. El hecho de que en este ámbito jurídico la 
idea de justicia se haya ligado indefectiblemente al respeto de las ga­
rantías de defensa que deben asistir a toda persona inculpada, ha con­
tribuido, de forma decisiva, a que la situación de estos sujetos, y parti­
cularmente su seguridad, sean objeto de una especial atención. Se en­
tiende· entonces que, de acuerda con el concepto de caducidad que 
venimos manteniendo, el procedimiento sancionador sea un marco 
propicio para la implantación de la institución de la caducidad, por 
cuanto supone disciplinar temporalmente el ejercicio diligente del ac­
tuar administrativo. 

Resulta sin embargo que en una primera aproximación a la regu­
lación temporal del ejercicio de la potestad sancionadora nos encon­
tramos que la figura prevista por la Ley General Tributaria no es la de 
la caducidad sino la de la prescripción. Así el articulo 64 del mencio­
nado texto legal disponía que: 

272. 

Prescribirán a los cinco años los siguientes derechos y acciones: ( ... ) 

c) La acción para imponer sanciones tributarias, con la salvedad 
prevista en la letra a) 272

• 

La Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes ha r~ducido, co­
mo es sabido a cuatro años el mencionado plazo, con efectos a partir del 1 ene­
ro 1999. Un 'análisis sobre esta modificación puede encontrarse en el capítulo 
que bajo el título «Prescripción», d~dica a la misma la ~rofesora V~ga Herrero, 
Manuela en el seno del libro colectivo Derechos y Garantzas del Contnbuyente (Estu­
dio de la nueva ley), Lex Nova. Valladolid, 1998, pgs. 617 a 634. 

147 

1 



J J BAYONA GIMENEZ: La Caducidad en el Ordenamiento Tributario ... __ _ 

. Igual que oc?-rriera en relación con la potestad liquidadora, an­
t~:10rmente ar_iah~ada, la doctrina, teniendo presente la diferencia­
no~ entre los mst1tutos de la prescripción y la caducidad, se ha visto 
o_bhgada a propo~er una interpretación correctiva del precepto par­
~!alment~ tr~~scnto. Así, FALcóN y TELLA273, señala como «en rigor, el 
ms pumend_1, -la }?o testad sancionadora- o el derecho a hacer eje­

cutar ~a s~?c1on ya impuesta no pueden ser, en sí mismos, objeto de 
prescnpc!on, ya q?e _ la potestad_ sancionadora, como todas las potes-

. tades, e.s.1mprescnptible. _Lo que ocurre es que la extinción de la res­
~on_s~b1hdad excluye e! ejercicio de la potestad sancionadora, y la ex­
ti_nc10~ _de la pena impide el ejercicio de las potestades tendentes a su 
ejecuc~on_. _Por economía del lenguaje cabe hablar, en el primer caso, 
d~ ex~~cion de la responsabilidad, o de la infracción, o del ''ius pu­
n!endi ; Y en el segundo, de extinción de la sanción, o del derecho a 
ejecutarla .. Pe~o estos términos no pueden ocultar la verdadera natu­
r~leza del mstituto de la prescripción, que se proyecta, como hemos 
dich?, sobre !ª responsabilidad derivada de la infracción, y sobre las 
sanc10nes ya imp1;1estas, siendo la imposibilidad de ejercitar las potes­
tades correspondientes un efecto indirecto de tal prescripción». 

Del ~~smo parecer es LONGAS LAFuENTE274, para quien «la confusión 
so?re. que ~s lo que prescribe según el artículo 64 c), llega a un· nivel 
;.nas _si consider~mos la dicción completa del apartado, que trata de las 
a,~c10nes para impon~r s~~ciones tributarias". La visión conjunta per­

mite co~s.idera:, en pnn~ipio, que lo que prescribe es la actividad de 
la Admim~trac10n para imponer sanciones, esto es, formalmente lo 
que p~escnbe es el_ derec~o a acusar, o mejor, el ejercicio del derecho 
a sanc10nar por qmen lo tiene, la Administración. Pero esto no es otra 
cosa que el_ ~jercic;io de la potestad sancionadora, que puede ser obje­
to de caducidad, pero que, por sµ propia naturaleza es imprescripti­
ble Y, como ~e~~s ,5eñalado anteriormente, el artículo 64 recoge pla­
zos de prescnpciün, no de caducidad». 

Siguiendo un razonamiento lógico, señala el mencionado autor215 
c~m? «sí h~mos _señalado que la potestad sancionadora es impres­
cnpuble (so~o sujeta a plazo de caducidad), y no recogida en el ar-

273. 
274. 

275. 
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tículo 64 c), como tampoco recoge la prescripción de las acciones ya 
impuestas, deberemos concluir que lo único que puede prescribir es 
la responsabilidad derivada de la infracción tributaria, esto es, los efec­
tos de la acción material o de la infracción propiamente dicha, inde­
pendiente del derecho a abrir expediente sancionador. De esta forma, 
la extinción de la responsabilidad llevará consigo la imposibilidad del 
ejercicio de la potestad sancionadora, como una consecuencia de la 
extinción de aquélla» . 

Resulta necesario concluir, de acuerdo con el criterio mantenido 
por los anteriores autores que «no debe identificarse la responsabili­
dad derivada de las infracciones con la acción del Estado para impo­
ner sanciones, "ius puniendi", o potestad sancionadora: La primera es­
tá sometida a plazos de prescripción, la segunda de caducidad; _la ex­
tinción de la primera excluye el ejercicio de la segunda» 276. Además, 
no podemos sino acordar con LoNGAs LAFuENTE277 que «la reciente Ley 
25/1995, ha supuesto en este sentido una oportunidad perdida con el 
fin de recoger las anteriores conclusiones», como lo ha sido asimismo 
la aún más reciente reforma que en materia de prescripción ha ope­
rado la Ley 1/1998 de Derechos y Garantías de los Contribuyentes.· 

B,. APLICACIÓN SUBSIDIARIA AL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR DE LA NORMATIVA AD­
MINISTRATIVA SOBRE LA CADUCIDAD POR INACTMDAD DE LA ADMINISTRACIÓN 

La necesidad de garantizar la protección de los derechos del in­
culpado en el transcurso de un procedimiento justo, sentida de forma 
especial en Derecho sancionador, llevó a determinadas autores a re­
clamar la aplicación del instituto perentorio en los supuestos de inac­
tividad administrativa incluso antes de que dicha posibilidad fuera re­
conocida con carácter ge11-eral, para aquellos procedimientos no sus­
ceptibles de producir actos favorables para los ciudadanos por la Ley 
30/1992. 

En esta línea, LozANo278 defiende que «además de la reanudación 
del plazo prescriptivo, la paralización del procédimiento puede pro­

. <lucir también, en el derecho administrativo sancionador, otro efec­
to de distinto alcance y dimensión: la caducidad de la acción o del 

276. 
277. 
278. 

LoNGAS LAFuENTE, Antonio: oh. cit., pg. 96. 
LoNGAS LAFuENTE, Antonio: oh. cit., pg_. 84. 
LozANo, Blanca: La extinción de las sanciones administrativas y tributarias, Marcial 
Pons. Madrid, 1990, pg. 222. 
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procedimiento para perseguir la infracción, caducidad que, aunque 
contemplada en el artículo 99 de la LPA sólo para los casos de ex­
pediente o trámite a instancia del interesado, "actúa asimismo -co­
mo afirma el TS en la Sentencia de 10 de mayo de 1979- en las hi­
pót~sis ~e inactividad administrativa acusada en procedimiento de 
ofino orientado a castigar una infracción de este orden"279

, Algunas 
n~x~as recon?cen expresamente esta causa de extinción del proce­
~1m1ento sanc1~mador, estableciendo en seis meses el plazo para es­
timar la caducidad de la acción para perseguir la infracción o del 
procedimiento para imponerla, de conformidad con la disposición 
general cm~tenida en e_l artículo 61 de la LPA de que "no podrá ex­
ceder de seis meses el tiempo transcurrido desde el día que se inicie 
un p~~c~,dimiento administrativo hasta aquél en que se dicte la re­
soluc10n ». 

Para esta autora «se trata ésta, como ha señalado PARADA 280
, de una 

causa de extinción del procedimiento "con cierta connotación san­
ciona~ora", pues tie1:e lugar cuando el procedimiento se paraliza "por 
causa imputable. al mteresado", en este caso la Administración. En 
conse~uencia, sí resulta ~quí necesario que la paralización no sea por 
causa imputable al adm1mstrado, que carezca de toda justificación, y 
que revele una voluntad real y objetiva de abandonar el procedimien­
to sancionaq.or». 

Esa inicial falta de regulación del instituto de la caducidad en el 
procedimiento sanci_onador ha intentado ser suplida posteriormente, 
y dada la preocupación garantista que preside el mismo, mediante la 
propuesta de aplicación subsidiaria en este ámbito de la caducidad 
por inactividad de la Administración qu~ introduce la Ley 30/1992. 
~: esta form_a, aunque en relación con el procedimiento de inspec­
non, en P~1:t1cular, y en general con el conjunto de los procedimien­
tos de gest10n, quedara descartada la aplicación subsidiaria del anti­
guo artículo 43.4 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administrado-

279. ~el ~~sm~ modo el citado ATS de 21 de junio de 1988, tras afirmar que «la le­
g1~lac10n vigente n? contempla con carácter general la caducidad del procedi­
m1ent~ por hecho imputable a la Administración y sí sólo por hecho imputable 
al particular», reconoce que al trasladar la aplicación del art. 114 del Código Pe­
nal _al ámbito adn_i!nistrativo san~io_nador «estaríamos ante un supuesto de ca­
d_~c1dad o perencion del pro_c_ed1m1ento por hecho imputable a la Administra­
c~c.m que supone una excel?c10r,t_a la regla general antes señalada de no aplica­
c10n de esta forma de termmac1on». 

280. PARADA VAzQUEz,J. R.: Derecho Administrativo I, Parte General, Marcial Pons. Madrid, 
1989, pg. 510. 
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nes Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, siguiendo 
un razonamiento similar al entonces empleado, creemos conveniente 
interrogarnos, con I. PÉREZ Rovo y SoLER RocH, sobre la situación que 
conllevaba la vigencia del precepto administrativo citado en relación 
con el procedimiento sancionador. 

En este punto, y como punto de partida de nuestro análisis, 
creemos necesario reafirmar la decisiva importancia que, para esta 
cuestión, mantenía la disposición adicional quinta de la Ley 
30/1992, pues sólo reconociendo que el procedimiento sancionador 
estaba incluido entre los procedimientos administrativos en materia 
tributaria, dicha norma impedía una aplicación directa de la cadu­
cidad, siempre, claro está, que acordemos con los autores precitados 
que el artículo 43.4 que la regula era una norma procedimental. De 

· acuerdo con URÍA FERNÁNDEZ281 , este último razonamiento vendría ade­
más avalado por el Tribunal Supremo, pues. a su juicio, una inter­
pretación "a sensu contrario" del fundamento decimoséptimo de la 
Sentencia de 22 de enero de 1993 (RJ 1993, 1114), nos permite con­
cluir que «las normas contenidas en el Capítulo Hdel Título IX de 
la Ley 30/1992, en tanto que normas procedimentales, se encontra­
rían al amparo de lo dispuesto en la disposición adicional quinta de 
la Ley 30/1992 y, consecuentemente, no resultarían directamente 
aplicables a los procedimientos sancionadores en materia tributa­
ria». 

Sentada esta base, no resulta tampoco difícil acordar que, tam­
bién en relación con el procedimiento sancionador, sólo cabía, al me­
nos de «lege data», una aplicación subsidiaria de la· caducidad por 
inactividad de la administración. En este sentido, MoruLL0282 señalaba 
que «no resulta previsible la caducidad por inacción de los interesa­
dos, dado que se trata de procedimientos iniciados e impulsados de 
oficio en todos sus trámites». 

Asimismo, y de acuerdo con lo ya mantenido en apartados anterio­
res de este trabajo, resultaba obvio que la aplicación subsidiaria del pre­
cepto administrativo requería, en todo caso, la inexistencia de una nor­
mativa tributaria específica sobre la materia. En este punto, y a diferen-

281. 

282. 

DRÍA FERNÁNDEZ, Francisco: «Procedimientos sancionadores en el ámbito tributa­
rio. Repercusiones de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre», TrilmnaFisca~ núm. 
49, noviembre 1994, pg. 53. · 
MoRILLO MENÉNDEZ, Antonio: Las sanciones trilmtarias. De la teoría penal a la práctica 
administrativa, Tirant lo Blanch~ Valencia, 1996, pg. 194. 
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da de lo que ocurriera con el procedimiento de inspección, resultaba 
que como señala SoLER RoCH283, en la medida en que «el procedimiento 
sancionador no puede considerarse un procedimiento más de gestión 
tributaria, creemos que no le resulta aplicable lo dispuesto en el artícu­
lo 105.2º de la LGT y sí procedía en cambio, en ausencia de previsión al 
respecto, la aplicación subsidiaria de lo dispuesto en el artículo 43.4º de 
la Ley 30/1992 y en el artículo 20.6º del RD 1398/1993»284. 

El procedimiento sancionador tributario resultaba por tanto, a 
juicio unánime de la doctrina, un terreno propicio para la aplicación 
subsidiaria de la caducidad por inactividad de la Administración re­
gulada por la Ley 30/1992. Todo ello implicaba además el acuerdo so­
bre el cumplimiento por este procedimiento del requisito de no ser 
susceptible de producir actos favorables para el ciudadano, fórmula 
incluso que ha sido generalmente atribuida a la voluntad del legisla­
dor por aplicar a los procedimientos sancionadores el instituto peren­
torio que se estaba regulando. 

Entre fos autores que han defendido esta aplicación subsidiaria 
de la caducidad al procedimiento tributario sancionador encontra­
mos posiciones como la defendida por MoRILLO MENÉNDEZ285

, cuando 
afirmaba que «hay un plazo máximo para resolver el expediente 
contado desde su iniciación, que juega como de caducidad del pro­
cedimiento; tal es el de seis meses, en el procedimiento inspector, 
por disposición del RGIT (art. 31) y en los demás, por virtud de las 
normas administrativas generales», Tesis de la que parecía participar 
DíEz-OcttoA AzAGRA.286 al añadir como «por otro lado, y en relación a la 
duración que puede tener un expediente sancionador, hay que te-

283. 

284. 

285, 
286. 
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SoLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 34 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 11 .. 
Una conclusión similar había ya sido expresada por PÉREZ Rovo, Ignacio: «La 
prescripción en las actuaciones inspectoras», ob, cit., pgs. 583 y 584: «Para el pro­
cedimiento sancionador sí que creo plenamente aplicable la caducidad del art. 
43.4 de la LRJ-PAC por tres razones: a) porque ya dije antes que los procedi­
mientos sancionadores en materia tributaria no se veían concernidos por el ar­
tículo 105.2 de la LGT, que sólo afecta a los procedimientos de gestión en senti­
do amplío; b) porque el presupuesto de hecho contemplado en el art. 43.4 de la 
L~-PAC está pensando fundamentalmente -si no exclusivamente- en los pro­
cedimientos sancionadores; c) porque en este campo el principio de seguridad 
jurídica sí que tiene una especial penetración y, por lo mismo, hay que sobre­
ponderar su influencia a la hora·de realizar cualquier labor interpretativa». 
MoruLLo MENÉNDEZ, Antonio: ob. cit., pg. 194. 
DíEz-ÜcHoA AzAGRA,José María: «Incidencia de la Ley 30/1992, de 26 de noviem­
bre, en el derecho tributario sancionador», TribunaFiscal, núm. 42, abril 1994, 
pg. 54, 

II. La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

ner en cuenta que, el Real Decreto 803/1993, de 28 de mayo, por el 
que se modifican determinados procedimientos tributarios estable­
ce en el Anexo 2 núm. 3 que, los procedimientos para la imposición 
de sanciones por infracciones tributarias previstas en la LGT (art. 
81) y en el Real Decreto 2631/1985, de 18 de diciembre (arts. 2 a 9), 
será de seis meses, y en caso de no resolverse en dicho plazo se pro­
ducirá la caducidad del procedimiento (art. 43.4 de la Ley 
30/1992) »287

• 

En contra de las citadas posiciones entendemos que era falso que 
la normativa citada previera una caducidad automática por el mero 
transcurso del plazo de resolución que la misma preveía, antes al con­
trario, consideramos que, de acuerdo con lo que había sido un crite­
rio unánime en la doctrina administrativa, la caducidad por inactivi­
dad de la ~dministración requería, en aras a la igualdad de trato en­
tre la posición jurídica de ésta y la del administrado, una intimación 
previa por el particular, denunciando la falta de resolución en plazo, 
que impidiera la producción sorpresiva de la perención. Esta además, 
como señala LoZANo288

, era la postura defendida por el Tribunal Su­
premo en su Auto de 21 de julio de 1988, en el que el Tribunal aña­
diría que «para que la caducidad opere de forma automática "sería ne­
cesario que la Ley-ni siquiera una norma reglamentaria- lo dijera"289

, 

postura que confirmaría posteriormente en la STS de 22 de diciembre 
de 1988». 

En consecuencia, entendemos que la aplicación subsidiaria en 
materia de procedimiento tributario sancionador del artículo 43.4 de 
la Ley 30/1992, implicaba que transcurridos los seis meses que previs­
tos por su normativa específica para la resolución del procedimiento 
sin que ésta se hubiera producido, el interesado debía denunciar la 
mora en la que la Administración había incurrido, de forma que con-

287. El autor matiza posteriormente su posición exigiendo que el transcurso del pla­
zo inicialmente previsto para la resolución del procedimiento se vea seguido de 
la inactividad administrativa durante otros treinta días. DIEz-OcHoA AzAGRA, José 
María: ob. cit., _pg. 53: «Pues bien, si hubiese transcurrido el plazo ftjado para re­
solver y no hubiese recaído resolución expresa, la caducidad y archivo se produ­
cirá en el plazo de 30 días desde el vencimiento del plazo en que la resolución 
debió ser dictada y ello siempre que, el procedimiento sancionador no hubiese 
estado paralizado por causa imputable al interesado en cuyo caso el plazo que­
daría interrumpido», 

288. LoZANo, Blanca: La extinción de las sanciones administrativas y tributarias, ob. cit., pg. 
223. 

289. Auto de 21 de julio de 1988, aclaratorio de la Sentencia 15 junio 1988 (RJ 1988, 
4386) 
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sumado el plazo de treinta días desde la intimación sin que recayese 
resolución, se entendía caducado el procedimiento, sin perjuicio, por 
supuesto, de la posibilidad de iniciar uno nuevo siempre que no hu­
biera prescrito la responsabilidad por la infracción cometida. 

La modificación de la Ley 30/1992, acometida por la Ley 4/1999, 
de 13 de enero va a suponer un espectacular cambio en la materia 
desde el momento en que, por expreso mandato de la nueva disposi­
ción adicional quinta de la Ley de Régimen Jurídico de las Adminis­
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, se ex­
cluye de la aplicación subsidiaria de esta norma a los procedimientos 
tributarios la materia relativa a «los plazos máximos para dictar reso­
lución, los efectos de su incumplimiento, así como, en su caso, los 
efectos de la falta de resolución», que se regirán en todo caso por lo 
previsto en la norma tributaria. 

Entendemos que el nuevo tenor de la disposición adicional de la 
Ley 30/1992 excluye totalmente la aplicación subsidiaria de dicha 
norma en materia de caducidad y por ello, aun cuando no existiera 
una norma específica en la materia, como ocurría en el caso del pro­
cedimiento sancionador por no ser subsumible en la categoría de los 
procedimientos de gestión tributaria a la que se refiere la prohibición 
de caducidad del artículo 105 de la Ley General Tributaria, no puede 
actualmente pretenderse la aplicación al mismo del artículo 44 de la 
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Pro­
cedimiento Administrativo Común. 

C. LA CADUCIDAD EN EL RÉGIMEN SANCIONADOR TRIBUTARIO QUE DESARROLIA EL 

REAL DECRETO 1930/1998, DE 11 DE SEPTIEMBRE 

La situación descrita en el apartado anterior no viene a ser sus­
tancialmente modificada, a nuestro juicio, por la existencia de la Ley 
1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes, pese a las im­
portantes modificaciones que la misma implica en relación con el 
procedimiento sancionador. Así, la citada norma dispone: 
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Artículo 34. Procedimiento separado.-!. La imposición de san­
ciones tributarias se realizará mediante un expediente distinto o inde­
pendiente del instruido para la comprobación e investigación de la si­
tuación tributaria del sujeto infractor, en el que se dará en todo caso au­
diencia al interesado. 

JI. La caducidad por inactividad de la Administración tributaria 

2. Cuando en el procedimiento sancionador vayan a ~er tenido~ en 
cuenta datos, pruebas o circunstancias que obren o hayan sid?,obte~udos 
en el expediente instruido en las actuaciones de comprobac10n o mves­
tigación de la situación tributaria del sujeto infract?r o resp?nsable, 
aquéllos deberán incorporarse formalmen:e al expedi<;n!e sancionador 
antes del trámite de audiencia correspondiente a este ultimo. 

3. El plazo máximo del expediente sancionador será de seis meses. 

4. El acto de imposición de sanción podrá ser objeto de recur~o o 
reclamación independiente, si bien, en el supuesto de 9ue el contribu­
yente impugne también la cuota tributaria, se acumularan ambos recur­
sos o reclamaciones. 

Del precepto transcrito sólo se desprende la ftjación de un plazo 
máximo de resolución para un procedimiento, el sancionador, que en 
adelante se configura como autónomo e independiente. A raíz de la 
norma citada podemos decir, siguiendo a SESMA SANcHEZ290

, que «el pro­
cedimiento sancionador se entiende iniciado desde la notificación del 
acuerdo de iniciación al presunto infractor y finalizado con la notifi­
cación de la resolución del expediente. Entre estas dos fechas no pue­
den transcurrir más de seis meses». 

Por otra parte, tampoco puede decirse que_el plazo resul~~ nove­
doso, en la medida en que recoge el que ya fJJara, en atenc10n a la 
aprobación de la Ley 30/1992, el Real Decreto 803/1993, de 28 de 
mayo. Ahora bien, como puede constatarse, la n~rma gua:da absolu­
to silencio sobre cuáles deben ser las consecuencias aparepdas al po­
sible incumplimiento del plazo previsto. En este se_?-tido, creemos 9ue 
tras la aprobación de la Ley de Derechos y Garantias de los Cont:1bu­
yentes se mantiene una situación de ausencia_d~ precepto.especifico 
en relación a la posible caducidad del proced1m1ento sa_nci~?ador l? 
que permitía, como se argumentó anteriorme~te.' la aphc~c~on subsi­
diaria del antiguo artículo 43.4 de la Ley_ d~ Reg1men ju~1d1c? de las 
Administraciones Públicas y del Proced1m1ento Adm1mstrat1vo Co­
mún. 

Aquella situación, pacíficamente aceptada p_or la doctrina, pre­
tendió sin embargo modificarse con la aprobac10n del Real l!e~reto 
1930/1998, de 11 de septiembre, por el que se de~arrolla el re~1men 
sancionador tributario y se introducen las adecuac10nes necesanas en 

290. SESMA SÁNcHEZ, Begoña: «Sanciones: procedimiento», en el libro colectiv~ Derechos 
y Garantías del Contribuyente (Estudio de la nueua ley), Lex Nova. Valladohd, 1998, 
pg. 541. 
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el Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el que se aprueba el Re­
glamento General de la Inspección de los Tributos. La modificación 
viene a seguir la línea defendida por SESMA SÁNcHEZ

291
, según la cual «la 

mejor garantía para el presunto infractor es sostener la caducidad del 
procedimiento sancionador no desarrollado en el plazo de los seis me­
ses que establece el artículo 34.3 de la Ley de Derechos y Garantías de 
los Contribuyentes». En concreto podemos encontrar en esta norma 
reglamentaria una regulación expresa de la caducidad en el procedi­
miento sancionador tributario de la que hasta ahora carecía nuestro 
ordenamiento y que a continuación transcribimos. 

Artículo 36. Plazo para resolver. 1. De acuerdo con lo dispuesto 
en el apartado 3 del artículo 34 de la Ley 1/1998, de 26 de febrero, de 
Derechos y Garantías de los Contribuyentes, el plazo máximo para re­
solver el procedimiento será de seis meses, a contar desde la fecha de no­
tificación al contribuyente de la iniciación del expediente sancionador. 
Dicho plazo se considerará interrumpido por las dilaciones en la trami­
tación imputables a los interesados o por la suspensión del procedi­
miento a que se refiere el artículo 5 de este Real Decreto. Transcurrido 
dicho plazo sin que la resolución haya sido dictada, se entenderá cadu­
cado el procedimiento y se procederá al archivo de las actuaciones, de 
oficio o a instancia del interesado, sin perjuicio de la posibilidad de ini­
ciar de nuevo el procedimiento, en tanto no haya prescrito la acción de 
la Hacienda Pública para imponer la correspondiente sanción. 

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 66 de la Ley General 
Tributaria en materia de interrupción de la prescripción, los plazos de 
prescripción para imponer sanciones no pecuniarias se interrumpirán 
por cualquier acción administrativa, realizada con conocimiento formal 
del sujeto pasivo, conducente a imponer las sanciones pecuniarias de las 
que aquéllas traigan causa. 

Por su parte, el artículo 5 al que hace referencia el anterior pre­
cepto dispone: 

Artículo 5: Procedimiento administrativo y delitos contra la Ha­
cienda Pública. 

l. En los supuestos en los que la Administración tributaria estime 
que las infracciones cometidas pudieran ser constitutivas de los delitos 
contra la Hacienda Pública regulados en el Código Penal, pasará previa 
notificación al interesado, el tanto de culpa a la jurisdicción competente 
y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo mientras la au­
toridad judicial no dicte sentencia firme, tenga lugar el sobreseimiento 

291. SESMA SANcHEZ, Begoña: o_b. cit., pg. 542. 
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o archivo de las actuaciones o se produzca la devolución del expediente 
por el Ministerio Fiscal. 

2. A tal efecto los Jefes de las Unidades Administrativas competen­
tes remitirán a los Delegados especiales de la Agencia Estatal de la Ad­
ministración tributaria o a los Directores de Departamento correspon­
dientes todas las actuaciones practicadas y diligencias incoadas con el in­
forme del funcionario competente sobre la pre'sunta concurrencia en los 
hechos de los elementos constitutivos de delito contra la Hacienda Pú­
blica. 

Los delegados especiales de la Agencia Estatal de la Administración 
tributaria y los Directores de Departamento pasarán las actuaciones a la 
jurisdicción competente o acordarán de forma motivada la continuación 
de las actuaciones administrativas. 

3. La remisión del expediente a la jurisdicción competente inte­
rrumpirá los plazos de prescripción para la práctica de las liquidaciones 
administrativas y la imposición de sanciones tributarias. 

Asimismo, esta circunstancia se considerará causajustificada de in­
terrupción del cómputo del plazo de duración del respectivo procedi­
miento. 

4. Si la autoridad judicial no apreciara la existencia de delito, la 
Administración tributaria continuará el expediente, practicando las li­
quidaciones y, en su caso, tramitando los correspondientes expedientes 
sancionadores, que procedan, con base en los hechos que los tribunales 
consideren probados.292 

Esta nueva regulación de la caducidad plantea, a nuestro juicio, al 
menos tres cuestiones diferentes que merecen un puntual comenta­
rio: la relativa a la técnica utilizada para la implantación del instituto 
perentorio, la que concierne a los supuestos de interrupción y de sus­
pensión del cómputo del plazo de caducidad, y por último la referen­
te a la legalida~ de la regulación transcrita. 

a) Crítica del mecanismo previsto para la implantación del instituto peren­
torio 

La nueva regulación del procedimiento tributario sancionador, 
condicionada sin duda por el afán garantista de la situación jurídica 
del contribuyente que preside la norma a la que pretende dar <lesa-

292. Art. 5 del Real Decreto 1930/1998, de 11 de septiembre, por el que se desarro­
lla el régimen sancionador tributario y se introducen las adecuaciones necesarias 
en el Real Decreto 939/1986, de 25 de abril, por el que se aprueba el Regla­
mento General de la Inspección de los Tributos. 
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rrollo, establece un riguroso mecanismo de caducidad que pretende 
la extinción del procedimiento por el mero transcurso del plazo ini­
cialmente previsto para su resolución sin que ésta se haya producido. 
A diferencia de lo previsto por la normativa administrativa entonces vi­
gente, no existe en este caso previsión alguna de la intimación a reali­
zar por el particular afectado por el incumplimiento del plazo, ni pe­
ríodo suplementario durante el cual pueda la Administración resolver 
sin que el procedimiento se extinga por caducidad. Antes al contrario, 
el carácter automático que la nueva regulación pretende conferir al 
instituto perentorio, en absoluta armonía con el vigente artículo 44 de 
la Ley 30/1992, queda claramente expuesto en el tenor del artículo 
36, antes transcrito, según el cual, «transcurrido dicho plazo sin que la re­
solución haya sido dictada, se entenderá caducado el procedimiento y se proce­
derá al archivo de las actuaciones, de oficio o a instancia del interesado, sin 
perjuicio de la posibilidad de iniciar de nuevo el procedimiento, en tanto no ha­
ya prescrito la acción de la Hacienda Pública para imponer la correspondiente 
sanción». 

De aplicarse esta nueva regulación se consagraría, tal vez injusta­
mente, una diferencia de trato entre la posición de la Administración 
y la del administrado en cuanto a la aplicación de la caducidad se re­
fiere, ya que mientras el segundo debe siempre ser advertido de lapo­
sibilidad de que el procedimiento incurra en caducidad por causa de 
su inactividad, habilitándosele un plazo para poder eludir la misma, la 
segunda podría verse expuesta a una caducidad sorpresiva del proce­
dimiento, que exige a nuestro juicio una justificación. Esta diferencia 
seguramente será justificada argumentando que la Administración no 
puede alegar sorpresa pues conoce que en todo procedimiento san­
cionador que inicie la no resolución en el plazo de seis meses llevará 
aparejada su caducidad, no siendo por ello necesaria otra advertencia 
que la que la propia norma contempla. El particular, sin embargo, de­
be ser advertido de la paralización del procedimiento que se haya pro­
ducido, así como de que la misma es imputable a su inactividad, de­
biéndole posibilitar desde ese momento la oportunidad de eludir, con 
su actuación, la caducidad que sobre el procedimiento se cernía. 

Ahora bien, esto nos conduce nuevamente a la diferencia entre el 
mecanismo adoptado en el establecimiento de la caducidad por inac­
tividad del administrado y el que se asocia a la inactividad de la Ad­
ministración, cuestión ésta que tuvimos ocasión de analizar con pro­
fundidad a la hora de ftjar nuestra posición en relación con la polé-
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mica en torno a la caducidad de las actuaciones inspectoras, y de la 
que recordaremos brevemente las conclusiones entonces alcanzadas, 
remitiendo a aquellas páginas el estudio de los razonamientos que las 
sustentan. 

Una lectura pormenorizada de la regulación de la caducidad por 
la Ley 30/1992 pone de manifiesto que mientras la caducidad por 
inactividad del administrado (art. 92 LRJ-PAC) puede ser eludida por 
la simple actividad del mismo tendente a evitar la paralización produ­
cida en el procedimiento, la caducidad por inactividad de la Adminis­
tración sólo puede evitarse mediante la notificación de la resolución 
del procedimiento en el plazo preftjado. Ambos mecanismos son au­
ténticos supuestos de caducidad en la medida en que tras ellos late la 
idea de terminar con la injustificada situación de pendencia a las re­
sultas de la voluntad de otro sujeto que entraña la paralización de un 
procedimiento por la inactividad de uno de los sujetos que en aquél 
intervienen. Ello es así en el supuesto de caducidad por inactividad de 
la Administración si tenemos en cuenta que el establecimiento de un 
plazo normal para la notificación de la resolución de un procedi­
miento permite presumir que su incumplimiento es debido a una pa­
ralización, o falta de diligencia, en el órgano que lo sustancia. 

Sin embargo, el establecimiento de un plazo preftjado cuyo in­
cumplimiento automático comporta la caducidad implica al menos 
dos problemas de dificil solución .. 

El primero de ellos exige partir de la base de que previsto un pla­
zo cualquiera para la resolución de un procedimiento seis meses en el 
caso que nos ocupa es lógico suponer que en determinados casos con­
cretos la actuación diligente de la Administración permite la resolu­
ción del procedimiento en un plazo mucho menor, pongamos por 
ejemplo en el plazo de un mes para un concreto procedimiento tri­
butario sancionador. El mecanismo analizado dejaría impune y, por 
tanto, no ampararía la seguridad jurídica del interesado, cualquier re­
traso en el cumplimiento diligente, aún deliberado y culpable, por 
parte de la Administración, siempre que el mismo no supusiera exce­
der el plazo originario y generalmente habilitado, en el ejemplo que 
sugerido, cualquier retraso inferior a cinco meses. 

En el otro extremo, y como segundo orden de problemas, la ftja­
ción de un plazo normal de resolución no garantiza que no se den su­
puestos en los que la especial complejidad del concreto procedimien-
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to impida resolver el mismo en el tiempo estipulado. La aplicación de 
la caducidad a tales supuestos implicaría la consagración de un dere­
cho a la resolución dentro de un plazo, sea dicha resolución posible o 
no, que no creemos ajustado a Derecho. Al particular debe permitír­
sele exigir el cumplimiento diligente por parte de la Administración, 
pero más allá de ese límite la sujeción a la que quede expuesto no pue­
de considerarse injustificada. 

b) Interrupción y suspensión del cómputo del plazo perentorio 

De una primera lectura del artículo 36 del Real Decreto 
1930/1998 parece establecerse una distinción entre un supuesto de 
suspensión del cómputo del plazo de caducidad derivado del traslado 
del expediente a la jurisdicción penal que conlleva la existencia de in­
dicios delictivos, y un supuesto de interrupción del cómputo del pla­
zo debido a la existencia de dilaciones imputables al interesado. Sin 
emb

0

argo creemos que la distinción, existente en el tenor literal de di­
cho artículo debe ser puesta en entredicho si tenemos en cuenta la fal­
ta de rigor con la que este Real Decreto utiliza los términos suspensión 
e interrupción de un plazo. Como muestra de la misma no necesita­
mos más que comprobar que el artículo 5 del mismo Real Decreto ha­
bla de interrupción del cómputo del plazo para referirse al supuesto 
de suspensión que el artículo 36 recoge. 

Debemos así interrogarnos acerca de cuál es la naturaleza de es­
tos fenómenos y si deben atribuirseles efectos interruptivos o suspen­
sivos de la caducidad. No olvidemos que la imposibilidad de interrup­
ción de un plazo preclusivo ha sido, tradicionalmente, una nota ca­
racterística destacada por nuestra doctrina como elemento diferen­
ciador de esta figura con la prescripción. No han faltado, sin embar­
go, autores que como MORILLO MENÉNDEZ293

, han sostenido, con ante­
rioridad a la regulación que analizamos, que «también cabe la inte­
rrupción del plazo de caducidad por las causas siguientes: 

a) Dilaciones en la tramitación imputables al interesado 

b) Suspensión del procedimiento por remisión del expediente a 
la jurisdicción competente por estimarse que pudieran existir indicios 
de delito». 

293. MoruLLO MENÉNDEz, Antonio: ob. cit., pgs. 194 y 195. 
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A nuestro juicio, ambos supuestos deberían, no obstante, ser con­
siderados supuestos de suspensión del cómputo del plazo preclusivo 
en la medida en que la caducidad es un instituto que sirve los fines de 
la seguridad jurídica, protegiendo a los sujetos de las situaciones de 
sujeción a las resultas de la voluntad de otro por tiempo superior al 
considerado razonable. Es por tanto el plazo preclusivo el criterio de 
justicia que en el presente caso equilibra los intereses de los inculpa­
dos, en no quedar expuestos por tiempo excesivo a la inseguridad de 
un procedimiento en curso, con los de la Administración en disponer 
de un plazo suficiente en el que poder cumplir los cometidos que se 
le encargan. 

En el momento en que el expediente ha de ser trasladado a la ju­
risdicción competente es obvio que la prohibición de seguir instru­
yendo el procedimiento debe ir acompañada de una suspensión del 
plazo para su resolución hasta que legalmente pueda. r~anu~~rse la 
tramitación del expediente, gozando entonces la Admmistrac10n del 
plazo restante para realizar las actuaciones pendientes. No parece que 
resultara lógico conceder a la Administración un nuevo plazo com­
pleto para la terminación del procedimiento en la.medida en que se 
conservan los actos que hubieran sido realizados previamente, duran­
te la porción del plazo ya consumida. 

De igual forma, si la actuación dilatoria del interesado impide el 
cumplimiento del plazo de resolución por parte de la Administración, 
lógico parece que los retrasos que sean imputables al interesado sus­
pendan el cómputo del plazo preclusivo, es decir, no sean tomados en 
consideración a efectos de considerar vencido el plazo, mas no cree­
mos que la lógica de los hechos facultara a la Administración para go­
zar de un nuevo y completo plazo, efecto este último que conllevaría 
la consideración de su interrupción. 

De confirmarse, no obstante, que la interrupción es la solución 
adoptada por la norma creemos que la misma estaría ~ncubriendo 
una sanción a la actitud dilatoria del administrado consistente en la 
exposición del mismo a un plazo injustificado, por exced~r el que 
con carácter general se considera necesario por el ordenamiento, en 
la tramitación de su expediente. Sanción que por otra parte no ad­
mitiría graduación ni por razón de la dilación efectivamente provo­
cada, ni por la intencionalidad del sujeto interesado. En la medida 
en que creemos que el ordenamiento dispone de otros medios para 
la sanción de la actitud obstructora de los administrados, no consi-

6.-La Caducidad en el Ordenamiento Tributario Español 
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deramos conveniente, como ya hemos tenido ocasión de exponer en 
otras ocasiones a lo largo de nuestro trabajo, que se adorne el insti­
tuto de la caducidad de'un matiz sancionador del que a nuestro jui­
cio carece. 

e) Legalidad de la reguladón de la caducidad en el procedimiento sancio­
nador tributario por el Real Decreto 1930/1998, de 11 de septiembre 

El último aspecto que, a nuestro juicio, debe ser objeto de análi­
sis en relación con la caducidad del procedimiento sancionador tri­
butario que lleva a cabo el reciente Real Decreto 1930/1998, es el re­
ferente a su posible ilegalidad. A este respecto, debe tenerse presente 
que la norma citada tiene rango reglamentario siendo así que como 
ya hemos tenido ocasión de señalar, el Tribunal Supremo, en su Auto 
de 21 de julio de 1988, había sentado el criterio de que «para que la 
caducidad opere de forma automática "sería necesario que la Ley -ni 
siquiera una norma reglamentaria- lo dijera"294, postura que confir­
maría posteriormente en la STS de 22 de diciembre de 1988»295, 

La referida posición del Tribunal Supremo no es, por otra parte, 
una mera manifestación del parecer de la Sala, sino la consecuencia 
de la aplicación, al caso concreto, de un precepto aún en vigor en 
nuestros días: el artículo 10 de la Ley General Tributaria. De acuerdo 
con el tenor de esta norma 

Se regularán, en todo caso, por ley: ( ... ) 

d) Los plazos de prescripción o caducidad y su modificación. 

Sin necesidad de entrar en el ya conocido debate acerca de si el ar­
tículo citado es o no apto para regular un principio de reserva legal, 
debate por otra parte resuelto ya negativamente en nuestra doctrina, 
no cabe sin embargo duda alguna acerca de la imposibilidad de que el 
ejecutivo, a través del poder reglamentario de que es titular, y del que 
es concreto ej<;rcicio el Real Decreto enjuiciado, pueda derogar el 
mandato del legislativo contenido en el artículo 10 de la Ley General 
Tributaria. Siendo cierto que el artículo 1 O de la Ley General Tributa­
ria no puede más que contener un principio de preferencia de ley, que 
en modo alguno puede vincular al propio legislador que lo establece, 

294. Auto de 21 de julio de 1988, aclaratorio de la Sentencia 15 junio 1988 (RJ 1988, 
4386). 

295. El análisis jurisprudencia! ha sido realizado por LoZANo, Blanca: La extinción de 
las sanciones administrativas y tributarias, ob. cit., pg. 223. 
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no lo es menos que el poder ejecutivo sometido al respeto de la legali­
dad vigente no puede sustraerse de igual forma a un tal mandato. 

La conclusión que se deriva del anterior razonamiento 110 puede 
ser otra que la ilegalidad del artículo 36.1 del Real Decre~o 
1930/1998, en la medida en que constituye un norma reglamentaria 
«praeter legem» en sede de una materia reservada a la Ley por man­
dato del poder legislativo, lo que en definitiva la constituye en una 
norma reglamentaria «contra legem». 

En cuan to a la justificación de la reserva legal a la que queda 
sometida la caducidad, recordaremos simplemente, por haber sido 
objeto de estudio en el anterior c~pítulo de nuestro trab~j?'. la P?­
sición de FALCÓN y TELLA296 al explicar como «a nuestro JU1C10, sin 
embargo, la exigencia de ley en materia de caducidad, que cierta­
mente no es consecuencia de la reserva de Ley tributaria consa­
grada en los artículos 31.3 y 131 de la Constitución, tam~oco pue­
de explicarse como una mera reserva formal, consecue~cia d~l lla­
mado principio de preferencia de ley. Se t~a~a de _una exigencia d~l 
carácter fiduciario de las potestades admmistrativas, que la Admi­
nistración ha de ejercitar por imperativo legal, no pudiéndose de­
jar a la discreción de ésta la fijaci?n de los límites tempora~e~ en 
que tal ejercicio es posible, ni siqmera dentro de un plazo maximo 
establecido por ley (como sería, según el autor citado297

, el plazo de 
prescripción), ya que no se trata únicamente de una garantía de los 
particulares». 

5. LA CADUCIDAD EN EL PROCEDIMIENTO DE APREMIO 

Un supuesto especial en relación con la regulación de la duración 
de las actuaciones administrativas en materia tributaria viene sin duda 
representado por el procedimiento de apremio. De esta forma, si d~ 
acuerdo con la profesora SoLER RocH298

, entendemos que lo que «si 
permite interpretar la norma contenida en el artículo 23.l de la 
LDGC -al referirse al "plazo máximo de resolución de seis meses" o a la fi-

296. 

297. 

298. 

FALCÓN y TELLA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., pg. 85, nota a 
pie núm. 44. , , . . , , . . . 
Se refiere a Rrnz GARcíA, Jose Ramon: La liquzdacion en el ordenamiento tributario, 
ob. cit., pgs. 266 y 267. 
SOLER RocH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pgs. 2 y 3. 
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jación de un plazo distinto- es que, a partir de lo dispuesto en esta 
Ley, deja de haber procedimientos de gestión tributaria no sometidos 
a un plazo máximo de duración», no podemos evitar señalar, siguien­
,do a la propia autora, como «la única excepción ~n este sentido la 
constituye el procedimiento de apremio, en virtud de la exclusión ex­
presa formulada en el m1mero 3 del propio artículo 23299». 

Así, «permitir, como hace esta norma, que las actuaciones de di­
cho procedimiento se extiendan "hasta el plazo de prescripción de la ac­
ción de cobro" parece, formalmente, el establecimiento de un plazo má­
ximo de resolución de cuatro años pero en términos de duración del 
procedimiento es, en realidad, un no-plazo; el mismo efecto jurídico 
tendría una norma que estableciera que el procedimiento de apremio 
no tiene plazo preftjado para su terminación300, ya que, en cualquier 
caso, es evidente que no puede desarrollarse ninguna actuación del 
procedimiento más allá del momento en que haya prescrito el dere­
cho que la hace valer»3º1

• 

«Llama la atención esta disposición .-como señala FERNÁNDEZ JuN­
QUERA3º2- pues si bien es lógico su contenido por la importa.t;1cia y com­
plejidap. del procedimiento de apremio, se trata de un procedimiento 
que siempre ha gozado de regulación específica, existiendo una nor­
mativa aplicable al mismo, si bien es cierto que el RGR no hace refe­
rencia expresa al tiempo máximo que puede durar dicho procedi­
miento, lo que se explica, por su propia complejidad y las característi­
cas de cada procedimiento que dependen de muchos y muy distintos 
factores». 

«Cuestión distinta es plantearse -siguiendo a SoLER RocH3º3
- por 

qué, precisamente el procedimiento de apremio, ha quedado exclui­
do de la garantía que, para los particulares que se relacionan con la 
Administración tributaria, supone el establecimiento de plazos máxi-

299. 

300. 

301. 

302. 

303. 
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Art. 23.3 de la Ley 1/1998, de Derechos y Garantías de los Contribuyentes: «Que­
da excluido de las previsiones anteriores el procedimiento de apremio, cuyas actuaciones pC>­
drán extenderse hasta el plazo de prescripción de l.a acción de collro». 
Como señalaba, a este respecto, el núm. 2º del Anexo 3 del Real Decreto 
803/1993. 
SoLER RoCH, María Teresa: Comentario al artículo 23 de la Ley de Derechos y Ga­
rantías del Contribuyente, pg. 3. 
FERNÁNDEZjUNQUERA, Manuela: «Derechos generales de los contribuyentes», en el 
libro colectivo Derechos y Garantías del Contribuyente (Estudio de la nueva ley), Lex 
Nova. Valladolid 1998, pg. 106. 
SoLER RoCH, María Teresa: Comentario al art. 23 de la Ley de Derechos y Garan­
tías del Contribuyente, pg. 3. 
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mos de duración de los procedimientos; si el plazo general de seis me­
ses se consideraba insuficiente (y sin duda lo es) en relación con las 
actuaciones propias de este procedimiento, se podía haber previsto un 
plazo mayor, como se ha hecho en el caso del p_roc~dimient~ de ins­
pección. No ha sido así; quizás porque la expenencia recomie~da la 
necesidad de plazos dilatados cuando de lo que se trata es de la mves­
tigación, descubrimiento, traba y enajenación, en su caso, de los bie­
nes de deudor o deudores tributarios; pero otra opción hubiera sido 
fijar un plazo más breve, regulando un cómput~ adecuad.o, un ré~i­
men de ampliaciones y tipificando supuestos~ :ircunstanoas.especia­
les en los cuales pudiera extenderse la duracion del procedimiento, 
incluso hasta los límites de la prescripción». 

' Buscando también la posible justificación de la exclusión comen­
tada FERNÁNDEZJUNQUERA3º4, ha analizado la gestación parlamentaria de 
la norma, poniendo de manifiesto como el citado punto 3 que no se 
recogía en el Proyecto de Ley, fue incluido por una enmienda pre­
sentada por el Grupo Parlamentario Popular con justificación en las 
propias peculiaridades del procedimiento de ap:e~io. Concretamen­
te se dijo que este procedimiento «no pue~e asimilarse, e~ c:1anto a 
sus fases, al resto de procedimientos de ofioo, con _los que_u~uca~~n­
te coincide en el hecho de iniciarse por la propia Admmistracion, 
pues no puede distinguirse una fase de simple ~ramitació~ ~~e prece­
da a su finalización o resolución. Por el contrano una vez miciado, los 
órganos de recaudación deben real~zar cuantas a~tuaciones. contem­
pla la normativa, al objeto de cumplir con su finalidad esen~ia!: el co­
bro de las deudas no ingresadas voluntariamente por el admmistrado. 

Por ello el "procedimiento de apremio" no.puede ~en_er otro pla­
zo que el de prescripción del derecho de la Haciend~ P?blica al cobr? 
de sus deudas, reconocido en la LGT y en la LGP. Limitar el procedi­
miento de apremio a un plazo preftjado distinto, sería limitar "~e fac­
to" la extensión de tal derecho, cuestión que por su importancia tras­
ciende al objeto concreto de delimitación de plazos del artículo 23 del 
proyecto de Ley de Derechos y Garantías del Contribuyente». 

La ausencia en nuestra normativa de la fijación de un plazo para 
la terminación del procedimiento de apremio no debe sin embargo 

304. FERNÁNDEzjuNQUERA, Manuela: «Derechos gen.erales de los ~ontribuyentes», en el 
libro colectivo Derechos y Garantías del Contnbuyente (Estudzo de la nueva ley), ob. 
cit., pgs. 106 y 107. 
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impedirnos reflexionar acerca de cuáles deberían ser las consecuen­
cias a aparejar al incumplimiento por la Administración del plazo que 
pudiera en un futuro ftjársele, y que determinan en el fondo las ga­
rantías que al particular aporta tal ftjación de plazo. En concreto, cre­
emos que, una vez más, no debemos dejar pasar la ocasión de plante­
arnos la conveniencia del establecimiento del instituto perentorio en 
relación con el procedimiento que ahora nos ocupa. 

A este respecto entendemos que en el procedimiento de apremio 
la defensa de la seguridad jurídica del particular con el que dicho pro­
cedimiento se sigue no requiere el establecimiento de plazos preclusi­
vos en la actuación administrativa. Ello es así, a nuestro juicio, en la 
medida en que el particular que se sintiera vulnerado por la situación 
de pendencia que pudiera derivarse de una paralización del procedi­
miento de apremio imputable a la Administración, tiene siempre la 
posibilidad de poner fin al procedimiento en curso y, simultáneamen­
te, a la pendencia que vulnera su seguridad, mediante el pago de la 
deuda cuya recaudación se pretende. 

Creemos, en definitiva, que en relación con el procedimiento de 
apremio no puede perderse de vista que la Administración, dentro del 
marco garantista de los derechos de los deudores articulado por el Re­
glamento General de Recaudación, actúa para hacer efectivo un cré­
dito no satisfecho por el particular. El ejercicio de medidas coercitivas 
tendentes a procurar el cobro de la deuda impagada viene atempera­
do en nuestra norma !eglamentaria por el respeto, asimismo exigido, 
a los derechos del deudor apremiado. Ahora bien, la posible situación 
de pendencia a la que se viera sometido el particular no resulta, a 
nuestro juicio, amparable a través de la aplicación del instituto peren­
torio en la medida en que de la misma es responsable, al menos, el 
propio particular que pudiendo en cualquier momento hacer efecti­
vo el pago de la deuda no satisface la misma. 

Excluida la convenie_ncia de declarar caducado el procedimiento 
de apremio por incumplimiento del plazo que para su terminación se 
ftjase, creemos que una consecuencia que pudiera no obstante con­
templarse para el mencionado incumplimiento sería la de la de per­
mitir la reclamación en queja ante la Administración por la paraliza­
ción provocada, pues entendemos que en la resolución de la mencio­
nada queja podría llegar a valorarse adecuadamente en qué medida el 
incumplimiento es imputable a la falta de diligencia en la actuación 
administrativa, así como el tanto de responsabilidad que en el incum-
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plimiento incumbe al particular. Esta a nuestro juicio podría ser la vía 
más adecuada para dar satisfacción a las lógicas aspiraciones del par­
ticular a recibir un trato diligente en las actuaciones administrativas 
que con él se sigan. 
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Capítulo III 

La caducidad por inactividad del administrado 
en Derecho tributario 

l. PLANTEAMIENTO 

El hecho de que nuestro estudio haya tomado en consideráción 
hasta el momento tan sólo los supuestos de caducidad debidos a la 
inactividad de la Administración se debe tanto al interés que revisten 
dichos supuestos en un orden jurídico en el que indiscutiblemente 
prima el inicio e impulso de oficio de los procedimientos que com­
prende, como a la novedad que los mismos suponen en el conjunto 
de un ordenamiento en el que, hasta fecha reciente305

, sólo la inactivi­
dad de los particulares podía provocar la caducidad del procedimien­
to en el que se producía. Ello sin embargo no debe llevarnos a olvidar 
la importancia que, también en el orden tributario, tienen los su­
puestos de caducidad por inactividad de los particulares cuyo núme­
ro, por otra parte, es muy superior a los debidos a la inactividad ad­
ministrativa. 

Precisamente es la abundancia de supuestos de caducidad por 
inactividad de los particulares que pueden descubrirse en nuestra nor­
mativa lo que nos ha decidido a evitar el, a nuestro juicio, escasamen­
te productivo análisis casuístico de los mismos, y a procurar, por el 
contrario, una sistematización de nuestro estudio que permita poste­
riormente extraer las conclusiones correspondientes al supuesto con­
creto que se pretenda analizar. 

Desde esta perspectiva, creemos que la totalidad de los supuestos 
de caducidad por inactividad de los particulares, presentes en Dere­
cho tributario, puede reconducirse a los tres genéricos modelos a los 

305. Como hemos señalado reiteradamente es la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común la 
primera norma que, de forma general, prevé en su art. 43.4, la posibilidad de 
que caduquen los procedimientos por la inactividad de la Admimstración. 
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que tuvimos ocasión de referirnos en la primera parte de nuestro tra­
bajo: la posible caducidad de los derechos potestativos que les puedan 
ser reconocidos, la posible caducidad de los procedimientos que con 
ellos se sigan por la paralización que les sea imputable y, por último, 
la posible caducidad de la instancia en los procesos tributarios en l_os 
que participen. Serán, por tanto, estas tres categorías de caducidad, 
en la medida en que se deban a la inactividad de los particulares, las 
que serán objeto separado de nuestro siguiente análisis. 

2. LA CADUCIDAD DE LOS DERECHOS POTESTATIVOS RECO­
NOCIDOS A LOS PARTICULARES EN DERECHO TRIBUTARIO 

Tal como señala FALCÓN YTELLA3º6 es frecuente la existencia de pla­
zos de caducidad que afectan a determinadas situaciones activas del 
particular, especialmente los llamados derechos potestativos o faculta­
des de:; modificación jurídica, categoría a la que como sabemos son re­
conducibles los derechos de opción y de renuncia en virtud de los cua­
les el particular puede configurar, dentro de determinados límites, su 
régimen tributario. 

En efecto, la mayoría de estas facultades están sometidas, directa 
o indirectamente, a términos o plazos preclusivos reconducibles en úl­
tima instancia a la caducidad3º7• 

Resulta, a nuestro juicio, evidente que en la medida en que la nor­
mativa tributaria reconoce a los sujetos pasivos determinadas faculta­
des de opción y de renuncia con influencia en sus respectivos regíme­
nes tributarios, la Administración queda sujeta a las resultas del ejer­
cicio de los mencionados derechos potestativos para poder conocer la 
exacta situación jurídica que le corresponde como titular del crédit0 
tributario, o en su caso de las posibles obligaciones de reembolso. Di­
cho de otra forma, la concreta obligación a cargo del sujeto pasivo o, 
por el contrario, su posible derecho a una devolución tributaria de­
penden en ocasiones del posible ejercicio por parte del mismo de los 
derechos potestativos que el ordenamiento le confiere, lo que, a la 

306. FALCÓN y TELIA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., _pg. 250, 
307. Prosigue el propio FALCÓN YTELIA, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. 

cit., pg. 250, señalando como «así, por ejemplo, en el IRPF la posibilidad de re­
nunciar al régimen de estimación objetiva caduca al iniciarse el período imposi­
tivo correspondiente, y la facultad de compensar las disminuciones netas, regu­
lares o irregulares, y los rendimientos irregulares negativos se limita a cinco ejer­
cicios». 
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postre, puede generar una situación de inseguridad jurídica en la Ad­
ministración, en la medida en que queda expuesta a las resultas de la 
voluntad del sujeto pasivo. 

Tal y como hemos venido defendiendo a lo largo de este trabajo 
la mencionada inseguridad jurídica puede ser combatida mediante el 
establecimiento del instituto perentorio, de forma que, en el caso con­
creto que nos ocupa, se establezca un límite temporal a la situación de 
pendencia padecida por la Administración. Todo ello ocurre normal­
mente en nuestro ordenamiento al establecerse para los diferentes de­
rechos potestativos el plazo preclus~vo en el que deb~n ser ejerc!do~, 
de modo que vencido dicho plazo sm que se haya verificado el eJerci­
cio de la facultad concedida la misma se extingue y con ella la posibi­
lidad de modificar el normal régimen jurídico del sujeto pasivo. Co­
mo resultas del mencionado mecanismo la Administración sólo se ve 
obligada a soportar la inseguridad que conlleva la pendencia durante 
el transcurso del plazo preclusivo, a cuyo término la relación jurídi~a 
que la vincula al sujeto pasivo gozará d~ c~rteza, ya sea por ~ue el mis­
mo haya ejercitado la facultad que le asistia, ya porque la misma ha ca­
ducado. 

Por otra parte, podemos comprobar, una vez más que la caduci­
dad del derecho potestativo, a diferencia de lo que ocurre con la pres­
cripción, no extingue los derechos y obligaciones principales que 
unen al sujetq pasivo con la Administración. En estos supuestos d~ ca­
ducidad tan sólo se produce la extinción de los derechos potestativos, 
que son, como señala_ra PuIG BRuTAu308

, los que «atribuyen a una per­
sona la potestad de producir, mediante su declaración de voluntad, la 
creación, modificación o extinción de una relación jurídica, con efi­
cacia respecto a otros sujetos de derecho». 

Utilizando un ejemplo que ilustre las anteriores a~rmaciones,_po­
demos referirnos a la caducidad del derecho de opcion por la tribu­
tación conjunta que en virtud del artículo 86309 de la Ley ~8/1991,_ de 
6 de junio, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Fisicas, asiste 

308. 

309. 

PuIG BRmAu, José: Caducidad, prescripción extintiva y usucapión, Bosch. Barcelona, 
1988, pg. 34. . . 
«Artículo 86: Opción por la tributación co~junta; Las perso~ll:s fisicas zn_tegradas 61: una 
unidad familiar podrán optar, en cualquier periodo ;"!IPositzvo, por tributar conjunta­
mente en el Impuesto sobre la Renta de las Personas Fzszcas, con arreglo a las nonnas ge-
nerales del Impuesto y las disposiciones del ~resente _título. , . 
La opción por la tributación conjunta no vinculara para periodos sucesivos». 
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a los miembros de una unidad familiar. Las condiciones en que debe 
ejercitarse el mencionado derecho potestativo vienen establecidas en 
el artículo 88 de la mencionada Ley a cuyo tenor: 

Artículo 88. Ejercicio de la opción. La opción por la tributación 
conjunta debe abarcar a la totalidad de los miembros de la unidad fami­
liar. Si uno de ellos presenta declaración individual, los restantes debe­
rán utilizar el mismo régimen. 

La opción ejercitada inicialmente para un período impositivo no 
podrá ser modificada con posterioridad respecto del mismo. 

En el caso de falta de declaración, los sujetos pasivos tributarán in­
dividualmente, salvo que manifiesten expresamente lo contrario en el 
plazo de diez días a partir del requerimiento de la Administración. 

Teniendo los contribuyentes que integren una unidad familiar la 
posibilidad de optar por tributar conjuntamente en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas, resulta evidente que en tanto que los 
mismos no se pronuncien acerca del ejercicio o la renuncia de la 
mencionada facultad, la Hacienda Pública se encuentra en una situa­
ción de incertidumbre en la medida en que no puede determinar 
exactamente el contenido del crédito tributario de que es titular. La 
agresión de la seguridad jurídica sufrida por la Administración, o di­
cho de otro modo, la situación de inseguridad jurídica que conlleva la 
pendencia de la dependencia de la voluntad de los contribuyentes, es 
combatida por el ordenamiento mediante el establecimiento de un lí­
mite temporal, esto es mediante la implantación de la caducidad del 
derecho potestativo. 

Del precepto transcrito se desprende además, que el ejercicio de la 
opción por la tributación conjunta en el Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas parece estar sometido en realidad a un doble plazo de 
caducidad. Inicialmente, la opción debe ejercitarse al tiempo de pre­
sentar la declaración del Impuesto, por lo que de acuerdo con el artí­
culo 96.4310 de la Ley 18/1991, se deberán respetar los plazos que fije el 
Ministro de Economía y Hacienda, y que se aprueban por Orden Mi-

310. Art. 96.4 de la Ley 18/1991: «El Ministro de Economía y Hacienda podrá aprobar la uti­
lización de modalidades simplificadas o especiales de declaración. 
La declaración se efectuará en la forma, plazos e impresos que establezca el Ministro de Eco­
nomía y Hacienda. 
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Los sujetos pasivos deberán cumplimentar la totalidad de los datos que les afec­
ten contenidos en las declaraciones, acompañar los documentos y Justificantes 
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Economía y Hacienda». 
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nisterial para cada ejercicio. Ahora bien, para el caso de que no hubie­
ra sido presentada declaración en plazo, el propio artículo 88 prevé la 
posibilidad de que la opción sea expresamente ejercitada dentro de los 
diez días siguientes al requerimiento por parte de la Administración311. 

Sin embargo la propia existencia de un doble plazo de caducidad 
supone, a nuestro juicio, una incongruencia en los términos quepa­
samos a examinar. Si el plazo de presentación de la declaración es 
considerado un plazo de caducidad para el ejercicio de la facultad de 
opción por la tributación conjunta, permitida por la normativa del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, resultaría evidente 
que el transcurso de dicho plazo sin que se verificara el ejercicio de la 
mencionada opción determinaría la extinción de la misma. Quiere 
con ello decirse que con posterioridad al plazo de presentación vo­
luntaria de declaraciones, los sujetos pasivos integrantes de una uni­
dad familiar, que no hubieran ejercitado en tiempo el derecho potes­
tativo que el ordenamiento les reconoce, no podrían, en ningún caso, 
reclamar la posibilidad de tributar conjuntamente. Ello debería, en 
consecuencia, ser así tanto en el supuesto de que hubieran presenta­
do declaraciones individuales312

, como en aquel de que no hubieran 
presentado declaración alguna. 

Sin embargo, el precepto transcrito admite un ejercicio de la fa­
cultad posterior a la finalización del plazo de presentación voluntaria, 
para los supuestos en los que no se hubiera presentado declaración al­
guna, pudiéndose optar expresamente por el régimen de tributación 

311. Los aspectos referidos en relación con el régimen jurídico de la tributación con­
junta en el IRPF, han sido mantenidos en la nueva regulación de este impuesto 
por la Ley 40/1998, de 9 de diciembre, cuyo art. 69 dispone: 
- opción por la tributación conjunta.- 1. Las personas fisicas integradas en una unidad 
familiar podrán optar, en cualquier perfodo impositivo, por tributar conjuntamente en el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, con arreglo a las normas generales del im­
puesto y las disposiciones del presente Título, siempre que todos sus miembros sean contri­
buyentes por este impuesto. 
La opción por la tributación conjunta no vinculará para perfodos sucesivos. 
2. La opción por la tributación conjunta deberá abarcar a la totalidad de los miembros de 
la unidad familiar. Si uno de ellos presenta declaración individual, los demás deberán uti­
lizar el mismo régi,men. 
La opción ejercitada para un período impositivo no podrá ser modificada con posterioridad 
respecto del mismo una vez finalizado el plazo reglamentario de declaración. 
En el caso de falta de declaración, los contribuyentes tributarán individualmente, salvo que 
manifiesten expresamente su opción en el plazo de diez días a partir del requerimiento de 
la Administración tributaria. , 

312. En la medida en que el precepto dispone que «la opción ejercitada inicialmente pa­
ra un período impositivo no podrá ser modificada con posterioridad respecto del mismo». 
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con)unta dentro de los diez días siguientes al requerimiento adminis­
trativo. La pregunta que entonces se nos plantea es la siguiente: ¿Pue­
de presentarse extemporáneamente una declaración conjunta cuan­
do no ha mediado aún requerimiento administrativo? Entendemos 
que con la vigente regulación no resulta justificado negar dicha posi­
bilidad, dado que estaríamos haciendo de peor condición, en cuanto 
al derecho potestativo de tributar conjuntamente se refiere, a los su­
jetos pasivos que cumplen extemporánea pero espontáneamente con 
sus deberes formales respecto a los sujetos que sólo cumplen tras ser 
requeridos administrativamente. 

Las anteriores consideraciones nos llevan a negar el carácter pe­
rentorio del plazo de presentación voluntaria de las declaraciones del 
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas respecto de la facultad 
de optar por el régimen de tributación conjunta. Lo que no impide 
que el vencimiento del mencionado plazo provoque la caducidad de 
la facultad de modificación de la opción adoptada. Ello quiere decir 
que, a nuestro juicio, la desaparición de la facultad de optar a la apli­
cación del régimen de tributación conjunta, no se produce como con­
secuencia de su caducidad, sino como resultado de la consumación de 
la opción, ya sea por su ejercicio expreso, al presentar una declara­
ción conjunta, o por su renuncia tácita, mediante la presentación de 
declaraciones individuales. 

De acuerdo con la normativa analizada, creemos que la extinción 
de la facultad de opción que nos ocupa, como consecuencia de su ca­
ducidad, sólo se produce con el vencimiento del plazo de diez días, 
posterior al requerimiento administrativo. Hasta ese momento la fa­
cultad puede ejercitarse en cualquier momento mediante la presenta­
ción de las correspondientes declaraciones, sin que el sentido en que 
la opción se haya ejercitado pueda variarse una vez transcurrido el pla­
zo de presentación voluntaria de declaraciones313. 

Podría desde luego haberse adoptado por el legislador un sistema 
diferente en el que la facultad de opción caducara con la finalización 
del plazo de presentación voluntaria de declaraciones, ahora bien, eso 
requeriría la eliminación del vigente plazo de caducidad, en la medi­
da en que no pudiendo optar a la aplicación del régimen de declara-

313. Esto último es consecuencia, como hemos dicho del hecho de que dicho plazo 
tenga ca.rácter perentorio respecto de la facultad de modificación de la opción 
ejercitada. 
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ción conjunta una vez vencido el plazo de presentación, no podría, «a 
fortiori», permitirse la opción con posterioridad al requerimiento ad­
ministrativo. Preferimos, sin embargo, el mecanismo vigente en la me­
dida en que la alternativa propuesta parece configurar la caducidad 
de la facultad de opción como una sanción indirecta a la falta de pre­
sentación de declaraciones, lo que a nuestro juicio es desaconsejable, 
tanto por .que podría inducir a error respecto del carácter sanciona­
dor de la caducidad, que hemos negado en numerosas ocasiones a lo 
largo del trabajo, como por la convicción de que la concesión de la op­
ción por una tributación conjunta debe apoyarse exclusivamente en 
razones de justicia tributaria314. 

Por último, debemos señalar cómo la caducidad de la facultad 
de opción por el régimen de tributación conjunta, no supone en 
ningún momento la extinción de la relación jurídica con la que la 
misma se relaciona. Queda claro que el supuesto de caducidad que 
hemos analizado conlleva la extinción del derecho potestativo de 
opción, pero que no daña en modo alguno ni la obligación tributa­
ria de los sujetos pasivos que no ejercitaron la opción, ni los' dere­
chos de crédito que, en relación a los mismos, asisten a la Hacien­
da Pública. 

3. LA CADUCIDAD DE LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS 
,POR INACTMDAD DE LOS PARTICULARES 

Al margen de los supuestos de caducidad de los derechos po­
testativos que el ordenamiento tributario reconoce a los sujetos pa­
sivos, el instituto perentorio encuentra aplicación en el menciona­
do orden jurídico a través de supuestos de caducidad de los distin­
tos procedimientos. Siendo cierto, como hemos señalado, que el 
hecho de que la mayoría de los procedimientos se inician e impul­
san de oficio, es lógico que nuestro interés se haya dirigido princi­
palmente al estudio de aquellos supuestos en los que la caducidad 
es consecuencia de una inactividad administrativa. Ello no obstante 
creemos que también en los supuestos en los que la inactividad es 
imputable a los particulares, podemos encontrar supuestos de ca­
ducidad tributaria. 

314. Esto, en absoluto, quiere decir que mostremos nuestro acuerdo con el régimen. 
de tributación conjunta adoptado por la Ley 18/1991. 
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Ello era así con la anterior redacción de la Ley 30/1992 porque, 
aun siendo sólo aplicable subsidiariamente, tenía perfecta vigencia en 
Derecho tributario el artículo 92 de la Ley 30/1992, de Régimen Jurí­
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis­
trativo Común, a cuyo tenor la caducidad por inactividad de los parti­
culares se rige por los siguientes: 

Requisitos y efectos.-1. En los procedimientos iniciados a solicitud 
del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable 
al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se 
producirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el par­
ticular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tra­
mitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, noti­
ficándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad 
procederán los recursos pertinentes. 

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactividad del 
interesado en la cumplimentación de trámites, siempre que no sean 
indispensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro 
efecto que la pérdida de su derecho al referido trámite. 

3. La caducidad no producirá por sí sola la prescripción de las ac­
ciones del particular o de la Administración, pero los procedimientos ca­
ducados, no interrumpirán el plazo de prescripción. 

4. Podrá no ser aplicable la caducidad en el supuesto de que la 
cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustan­
ciarla para su definición y esclarecimiento. 

Como ya tuvimos ocasión de exponer en páginas precedentes el 
legislador ha limitado, a nuestro juicio inadecuadamente, los proce­
dimientos susceptibles de caducar por inactividad del interesado a 
aquellos que él mismo haya iniciado, lo que en el orden tributario su­
pone una considerable restricción. Creemos que la inactividad del ad­
ministrado, si produce una paralización del procedimiento no sus­
ceptible de ser resuelta mediante el impulso de oficio del mismo, su­
pone una agresión a la seguridad jurídica de la Administración que 
bien podría ser resuelta mediante la aplicación del instituto perento­
rio, sin perjuicio de que, atendiendo a otros posibles intereses distin­
tos del amparo de su seguridad, la Administración decidiera renun­
ciar a la caducidad, posibilidad, por otra parte, que ya recoge el pro­
pio apartado cuarto del precepto transcrito. 

Queda también claro que, a diferencia de lo que sucede con los 
supuestos de caducidad de los derechos potestativos, en el caso de la 
caducidad del procedimiento por inactividad del administrado, debe-
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rá intimarse al mismo a que realice las actividades necesarias que per­
mitan la continuación del procedimiento. Este requisito de intima­
ción resulta lógico si tenemos presente que mientras que el titular de 
un derecho potestativo sujeto a caducidad conoce desde el principio 
que el mismo está sometido a plazo, el interesado cuya inactividad ha 
paralizado un procedimiento no está obligado, ni le es necesariamen­
te posible, conocer cuál es el resultado de su inactividad y si la Admi­
nistración tiene o no otros medios para subsanar la paralización. Será 
pues a partir del momento en que se notifique al interesado la con­
currencia de las anteriores circunstancias cuando haya de iniciarse el 
cómputo del plazo preclusivo. 

No se aplicaba, sin embargo, el artículo 92 de la Ley 30/1992 al 
procedimiento de sustanciación de las reclamaciones económico-ad­
ministrativas. En principio, y como ha señalado MARTíN QuERALT315

, «en 
materia de revisión de actos en vía administrativa y en el ámbito de las 
reclamaciones económico-administrativas, ni siquiera se prevé expre­
samente esa aplicación subsidiaria de la LRJ-PAC, sino que se estable­
ce el mantenimiento incólume de la normativa actualmente vigente». 

Así resulta del tenor del artículo 107 de la Ley de Régimen Jurí­
dico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Adminis­
trativo Común que establece en su apartado cuarto que: 

Las reclamaciones económico-administrativas se ajustarán a los pro­
cedimientos establecidos por su legislación específica. 

Este precepto viene además a ser corroborado por el apartado se­
gundo de la disposición adicional quinta de la misma norma, al seña­
lar que: 

La revisión de actos en vía administrativa en materia tributaria se 
ajustará a lo dispuesto en los artículos 153 a 171 de la Ley General Tri­
butaria y disposiciones dictadas en desarrollo y aplicación de la misma. 

La nueva redacción dada por la Ley 4/1999, de 13 de enero, a la 
disposición adicional quinta ha venido también aquí a modificar la si­
tuación descrita de forma que en la actualidad parece que queda en 
principio excluida toda aplicación subsidi_aria de la norma administrati­
va en materia de caducidad. Ello es así salvo que, como venía ocurrien­
do hasta ahora, la jurisprudencia no interprete estas exclusiones como 

315. MARTÍN QuERALT,Juan: «La aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, en 
los procedimientos administrativos en materia tributaria», oh. cit., pg. 38. 
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prohibicione~. Así en relación a la situación en que se encontraba la re­
visión en vía administrativa señalaba MARTíN QuERALT que los preceptos 
apuntados no impedían sin embargo la aplicación subsidiaria de la nor­
ma, y pese al silencio que guardaba su regulación el resultado era <~urí-. 
dicamente el mismo, pues el artículo 9.2 de la Ley General Tributaria316 

ha dado pie para que una sensible jurisprudencia vaya posibilitando la 
permeabilidad del ordenamiento tributario -y no sólo de la regulación 
de los distintos tributos, singularmente considerados- a los preceptos 
tanto del Derecho administrativo como del Derecho común»317

, 

Esta interpretación evitaría considerar la existencia de un impe­
dimento legal a la aplicación subsidiaria de la Ley 30/1992 en materia 
de caducidad de procedimientos tributarios que sólo sería descartable 
ante la existencia de normas específicas en este ámbito, por impedir 
precisamente las mismas la aplicación subsidiaria de la citada norma. 
A estos efectos, y analizando un caso concreto, debe señalarse que el 
Reglamento de Procedimiento en las Reclamaciones Económico-Ad­
ministrativas, aprobado por el Real Decreto 391/1996, de 1 de marzo,· 
contiene el siguiente precepto: 

Artículo 108: l. Cuando se produzca la paralización del procedi­
miento por causa imputable al interesado, el órgano copipetente le ad­
vertirá que, transcurridos tres meses desde el requerimiento, se produ­
cirá la caducidad del mismo. Consumido este plazo sin que el particular 
realice las actividades necesarias acordará el archivo de las actuaciones 
notificándoselo al interesado. No procederá la caducidad si antes de 
acordarse se removiese el obstáculo. 

2. No podrá acordarse la caducidad por la simple inactivida? d_el 
interesado en el cumplimiento de trámites, siempre que no sean md1s­
pensables para dictar resolución. Dicha inactividad no tendrá otro efec­
to que la pérdida de su derecho referido al trámite. · 

3. Podrá no ser aplicable la, caducidad en ~l supuesto de que la 
cuestión suscitada afecte al interés general, o fuera conveniente sustan­
ciarla para su definición y esclarecimiento. 

A este precepto han tenido ocasión de referirse AruAs VEIAsco y 
SARTORJO ALBALAT318 señalando que «como indica SANcHEZ GoNZÁLEZ, la 

316. 

317. 

318. 
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caducidad, a diferencia del desistimiento y de la renuncia, que con­
sisten en manifestaciones de voluntad, "implica la inactividad del re­
currente, pudiendo decirse que es la extinción del procedimiento 
económico-administrativo, producida por su paralización durante el 
tiempo señalado en el Reglamento, en el que el reclamante perma­
nece inactivo. Es una especie de prescripción, la prescripción del pro­
cedimiento, y tiene su fundamento en la presunta voluntad del recu­
rrente de abandonar la reclamación y la necesidad de que no se pro­
longuen indefinidamente los procedimientos económico-administra­
tivos"». 

En absoluto podemos compartir con los anteriores autores las re­
ferencias a la institución prescriptiva que los mismos quieren ver en la 
figura regulada en el artículo 108 del RPEA. A nuestro juicio, en el su­
puesto analizado queda claro que la agresión sufrida por la seguridad 
jurídica, a la que el precepto pretende poner remedio, es la que con­
lleva la situación de pendencia sufrida por la Administración como 
consecuencia de la inactividad del interesado. La figura indicada para 
combatir este tipo de agresión de la seguridad jurídica es la de la ca­
ducidad, y no la de la prescripción. 

Pretender que el transcurso del plazo de tres meses que el Regla­
mento señala genera una apariencia de abandono de los derechos 
que al interesado corresponden, y que en consecuencia el instituto a 
aplicar es el prescriptivo en lugar del perentorio es, a nuestro juicio, 
resultado de las deficiencias que la distinción entre estos dos institu­
tos ha venido presentando. A mayor abundamiento en defensa de 
nuestra posición puede además señalarse la similitud que el precepto 
tributario transcrito guarda con el artículo 92 de la Ley 30/1992, que 
expresamente regula la caducidad por inactividad de los interesados 
de los procedimientos iniciados a instancia de parte. 

Señalan sin embargo con acierto AruAs VEIASCO y SARTORJo ALBALAT319 

como <~unto al supuesto general de caducidad, que se produce por la 
inactividad del reclamante durante el plazo de tres meses, siempre 
que se trate de trámite indispensable para la continuación del proce­
dimiento, el RPEA contempla en su articulado supuestos especiales de 
caducidad por el transcurso del plazo señalado -generalmente diez. 
días-. Dichos casos son los siguientes: 

319. AruAs VEusco,José y Susana SARTORIO Ar.BALAT: Procedimientos Tri!Jutarios, ob. cit., pg. 
673. 
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. a) Falta o insuficiencia del poder del representante (art. 34.2 y 3). 

b) Reclamación colectiva improcedente (art. 36). 

c) Defectos en el primer escrito que se presente en cada recla­
mación económico-administrativa (art. 50.1). Entre los supuestos de 
aplicación de este precepto cabe citar la falta de acreditación de la le­
gitimación». Supuestos, todos ellos, que, gozando de una regulación 
específica, quedarán excluidos del ámbito de aplicación subsidiaria 
del artículo 92 de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común. 

En otro orden de cosas, no podemos dejar pasar la oportunidad 
de señalar que en la doctrina se ha producido un debate acerca de la 
oportunidad de la norma recogida inicialmente en el artículo 114.3 
del antiguo RPEAy posteriormente en el artículo 109.2 del actual Re­
glamento, según la cual «la caducidad de la instancia no producirá 
por sí sola la prescripción de las acciones del particular o de la Admi­
nistración, pero los procedimientos caducados no interrumpirán el 
plazo de prescripción». Así, mientras que AruAs VELASCO y SARTORIO AL­
BALAr20 manifiestan la perplejidad que la norma les produce, pbr en­
tender que el «que una acción de la Administración pudiera prescri­
bir por efecto de la inactividad del interesado en un procedimiento 
económico-administrativo es algo insólito y dificil de imaginar, por lo 
que en todo caso huelga que así se declare expresamente», FALcóN Y 

TELIA321 entiende que la norma «no carece de cierta lógica, si bien su 
redacción resulta efectivamente algo confusa». Teniendo en realidad 
por objeto «limitar los efectos de la declaración de caducidad al pro­
cedimiento concreto de que se trate». Para este autor queda claro con 
este precepto que «lo que caduca es sólo el procedimiento, y no el de­
recho sustantivo, ni del particular ni de la Administración, ni las po­
testades administrativas correspondientes. Tal derecho podrá hacerse 
efectivo por otra vía: 

La Administración podrá, por ejemplo, acudir a la rectificación 
de errores de hecho, prevista en el artículo 156 de la LGT o a cual­
quiera de los procedimientos especiales de· revisión, o podrá dictar 
una nueva liquidación, si la impugnada era provisional. 

320. AruAs VEusco,José y Susana SARTORIO AuiALAT: Procedimientos Tributarios, ob. cit., pg. 
674. . 

321. FALCÓN vTELLA, Ramón: Ld prescripción en materia tributaria, ob. cit., pgs. 154 y 155. 
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En. c~anto al particular, puede instar también la iniciación de un 
proced1m1en~o. ;spec~al de revi~ión, o acudir a la vía genérica del de­
r~~ho de pet1c10n, o mcluso reiterar sus alegaciones en otra reclama­
Cion? recurso, ~ontra la liquidación definitiva que posteriormente se 
practique, por eJemplo». 

El ~ayor problema no obstante que presenta la norma transcrita 
Y .que ex1g~ una interpretación correctora de su tenor literal es, como 
b1e_n ha sen~lado FALcóN vTELIA322

, el referido a la enervación del efec­
to .mterruptivo de la prescripción que a la caducidad se atribuye. Si­
gmendo el razonamiento del mencionado autor debemos señalar que 
«en cua.~to a la prescripción de las "acciones" de la Administración 
-expre~I_?n e~ la q?e debe entenderse incluida la prescripción de la 
obhgac10n tnbutana en cualquiera de sus dos modalidades- una in­
terpretación del inciso final del artículo 114.3 RPEA323 llevaría a la con­
clusi.ón de que si el procedimiento termina por caducidad de 1~ ins­
tancia,.!ª prescripción se entiende no interrumpida. Pero esta inter­
pretac10n debe rechazarse, a nuestro juicio, pues conduce a un resul­
tad~ ~,?surdo y contrario al fundamento de la prescripción. La inter­
pos1c10n de la recla:11ación rompe el silencio de la relación jurídica, y 
p~r t~?to -como senala el art. 66.1 b) de la LGT- interrumpe la pres­
cnpc10n. Y resulta absurdo que la conducta posterior del particular 
.pueda excluir ese efecto interruptivo». 

· Además, p~osigue FALCÓN :TELIA, «si una reclamación se paraliza 
p_or cai:sas no imputables al mteresado, es preciso que transcurran 
cm?o a~_os desde d~cha paralización para que se entienda prescrita la 
obhgac10n_. Es decir, qu~ cuando el procedimiento se paraliza por 
causas no 1mput~~le~ al mteresado no se priva de efectos interrupti­
vos a la reclamac10n mterpuesta, sino que ha de comenzarse el cóm­
puto de un nuevo plazo en vía económico-administrativa. Lógica­
men_t; -sentencia el autor citado- no puede "adelantarse" la consu­
ma~10n de la prescripción cuando la paralización se produce por cau­
sa~ imputables al inter~s~do. Podría argüirse en contrario que para 
evita_r ~sta ~onsec?enc1a mdeseable basta que el órgano económico 
admm1strat1vo estime que la Administración tiene interés en la con­
ti.~uac_ión del procedimiento y, en consecuencia, prosiga su tramita­
Cion sm declarar caducada la instancia. Pero entendemos que la re-

, ~
2
2l FALCÓN Y TEL~, Ramón: La prescripción en materia tributaria, ob. cit., pgs. 156 y 157. 

La referencia debe entenderse realizada en la actualidad al art. 109.2 del VÍ"en-
te RPEA. ó 
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ferencia al interés de la Administración en la continuación de la re­
clamación se refiere a un interés sustantivo, a un interés en que se 
dicte resolución expresa sobre un supuesto determinado y no a la 
conveniencia meramente circunstancial de evitar que se produzca la 
prescripción». 

Este razonamiento lleva finalmente a FALCÓN Y TELIA a la conclu­
sión de que «la declaración de caducidad de la instancia no borra el 
efecto interruptivo de la prescripción de la obligación tributaria pro­
vocado por la reclamación interpuesta, sino que habrá de comenzar a 
computarse un nuevo plazo desde el momento de dicha declaración». 

No compartimos.con el autor citado el efecto interruptivo de la 
prescripción que pretende otorgar a la declaración de caducidad, y 
que deriva del hecho de que sea a partir de ésta desde donde pro­
pugna reiniciar el cómputo de la prescripción. Antes al contrario, 
creemos que la declaración de caducidad no puede ser entendida 
como una manifestación tendente al ejercicio de la acción o derecho 
que prescribe324 y, por lo tanto, carece de todo efecto interruptivo 
respecto del cómputo del plazo prescriptivo. Ahora bien, enten­
diendo que el efecto interruptivo provocado por la iniciación del 
procedimiento económico-administrativo no puede ser eliminado 
por la mera voluntad del interesado, provocando con su inactividad 
la caducidad del mencionado procedimiento, creemos que la solu­
ción más acertada sería la de privar a la caducidad, en este concreto 
supuesto, del efecto enervante de la interrupción de la prescripción 
que generalmente la acompaña. Es decir, considerar el cómputo de 
un nuevo plazo de prescripción desde la iniciación del procedi­
miento de reclamación económico-administrativa o, alternativamen­
te, desde la última actuación realizada én el mencionado procedi­
miento. 

Por último, queremos reincidir en la conveniencia, de «lege fe­
renda», de reconocer la posibilidad de que la caducidad de este pro­
cedimiento pudiera producirse como consecuencia de una pasividad 
imputable a la Administración. Esta posibilidad, descartada en nues­
tro actual ordenamiento al no iniciarse el procedimiento.a instancia 
de parte debería tomarse en consideración si, como venimos defen-

324. En este sentido se ha pronunciado también MARTíN CAcEREs, Adriana Fabiola: La 
prescripción del crédito tributario, ob. cit., pg. 175: «La interrupción es siempre, y lo 
es también en su configuración tributaria, consecuencia del ejercicio del dere­
cho y no de la imposibilidad de dicho ejercicio». 
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diendo, se atendiera a la verdadera naturaleza de la caducidad. En es­
te sentido el hecho de que un particular haya iniciado un procedi­
miento no nos parece que justifique cualquier dilación por parte de 
la Administración, siendo una posible solución al problema que la 
misma plantearía el reconocimiento de la caducidad del procedi­
miento, siempre, claro está, que la misma pudiera ser renunciable 
por parte del interesado, que no debería verse irremisiblemente obli­
gado a reiniciar un procedimiento para obtener satisfacción a sus 
pretensiones. · 

4. LA'CADUCIDAD DE LA INSTANCIA EN DERECHO TRIBUTA­
RIO 

La última de las manifestaciones de la caducidad por inactividad 
del particular en Derecho tributario viene constituida por la denomi­
nada caducidad de la instancia. Es éste un fenómeno que se pone de 
manifiesto en numerosos supuestos de paralización de un procedi­
miento por inactividad del particular en ~l que; sin embargo, la reso­
lución del mismo no queda imposibilitada, lo que evita que el proce­
dimiento entero caduque. 

A este fenómeno han tenido ocasión de referirse AruAs VEIASco y 
SARTORIO ArnALAT325, quienes en relación con la caducidad del procedi­
miento económico-administrativo señalaban cómo esos supuestos «de­
ben diferenciarse de aquellos en los que la inactividad del reclamante 
produce no la caducidad del procedimiento, sino la preclusión o ca­
ducidad del trámite en los términos del apartado 2 del artículo 108 en 
relación con el artículo 61 del RPEA, cuya más frecuente aplicación 
tieQ.e lugar en relación con el trámite de alegaciones y proposición ae 
prueba». 

Teniendo además en cuenta el origen procesal que suele atri­
buirse al fenómeno de la caducidad de la instancia no es de extrañar 
que el mismo podamos encontrarlo regulado en relación con el pro­
cedimiento contencioso, conteniendo a estos efectos la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administra­
tiva el siguiente precepto: 

325. AruAs VEI.ASco,José y Susana SARTORIO .AulALAT: Procedimien(os Tributarios, ob. cit., pg. 
673. 
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Artículo 128.1. Los plazos son improrrogables y una vez transcu­
rridos se tendrá por caducado el derecho y por perdido el trámite que 
hubiere dejado de utilizarse. No obstante, se admitirá el escrito que pro­
ceda, y producirá sus efectos legales, si se presentare dentro del día en 
que se notifique el auto, salvo cuando se trate de plazos para preparar o 
interponer recursos. ( .. ,) · 

La naturaleza perentoria de las figuras señaladas queda perfecta­
mente demostrada si tenemos en cuenta, una vez más cuál es el inte­
rés jurídico que con las mismas pretende protegerse. Resulta que en 
todas ellas existe una situación de inseguridad jurídica a cargo de la 
Administración que es consecuencia de la falta de actuación de un trá­
mite concreto por parte del interesado. El amparo de la seguridad ju­
rídica exige que el trámite se dé por extinguido y se permita la conti­
nuación del procedimiento, lo que, en definitiva, se consigue me­
diante la declaración de la caducidad de la instancia, figura a la que 
tuvimos ocasión de referirnos más ampliamente en la primera parte 
de este trabajo. 
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